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SEN'TENCIA DE FECHA 4 DE MARZO DEL 1981

gentencia impugnala: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
techa 2 de abril de 1979.

flateria: Confiscaciones.

gecurrentes: Instituto Agrario Dominicano yel Estado Domini-
cano.

Abogado: Lic. Mariano Vanderosrst.

lteeurridos: Sucesores de Raymundo ,Iiranda.
Abogados: Dr. Miguel Angel Cedeño por sí y- por el Dr. Francis-

eo del Rosario Díaz.

Dios. Patria y Lihertad,
República Dominicana.

.	 En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularinente constituída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, PresIdente; Fernando E. Rave10 de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio De-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Joaquín L. Hernández EspaiLlat y Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to DoraIngo de Gunním, Distrito Nacional, hoy día 4 cie
marzo del 1981, años 138' de la independengia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casaciÓn interpuesto por el Insti-
tuto Agrario Dominicano, organismo autónomo del . Esta-
do, con su asiento en un edificio públzio situado frente a
la Plaza de la Independencia, de esta capital, y el Estado
Dominicano, representado por la Administración General
de Bienes Naclonales, contra la sentencia dictada por la
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnarla: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 2 de abril de 1979.

Materia: Confiscaciones.

Recurrentes: Instituto Agrario Dominicano yel Estado Domini-
cano.

‘legado: Lic. Mariano Vanderosrst.

Itecurritios: Sucesores de Raymundo Miranda.
Abogados: Dr. Miguel Angel Cedeño por sí y por el Dr. Francis-

co del Rosario Díaz.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Nestor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elp'dio Be-
tas, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Joaquín L.. Hernández Espaillat y Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audienzias, en la ciudad de San-
to Domingo de Gue2nán, Distrito Nacional, hoy día 4 de
marzo del 1981, años 138' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corle
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Insti-
tuto Agrario Dominicano, organismo autónomo del Esta-
do , con su asiento en un edificio pitbleio situado frente a
la Plaza de la Independencia, de esta capital, y el Estado
Dominicano, representado por la Administración General
de Bienes Nacionales, contra la sentencia dictada por la
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Corte de Apelación de Santo Domingo, en funciones de
Tribunal de Confiscaciones, el 2 de abril de 1979, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído ál Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Lic. Mariano Vanderhorst, cédula No. 10232,
serie 71, en representación de los Dres. Héctor Rosa Vas-
sallo, cédula 36793, serie 56, y Pérsiles Pérez Méndez, cé-
dula 20262, serie 54, abogados de los recurrentes, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Miguel
Angel Cedeño Jiménez, cédula 17700, serie 2S. por sí y en
representación del Dr. Francisco del Rosario Díaz, cédula
46666, serie lra., abogados de los recurridos Sucsores de
Raymundo Ismael Miranda, Jacinco Ignacio Moñón Miran-
da, dominicano, ma yor de edad, cédula 85414, serie ira.;
Alicia Miranda de Mañón, dominicana, mayor de edad, ca-
sada, cédula 3309, serie 10; Samuel Abigaí1 Miranda Pa-
chano, dominicano, mayor de edad, cédula 434, serie 10;
Rafael Augustc Pachano. dominicano, mayor de edad, cé-
dula 42. serie 16; Mercedes Aida Pachano, dominicana, ma-
yor de edad, cédula 272, serie 10; Floripa Antonia Miran-
da, dominicana, mayor de edad, cédula 7437, serie lra.;
Altagracia Miranda de Basora, dominicana, mayor de edad.
casada, cédula 493, serie 10; Ramona EStela Miranda Pa-
chano, dominicana, mayor de edad, cédula 311, serie 22;
Herminia Miranda viuda Melo, dominicana, mayor de
edad; Josefa de la Caridad Miranda, dominicana, mayor de
edad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, dcl
29 de mayo de 979, suscrito por sus abogados, en el cual
se proponen contra la sentencia impugnada los medios
que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de los recurridos, del 16
de julio de 1979, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por los re-
currentes que se mencionan más adelante, y los artículos
8 de la Constitución, inciso 13, letra a), 1, 20 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación; 23 de la Ley sobre
Confiscación General de Bienes, Núm. 5924, de 1962 y la
Ley No. 285, de 1964;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta la siguiente:
que con motivo de una demanda en restitución de la Par
cela No. 1, del Distrito Catastral No. 8, del Municipio de
Azua, intentada por los Sucesores de Raymundo Ismael
Miranda, ahora recurridos, por instancia del 10 de julio de
1974, elevada a la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en funciones de Tribunal de Confiscaciones, en contra del
Estado Dominlacno (Administración General de Bienes Na-
cionales); del Instituto Agrario Dominicano; del Banco
Agrícola de la República Dominicana y, de 7a Corporación
Dominicana de Empresas Estatales, la mencionada Corte
dictó el 2 de abril de 1979,en las indicadas funciones, des-
pués de ordenarse y cumplirse algunas medidas de ins-
trucción, la sentencia ahora impugnada en casación, con el
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declarar, co-
mo por la presente declara, que los Sucesores de Ray-
mundo Ismael Miranda, fueron objeto de un abuso de po-
der que culminó con la adjudicación al Banco Agrícola de
la República Dominicana, por decisión No. 1 del Distrito
Catastral No. 8 de la Provincia de Azua, en desprecio de
la propiedad por prescripción en favor de dichos herede-
ros; SEGUNDO: Declara la nulidad radical y absoluta
do la decisión No. 1 del Distrito Catastral No. 8 de la Pro-
vincia de Azua, de fecha 10 de junio de 1954, dictada por
el Tribunal de Tierras, en cuanto se refiere a la porción
de terrenos ubicada en el Cope y, Municipio de Azua, con



314	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL	 315

Corte de Apelación de Santo Domingo, en funciones
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Oído ál Alguacil de turno en la lectura del rol;
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serie 71, en representación de los Dres. Héctor Rosa V.:
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29 de mayo de 979, suscrito por sus abogados, en el cual
se proponen contra la sentencia impugnada los medios
que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de los recurridos, del 16
de julio de 1979, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, despu& de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por los re-
currentes que se mencionan más adelante, los artículos

de la Constitución, inciso 13, letra a), 1, 20 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación; 23 de la Ley sobre
Confiscación General de Bienes, Núm. 5924, de 1962 y la
Ley No. 285, de 1964;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta la siguiente:
que con motivo de una demanda en restitución de la Par
cela No. 1, del Distrito Catastral No. 8, del Municipio de
Azua, intentada por los Sucesores de Raymundo Ismael
Miranda, ahora recurridos, por instancia del 10 de julio de
1974, elevada a la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en funciones de Tribunal de Confiscaciones, en contra del
atado Dominlacno (Administración General de Bienes Na-
cionales); del Instituto Agrario Dominicano; del Banco
Agrícola de la República Dominicana y, de la Corporación
Dominicana de EMpresas Estatales, la mencionada Corte
dictó el 2 de abril de 1979,en las indicadas funciones, des-
pués de ordenarse y cumplirse algunas medidas de ins-
trucción, la sentencia ahora impugnada en casación, con el
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declarar, co-
mo por la presente deelara, que los Sucesores de Ray-
mundo Ismael Miranda, fueron objeto de un abuso de po-
der que culminó con la adjudicación al Banco Agrícola de
la República Dominicana, por decisión No. 1 del Distrito
Catastral No. 8 de la Provincia de Azua, en desprecio de
la propiedad por prescripción en favor de dichos herede-
ros; SEGUNDO: Declara la nulidad radical y absoluta
de la decisión No. 1 del Distrito Catastral No. 8 de la Pro-
vincia de Azua, de fecha 10 de junio de 1954, dictada por
el Tribunal de Tierras, en cuanto se refiere a la porción
de terrenos ubicada en el CopeY, Municipio de Azua, con
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una extensión superficial de Diez mil (10,000) tareas, den-
tro de la referida Parcela, y en consecuencia declara corno
legítimos propietarios de dicha porción de terrenos a los
señores Jacinto Ignacio Mañón Miranda, Alicia Miranda
de Mañón, Manuel Abigail Miranda Pacheco, Rafael Au-
gusto Pachano Mercedes, Aida Miranda de Pachano. Flo-
ripa Antonia Miranda de Díaz, Altagracia Miranda de Ba-
sora, Ramona Estela Miranda Pachano, los únicos herede-
ros de Raymundo Ismael Miranda; y TERCERO: Condena
al Instituto Agrario Dominicano, parte que sucumbe, al
pago de las costas del procedimiento, con distracción en
provecho de los Dres. Francisco del Rosario Díaz, y Miguel
Angel Cedeño, abogados que afirman abonas avanzado en
su totalidad;

Considerando, que, contra la sentencia que impugnan,
los recurrentes proponen los siguientes medios` Primer
Medio de Casación: Violación al derecho de defensa de los
demandados ahora recurrentes; Segundo Medio de Casa-
ción: Desnaturalización de les hechos de la causa; viola-
ción del artículo 18 de la Ley No. 5924, del año 1962, so-
bre Confiscación General de Bienes; violación de los Arts.
35, 36 y 37 de la Ley 5924 del año 1962; Tercer Medio de
Casación: Falta de base legal y mala aplicación del De-
recho; Violación del artículo 18 de la Ley No. 5924, del
año 1962, sobre Confiscación General de Bienes; Viola-
ción de los artículos 35, 36 y 37 de la Ley No. 5924, del
año 1962;

Considerando, que en el desarrollo de su primer me-
dio de casación, los recurrentes alegan, en síntesis, que la
Corte a-qua no dictó sentencia ín-voce, en relación con
su solicitud de prórroga incidental, sino que se reservó 01
fallo, y por lo tanto, no permitió que conclu yeran al fon-
do de la demanda, violando así su derecho de defensa:
que, también se violó su derecho de defensa al no obtem-
perar la Corte a-qua a su solicitud de reapertura de los

debates; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto lo siguiente: a) que, en relaciónis••• .con la demanda de que se trata, la Corte a-qua, en fun-
dones de Tribunal de Confiscaciones, dicté el 17 de mar-

- zo de 1975, una sentencia mediante la cual ordenó que,
previamente a todo juicio sobre el fondo de la demanda,
las partes en causa se comunicaran recíprocamente, todos
y cada uno de los documentos de que harían uso; b) que
a diligencias del abogado de la parte demandante, se fijó
la audiencia pública del día jueves 17 de abril de 1975, a
las nueve horas de la mañana, para conocer del fondo
de la demanda de que se trata; c) que a la audiencia pú-
blica indicada comparecieron las partes en causa, y como
consecuencia de las conclusiones presentadas por ellos, la
Corte a-qua, dictó el 29 de abril de 1978, una sentencia
por la cual ordenó un informativo a cargo de los ahora
recurridos y reservó el contrainformativo a los recurren-
tes y fijó la audiencia pública del jueves 16 de junio de
1977, a las nueve horas de la mañana para la audición de
los testigos; d) que la parte demandada, el 15 de junio de
1977, solicitó de la Suprema Corte de Justicia la suspen-
sión de la sentencia indicada anteriormente, petición que
le fue rechazada; e) que, fijada nuevamente la audiencia
para la realización de las medidas de instrucción ordena-
das el 29 de abril de 1978, por la Corle a-qua, se celebró
en esa fecha el informativo, y la parte demandada, soli-
citó y obtuvo que se reservara el contrainformativo para
una próxima audiencia y, además, la comparecencia per-
sonal de las partes; f) que otra vez fué fijada audiencia,
ahora la del jueces19 de julio de 1978, a las nueve horas
de la mañana, para la realización de las medidas de ins-
trucción ordenadas, y a ella concurrieron las partes, y
como consecuencia de sus conclusiones, la Corte a-qua,
concedió la prórroga solicitada por los ahora recurrentes
para la celebración del contrainformativo, que le había
sido reservado y fijó la audiencia del jueces 3 de agosto
de 1978, para su celebración; g) que a esa audiencia com-
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una extensión superficial de Diez mil (10,000) tareas, den-
tro de la referida Parcela, y en consecuencia declara corpo
legítimos propietarios de dicha porción de terrenos a los
señores Jacinto Ignacio Mañón Miranda, Alicia Miranda
de Mafión, Manuel	 Miranda Pacheco, Rafael Au-
gusto Pachano Mereedes, Aida Miranda de Pachano, Flo-
ripa Antonia Miranda de Díaz, Altagracia Miranda de Ba-
sora, Ramona Estela Miranda Pachano, los únicos herede-
ros de Raymundo Ismael Miranda; y TERCERO: Condena
al Instituto Agrario Dominicano, parte que sucumbe, al
pago de las costas del procedimiento, con distracción en
provecho de los Dres. Francisco del Rosario Diaz, y Miguel
Angel Cedeño, abogados que afirman abonas avanzado en
su totalidad;

Considerando, que, contra la sentencia que impugnan,
los recurrentes proponen los siguientes medios‘ Primer
Medio de Casación: Violación al derecho de defensa de los

demandados ahora recurrentes; Segundo Medio de Casa-
ción: Desnaturalización de los hechos de la causa; viola-
ción del artículo 18 de la Ley No. 5924, del año 1962, so-
bre Confiscación General de Bienes; violación de los Arts.
35, 36 y 37 de la Ley 5924 del año 1962; Tercer Medio de
Casación: Falta de base legal y mala aplicación del De-
recho; Violación del artículo 18 de la Ley No. 5924, del
año 1962, sobre Confiscación General de Bienes; Viola-
ción de los artículos 35, 36 y 37 de la Ley No. 5924, del
año 1962;

Considerando, que en el desarrollo de su primer me-
dio de casación, los recurrentes alegan, en síntesis, que la
Corte a-qua no dictó sentencia in-vote, en relación con
su solicitud de prórroga incidental, sino que se reservó el
fallo, y por lo tanto, no permitió que conclu yeran al fon-
do de la demanda, violando así su derecho de defensa:
que, también se violó su derecho de defensa al no obtem-
perar la Corte a-qua a su solicitud de reapertura de los
debates; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto lo siguiente: a) que, en relación
con la demanda de que se trata, la Corte a-qua, en fun-
ciones de Tribunal de Confiscaciones, dictó el 17 de mar-
zo de 1975, una sentencia mediante la cual ordenó que,
previamente a todo juicio sobre el fondo de la demanda,
jas partes en causa se comunicaran recíprocamente, todos
y cada uno de los documentos de que harían uso; b) que
a diligencias del abogado de la parte demandante, se fijó
la audiencia pública del día jueves 17 de abril de 1975, a
las nueve horas de la mañana, para conocer del fondo
de la demanda de que se trata; c) que a la audiencia pú-
blioa indicada comparecieron las partes en causa, y como
consemencia de las conclusiones presentadas por ellos, la
Corte a-qua, dictó el 29 de abril de 1978, una sentencia
por la cual ordenó un informativo a cargo de los ahora
recurridos y reservó el contrainformativo a los recurren-
tes y fijó la audiencia pública del jueves 16 de junio de
1977, a las nuevo horas de la mañana para la audición de
los testigos; d) que la parte demandada, el 15 de junio de
1977, solicité de la Suprema Corte de Justicia la suspen-
sión de la sentencia indicada anteriormente, petición que
le fue rechazada; e) que, fijada nuevamente la audiencia
para la realización de las medidas de instrucción ordena-
das el 29 de abril de 1978, por la Corte a-qua, se celebró
en esa fecha el informativo, y la parte demandada, soli-
citó y obtuvo que se reservara el contrainformativo para
una próxima audiencia y, además, la comparecencia per-
sonal de las partes; f) que otra vez fué fijada audiencia,
ahora la del jueces 19 de julio de 1978, a las nueve horas
de la mañana, para la realización de las medidas de ins-
trucción ordenadas, y a ella concurrieron las partes, y
como consecuencia de sus conclusiones, la Corte a-qua,
concedió la prórroga solicitada por los ahora recurrentes
para la celebración del contrainformativo, que le había
sido reservados fijó la audiencia del jueces 3 de agosto
de 1978, para su celebración; g) que a esa audiencia com-



BOLETIN JUDICIAL	 319318	 BOLET1N JUDICIAL

parecieron las partes en causa y tomaron sus conclusiones
en la forma indicada en el fallo ahora impugnado. recha_
zando la Corte a-qua, los pedimentos de los ahora recu-
rrente, por improcedentes e infundados y concediéndoles
5 días para depositar documentos; h) que estando ya en
estado de recibir fallo la demanda, los ahora recurrentes
solicitaron la reapertura de los debates;

Considerando, que consta, además, en la sentencia im.
pugnada, que el pedimento de los recurrentes de que se
declara prescrita la acción de los ahora recurridos, debe
ser rechazado por improcedente y mal fundado, ya que en
el expediente reposa documentación dirigida por los recla-

;
!mantes a la entonces Secretaría de Estado de Administra-

ción, Control y Recuperación de Bienes, del 29 de no- •
viembre de 1962 y de la misma Secretaría de Estado, del
23 de mayo de 1968;

Considerando, que al estudiar los alegatos del recu-
rrente  sobre la violación del derecho de defensa, la Supre-
ma	

#é
 Corte de Justicia, por todo lo anteriormente expuesto,

ha comprobado con el examen de la sentencia, impugna-
da en que constan las incidencias del proceso, que a los re-
currentes se les ofreció la oportunidad, en el curso de la
audiencia correspondiente, de exponer sus medios de de-
fensa al fondo y de formular sus conclusiones respecto de
su interés civil, como también se hizo con la otra parte;

Considerando, que esto es así, porque si bien de acuer-
do con el artículo 141 del Código de Procedimiento Civil
las sentencias deben contener las conclusiones de las par-
tes, porque ellas lijan junto con el emplazamiento los li-
mites y alcance del debate, y permiten al comparar los
motivos con el dispositivo apreciar si los jueces del fondo
han respondido a la demanda y si la ley ha sido bien o
mal aplicada, es también cierto que éste no está sujeto a
términcs sacramentales y puede resultar de las enuncia-
ciones combinadas de los puntos de hecho y los motivos
sobre las pretensiones de las partes; que, por otra parte,

si bien es cierto que en la sentencia impugnada no se
i t transcriben, en su parte inicial, las conclusiones a que se

refiere la recurrente, como era el deber de la Corte a-qua
en acatamiento del artículo ya citado del Código de Pro-
cedimiento Civil, tal omisión no ha causado lesión alguna
al derecho de defensa, pues el punto esencial de las con-
clusiones, que. ra uno sólo, fué ponderado par dicha Corte;

Considerando, que, asimismo, el argumento basado en
que la Corte a-qua no obtemperó a la formal solicitud de
reapertura de debates, hecha por el recurrente, carece
igualmente de fundamento puesto que la concesión de tal
medida es una facultad atribuida a los jueces, que éstos
deben tener, cuando la nocesidad y las circunstancias la
hagan conveniente para el mejor esclarecimiento de la ver-
dad; que cuando se le solicita, como ocurrió en la especie,
en momentos en que la Corte estimó que la instrucción del
asunto estaba suficientemente sus:anciada y que esa peti-
ción carecía de fundamente o de pertinencia, su negativa,
no puede considerarse, como una violación al derecho de

...defensa; que, consecuentemente, por todo lo expuesto an-
. tes, el primer medio del recurso carece de fundamento, y
debe, por tanto, ser desestimado;

Considerando, que el desarrollo, de su segundo me-
'dio, el recurrente alega, en síntesis, "que al fallar como lo
hizo la Corte de Apelación de Santo Domingo, desnatura-
lizó de manera evidente. todos los hechos de la causa al
darle una absoluta credibilidad a las declaraciones de los
testigos presentados por la contraparte, cuyo testimonio
nc solamente es dudoso e interesante, sino que también es
evidentemente contradictorio; pero,

Considerancle, que los jueces del fondo aprecian so-
beranamente el valor del testimonio; que la circunstancia
da que algunos testigos depongan en un sentide, y otras
lo hagan de manera distinta, no es óbice para que los jue-
ces al formar su íntima convicción, crean en la sinceridad
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parecieron las partes en causa y tomaron sus conclusiones.
en la forma indicada en el fallo ahora impugnado, recha,
zando la Corte a-qua, les pedimentos de los ahora recu-
rrente, por improcedentes e infundados y concediéndoles
5 días para depositar documentos; h) que estando ya en
estado de recibir fallo la demanda, los ahora recurrentes
solicitaron la reapertura de los debates;

Considerando, que consta, además, en la sentencia im-
pugnada, que el pedimento de los recurrentes de que se
declara prescrita la acción de los ahora recurridos, debe
ser rechazado por improcedente y mal fundado, ya que en
el expediente reposa documentación dirigida por los recla-
mantes a la entonces Secretaría de Estado de Administra-
ción, Control y Recuperaolón de Bienes, del 29 de no-
viembre de 1962 y de la misma Secretaría de Estado, del
2.3 de mayo de 1968;

Considerando, que al estudiar los alegatos del recu-
rrente sobre la violación del derecho de defensa, la Supre-
ma Corte de Justicia, por todo lo anteriormente expuesto,
ha comprobado con el examen de la sentencia, impugna-
da en que constan las incidencias del proceso, que a los re-
currentes se les ofreció la oportunidad, en el curso de la
audiencia correspondiente, de exponer sus medios de de-
fensa al fondo y de formular sus conclusiones respecto de
su interés civil, como también se hizo con la otra parte;

Considerando, que esto es así, porque si bien de acuer-
do con cl artículo 141 del Código de Procedimiento Civil
las sentencias deben contener las conclusiones de las par-
tes, porque ellas fijan junto con el emplazamiento los li-
mites y alcance del debate, y permiten al comparar los
motivos con el dispositivo apreciar si los jueces del fondo
han respondido a la demanda y si la ley ha sido bien
mal aplicada, es también cierto que éste no está sujeto a
términos sacramentales y puede resultar de las enuncia-
ciones combinadas de los puntos de hecho y los motivos
sobre las pretensiones de las partes; que, por otra parte,

si bien es cierto que en la sentencia impugnada no se
transcriben, en su parte inicial, las conclusiones a que se

' • Teliere la recurrente, corno era el deber de la Corte a-qua
en acatamiento del artículo ya citado del Código de Pro-
cedimiento Civil, tal omisión no ha causado lesión alguna
al derecho de defensa, pues el punto esencial de las con-
clusiones, que era uno sólo, fué ponderado por dicha Corte;

Considerando, que, asimismo, el argumento basado en
que la Corte a-qua no obtemperó a la formal solicitud de
reapertura de debates, hecha por el recurrente, carece
igualmente de fundamento, puesto que la concesión de tal
medida es una facultad atribuida a los jueces, que éstos
deben tener, cuando la necesidad y las circunstancias la
hagan conveniente para el mejor esclarecimiento de la ver-
dad; que cuando se le solicita, corno ocurrió en la especie,
en momentos en que la Corte estimó que la instrucción del
asunto estaba suficientemente sustanciada y que esa peti-
ción carecía de fundamente o de pertinencia, su negativa,
no puede considerarse, como una violación al derecho de
defensa; que, consecuentemente, por todo lo expuesto an-
tes, el primer medio del recurso carece de fundamento, y
debe, por tanto, ser desestimado;

Considerando, que el desarrollo, de su segundo me-
dio, ci recurrente alega, en síntesis, "que al fallar como lo
hizo la Corte de Apelación de Santo Domingo, desnatura-
lizó de manera evidente, tilos los hechos de la causa al
darle una absoluta credibilidad a las declaraciones de 13s
testigos presentados por la contraparte, cuyo testimonio
nc solamente es dudoso e interesante, sino que también
evidentemente contradictorio; pero.

Considerando, que los jueces del fondo aprecian so-
beranamente el valor del testimonio; que la circunstancia
da que algunos testigos depongan en un sentido,' y otras
lo hagan de manera distinta, no es óbice para que los jue-
ces al formar su intima convicción, crean en la sinceridad

A:
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y verosimilitud de unas declaraciones y no de otras; que,
al parecer de ese modo, no incurren en ,c1 vicio de desna-
turalicacién como lo pretenden los recurrentes; que ci
examen de lo sentencia impugnada muestra en efecto, que
las declaraciones prestadas, no han sido variadas en su
sentido y alcance, sino que del conjunto de todas ellas,
la Corte a-qua formó su íntima convicción; que, por con-
siguiente. el segundo medio del recurso caree de funda-
mento. y debe ser desestimado;

Considerando, que en el desarrollo de su Tercer Me-
dio los recurrentes alegan, en síntesis, que se violó el as
tículo l e de la Ley No. 5924, del 1962, porque cn la espe-
cie no se encuentran reunidos los elementos constitutivos
del enriquecimiento ilícito, previsto y penado por dicho
texto legal; pero,

Considerando, que en la especie la Corte a-qua no
estaba apoderada de una acción penal para el conocimien-
to de la infracción prevista en el artículo 1 9 de la Ley
No. 5924, del 1962, sino que su apoderamiento lo era en
materia civil, al tenor de lo dispuesto por el artículo 18 de
la misma ley, que da competencia al Tribunal de Confis-
caciones para conocer de las acciones civiles señaladas en
dicho texto legal; que, consecueteanente, al no haber sido
aplicado en la sentencia impugnada el artículo 1 9 de la
mencionada Ley No. 5924, de 1962, no ha podido ser vio-
lado el mismo, por lo que el tercer medio del recurso ca-
rece también de fundamento, y debe ser desestimado;

Considerando, que los recurrentes, sostienen, además,
que en la sentencia impugnada se violaron los artículos
18, 35, 36 y 37 de la Ley No. 5924, del 1962, bajo los ale-
gatos de que: a) para que el Tribunal de Confiscaciones
pueda conocer de un modo exclusivo de las acciones de
carácter civil con fines de restitución de bienes, es condi-
ción indispensable, que dichas acciones se funden en enr i

-quecimiento ilícito logrado mediante el abuso de poder;
que en la especie los indicios aportados por los demandan-
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ahora recurridos, "son débiles, imprecisos, inconsisten-
contradictorios, y por la naturaleza de los mismos,

faltos de seriedad y de ponderación, no habiéndose exami-
nado además los elementos básicos que acuden en apoyo
del Instituto Agrario Dominicano, como propietario legíti-
mo del inmueble objeto de litis; b que "cuando se trata de
inmuebles, en materia de confiscaciones, en que esté en-
vuelto el Estado Dominicano, civilmente, será obligatorio
para el tr ibunal apoderado la aplicación de los artículos
35, 36 y 37, de la Ley No. 5924, de 1962, sobre Confisca-
ción General de Bienes; c) que por la misma naturaleza
intrínseca del Instituto Agrario Dominicano, por la con-
formación de su ley constitutiva, todos los bienes que a
ella pertenecen, como en el caso de la parcela No. 1 del
Distrito Catastral No. 8, del Municipio de Azua, están des-
tinados por ley a motivos de interés social y utilidad pú-
blica, cuando no han sido ya distribuidos entre aparceros,
para los planes de la Reforma Agraria; d) que no pue-
den considerarse medios nuevos en casación, los aducidos
anteriormente, porque, ellos figuraban, en hecho y en de-
recho, en su instancia en solicitud de reapertura de deba-,
tes, del 15 de agosto de 1979; pero,

Considerando, a) que conforme al artículo 33, de la
misma Ley No. 5924, del 1962: "Cuando se rata de una ae-
ción que tenga su fuente en el enriquecimiento ilícito como
consecuenela del abuso o usurpación del Poder, el Tribu-
nal de Confiscaciones podrá declarar no oponible la pres-
cripción y abiertas las vías de recurso contra las decisio-
nes judiciales que hayan intervenido y anular la conven-
ción litigiosa por vicio de consentimiento, fundándose en
los efectos jurídicos que conforme al derecho común que
produce la fuerza mayor. En este sentido se admitirá co-
mo un caso típico de fuerza mayor el abuso o usurpación
del Poder que imperó durante la pasada t i ranía. El Tri-
bunal de Confiscaciones podrá, en consecuencia, si se trata
de derechos registrados, anular las sentencias, decretos y
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y verosimilitud de unas declaraciones y no de otras; que,
al parecer de ese ruede, nu incurren en el vicio de dasna-
turalbacien «ano lo pretenden los recurrentes; que
examen de la sentencia impugnada muestra en efecto, que
las declaraciones prestadas, no han sido variadas en su
sentido y alcance, sino que del conjunto de todas ellas,
la Corte a-qua formé su íntima convicción; que, por con-
siguiente, el segundo medie del recurso carece de funda-
mento, debe ser desestimado;

Considerando, cmc en el desarrollo de su Tercer Me-
dio los recurrentes alegan, en síntesis, que se violó el
título 1 9 de la Ley No. 5924, del 1962, porque cn la espe-
cie no se encuentran reunidos los elementos ,:onstitutivos
del enriquee,m'ente ilícito, previsto y penado por dicho
texto legal; pero,

Considerando, que en la especie la Corte a-qua no
estaba apoderada de una acción penal para el ccnocimien-
to de la infracción prevista en el artículo 1 9 de la Ley
No. 5924, del 1962, sino que su apoderamiento lo era en
materia civil, al tenor de lo dispuesto por el artículo 18 de
la misma ley, que da competencia al Tribunal de Confis-
caciones para conocer de las acciones civiles señaladas en
dicho texto legal; que, consccueternente, al no haber sido
aplicado en la sentencia impugnada el artículo 1• de la
mencionada Ley No. 5924, de 1962, no ha podido ser vio-
lado el mismo, por lo que el tercer medio del recurso ea-
rece también de fundamento, y debe ser desestimado;

Considerando, que los recurrentes, sostienen, además,
que en la sentencia impugnada se violaron los artículos
18, 35, 36 y 37 de la Ley No. 5924, del 1962, bajo los ale-
gatos de que: a) para que cl Tribunal de Confiscaciones
pueda conocer de un modo exclusivo de las acciones de
carácter civil con fines de restitución de bienes, es condi-
ción indispensable, que dichas acciones se funden en enr i

-quecimiento ilícito logrado mediante el abuso de poder;
que en la especie los indicios aportados por los demandan-
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tes, ahora recurridos, "son débiles, imprecisos, inconsisten-
tes, contradictorios, y por la naturaleza de los mismos,
faltos de seriedad y de ponderación, no habiéndose exami-
nado además los elementos básicos que acuden en apoyo
del Instituto Agrario Dominicano, como propietario legíti-
mo del inmueble objeto de litis; b que "cuando se trata de
inmuebles, en materia de confiscaciones, en que esté en-
vuelto el Estado Dominicano, civilmente, será obligatorio
para el tribunal apoderado la aplicación de los artículos
35, 36 y 37, de	 Ley No. 5924, de 1962, sobre Confisca-
ción General de Bienes; c) que por la misma naturaleza
intrínseca del Instituto Agrario Dominicano, por la con-
formación de su ley constitutiva, todos los bienes que a
ella pertenecen, como en el caso de la parcela No. 1 del
Distrito Catastral No. 8, del Municipio de Azua, están des-
tinados por ley a motivos de interés social y utilidad p15-
blica, cuando no han sido ya distribuidos entre aparceros,
para los planes de la Reforma Agraria; d) que no pue-
den considerarse medios nuevos en casación, los aducidos
anteriormente, porque, ellos figuraban, en hecho y en de-
recho, en su instancia en solicitud de reapertura de deba-
tes, del 15 de agosto de 1979; pero,

Considerando, a) que conforme al artículo 33, de la
isma Ley No. 5924, del 1962: "Cuando se rata de una ac-

ción que tenga su fuente en el enriquecimiento ilícito como
consecuencia del abuso o usurpación del Poder, el Tribu-
nal de Confiscaciones podrá declarar no oponible la pres-
cripción y abiertas las vías de recurso contra las decisio-
nes judiciales que hayan intervenido y anular la conven-
ción litigiosa por vicio de consentimiento, fundándose en
los efectos jurídicos que conforme al derecho común que
produce la fuerza mayor. En este sentido se admitirá co-
mo un caso típico de fuerza mayor el abuso o usurpación
del Poder que imperó durante la pasada tiranía. El Tri-
bunal de Confiscaciones podrá, en consecuencia, si se trata
de derechas registrados, anular las sentencias, decretos y



322	 ROLETIN JUDICIAL

resoluciones emanados del Tribunal de Tierras, así Coma
los certificados de títulos que sean necesarios para la se.
lución del litigio y ordenar lo que sea procedente; que, (tel
texto anteriormente transcrito queda establecida la admi-
sión como un caso típico de fuerza mayor el abuso o usur-
pación del Poder que imperó durante la pasada tiranía:
que, al tenor de lo dispuesto por el artículo 18, apartado
g), de la Ley No. 5924, de 1962: "En materia civil, dicho
tribunal será competente de una manera exclusiva para
conocer de las acciones intentadas por personas perjudi-
cadas por el abuso o usurpae:ón del Poder, contra los de-
tentadores o adquirientes", que como resulta de esa parte
final del artículo 18, pará que la Corte de Apelación de
Santo Domingo sea competente, en funciones de Tribunal
de Confiscaciones, para conocer de acciones intentadas
fundadadas en el enriquecimiento ilícito mediante el abu-
so del Poder, no es necesario que los bienes que se recla-
men hayan sido previamente objeto de confiscación gene-
ral;

Considerando, b) que en relación con los artículos 35 y 36
de la Ley N9 5924 de 1962, cuya violación se invoca, es evi-
dente que estos textos legales no fueron aplicados en la sen-
tencia impugnada, ni tienen relación con lo resuelto por
ella, por lo que no han podido ser violados por la Corte
a-qua, en dicha decisión, como infundadamente alegan los
recurrentes;

Considerando, por último, que el artículo 37 de la
Ley No. 5924, de 1962, cuya violación también invocan los
recurrentes, se expresa así: 'Si el inmueble reclamado
forma parte de una explotación agrícola, industrial o co-
mercial, o si en él se han levantado edificios públicos o
construcciones valiosas, o esté o pueda ser destinado a fi-
nes de utilidad pública o de interés social, el Tribunal no
podrá ordenar en ningún caso la restitución o devolución
del inmueble, pero declarará, cuando proceda, que el de-
mandante tiene derecho a una compensación y enviará
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a las partes para que se pongan de acuerdo ante el juez
(1 ,:e comisione el Tribunal de su mismo seno, respecto del
monto y de las modalidades de la compensación. El repre-
sentante del Estado tendrá plenos poderes para pactar con
el demandante, y en caso de no acuerdo, el juez comisio-
nado así lo informará al Tribunal para que éste fije la re-
paración que corresponde;

Considerando, que si es cierto que en la especie se trata
de un inmueble que fue objeto, según consta en la sentencia
impugnada, "de operaciones traslativas de propiedad en
favor de varias personas y por último en beneficio del
Instituto Agrario Dominicano", corno resultado de la coac-
ción que imperó durante la tiranía de Trujillo, también
es cierto que uno de les recurrentes, tercer adquiriente, es
una entidad del Estado, el Instituto Agrario Dominicano,
que tiene, de acuerdo con la Ley No. 5879, de 1962, "co-
mo función primordial llevar a feliz término la Reforma
Agraria en todo el territorio de la República" a cuyos pla-
nes la Constitución de la República destine "las tierras
que pertenezcan al Estado, o las que éste adquilera de gra-
do a grado o por expropiación", "que no estén destinadas o
deban destinarse por el Estado, a otros fines interés ge-
neral"; que por tanto, el caso está regido por el transcri-
to artículo 37, de la Ley No. 5979, de 1962, cuya violación
se invoca, tal como lo dispone el artículo 40 de la misma
ley; por lo cual la Corte a-qua, al proclamar, en el Consi-
derando No. 12, de la sentencia impugnada, que proceda
restituir a los Sucesores de Raymundo Ismael Miranda, "la
porción de terreno de Diel Mil tareas (10,000), reclamadas
Por éstos, ubicado en El CopeY, de la Provincia de Azua, y
situada dentro de la Parcela No. 1, del Distrito Catastral
No. 8 de la Provincia de Azua, actualmente detentada por
el Instituto Agrario Dominicano" y, consecuentemente de-
clarar en el Ordinal Segundo de su dispositivo 	 nuli-
dad radical y absoluta de la decisión No. 1 del DistMto Ca-
tastral No. 8 de la Provincia de Azua, de fecha 10 de ju-
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resoluciones emanados del Tribunal de Tierras, así como
los certificados de títulos que sean necesarios para la sc,
lución del litigio y ordenar lo que sea procedente; que, del
texto anteriormente transcrito queda establacida la admi-
sión como un caso típico de fuerza mayor el abuso o usur-
pación del Poder que imperó durante la pasada tiranía;

WpI1
que, al tenor de lo dispuesto por el artículo 18, apartado -
g), de la Ley No. 5924, de 1962: "En materia civil, dicho
tribunal será competente de una manera exclusiva para
conocer de las acciones intentadas por personas perjudi-
cadas por el abuso o usurpación del Poder, contra los de-
tentadores o adquirientes", que como resulta de esa parte
final del artículo 18, para que la Corte de Apelación de
Santo Domingo sea competente, en funciones de Tribunal
de Confiscaciones, para conocer de acciones intentadas
fundadadas en el enriquecimiento ilícito mediante el abu-
so del Poder, no es necesario que los bienes que se recla-
men hayan sido previamente objeto de confiscación gene-
ral;

Considerando, b) que en relación con los ' artículos 35 y 36
de la Ley NO 5924 de 1962, cuya violación se invoca, es evi-
dente que estos textos legales no fueron aplicados en la sen- •
tenzia impugnada, ni tienen relación con lo resuelto por
ella, por lo que no han podido ser violados por la Corte
a-qua, en dicha decisión, como infundadamente alegan los
recurrentes;

Considerando, por último, que el artículo 37 de la
Ley No. 5924, de 1962, cuya violación también invocan los
recurrentes, se expresa así: 'Si el inmueble reclamado
forma parte de una explotación agrícola, industrial o co-
mercial, o si en él se han levantado edificios públicos o
construcciones valiosas, o esté o pueda ser destinado a fi-
nes de utilidad pública o de interés social, el Tribunal no
podrá ordenar en ningún caso la restitución o devolución
del inmueble, pero declarará, cuando proceda, que el de-
mandante tiene derecho a una compensación y enviará
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jas partes para que se pongan de acuerdo ante el juez
que comisione el Tribunal de su mismo seno, respecto del
monto y de las modalidades de la compensación. El repre-
sentante del Estado tendrá plenos poderes para pactar con
el demandante, y en caso de no acuerdo, el juez comisio-
nado así lo informará al Tribunal para que éste fije la re-
paracióh que corresponde;

Considerando, que si es cierto que en la especie se trata
de un inmueble que fue objeto, según consta en la sentencia
impugnada, "de operaciones traslativas de propiedad en
favor de varias personas y por último en beneficio del
Instituto Agrario Dominicano", como resultado de la coac-
ción que imperó durante la tiranía de Trujillo, también
es cierto que uno de les recurrentes, tercer adquiriente, es
una entidad del Estado, al Instituto Agrario Dominicano,
que tiene, de acuerdo con la Ley No. 5879, de 1962, "co-
mo función primordial llevar a feliz término la Reforma
Agraria en todo el territorio de la República" a cuyos pla-
nes la Constitución de la República destine "las tierras
que pertenezcan al Estado, o las que éste adquiera de gra-
do a grado o por expropiación", "que no estén destinadas o
deban destinarse por el Estado, a otros fines interés ge-
neral"; que por tanto, el caso está regido por el transcri-
to artículo 37, de la Ley No. 5979, de 1962, cuya violación
se invoca, tal como lo dispone el artículo 40 de la misma
ley: por lo cual la Carte a-qua, al proclamar, en el Consi-
derando No. 12, de la sentencia impugnada, que proceda
restituir a los Sucesores de Raymundo Ismael Miranda, "la
porción de terreno de Diel Mil tareas (10,000), reclamadas
Por éstos, ubicado en El CopeY, de la Provincia de Azua, y
situada dentro de la Parcela No. 1, del Distrito Catastral
No. 8 de la Provincia de Azua, actualmente detentada por
el Instituto Agrario Dominicano" y, consecuentemente de-
clarar en el Ordinal Segundo de su dispositivo 	 nuli-
dad radical y absoluta de la decisión No. 1 del Distrito Ca-
tastral No. 8 de la Provincia de Azua, de fecha 10 de ju-

'
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE MARZO DEL 1981

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha
25 de agosto de 1975.

Miteria: Tierras.

Recurrente: Juliana Antonia Tineo Erito.
Abogados: Lic. Rafael S. Orvalle y Fabián O. Núñez.

Recurrido: Exclusión.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.
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nio de 1954, dictada por el Tribunal de Tierras", en
to se refiere a la porción de terreno indicada; desconoció
el artículo 37 de la Ley No. 5924, sobre Confiscación Gene-
ral de Bienes, del 26 de mayo de 1962; por lo cual la sen-
tencia impugnada debe ser casada, en cuanto a la parte
inicial del ordinal Segundo de su dispositivo;

Por tales motivos, Primero: Casa, la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en funcio-
nes de Tribunal de Confiscaciones, el 2 de abril de 1979,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, únicamente, en cuanto declara la nulidad ra-
dical y absoluta de la Decisión No 1 del Distrito Catastral
No. 8 del Municipio de Azua, de fecha 10 de junio de 1954,
dictada por el Tribunal de Tierras, en cuanto se refiere
a la porción de terrenos ubicada en El Copey, Municipio
de Azua, con una extensión superficial de Diez Mil (10,-
000) tareas, dentro de la referida Parcela, como conse-
cuencia de haber considerado que procedía su restitución,
en favor de los recurridos; y Rechaza el recurso en sus
demás aspectos; y envía el asunto, así delimitado, ante la
Corte de Apelación de Santiago, en funciones de Tribunal
de Confiscaciones; a fin de que la misma proceda de acuer-
do con el artículo 37 de la Ley sobre Confiscación General
de Bienes, No. 3924, del 1962; y Segundo: Compensa las
costas entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Joaquín
L. Hernández Espaillat, Leonte Rafael Alburquerque Cas-
tillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sida dada Y firmada por 1/2s
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fué
firmada, Leída y publicada por mí, Secretario General. que
certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pr!-
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 4 de farzo de 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, come
Corte de Casación, la siguiente sentencla:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juliana
Antonia Tineo Brito, dominicana, mayor de edad, soltcra,
de oficios domésticos, del domicilio de Gurabo, Municipio
de Santiago, cédula No. 41382, serie 31, contra la sentencia
dictada por el Tribunal Superior de Tierras, el 23 de agos-
to de 1975, en relación con la Parcela No. 380, del Distrito
Catastral No. 6 del Municipio de Santiago, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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nio de 1954, dictada por el Tribunal de Tierras", en cuan,
to se refiere a la porción de terreno indicada; desconozió
el artículo 37 de la Ley No. 5924, sobre Confiscación Gen&
ral de Bienes, del 26 de mayo de 1962; por lo cual la sen-
tencia impugnada debe ser casada, en cuanto a la par
inicial del ordinal Segundo de su dispositivo;

Por tales motivos, Primero: Casa, la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en funcio-
nes de Tribunal de Confiscaciones, el 2 de abril de 1979,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, únicamente, en cuanto declara la nulidad ra-
dical y absoluta de la Decisión No 1 del D:strito Catastrall
No. 8 del Municipio do Azun, de fecha 10 de junio de 1954,
dictada por el Tribunal de Tierras, en cuanto se refiere
a la porción de terrenos ubicada en El Copey, Municipio
de Azua, con una extensión superficial de Diez Mil
000) tareas dentro de la referida Parcela, como conse-
cuencia de haber considerado que procedía su restitución,
en favor de los recurridos; y Rechaza el recurso en sus
demás aspectos; y envía el asunto, así delimitado, ante la
Corte de Apelación de Santiago, en funciones de Tribunall,
de Confiscaciones; a fin de que la misma proceda de acuer-
do con el artículo 37 de la Ley sobre Confiscación Generar
de Bienes, No. 5924, del 1962; y Segundo: Ccmpensa las:
costas entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contin Aybar, Fernando
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquin 111.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, JoaquIn
L. Hernández Espaillat, Leonte Rafael Alburquerque Cas-
tilla— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha
25 de agosto de 1975.

Materia: Tierras.

Recurrente: Juliana Antonia Tineo Brito.
Abogados: Lic. Rafael S. Ovalle y Fabián O. IsUdlez

Recurrido: Exclusión.

Dios, Patria y Libertad,
Repúbliea Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Francisca Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 4 de farzo de 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencla:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juliana
Antonia Tinco Brito, dominicana, mayor de edad, soltera,
de oficios domésticos. del domicilio de Gurabo, Municipio
de Santiago, cédula No. 41882, serie 31, contra la sentencia
dictada por el Tribunal Superior de Tierras, el 23 de agos.
to de 1975, en relación con la Parcela No. 380, del Distrito
Catastral No. 6 del Municipio de Santiago, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Rafael
Salvador Ovalle P., cédula No. 83129, serie Ira., por sí y
en representación del Lic. Tobías Oscar Núñez García,
cédula No. 653, serie 88, abogados de la recurrente; aja

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el 17 de octubre de
1975, por los abogados de la recurrente, en el cual e pro-
ponen los medios de casación que se indican más adelante;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia,
del 20 de abril de 1978 por La cual se declara la exclusión
del recurrido José Desiderio García Valverde;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la reou-
rrente en su memorial que se indican más adelante; y los
artículos 1 y	 de la Ley sobre Procedimiento de Casa,
ción;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al
que con motivo de un procedimiento en determinación de
herederos y de transferencia, el Tribunal de Tierras de
Jurisdicción Original dictó el 28 de mayo de 1971, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que
sobre los recursos interpuestos intervino la sentencia aho-
ra impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Se acogen, las apelacinoes inter
puestas por los señores José Manuel Tineo y José Deside:
rio García Valverde, contra la Decisión No. 1. dictada por
el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, en fecha
20 de mayo de 1973, en relación con la Parcela No. 850,
del Distrito Catastral No. 6 • del Municipio de Santiago:
SEGUNDO: Se acogen, en cuanto a la forma y se recha-
zan, en cuanto al fondo, las apelaciones interpuestas, res-
pectivamente, por los señores Ramona Tineo de Quiroz y

Lic. Rafael Salvador Ovalle P., a nombre y representación
del Lic. Tobías Núñez García, quien a su vez representa
a la señora Juana o Juliana Antonia Tineo Brito, contra

mencionada Decisión No. 1, dictada por el Tribunal de
Tierras de Jurisdicción Original, en fecha 28 de mayo
1973; TERCERO: Se confirma, con las modificaciones re-
sultantes de los motivos de esta sentencia, la referida De-
cisión No. 1, dictada por el Tribunál de Tierras de juris-
dicción Original, en fecha 28 de mayo de 1973, cuyo dis-
positivo en lo adelante regirá así: "Primero: Se acogen en
parte y se rechazan en parte, las conclusiones de los se-
riores José Desiderio García Valverde y José Manuel Ti-
neo; Segundo: Se declara, que las únicas personas capaci-
tadas para recoger los bienes relictos por los finados es-
posos Felipe Tineo y Micaela Brito, son sus cuatro hijos
legítimos nombrados: 1.— Juliana Tineo Firito; 2.— Fide-
lia de Jesús Tinco Brito; 3.-Isabel Tineo Brito, fallecida, re-
presentada por sus dos hijos José Manuel y Ramona 'Tineo;
y 4.—María del Carmen Tineo Brito, fallecida, representa-
da por sus tres hijos Felipe. Gabina del Carmen y Gravita
del Carmen Tineo; en la proporción de una cuarta parte
para cada uno; Tercero: Se acogen las transferencias si-
gu:entos: a) en favor del señor José Manuel Tineo, de tc-
dos los derechos correspondientes a los herederos Felipe
y Gabina del Carmen Tineo, o sea: 1 A., 03 Cas., 03 dm2
de cada uno; y b) en favor del señor José Desiderio Gar-
cía Valverde, todos los derechos correspondientes a la he-
redera Fidelia de Jesús Tinco Brito; Ctrarto: Se ordena, al
Registrador de Títulos del. Departamento de Santiago, la
cancelación del Certificado de Título No. 104, así como las
constancias expedidas, que ampera la Parcela No. 380 del
Distrito Catastral No. 6 del Municipio de Santiago y la ex-
pedición de uno nuevo que ampare la misma parcela, en
la siguiente forma y proporción: a) 09 As., 11 Cas., con
sus mejoras, en favor de Juliana Antonia Tineo, domini-
cana, mayor de edad, soltera, de oficios domésticos, porta-
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Oído en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Rafael
Salvador Ovalle P., cédula No. 83129, serie lra., por sí y,
en representación del Lic Tobías Oscar Núñez García,
cédula No. 653, serie 88, abogados de la recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el 17 de octubre de
1975, por los abogados de la recurrente, en el cual se pro-
ponen los medios de casación que se indican más adelante:

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia.
del 20 de abril de 1978 por la cual se declara la exclusión
del recurrido José Desiderio García Valverde;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente en su memorial que se indican más adelante; y los
artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en las
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un procedimiento en determinación de
herederos y de transferencia. el Tribunal de Tierras de
Jurisdicción Original dictó el 28 de mayo de 1971, ur-L,
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que
sobre los recursos interpuestos inlervino la sentencia aho-
ra impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Se acogen, las apelacinoes inte•
puestas por los señores José Manuel Tinco y José Deside-
rio García Válverde, contra la Decisión No. 1. dictada por
el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, en fecha
20 de mayo de 1973. en relación con la Paroela No. 850,
del Distrito Catastral No. 6 del Municipio de Santiago;
SIXIUNDO: Se acogen, en cuanto a la forma y se recha-
zan, en cuanto al fondo, las apelaciones interpuestas, res-
pectivamente, por los señores Ramona Tineo de Quiroz y

Lic. Rafael Salvador Ovalle P., a nombre y representación
del Lic. Tobías Núñez García, quien a su vez representa
a la señora Juana o Juliana Antonia Tineo Brito, contra
la mencionada Decisión No. 1, dictada por el Tribunal de
Tierras de Jurisdicción Original, en fecha 28 de mayo
1973; TERCERO: Se confirma, con las modificaciones re-
sultantes de los motivos de esta sentencia, la referida De-
cisión No. 1, dictada por el Tribunál de Tierras de juris-
dicción Original, en fecha 28 de mayo de 1973, cuyo dis-
positivo en lo adelante regirá así: "Primero: Se acogen en
parte y se rechazan en parte, las conclusiones de los se-

ñores José Desiderio García Valverde y José Manuel Ti-
-: neo; Segundo: Se declara, que las únicas personas capaci-

tadas para recoger los bienes relictos por los finados es-
. posos Felipe Tineo y Micaela Brito, son sus cuatro hijos

legítimos nombrados: 1.— Juliana Tinco 13,rito; 2.— Fide-
lia de Jesús Tinco Brito; 3.-Isabel Tinco Brito, fallecida, re-
presentada por sus dos hijos José Manuel y Ramona Lineo;
y 4.—María del Carmen Tinco Brito, fallecida, representa-

, da por sus tres hijos	 Cabina del Carmen y Gracita
del Carmen Tineo; en la proporción de una cuarta parte
para cada uno; Tercero: Se acogen las transferencias si-
guientes: a) en favor del señor José Manuel Tinco, de to-
dos los derechos correspondientes a los herederos Felipe
y Cabina ddl Carmen Tinco, o sea: 1 A., 03 Cas., 03 dm2
de cada uno; y b) en favor del señor José Desiderio Gar-
cía Valverde, todos los derechos correspondientes a la he-
redera Fidelia de Jesús Tinco Brito; Cuarto: Se ordena, al

Registrador de Títulos del Departamento de Santiago, la
cancelación del Certificado de Título No. 104, así corno las
constancias expedidas, que ampera la Parcela No. 380 del
Distrito Catastral No. 6 del Municipio de Santiago y la ex-

pedición de uno nuevo que ampare la misma parcela, en
la siguiente forma y proporción: a) 09 As., 41 Cas., con
sus mejoras, en favor de Juliana Antonia Tinco, domini-
cas, mayor de edad, soltera, de oficios domésticos, porta-

Ft
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dora de la cédula No. 41882, serie 31, domiciliada y resi-
dente en los Cerros de Gurabo, Municipio de lantiago;
13 As., 07 Cas., 47 dm2, con sus mejoras, en favor de Josi;
Manuel Tinco, dominicano, mayor de edad, soltero, jorna-
lero, portador de la cédula No. 13148, serie 31, domici-
liado y residente en los Cerros de Gurabo, Municipio de
Santiago; c) 04 As., 70 Cas., 50 dm2, con sus mejoras, en
favor de Ftamona Tinco de Quiroz, dominicana, mayor de
edad, casada, de oficios domésticos, portadora de la cédula
No. 21842, serie 31, domiciliado y residente en Los Cerros
de Gurabo, Municipio de Santiago; d) 01 A., 04 Cas., 03 d
m2 con sus mejoras, en favor de C;racita del Carmen Ti-
neo, de generales que no constan en el expediente; e) 09
As., 41 Cas., con sus mejoras, en favor de José Desiderio
García Valverde, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, portador de la cédula No. 2684, serie 31, domicilia-
do y residente en la ciudad de Santiago de los Caballe-
ros. Haciéndose constar que la porción correspondiente
señor José Desiderio García Valverde está limitada: al
Norte, Carretera Luperón; al Este, Camino a Villa Pro-
greso; al Sur, Parcela No. 388; y al Oeste, resto de la Par-
cela 380 (residencia de Juliana Antonia Tinco Brito);

Considerando, que la recurrente propone los siguien-
tes medios de casación: Primer Medio: Violación del Art.
84 de la Ley de Registro de Tierras, por insuficiencia de
motivos o falta de base legal; Segundo Medio: Violación
del artículo 216 de la Ley de Registro de Tierras por des-
conocimiento del mismo. Falta de base legal;

Considerando, que en el primer medio de su tnem--
rial la recurrente alega. en síntesis: lo siguiente: que ea
sus conclusiones ante el Tribunal a-quo, pidió que se de-
clarara nulo y sin ningún efecto el acto bajo firma pri-
vada del 19 de abril de 1958, en razón de que dicho acto
no fué jurado ante un Notario u Oficial Públieo, .en viola-
ción a las formalidades del artículo 189, letra d) de la
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.1.,ey de Registro de Tierras, y, sin embargo, el Tribunal, de

.. manera implícita, rechazó ese pedimento, sin dar motivos;
pero,

.

	

 .	 Considerando, que en la sentencia impugnada, contra-,
riamente a como lo aiega la recurrente, fueron contesta-
das esas conclusiones en sus motivos, al expresarse que
el acto del 19 de abril de 1958, así como el del 8 de enero
de 1969, fueron legalizados por el Notario Lic. Jorge Go-
baira, lesalizeión nue da esos actos el carácter cie autén-
ticos, y, por tanto, hacen fe hasta inseripción en falsedad;
que, por consiguiente, en la sentencia impugnada no se
violaron las disposiciones del artículo 189, letra d) de la

111. Ley de Registro de Tierras, como alega la recurrente, y,
en consecuencia, el primer medio del recurso carece de
fundamento y debe ser desestimado;

	

*	 Considerando, que en el segundo medio de su memo-
rial la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que el
Tribunal Superior violó en su sentencia las disposiciones
del artículo 216 de la Ley de Registro de Tierras, en vista
de que antes de haber recibido el correspondiente plano,
aprobado por la Dirección General de Mensuras Catastra-
les, ha ordenado la expedición de un nuevo Certificado cle
Título, en el cual se deben hacer constar los linderos de
la porción de terreno adjudicada a José Desiderio García
Valverde; pero,

Considerando, que, contrariamente a lo que alega la
recurrente, nada se cpone a que cl Tribunal Superior de
rierras ordene la expedición de un Certificado de Título
de derechos en comunidad; que las disposiciones del Art.
216 de la Ley de Registro de Tierras se refieren al caso
en que ha sido solicitado el deslinde de los derechos cuyo
registro ha sido ordenado en comunidad; que el expedien-
te no revela que ha sido solicitado dicho deslinde; que, jxn:

- tanto en la sentencia .impugnada no se ha incurrido en los
vicíos señalados por la recurrente, y por consiguiente, el

•
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dora de la cédula No. 41882, serie 31, domiciliada y resi-
dente en los Cerros de Gurabo, Municipio de lantiago; bj,
13 As., 07 Cas., 47 dm2, con sus mejoras, en favor de José .
Manuel Tineo, dominicano, mayor de edad, soltero, jorna-
lero, portador de la cédula No. 13148, serie 31, domici-
liado y residente en los Cerros de Gurabo, Municipio de
Santiago; c) 04 As., 70 Cas.. 50 dm2, con sus mejoras, en
favor de Ramona Tineo de Quiroz, dominicana, mayor de
edad, casada, de oficios domésticos, portadora de la cédula
No. 21842, serie 31, domiciliado y residente en Los Cerros
de Gurabo, Municipio de Santiago; d) 01 A., 04 Cas , 03 d
m2 con sus mejoras, en favor de Gracita del Carmen Ti-
neo, de generales que no constan en el expediente; e)
As., 41 Cas.. con sus mejoras, en favor de José Desiderio
García Valverde, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, portador de la cédula No. 2684, serie 31, domicilia-
do y residente en la ciudad de Santiago de los Caballe-
ros. Haciéndose constar que la porción correspondiente
señor José Desiderio Garcia Valverde está limitada: al
Norte. Carretera Luperón; al Este, Camino a Villa Pro-
greso; al Sur, Parcela No. 388; y al Oeste, resto de la Par-
cela 380 (residencia de Juliana Antonia Tineo Brito);

Considerando, que la recurrente propone los siguien-
tes medios de casación: Primer Medio: Violación del Art.
84 de la Ley de Registro de Tierras, por insuficiencia de
motivos o falta de base legal; Segundo Medio: Violación
del artículo 216 de la Ley de Registro de Tierras por des-
conocimiento del mismo. Falta de base legal;

Considerando, que en cl primer medio de su mernu-
rial la recurrente alega. en síntesis: lo siguiente: que
sus conclusiones ante el Tribunal a-quo, pidió que se de-
clarara nulo y sin ningún efecto el acto bajo firma pri-
vada del 19 de abril de 1958, en razón de que dicho acto
no ftré jurado ante un Notario u Oficial Públieo, en viola-
ción a las formalidades del articulo 189, letra d) de la
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Ley de Registro de Tierras, y, sin embargo, el Tribunal, de
manera implícita, rechazó ese pedimento, sin dar motivos;
pero,

Considerando. que en la sentencia impugnada, contra-
riamente a como lo aiega la recurrente, fueron contesta-
das esas conclusiones en sus motivos, al expresarse que
el acto del 19 de abril de 1958, así como el del 8 de enero
de 1969, fueron legalizados por el Notario Lic. Jorge Go-
baira, legalización a tle da esoL.aetos el carácter de auten-

' ticos, y, por tanto, hacen fe hasta inscripción en falsedad;
que, por consiguiente, en	 sentencia impugnada no se
violaron las disposiciones del articulo 189, letra d) de la
Ley de Registro de Tierras, como alega la recurrente, y,
en consecuencia, el primer medio del recurso carece de
fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el segundo medio de su memo-
, rial la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que el
Tribunal Superior violó en su sentencia las disposiciones
del artículo 216 de la Ley de Registro de Tierras, en vista.
de que antes de haber recibido el correspondiente plano,
aprobado por la Dirección General de Mensuras Catastra-
les, ha ordenado la expedición de un nuevo Certificado de
Título. en el cual se deben hacer constar los linderos de
la porción de terreno adjudicada a José Desiderio García
Valverde; pero,

Considerando, que, contrariamente a lo que alega la
recurrente. nada se opone a que el Tribunal Superior de
Tierras ordene la expedición de un Certificado de Título
de derechos en comunidad; que las disposiciones del Art.
216 de la Ley de Registro de Tierras se refieren al caso
en que ha sido solicitado el deslinde de los derechos cuyo
registro ha sido ordenado en comunidad; que el expedien-
te no revela que ha sido solicitado dicho deslinde; que, por
tanto en la sentencia impugnada no se ha incurrido en los
vicios señalados por la recurrente, y por consiguiente, el

•
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segundo y último medio del recurso carece también de
fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Uttico: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juliana A. Tinco Brito, contra la
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras el
25 de agosto de 1975, en relación con la Parcela No. 380,
del Distrito Catastral No. 6 del Municipio de Santiago, cu-
yo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presen-
te fallo.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo del a Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez.— Miguel Jacobo. Secretario Gene-
ral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por les
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fué
firmada, leida y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.

1
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 8 ue febrero de 1978.

Materia: Comercial.

Recurrentes: Jacobo de Jesús Lama bar y la COrnpafna de So-
euros, C. por A.	 •

Abogado: Lic. Digno Sánchez.

Recurrido: Delcio R. Yapar Fermin.
Ao?,-ados: Dres. Raúl Reyes Vásryucz y Antonio Rosario.

Dios. Patria y Libertad,
República Dominicana.

111 En Nombre de la República, la Suprema Corte de
• Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama.
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat. asistidos del Secretario General, en la Sala don-
ce celebra sus audiencias. en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 de marzo de
1981, años 137' de la Independencia y 118' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuesto por Jaccbo
de Jesús Lama Jaar, dominicano, mayor de edad, casado,
domiciliado en la calle María Montéz No. 22. de la ciudad
de Barahona, cédula No. 29545, serie 18, y la Compañía •
Dominicana de Seguros, C. por A., con su domicilio en la
Avenida Independencia No. 55, de esta ciudad, contra la
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segundo y último medio del recurso carece también de
fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juliana A. Tineo Brito, contra la
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras el
25 de agosto de 1975, en relación con la Parcela No. 380,
del Distrito Catastral No. 6 del Municipio de Santiago, cu-
yo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presen-
te fallo.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo del a Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Bácz. — Miguel Jacobo, Secretario Gene-
ral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por les•

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fué
firmada, Leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 4 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha E de febrero de 1978.

Materia: Comercial.

Recurrentes: Jacoho de Jesús Lama Jaar y la Compañia de Sc-
euros, C. por A.	 •

Abogado: Lic. Digno Sánchez_

Recurrido: Delcio R. Yapar Fermín.
Aor,ados: Dres. Raúl Reyes Vásquez y Antonio Rosario.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, ]a Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los ,Jueces Néstor
Contin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
e, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Arniama,

Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Pere115, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala  don-
ce celebra sus audiencias. en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional. hoy día 4 de mano de
1981, años 137' de la Independencia y 118' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuesto por Jacobo
de Jesús Lama Jaar, dominicano, mayor de edad, casado.
domiciliado en la calle María Montéz No. 22, de la dudad
de Barahona, cédula No. 29545, serie 18, y la Compañia
Dominicana de Seguros. C. por A., con su domicilio en la
Avenida Independencia No. 55, de esta ciudad, contra la
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sentencia dictada el 8 de febrero de 1978, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo. en sus atribuciones comer-
ciales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, de-
positado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia
el 4 de abril de 1978, suscrito por el Lic. Digno Sánchez,
cédula No. 2819, serie lr.a, en el cual se proponen contra
la sentencia impugnada los medios de casación que se indi-
can más adelante;

Visto el memorial del recurrido, del 12 de abril de
1978, firmado por los Dres. Antonio Rosario y Raúl Reyes
Vásquez, cédula Nos. 14083 y 6556, series 54 y 5, respec-
tivamente, recurrido que es Deloio Rafael Yapur Fermín,
dominicano, mayor de edad, casado, chófer, domiciliado en
la calle Gerardo Jansen No. 7 de esta capital, cédula No.
4956, serie 64;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistes los textos legales invocados por los re-
currentes, que se mencionan más adelante; y los artículos
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

C~iderando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una demanda en reparaoión de daños y
perjuicios intentada por el hoy recurrido Delcio Rafael
Yapur Fermín, contra los actuales recurrentes, la Cámara
Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó, en
sus atribuciones comerciales, el 30 de octubre de 1975,
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Rechaza las conclusiones presentadas en audiencia
por Jacobo de Jesús Lama Jaar y la Compañía Dominicana

• 1 de Seguros, C. por A., parte demandada, por improceden-
tes e infundadas; SEGUNDO: Ratifica el detecto pronun
ciado en audiencia contra el mencionado Jacobo de Jesús
.Lama Jaar y Compañía Dominicana de Seguros, C. por

por falta de concluir; TERCERO: Acoge en su casi to-
talidad las conclusiones presentadas en audiencia por el

ñor Delcio Rafael Yapur Fermín, parte demandante y.
en consecuencia condena a la mencionada parte deman-
dada a pagar la suma de Quinientos pesos oro (RD$500.00),
como justa indemnización por los daños y perjuicios su-
fridos por dicha demandante a causa del accidente; b)
los intereses legales de dicha suma a partir de la deman-
da en justicia a título de indemnización suplementaria;
CUARTO: Condena a Jacobo de Jesús Lama Jaar, parte
demandada que sucumbe, al pago de las costas causadas

' en la instancia, ordenando la distracción de las mismas en
provecho del abogado Dr. Antonio Rosario y Raúl Reyes
Y., quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
QUINTO: Declara la presente sentencia oponible a la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., en su

de aseguradora del vehículo propiedad del señor Ja-
cobo de Jesús Lama Jaar; b) que sobre las recursos in-
terpuestos, intervino el 8 de febrero de 1978, el fallo ahora
impugnado en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido en
cuanto a la forma, ol recurso do apelación interpuesto
por Jacobo de Jesús Lama Jaar y Compañía Dominicana
de Seguros. C. por A., contra sentencia dictada en atribu-
ciones comerciales, por la Cámara Civil y Comercial de
la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nac ional, en fecha 30 de octubre de

Lr' cuyo dispositivo figura copiado precedentemente, por
aber sido hecho dentro de las formalidades legales; SE-

GUNDO: Rechaza las conclusiones formuladas For Jacobo
e Jesús Lama Jaar y Compañía Dominicana de Seguros,

por A., por improcedentes y mal fundadas en derecho,
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sentencia dictada el 8 de febrero de 1978, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones comer-
ciales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, de-
positado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia
el 4 de abril de 1978, suscrito por el Lic. Digno Sánchez,
cédula No. 2819, serie lr.a, en el cual se proponen contra
la sentencia impugnada los medios de casación que se indi-
can más adelante;

Visto el memorial del recurrido, del 12 de abril de
1978, firmado por los Dres. Antonio Rosario y Raúl Reyes
Vásquez, cédula Nos. 14083 y 6556, series 54 y 5, respec-
tivamente, recurrido que es DelcIo Rafael Yapur Fermín,
dominicano, mayor de edad, casado, chófer, domiciliado en
la calle Gerardo Jansen No. 7 de esta capital, cédula No.
4956, serie 64;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos las textos legales invocados por los re-
currentes, que se mencionan más adelante; y los artículos
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo eje una demanda en reparación de daños y
perjuicios intentada por cl hoy recurrido DeLc i o Rafael
Yapur Fermín, contra los actuales recurrentes, la Cámara
Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó, en
sus atribuciones comerciales, el 30 de octubre de 1975,
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Rechaza las conclusiones presentadas en audiencia
por Jacobo de Jesús Lama Jaar y Ja Compañía Dominicana

de Seguros, C. por A., parte demandada, por improceden-
les e infundadas; SEGUNDO: Ratifica el defecto pronun

, dado en audiencia contra el mencionado Jacobo de Jesús
,Lama Jaar y Compañía Dominicana de Seguros, C. por
A., por falta de concluir; TERCERO: Acoge en su casi to-
talidad las conclusiones presentadas en audiencia por el
señor Delcio Rafael Yapur Fermín, parte demandante y.
en consecuencia condena a la mencionada parte deman-
dada a pagar la suma de Quinientos pesos oro (RDS500.00),
como justa indemnización por los daños y parjuicios su-
fridos por dicha demandante a causa del accidente; b)
:,)s intereses Legales de dicha suma a partir de la deman-
da en justicia a titulo de indemnización suplementaria;
CUARTO: Condena a Jacobo de Jesús Lama Jaar, parte
demandada que sucumbe, al pago de las costas causadas

• en la instancia, ordenando la distracción de las mismas en
provecho del abogado Dr. Antonio Rosario y Raúl Reyes
V., quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
QUINTO: Declara la presente sentencia oponible a la
Compañía Domin:cana de Seguros, C. por A., en su cali-
dad de aseguradora del vehículo propiedad del señor Ja-
cobo de Jesús Lama Jaar; b) que sobre les recursos in-
terpuestos, intervino el 8 de febrero de 1978, el fallo ahora
impugnado en casación. cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Admite corno regular y válido en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto
por Jacobo de Jesús Lama Jaar y Compañía Dominicana
de Seguros. C. por A., contra sentencia dictada en atribu-
ciones comerciales, por la Cámara Civil y Comercial de
la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 30 de octubre de
1975, cuyo dispositivo figura copiado precedentemente, por
haber sido hecho dentro de las formalidades legales; SE-
G UNDO: Rechaza las concluoionw formuladas por Jacobo
de Jesús Lama Jaar y Compañía Dominicana de Seguros,
C• por A., por improcedentes y mal fundadas en derecho,
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en razón de que el procedimiento seguido en el caso a que
se refiere esta sentencia, es de carácter comercial, corno
fué apreciado por el tribunal trquo y como se desprende
de los documentos sometidos al debate por la parte inti-
mada en apelación; TERCERO: En cuanto al fondo: a) Pro-
nuncia el defecto contra Jacobo de Jesús Lama Jaar y la .1

Compañía Dominicana de Segures, C. por A., por falta de -1
concluir; b) Confirma la sentencia recurrida en todas sus

'partes, rendida por la Cámara de lo Civil y Comercial de
la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 30 de octubre ce
1975, por haber sido dictada conforme a derecho; c) Con-

dena al señor Jacobo de Jesús Lama Jaar, al pago de las
costas, con distración de las mismas en favor de los Dres.
Antonio Rosario y Raúl Reyes Vásquez, quienes afirman ''
haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO: Declara la
presente sentencia común y oponible a la Compañía Do-t
minicana de Seguros, C. por A., entidad aseguradora del:
vehículo propiedad de Jacobo de Jesús Lama Jaar, que,
causó el daño sufrido por al demandante, intimado en ape-
lación;	 11,

Considerando, que los recurrentes proponen, contra
la sentencia que impugnan, los siguientes medios: Primer
Medio: Violación de los artículos 632 y 633 del Código
de Comercio, y como consecuencia falta de base legal, por

cuanto es la ley la que determina cuáles son actos de c o
-mercio; violación del artículo 1315 del Código Civil, en

cuanto a que no hay pruebas de qué clase de camión era
cl del acusado, ni en qué menesteres transitaba en el mo-
mento del accidente; Segundo Medio: a) violación de los
artículos 72, 73, 77, 78 y 188 del Código de Procedimiento'
Civil; b) inaplicación del principio relativo a la unidad de,il
jurisdicción y de no hay nulidad sin agravio; c) violación del
artículo 632 del Código de Comercio al considerar que un!:
sólo vehículo constituya una empresa de transporte;	 1 '

i.
Considerando, que en el desarrollo de su primer rneaji

din de casación, los recurrentes alegan, en síntesis lo si-
guiente: 1) que los artículos 632 y 633 del Código de Co-
mercio señalan clara, específica y nítidamente, cuáles san
los actos considerados en derecho como actos de comercio
o accesorios del mismo; que, un comerciante, damandado
por la vía comercial a consecuencia de un accidente de un
vehículo de motor, como es el que nos ocupa, y que aun-
que el camión se preste a los menesteres del comercio, no

• implica necesariamente que tenga carácter comercial la
demanda que contra él se intente; 2) que no hay prueba
alguna que establezca qué clase de camión es el que se
dice causó el daño, esto es, si era un camión tanque, de car-
ga o de volteo, prueba necesaria para afirmar, como lo
afirma la Corte a-qua, que en el caso dicho camión transi-
taba en el tráfico de pieles criollas, crudas y saladas y afin-
car su sentencia en que en esos momentos se trataba de
un accesorio de comercio; que como no hay prueba al res-

, pecto, la Corte a-qua supone que el camión de que se tra-
ta estaba destinado a las actividades del comercio del de-
mandado, y con lo que ha transgredido las reglas de la
prueba; que no se ha establecido en qué ejercicio transita-
ba el camión del demandado en el momento del acciden-
te, más aún cuando tal accidente no es un necesario de co-
mercio; pero,

Considerando, sobre el punto 1), que si es cierto que
los artículos 632 y 633 del Código de Comercio señalan
cuáles son los actos de comercio; que además, los tribuna-
les comerciales son los competentes para conocer de las
litis surgidas entre comerciantes, no es menos cierto, que
el delito o el cuasi delito cometido por un comerciante en
el ejercicio de su comercio debe ser considerado como un
hecho relacionado con su actividad comercial, bien que el
comerciante lo haya cometido en persona o por un em-
pleado de quien él sea civilmente responsable, como es el
de la especie, en el que el recurrente Jacobo de Jesús Lama
Jaar era el propietario del camión que conducía Braudilio
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en razón de que el procedimiento seguido en el caso a que
se refiere esta sentencia, es de carácter comercian, corno •:
fué apreciado por el tribunal a-quo y como se desprende •
de los documentos sometidos al debate por la parte inti- II,
tnada en apelación; TERCERO: En cuanto al fondo: a) Pro-
nuncia el defecto contra Jacobo de Jesús Lama Jaar y la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., por falta de
concluir; b) Confirma la sentencia recurrida en todas sus
partes, rendida por la Cámara de lo Civil y Comercial de
la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 30 de octubre de
1975. por haber sido dictada conforme a derecho; c) Con- w
dena al señor Jacobo de Jesús Lama Jaar, al pago de las I
costas, con distración de las mismas en favor de los Dres. 1
Antonio Rosario y Raúl Reyes Vásquez, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO: Declara la
presente sentencia común y oponible a la Compañía Do-
minicana de Seguros. C. por A., entidad aseguradora del
vehículo propiedad de Jacobo de Jesús Lama Jaar, que. 1
causó el daño sufrido por el demandante, intimado en ape-
lación;

Considerando, que los recurrentes proponen, contra
la sentencia que impugnan, los siguientes medios: Primer
%Iedio: Violación de los artículos 632 y 633 del Código
de Comerdo, y como consecuencia falta de base legal, pur
cuanto es la ley la que determina cuáles son actos de c o

-mercio; violación del artículo 1315 del Código Civil, en
cuanto a que no hay pruebas de qué clase de camión eraiir

'el del acusado, ni en qué menesteres transitaba en el mo-'
mente del accidente; Segundo Medio: a) violación de las
artículos 72, 73, 77, 78 y 188 del Código de Procedimiento
Civil; b) inaplicación del principio relativo a la unidad de
jurisdicción y de no hay nulidad sin agravio; c) violación dei
artículo 632 del Código de Comercio al considerar que un
sólo vehículo constituya una empresa de transporte;

Considerando, que en el desarrollo de su primer me-

tdio de casación, los recurrentes alegan, en síntesis lo si-
E guiente: 1) que los artículos 632 y 633 del Código de Co-
mercio señalan clara, específica y nítidamente, cuáles san
los actos considerados en derecho como actos de comercio
o accesorios del mismo; que, un comerciante, demandado
por la vía comercial a consecuencia de un accidente de un
vehículo de motor, como es el que nos ccupa, y que aun-
que el camión se preste a los menesteres del comercio, no
implica necesariamente que tenga carácter comercial la
demanda que contra él se intente; 2) que no hay prueba
alguna que establezca qué clase de camión es el que se
dice causó el daño, esto es, si era un camión tanque, de car-
ga o de volteo, prueba necesaria para afirmar, como lo
afirma la Corte a-qua, que en el caso dicho camión transi-
taba en el tráfico de pieles criollas, crudas y saladas y afin-
car su sentencia en que en esos momentos se trataba de
un accesorio de comercio; que como no hay prueba al res-
pecto, la Corte a-qua supone que el camión de que se tra-
ta estaba destinado a las actividades del cornerdo del de-
mandado, y con lo que ha transgredido las reglas de la
prueba; que no se ha establecido en qué ejercicio transita-
ba el camión del demandado en el momento del acciden-
te, más aún cuando tal accidente no es un necesario de co-
mercio; pero,

Considerando, sobre el punto 1), que si es cierto que
los artículos 632 y 633 del Código de Comercio señalan
cuáles son los actos de comercio; que además, los tribuna-
les comerciales son los competentes para conocer de las
litis surgidas entre comerciantes, no es menos cierto, que
el delito o el cuasi delito cometido por 	 comerciante en
el ejercicio de su comercio debe ser considerado como un
hecho relacionado con su actividad comercial, bien que el
comerciante lo haya cometido en persona o por un em-
pleado de quien él sea civilmente responsable, como es el
de la especie, en el que el recurrente Jacobo de Jesús Lama
Jaar era el propietario del camión que conducía Brauclilio

'



336	 BOLETIN JUDICIAL

Peña Gómez, por quéen él debía responder civilmente;
que la Corte a-qua para atribuirle la calidad de comercian- -
te a Jacobo de Jesús Lama Jaar, se fundó en lo siguien 

0
te: "que la prueba de la calidad de comerciante que el de- ' i'
mandante atribuye al demandado Jacobo de Jesús Lama —
Jaar, queda establecida con la certificación del 4 de febre-
ro de 1975, del Secretario de la Cámara de Comercio de
Barahona, según la cual el referido demandado es propie-
tario de la tienda El Encanto; tienda mixta con negocio de
traficante de pieles criollas crudas y saladas, etc.. con ca-
pital de RD$6,00.00, habiendo comenzado a ejercer el co-
mercio el 2 de enero de 1970. en fecha anterior a la que
ocurrió el accidente que dió lugar a la litis por esta sen-
tencia": sobre el punto 2), que. en la sentencia impugnada 
consta que "si el demandado Jacobo de Jesús Lama Jaar
es comerciante desde el año 1970. es de derecho admitir
que sus actos, hasta prueba en contrario, son actos de co-
mercio, y es de derecho que los actos que realiza su ca-
mión, en el tráfico de pielas criollas, crudas y saladas, etc.,
son actos de comercio, conforme a la teoría de lo accesorio,
ya que un camión no es un vehículo para viajes de placer,
ni para paseo, sino un vehículo que se supone destinado a
las actividad'es del comercio que ejerce una persona co-
merciante; que, por todo lo expuesto, los alegatos de los
recurrentes contenidos en su primer medro, carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que en su segundo y último medio los

recurrentes alegan en síntesis, lo que sigue: que el artícus 11
lo 72 del Código de Procedimineto Civil expresa que el tér- ::.
mino ordinario de los emplazamientos, es de la octava,
que son 10 días; el 75, que el término del emplazamiento,
esto es, en la octava, está obligado a constituir abogado,
que son otros 10 días; el 77, que en la octava. el deman-
dado notificará su defensa, que son otros 10 clias .y el 88,
que otorga 3 días francos para solicitar comunicación de
documentos, a lo que se añade el término de la distancia, a
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que de esta ciudad a Barahona, domicilio del demandado.
son 5 das, todo lo cual hace un total de 53 días; que ha-
biendo sido emplazado el demandado el día 25 de no-
viembre para comparecer el 17 de diciembre, sólo trans-
currieron 22 días, lo que prueba que no se le dió el plazo
legal para la comparecencia, al tratarse de un procedi-
miento civil ordinario; que se ha substituido un procedi-
miento por otro, de ahí la nulidad del mismo que esta-
mos invocando, corno la violación del derecho de defensa;
que una litis en materia civil ordinaria, conlleva 53 días
para sustanciar un proceso, a fin de ponerlo en condicio-
nes de apoderar al juez, mientras que en materia suma-

, tia, como lo es la comercial, se emplaza a día fijo, y como
el demandado fue emplazado a día fijo, se violó su derecho
de defensa, por lo que la sentencia impugnada debe ser
casada; pero,

Considerando, que al quedar establecido, como se ha
dicho antes, que el recurrente Jacobo de Jesús Lama Jaar
es comerciante; que al haber sido demandado por ante un
juez en atribuciones comerciales y haberse empleado este
procedimiento, es evidente, que se apoderó al tribunal
competente, y la Corte a-qua al declarar la competencia Ga-
mercial, no ha violado los citados textos legales, ni ha
cometido el vicio denunciado; por lo que. el medio que se
examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Jacobo de Jesús Lama Jaar y la
Compañia Dominicana de Seguros, C. por A., contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go , en sus atribuciones comerciales, el 8 de febrero de 1978,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena a Jacobo de Jesús Lama
Jaar, al pago del as costas y ordena la distracción de las
mismas en provecho de los Dres. Antonio Rosario y Raúl
Reyes Vásquez, abogados del recurrido, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad, y las hace oponibles a
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Peña Gómez, por quien él debía responder civilmente:
que la Corte a-qua para atribuirle la calidad de comercian.
te a Jacobo de Jesús Lama Jaar, se fundó en lo siguien-
te: "que la prueba de la calidad de comerciante que el de-
mandante atribuye al demandado Jacobo de Jesús Lama
Jaar, queda establecida con la certificación del 4 cle febre-
ro de 1975, del Secretario de la Cámara de Comercio de
Barahona, según la cual el referido demandado es propie-
tario de la tienda El Encanto; tienda mixta con negocio de
traficante de pieles criollas crudas y saladas, etc., con ca-
pital de RD$8.00.00, habiendo comenzado a ejercer el co-
mercio el 2 de enero de 1970. en fecha anterior a la que
ocurrió el accidente que dió lugar a la litis por esta sen-
tencia"; sobre el punto 2), que. en la sentencia impugnada
consta que "si el demandado Jacobo de Jesús Lama Jaar
es comerciante desde el año 1970. es de derecho admitir
que sus actos, hasta prueba en contrario, son actas de co-
mercio, y es de derecho que los actos que realiza su ca-
mión, en el tráfico de pielas criollas, crudas y saladas, etc.,
son actos de comercio, conforme a la teoría de lo accesorio,
ya que un camión no es un vehículo para viajes de placer,
ni para paseo, sino un vehículo que se supone destinado a
las actividades del comercio que ejerce una persona co-
merciante; que, por todo lo expuesto, los alegatos de lis
recurrentes contenidos en su primer medio, carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que en su segundo y último medio ios
recurrentes alegan en síntesis, lo que sigue: que el artícu-
lo 72 del Código de Procedimineto Civil expresa que el tér-
mino ordinario de los emplazamientos, es de la octava,
que son 10 días; el 75, que el término del emplazamiento.
esto es, en la octava. está obligado a constituir abogado,
que son otros 10 días; el 77, que en la octava. el deman-
dado notificará su defensa, que son otros 10 días ,y el 88,
que otorga 3 días francos para solicitar comunicación de
documentos, a lo que se añade el término de la distancia,4 A

¡

que de esta ciudad a Barahona, domicilio del demandado.
son 5 das, todo lo cual hace un total de 53 días; que ha-
biendo sido emplazado el demandado el día 25 de no-
viernbre para comparecer el 17 de diciembre, sólo trans-
currieron 22 días, lo que prueba que no se le dió el plazo
legal para la comparecencia, al tratarse de un procedi-
miento oivil ordinario; que se ha substituido un procedi-
miento por otro, de ahí la nulidad del mismo que esta-
mos invocando, corno la violación del derecho de defensa;
que una litis en materia civil ordinaria, conlleva 53 días
para sustanciar un proceso, a f in de ponerlo en condicio-
nes de apoderar al juez, mientras que en materia suma-
ria, corno lo es la comercial, se emplaza a día fijo, y como
el demandado fue emplazado a día fijo, se violó su derecho
de defensa, por lo que la sentencia impugnada debe ser
casada; pero,

Considerando, que al quedar establecido, como se ha
dicho antes, que el recurrente Jacobo de Jesús Lama Jaar
es comerciante; que al haber sido demandado por ante un
juez en atribuciones comerc iales y haberse empleado este
procedimiento, es evidente, que se apoderó al tribunal
competente, y la Corte a-qua al declarar la competencia car-
rnercial, no ha violado los citados textos legales, ni ha
cometido el vicio denunciado; por lo que. el medio que
examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Jacobo de Jesús Lama Jaar y la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, en sus atribuciones comerciales, el 8 de febrero de 1978,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena a Jacobo de Jesús Lama
Jaar, al pago del as costas y ordena la distracción de las
mismas en provecho de los Dres. Antonio Rosario y Raúl
Reyes Vásquez, abogados del recurrido, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad, y las hace oponibles a
!tit.
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la aseguradora ya mencionada, dentro de los términos
la Póliza.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ra-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat — Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audiencia pública del dia, mes y ario en él expresados y fué
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE MARZO DEL 1981

tencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras. de fecha
12 de octubre de 1977.

eria: Tierras.

Recurrentes: Sucesores de Juan Bautista Santana.
Abogado: Dr. Adolfo Oscar Caraballo.

Recurridos: Sucesores de Cláudio Robles y Juan Sánchez.
Abogado: Dr. Pedro María Solimán

Dios, Patria y Liherlad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Jusbicia. regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Feriando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustitrto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
nández EspailLat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 del mes
de marzo del año 1981, años 138' de b Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, corno
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cleotilde
Núñez Vda. Santana, soltera, de oficios domésticos, cédula
No. 1657, serie 28; Tomás Santana Núñez, soltero, agricul-
tor, cédula No. 20988, serie 28; Ramona Santana de Gue-
rrero, casada, de oficios domésticos, cédula No. 12740, se-
rie 28; María Santana Núñez, soltera, estudiante, cédula

o. 17046, serie 28; Luisa Elena Santana de Sánchez, ca-
sada, de oficios domésticos, cédula No. 11607, serie 28;
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE MARZO DEL 1981

encia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha
12 de octubre de 1977.

Materia: Tierras.

'tel./irreales: Sucesores de Juan Bautista Santana.
Abogado: Dr. Adolfo Oscar Caraballo.

Recurridos: Sucesores de Claudio Robles y Juan Sánchez.
Ahogado: Dr. Pedro María Solimán sello.

la aseguradora ya mencionada, dentro de los términos de
la Póliza.

(FIRMADOS).— Néstor Confin Aybar, Fernando E.

Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y t'II
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema, Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Confin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustitrto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
nández Es' paillat. asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias,. en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 del mes
de marzo del año 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración. dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cleotilde
Núñez Vda. Santana, soltera, de oficios domésticos, cédula
No. 1657, serie 28; Tomás Santana Núñez, soltero. agricul-
tor, cédula No. 20988, serie 28; Ramona Santana de Gue-
rrero, casada, de oficios domésticos, cédula No. 12740, se-
rie 28; María Santana Núñez, soltera, estudiante, cédula
No. 17046, serie 28; Luisa Elena Santana de Sánchez, ca-
sada, de oficios domésticos, cédula No. 11607, serie 28;
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Néstor Julio Santana Núñez, casado, estudiante, cédula No.
19081, serie 28, y Angel Maria Santana Núñez, casado, agr.
cultor, cédula No. 17332, serie 28; todos dominicanos, ma-
yores de edad, domiciliados en la sección de Santana, juris-
dicción del Municipio de Higüey, contra la sentencia dic-
tada por el Tribunal Superior de Tierras el 12 de octubre
de 1977, en relación con la Parcela No. 208 del Distrito:.
Catastral No. 4 del Municipio de Higüey, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Adol-
fo Oscar Caraballo, cédula No. 9627, serie 28, abogado de
los recurrentes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia, el 12 de Diciem-
bre de 1977, suscrito por el abogado de los recurrentes,
en el cual se proponen los medios que se indican más adoe-
¡ante;

Visto el memorial de defensa, del 12 de E:nero del
1978, suscrito por el Dr. Pedro María Solimán Bello, cédu-
la No. 2812, serie 28, abogado de los recurridos Víctor Ro-
biles, dominicano, casado, agricultor, domiciliado y resi- 1.
dente en la sección El Mamey, del Municipio de Higüey,
cédula No. 4775, serie 28; Cholo o Felimón Robles, casado, 

I
agricultor, domiciliado y residente en la sección El Ma-
mey, de este municipio, cédula No. 4668. serie 28; José Ma-
ría Robles, casado, agricultor, domiciliado y residente en
la ciudad de Salvaleón de Iligüey, cédula No. 1990. se-
rie 28; Luis Robles, casado, agricultor, domiciliado y re-
sidente en la sección Duyey, del Municipio de Higüey, cé-
dula No. 3746, serie 28; Pedro Robles, casado, agricultor,
domiciliado y residente en la sección Duyey, del munici-

plo de Higüey, cédula No. 2640, serie 28; Eufemia Robles,
soltera, de oficios domésticos, domiciliada y residente en
ta sección Duyey, de este municipio, cédula No. 5282, serie
28; Juana Robles, soltera, de oficios domésticos, domicilia-
da y residente en la sección Duyey, de este municipio, cé•
dula No. 5296, serie 28; Ramona Robles, casada, de oficios
domésticos, domiciliada y residente en la ciudad de Sal-
valeón de Higüey, cédula No. 4275, serie 28; Nieves Ro-
bles, soltera, de oficios domésticos, domiciliada y residen-

. te en la sección Matachalupe, de este municipio, cédula No.
2711, serie 28; María Robles, soltera, de oficios domésticos,
del-Mediada y residente en la sección Duyey, de este mu-
nicipio, cédula No. 7318, serie 28; Jovina atiples, soltera,
de oficios domésticos, domiciliada y residente en el lugar

. de Mana, de esta jurisdicción, cédula No. 3766, serie 28;
. Juanico Robles, soltero, agricultor, domiciliado y residente

en la sección El Mamey, de este municipio, cédula No.
9856, serie 28; y Claudino Robles (a) Tito, casado, agricul-
tor, domiciliado y residente en la ciudad de Salvaleón de
Higiiey, cédula No. 6778, serie 28, todos dominicanos, ma-
yores de edad, en sus respectivas calidades de sucesores
de Claudio Robles

La Suprema Corte de Justicia, después de haber den-
, berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-

rrentes en su memorial, que se indican más adelante, y los
cairtnículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-ó

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo del saneamiento de la Parcela No. 208
del Distrito Catastral No. 4, del Municipio de Higüey, el
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original dictó una
sentencia el 26 de octubre de 1972, por la cual ordenó el
registro de esta Parcela, en la siguiente forma y propor-
ción: 12 Has., 94 As. 75.5 Cas. en favor de les sucesores

Ii
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Néstor Julio Santana Núñez, casado, estudiante, cédula No.
19081, serie 28, y Angel María Santana Núñez, casado, agri-
cultor, cédula No. 17332, serie 28; todos dominicanos, ma-
yores de edad, domiciliados en la sección de Santana, juris-
dicción del Municipio de Higüey, contra la sentencia dic-
tada por el Tribunal Superior de Tierras el 12 de oetu.ze
de 1977, en relación con la Parcela No. 208 del Distrito
Catastral No. 4 del Municipio de Higüey, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 	 1111

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Adol-
fo Oscar Caraballo, cédula No. 9627, serie 28, abogado de
los recurrentes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia, el 12 de Diciem-
bre de 1977, suscrito por el abogado de los recurrentes,
en el cual se proponen los medios que se indican más adce-
lente;

Visto el memorial de defensa, del 12 de Enero del
1978, suscrito por él Dr. Pedro María Solimán Bello, cedu- •
la No. 2812, serie 28, abogado de los recurridos Víctor Ro-
bles, dominicano, casado, agricultor, domiciliado y resi-,
dente en la sección El Mamey, del Municipio de Higiiey,
cédula No. 4775, serie 28; Cholo o Felimén Robles, casado,
agricultor, domiciliado y residente en la sección El Ma-
mey, de este municipio, cédula No. 4668, serie 28; José Ma-
ría Robles, casado, agricultor, domiciliado y residente en
la ciudad de Salvaleón de Higüey, cédula No. 1990. s e

-rie 28; Luis Robles, casado, agricultor, domiciliado y re
sidente en la sección Duyey, del Municipio de Higüey, cé-

dula No. 3746, serie 28; Pedro Robles, casado, agricultor,
domiciliado y residente en la sección Duyey, del munir+
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p::49 de Higüey, cédula No. 2640, serie 28; Eufemia Robles,
soltera, de oficios domést icos, domiciliada y residente en
la sección Duyey, de este municipio, cédula No. 5282, serie
28; Juana Robles, soltera, de oficios domésticos, domicilia-
da y residente en la sección Duyey, de este municipio, cé•

' dula No. 5296, serie 28; Ramona Robles, casada, de oficios
domésticos, domiciliada y residente en la ciudad de Sal-
valeón de Higüey, cédula No. 4275, serie 28; Nieves Ro-
bles, soltera, de oficios domésticos, domiciliada y residen-
te en la sección Matachalupe, de este municipio, cédula No.
2711, serie 28; María Robles, soltera, de oficios domésticos,

.'domiciliada y residente en la sección Duyey, de este mu-
nicipio, cédula No. 7318, serie 28; Jovina tibies, soltera,
de oficios domésticos, domiciliada y residente en el lugar
de Mana, de esta jurisdicción, cédula No. 3766, serie 28;
Juanico Robles, soltero, agricultor, domiciliado y residente
en la sección El Mamey, de este municipio, cédula No.
9856, serie 28; y Claudino Robles (a) Tito, casado, agricul-
tor, domiciliado y residente en la ciudad de Salvaleen de
Higliey, cédula No. 6778, serie 28, todos dominicanos, ma-
yores de edad, en sus respectivas calidades de sucesores
de Claudio Robles

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por les recu-
rrentes en su memorial, que se indican más adelante, y los
artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo del saneamiento de la Parcela No. 208
del Distrito Catastral No. 4, del Municipio de Higüey, el
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original dictó una
sentencia el 26 de octubre de 1972, por la cual ordenó el
registro de esta Parcela, en la siguiente forma y propor-
ción: 12 Has., 94 As. 75.5 Cas. en favor de los sucesores
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de Cláudio Robles; y 8 Has., 04 As., 94.5 Cas. en favor de
Juan Bautista Santana Rijo: b) que sobre las apelaciones
interpuestas por Juan Bautista Santana y Antonio Peña.
el Tribunal Superior de Tierras dictó el 13 de mayo de
1975 una decisión por la cual revocó la de Jurisdicción
Original antes mencionada y ordenó un nuevo juicio; e)
que el Juez apoderado del nuevo juicio dictó el 26 de
octubre del 1972 una sentencia con el siguiente dispcsiti-
vo: "PRIMERO: Que debe ordenar y ordena, el registro
de propiedad de la Parcela No. 208, del Distrito Catastral
No. 4 del Municipio de Higüey, con una extensión super-
ficial de 21 Has., 09 As., 70 Cas., en la siguiente forma y
proporción: 20 Has., 27 As., 94.0 Cas., en favor de los su-
cesores de Cláudio Robles; y 00 lias., 81 As., 75.2 Cas., en
favor de Arístides Marte; SEGUNDO: Que debe rechazar
y rechaza, las reclamaciones formuladas dentro de esta
parcela por los señores Juan Sánchez, Juan Bautista San-
tana, Iglesia Católica, Apostólica y Romana y Antonio
Peña, por improcedentes; reservándoles al señor Juan
Bautista Santana y a la Iglesia Católica, Apostólica y Ro-
mana, el derecho de solicitar la transferencia de las po-
ciones adquiridas por ellos cuando se haga la determina-
ción de los herederos del finado Cláudio Robles; d) que
sobre los recursos interpuestos intervino la sentencia aho-
ra impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguien-

' te: "FALLA: PRIMERO: Se acogen en la forma y se re-
chazan en el fondo, el recurso de apelación interpuesto
por el Dr. Adolfo Oscar Caraballo, en nombre y represen-
tación del señor Juan Bautista Santana; y el del señor
Antonio Peña, contra la Decisión No. 2 dictada por el Tr i

-bunal de Tierras en Jurisdicción Original en fecha 26 de
octubre del 1972, en relación con la Parcela No. 208 del
Distrito Catastral No. 4 del Municipio de Higüey; SE-
GUNDO: Se acogen en parte y se rechazan en parte, los
recursos de apelación interpuestos por los sucesores de
Cláudio Robles, Juan Sánchez e Iglesia Católica, Apostó-

Tica y Romana, contra la decisión arriba indicada; TER-
CERO: Se confirma, con las modificaciones indicadas en
los motivos de esta sentencia, la decisión No. 2 del Tribu-
nal de Tierras de Jurisdicción Original, de fecha 26 de
octubre del 1972, cuyo dispositivo en lo adelante se leerá
así: 1 9— Se ordena el registro de propiedad de la Parcela
No. 208 del Distrito Catastral No. 4 del Municipio de lii-
güey, con una extensión superficial de 21 Has., 09As., 70
Cas., en la siguiente forma y proporción: a) 42 tareas,
equivalente a 2 Has., 64 As., 12.36 Cas., en favor de la se-
ñora Juana Sánchez, dominicana, mayor de edad, soltera,
de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en El
Mamey, paraje	 Llano, Higüey; y b) el resto, o sea 18
Has., 45 As., 57.7 Cas., en favor de los sucesores de Clau-
dio Robles, dominicanos, mayores de edad, domiciliados y
residentes en El Mamey, paraje El Llano, Iligüey; Reser-
vándole a la Iglesia Católica, Apostólica y Romana y al
Dr. Pedro María Solimán Bello, el derecho de solicitar la
transferencia de las porciones por ellos adquiridas cuan-
do sean determinados los herederos de Cláudio Robles;
29-- Se rechazan las reclamaciones formuladas por los 'e-
ñores Juan Bautista Santana, Aristides Marte y Antonio
Peña;

Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Falsa apreciación de los hechos y de ponderación de las
pruebas vertidas; Segundo Medio: Violación de los artícu-
los 1605 y 1421 del Código Civil; Tercer Medio: Violación
de los artículos 1583 y 1594 del Código Civil;

Considerando, que en el primer medio de su memo-
rial los recurrentes	 alegan, en síntesis, lo siguiente: a)que el Tribunal Superior de Tierras no tomó en considera-
ción al dictar su sentencia una Certificación depositada en
el expediente, suscrita por el Procurador Fiscal del Dis-
trito Judicial de La Altagracia, en la que consta que Juan
Ba u tista Santana presentó querella ante dicho funciona-

1
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de Claudio Robles; y 8 Has., 04 As., 94.5 Cas. en favor de
Juan Bautista Santana Rijo; b) que sobre las apelaciones
interpuestas por Juan Bautista Santana y Antonio Peña,
el Tribunal Superior de Tierras dictó el 13 de mayo de
1975 una decisión por la cuál revocó la de Jurisdicción
Original antes mencionada y ordenó un nuevo juicio; e)
que el Juez apoderado del nuevo juicio dictó el 26 de
octubre del 1972 una sentencia con el siguiente dispositi-
vo: "PREVIERO: Que debe ordenar y ordena, el registro
de propiedad de la Parcela No. 208, del Distrito Catastral 4
No. 4 del Municipio de Higüey, con una extensión super-
ficial de 21 Has., 09 As., 70 Cas., en la siguiente forma y
proporción: 20 Has., 27 As., 94.0 Cas., en favor de los su-
cesores de Claudio Robles; y 00 Has., 81 As., 75.2 Cas., en
favor de Aristides Marte; SEGUNDO: Que debe rechazar
y rechaza, las reclamaciones formuladas dentro de esta
parcela por los señores Juan Sánchez, Juan Bautista San-
tana, Iglesia Católica, Apostólica y Romana y Antonio
Peña, por improcedentes; reservándoles al señor Juan
Bautista Santana y a la Iglesia Católica, Apostólica y Ro-
mana, el derecho de solicitar la transferencia de las po-
ciones adquiridas por ellos cuando se haga la determina-
ción de los herederos del finado Claudio Robles; d) que
sobre los recursos interpuestos intervino la sentencia aho-
ra impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Se acogen en la forma y se re-
chazan en el fondo, el recurso de apelación interpuesto
por el Dr. Adolfo Oscar Caraballo, en nombre y represen-
tación del señor Juan Bautista Santana; y el del señor
Antonio Peña, contra la Decisión No. 2 dictada por el Tri-
bunal de Tierras en Jurisdicción Original en fecha 26 de
octubre del 1972, en relación con la Parcela No. 208 del
Distrito Catastral No. 4 del Municipio de Higüey; SE-
GUNDO: Se acogen en parte y se rechazan en parte. los
recursos de apelación interpuestos por los sucesores de
Claudio Robles, Juan Sánchez e Iglesia Católica, Apostó-
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pica y Romana, contra la decisión arriba indicada; TER-
CERO: Se confirma, con las modificaciones indicadas en
los motivos de esta sentencia, la decisión No. 2 del Tribu-
nal de Tierras de Jurisdicción Original, de fecha 26 de
octubre del 1972, cuyo dispositivo en lo adelante se leerá

, así: 19— Se ordena el registro de propiedad de la Parcela
No. 208 del D istrito Catastral No. 4 del Municipio de Ili-

' güey, con una extensión superficial de 21 Has., 09As., 70
Cas., en la siguiente forma y proporción: a) 42 tareas,
equivalente a 2 Has., 64 As., 12.36 Cas., en favor de la se-
ñora Juana Sánchez, dominicana, mayor de edad, soltera,
de quehaceres domSticos , domiciliada y residente en El
Mamey, paraje El Llano, Higüey; y b) el resto, o sea 18
Has., 45 As., 57.7 Cas., en favor de los sucesores de Clau-
dio Robles, dominicanos, mayores de edad, domiciliados y
residentes en El Mamey, paraje El Llano, Higüey; Reser-
vándole a la Iglesia Católica, Apostólica y Romana y al
Dr. Pedro María Solimán Bello, el derecho de solicitar la
transferencia de las porciones por ellos adquiridas cuan-
do sean determinados los herederos de Caucho Robles;
20— Se rechazan las reclamaciones formuladas por los ,e-
ñores Juan Bautista Santana, Aristides Marte y Antonio
Peña;

Considerando, que las recurrentes proponen en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Usa apreciación de los hechos y de ponderación de las
pruebas vertidas; Segundo Medio: Violación de los artícu-
los 1605 y 1421 del Código Civil; Tercer Medio: Violación
de los artículos 1583 y 1594 del Código Civil;

Considerando, que en el primer medio de su memo-
rial los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: a)
que el Tribunal Superior de Tierras no tomó en considera-
ción al dictar su sentencia una Certificación depositada en
el expediente, suscrita por el Procurador Fiscal del Dis-
trito Judicial de La Altagracia, en la que consta que Juan
Ba utista Santana presentó querella ante dicho funciona-
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IIrio contra los señores Robles, por haberse éstos introdu_ 	 1
cidos en una parcela que él había adquirido por compra al . , 4
Lic. Elpidio Eladio Mercedes, en la cual tenía su ganado
el querellante, documento que demuestra "el dominio que
mantenía Juan Bautista Santana sobre esa propiedad; b)
que los recurrentes alegaron ante el Tribunal Superior de
Tierras que el testigo principal del recurrido, interrogado
por dicho Tribunal, Eleodora Ceballos, vivió en concubi-
nato con una de las hijas de Claudio Robles, con quien
procreó un hijo; pero a pesar de la tacha presentada fué
oído por los Jueces; c) que los testigos José Cedeño Núñez,
Alcalde Pedáneo del lugar, en donde está ubicada la Par-
cela en discusión, así como al testigo Nicolás Calderón
declararon al Tribuanal que conocieron a Arístides Marte
en posesión del terreno; pero,

ir• ..

Considerando, en cuanto al alegato a) del primer me-
dio, que el Tribunal a-que estimó, basándose en las decla-
raciones de los testigos oídos en audiencia, que la Parcela
No. 208 había sido poseída por más de 50 años por Clau-
dio Robles y después de su muerte por sus herederos, asi
como también que Juan Sánchez tenía una porción del te-
rreno, cercado, de esa Parcela, que poseía desde hace más
de 30 años; que en la inspección de lugar realizada por ,
el Juez de Jurisdicción Original éste comprobó que las
únicas personas que tenían posesión dentro de la Parcela
208 eran los Sucesores de Robles y Juana Sánchez; que
COMO la prescripción adqusitiva es excluyente de cualquier
otro derecho, el Tribunal a-quo no tenía que dar motives
en su sentencia en relación con la Certificación del Proci;-
radar Fiscal del Distrito Judicial de La Altagracia expe-
dida sobre la querela presentada por Juan Bautista Santa-
na contra los Sucesores Robles, certificación que los recu-
rrentes sometieron corno prueba de su posesión en el t e

-rreno en discusión; que, por tanto, este alegato del priora:-
medio del recurso carece de fundamento y debe ser des-
estimado;

Juicio aportados al debate, por lo que este alegato carece
de pertinencia y, en consecuencia, debe ser, también, des-

1 estimado;

Considerando, en cuanto al alegato e) del primer me-
dio: Que los jueces del fondo son soberanos para apreciar
el testimonio en justicia, y ellos pueden dar más crédito
a las declaraciones que estimen más sinceras y verosími-
les; que, por tanto, este alegato de los recurrentes deoe
ser desestimado; y, en consecuncia, el primer medio del
recurso carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en los medios segundo y tercero
los recurrentes alegan, en síntesis: que en la sentencia
impugnada se han violado las disposiciones de los artícu-
los 1602, 1605, 1421. y 1594 del Código Civil; en cuanto a
la violación del artículo 1602, los recurrentes no explican
en qué consistió dicha violación; y en cuanto a la viola-
cifm del artículo 1605, alegan que mediante las pruebas
testimoniales vertidas en las audiencias de este litigio se
comprobó que a Juan Bautista Santana se le hizo entrega
de los terrenos que compró en la parcela en discusión; y
en relación con las disposiciones del artículo 1421, alega
que este texto legal dispone que el marido es el único ad-
ministrador de los bienes de la comunidad y puede ven-
derlos, enagenarlos o hipotecarlos sin el concurso de la
Mujer; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-presa al respecto lo siguiente: que la Parcela No. 208 del
Distrito Catastral No. 4 del Muwcipio de Higüey fué en
su origen de la propiedad de Claudio Robles, quien la ad-

, guiri() por prescripción; que por acto del Notario, Rodolfo

Considerando, que, en cuanto al alegato bl del pri-
mer medio, la Suprema Corte de Justicia estima que la
sentencia impugnada no se basó únicamente en la decla-
ración del testigo cuya tacha fué propuesta por los reto-

. rrentes, sino en otros testimonios y otros elementos de

I H
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ti

rio contra los señores Robles, por haberse éstos introdu-
cidos en una parcela que él había adquirido por compra al
Lic. Elpidio Eladio Mercedes, en la cual tenía su ganado
el querellante, documento que demuestra "el dominio que
mantenía Juan Bautista Santana sobre esa propiedad; la
que los recurrentes alegaron ante el Tribunal Superior de
Tierras que el testigo principal del recurrido, interrogado
por dicho Tribunal, Eleodora Ceballos, vivió en concubi-
nato con una de las hijas de Claudio Robles, con quien
procreó un hijo; pero a pesar de la tacha presentada fué
oído por los Jueces; c) que los testigos José Cedeño Núñez,
Alcalde Pedáneo del lugar, en donde está ubicada la Par-
cela en discusión, así como al testigo Nicclás Calderón
declararon al Tribuanal que conocieron a Arístides Marte
en posesión del terreno; pero,

Considerando, en cuanto al alegato a) del primer me-
dio, que el Tribunal a-que estimó, basándose en las decla-
raciones de los testigos oídos en audiencia, que la Parcela
No. 208 había sido poseída por más de 50 años por Clau-
dio Robles y después de su muerte por sus herederos, así
como también que Juan Sánchez tenía una porción del te-
rreno, cercado, de esa Parcela, que poseía desde hace más
dé 30 años; que en la inspección de lugar realizada par
el Juez de Jurisdicción Original éste comprobó que las
únicas personas que tenían posesión dentro de la Parcela
208 eran los Sucesores de Robles y Juana Sánchez; que
corno la prescripción adqusitiva es excluyente de cualquier
otro derecho, el Tribunal a-quo no tenía que dar motivos
en su sentencia en relación con la Certificación del Proce-
sador Fiscal del Distrito Judicial de La Altagracia expe-
dida sobre la querela presentada por Juan Bautista Santa-
na contra los Sucesores Robles, certificación que los recu-
rrentes sometieron como prueba de su posesión en el te-
rreno en discusión; que, por tanto, este alegato del prárner
medio del recurso carece de fundamento y debe ser des-

estimado;

Considerando, que, en cuanto al alegato b) del pri-
mer medio, la Suprema Corte de Justicia estima que la

ir
.• i l. sentencia impugnada no se basó únicamente en la decla-

ración del testigo cuya tacha fué propuesta por los reeu-
rrentes, sino en otros testimonios y otros elementos de

• juicio aportados al debate, por lo que este alegato carece
de pertinencia y, en consecuencia, debe ser, también, des-
estimado;

Considerando, en cuanto al alegato c) del primer me-
dio: Que los jueces del fondo scn soberanos para apreciar
el testimonio en justicia, y ellos pueden dar más crédito
a las declaraciones que estimen más sinceras y verosími-
les; que, por tanto, este alegato de los recurrentes deoe
ser desestimado; y, en consecuncia, el primer medio del
recurso carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en los medios segundo y tercero
los recurrentes alegan, en síntesis: que en la sentencia
impugnada se han violado las disposiciones de los artícu-
los 1602, 1605, 1421 y 1594 del Código Civil; en cuanto a
/a violación del artículo 1602, los recurrentes no explican
en qué consistió dicha violación; y en cuanto a la viola-
ción del artículo 1605, alegan que mediante las pruebas
testimoniales vertidas en las audiencias de este litigio se
comprobó que a Juan Bautista Santana se le hizo entrega
de los terrenos que compró en la parcela en discusión; y
en relación con las disposiciones del artículo 1421, alega
que este texto legal dispone que el marido es el único ad-
ministrador de los bienes de la comunidad y puede ven-
derlos, enagenarlos o hipotecarlos sin el concurso de la
mujer; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
presa al respecto lo siguiente: que la Parcela No. 208 del
Distrito Catastral No. 4 del Municipio de Higüey fué en
su origen de la propiedad de Claudio Robles, quien la ad.
quirió por prescripción; que por acto del Notario, Rodolfo
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Valdéz Santana, Cláudio Robles vendió a Arístides Mar-
te 29 tareas, dentro de esa Parcela, y por acto del Notario
Manuel Emilio Maríñez, el mencionado Cláudio Robles
vendió a dicho Arístides Marte 13 tareas en la misma Par-
cela, lo que hace un total de 42 tareas; que el comprador,
antes de divorciarse de su esposa Juana Sánchez, vendió
al Lic. Elpidio Eladio Mercedes esos terrenos en el año
1974; que el Tribunal Superior de Tierras estimó que es-
ta operación se realizó con "el designio fraudulento de
engañar a su esposa" antes del divorcio, el cual se afecte()
poco tiempo después de esa venta, que ésta se hizo con
cláusula de arrendamiento en favor del vendedor, quien
se quedó en posesión del terreno, y la operación se hizo
por la suma de RDS600.00, y luego fué vendida por el Lic.
Mercedes en la suma de RD$3,000.00; que ninguno de las
dos han tenido posesión del terreno; que la venta Se hizo
mientras dichos esposos estaban separados; que Santana
incurrió en contradicción en sus declaraciones, ya que ale-
gó inicialmente que tenía una posesión de 20 años, mien-
tras su documento de adquisición es de fecha 10 de febre-
ro del 1966; que en esa virtud el Tribunal Superior de
Tierras aplicó en el caso las disposiciones del artículo 1477
del Código Civil y ordenó el registro de esa porción de te-
rreno en favor exclusivo de la esposa; que en estas con-
diciones la Suprema Corte de Justicia estima que en la
sentencia impugnada se hizo una correcta aplicación de la
mencionada disposición legal y no se incurrió en la alegada
violación de los artículos 1602, 1605, 1341 y 1594 del Có-
digo Civil, y, en consecuencia los medios segundo y ter
cero del recurso carecen también de fundamento y deben
ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Cleotilde Núñez Vda. Santana, To-
más Santana Núñez, Ramona Santana de Guerrero. María
Santana Núñez, Luisa Elena Santana de Sánchez, Néstor
Julio Santana Núñez, y Angel María Santana Núñez. con-

tra la sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tie-
rras el 12 de octubre de 1977, en relación con la Parcela
No. 208 del Distrito Catastral No. 4 del Municipio de lb-
güey, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena a los recurrentes al pa-

. go de las costas y las distrae en provecho del Dr. Pedro
María Solimán Bello, abogado de los recurridos, quien
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

/t
L • (FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.y Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín :,!.
r Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-

valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat. ---
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fué
firmada, leida y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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Valdéz Santana, Claudio Robles vendió a Arístides Mar-
te 29 tareas, dentro de esa Parcela, y por acto del Notario
Manuel Emilio Maríñez, el mencionado Claudio Robles
vendió a dicho Aristides Marte 13 tareas en la misma Par-
cela, lo que hace un total de 42 tareas; que el comprad9r,
antes de divorciarse de su esposa Juana Sánchez, vendió
al Lic. Elpidio Eladio Mercedes esos terrenos en el año
1974; que el Tribunal Superior de Tierras estimó que es-
ta operación se realizó con "el designio fraudulento de
engañar a su esposa" antes del divorcio, el cual se efectró
poco tiempo después de esa venta, que ésta se hizo con
cláusula de arrendamiento en favor del vendedor, quien
se quedó en posesión del terreno, y la operación se hizo
por la suma de RD$600.00, y luego fué vendida por el Lic.
Mercedes en la suma de RD$3,000.00; que ninguno de los
dos han tenido posesión del terreno; que la venta se hizo
mientras dichos esposos estaban separados; que Santana
incurrió en contradicción en sus declaraciones, ya que ale-
gó inicialmente que tenia una posesión de 20 años, mien-
tras su documento de adquisición es de fecha 10 de febre-
ro del 1966; que en esa virtud c4 Tribunal Superior de
Tierras aplicó en el caso las disposiciones del artículo 1477
del Código Civil y ordenó el registro de esa porción de te-
neno en favor exclusivo de la esposa; que en estas con-
diciones la Suprema Corte de Justicia estima que en la
sentencia impugnada se hizo una correcta aplicación de la
mencionada disposición legal y no se incurrió en la alegada
violación de los artículos 1602, 1605, 1341 y 1594 del Có-
digo Civil, y, en consecuencia los medios segundo y ter-
cero del recurso carecen también de fundamento y deben
ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Cleotilde Núñez Vda. Santana, To-
más Santana Núñez, Ramita Santana de Guerrero, María
Santana Núñez, Luisa Elena Santana de Sánchez, Néstor
Julio Santana Núñez, y Angel María Santana Núñez, con-
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tra la sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tie-
rras el 12 de octubre de 1977, en relación con la Parcela
No. 208 del Distrito Catastral No. 4 del Municipio de lii-
güey, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo; Condena a los recurrentes al pa-

. go de las costas y las distrae en provecho del Dr. Pedro
Maria Solimán Bello, abogado de los recurridos, quien
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS).— Néstor Contén Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Horas, Joaquín :r.
Alvarez Pendió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat. ---
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fué
firmada, Leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE MARZO DEL 1981
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1977 por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus
atribuciones civiles, cuyo dispositivo se copia más adelan-
te;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Freddy Zarzuela, en representación de
los abogados de la recurrente, en la lectura de sus con-..
clusiones; abogados que son los Dres. Víctor Manuel Man-
illa& Francisco Chain Jacobo y la Lic. Francisca Leonor
:Tejada Vásquez, cédulas Nos. 18900. serie Ira.; 11409, serie
ira., y 44840, serie 47. respectivamente;
'	 Oído al Lic. Juan F. Fuello II., cédula 27894, serie 12,
por sí y por el Dr. Wenceslao Vega B., cédula 57621,
e Ira., abogados de los recurridos, en la lectura de sus

conclusiones; recurridos que son Celeste Jiménez Vda. Mo-
linari, dominicanos, mayor de edad, de quehaceres dornt;:z-
ticos, cédula 8155, serie Ira.; Celeste Molinari Jiménez
Soto, dominicana, mayor de edad, casada, de quehaceres
domésticos, cédula 98779, serie Ira.; y Miguel Angel Mo-
licari Jiménez, mayor de edad, casado, comerciante, cédu-
la 84789, serie lra., domiciliados en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de la recurrente, del 20 de no-
viembre de 1977 suscrito por sus abogados, en el cual se
proponen contra la sentencia que impugnan los medios de
caución que se indizan más adelante;

Visto el memorial de defensa de los recurridos, del
de diciembre de 1977, suscrito por sus abogados;
Visto el memorial ampliativo de la recurrente, del 7

de octubre de 1978, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante y los artículos I

1. Y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Do mingo, de
fecha 9 de agosto de 1977.

Materia: Civil.

Recurrente: Esther Betancourt Vda. del Rosario.
Abogados: Víctor Manuel Mangual y Francisco Cham Jacobo

Lic. Francisca Leonor Tejada.

Recurridos: Celeste Jiménez y Campal tes.
Abogados: Dr. Wenceslao Vega 13. y Juan F. Fuello.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 6 de marzo del 1981, años 138' de la In-
dependencia y 118' de la Restauración, dieta en audien-
cia pública, como Corte de Casación, la siguiente senten-

Sobre el recurso de casación interpuesto por Esther
Betancourt Vda. del Rosario, dominicana, mayor de edad.
soltera, comerciante, domiciliada en la calle del Conde
No. 16, segunda planta, de esta capital, cédula No. 39730.
serie lra., contra la sentencia dictada el 9 de agosto de

cia:
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
fecha 9 de agosto de 1977.

Materia: Civil.

Recurrente: Esther Betancourt Vda. ;1:4 Rosario.
Abogados: Víctor Manuel Mangual y Francisco Cham Jacobo Y

Lic. Francisca Leonor Tejada.

Recurridos: Celeste Jiménez y Compartes.
Abogados: Dr. Wonceslao Vega B. y Juan F. Puello.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
'iras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 6 de marzo del 1981, años 138' de la In-
dependencia y 118' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como Corte de Casación, la siguiente senten-
cia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Esther
Betancourt Vda. del Rosario, dominicana, mayor de edad,
soltera, comerciante, domiciliada en la calle del Conde
No. 16, segunda planta, de esta capital, cédula No. 39730,
serie ira., contra la sentencia dictada el 9 de agosto de

1977 por 1a Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus
atribuciones civiles, cuyo dispositivo se copia más adelan-
te;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Freddy Zarzuela, en representación de
los abogados de la recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones; abogados que son los Dres. Víctor Manuel Man-
gual, Francisco Chain Jacobo y la Lic. Francisca Leonor
Tejada Vásquez, cédulas Nos. 18900, serie ira.: 11409, serie
Ira.. y 44840, serie 47, respectivamente;

Oído al Lic. Juan F. Fuello H., cédula 27894, serie 12,
por sí y por el Dr. Wenceslao Vega B., cédula 57621, ;t-
ríe ira., abogados de los recurridos, en la lectura de sus
conclusiones; recurridos que son Celeste Jiménez Vda. Mo-

r	 linari, dominicanos, mayor de edad, de quehaceres dcrnés-
ticos, cédula 8155, serie ira.; Celeste Molinari Jiménez Je
Soto, dominicana, mayor de edad, casada, de quehaceres
domésticcs, cédula 98779, serie ira.; y Miguel Angel Mo-
linari Jiménez. mayor de edad, casado, comerciante, cédu-
la 84789, serie Ira., domiciliados en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de la recurrente, del 20 de no-
vi embre de 1977 suscrito por sus abogados, en el cual se
proponen contra la sentencia que impugnan los medios de
casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de los recurridos, del
19 de diciembre de 1977, suscrito por sus abogados;

Visto el memorial ampliativo de la recurrente, del 7
octubre de 1978, suscr i to por sus abogados;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante y los artículos 1
Y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
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Considerando, a) que con motivo de tres demandas
incidentales de la ahora recurrente contra un procedimien-
to de embargo inmobiliario de los actuales recurridos, la
Cámara de lo Civil de la Primera Circunscripción del Dis-
trito Nacional, después de fusionar las tres demandas, dic-
tó el 3 de diciembre de 1977 una sentencia con el siguiente
dispositivo: "Falla . Primero: Rechaza las conclusiones pre-
sentadas en audiencia por la señora Esther Betancourt 1

Vda. del Rosario, parte demandante en los incidentes en
nulidad de procedimiento de ejecución de embargo de que
se trata, por improcedente y mal fundado; Segundo: Aco-
ge en su totalidad las conclusiones presentadas por Celeste
Jiménez Vda. Molinari, Celeste Molinari de Soto y Miguel
Angel Molinari Jiménez, y en consecuencia rechaza la
mencionada demanda en nulidad intentada por la señora
Esther Bethancourt Vda. del Rosario, según acto de fecha
24 de octubre de 1974, del ministerial Basilio Infante, al-
guacil ordinario de la Sta. Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional .— Tercero: Ordena
según el procedimiento de ejecución o embargo de que se
trata.— Cuarto . Condena a Esther Betancourt Vda. del Ro-
sario, parte demandante que sucumbe, al pago de las cos-
tas de estos incidentes, ordenando la distracoión de las
mismas en provecho de los Dres. Wenceslao Vega y Juan , ,
Franco Cuello H., por haberlas avanzado en su totalidad; •
b) que sobre apelación de la ahora recurrente, la Corte de
Apelación de Santo Domingo dictó el 9 de agosto de 1977
la sentencia que ahora se impugna en casación, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como regu-
lar y válido en la forma el recurso de apelación intentado
por Esther Betancourt Vda. del Rosario, contra sentenc ia 1
del 3 de diciembre de 1974, dictada por la Cámara de lo
Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juzg a' 1
do de Primera Instancia del Distrito Nacional ,cuyo disp osi- j
tivo aparece copiado en otra parte de esta sentencia, por ha-

ber sido hecho dentro del plazo y demás formalidades le- -

galos; SEGUNDO: En cuanto al fondo, rechaza e lrecurso
de apelación por improcedente y mal fundado; TERCERO:
Confirma en todas sus partes la sentencia recurrida: Cuar-
to: Condena a la señora Esther Betancourt Vda. del Rosa-
rio, al pago de las costas del procedimiento, con distrac-
ción de las mismas en provecho de los Dres. Wenceslao Ve-
ga S. y Juan Francisco Puello H., abogados que afirman
haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que, contra la sentencia que impugna,
la recurrente Bethancourt Vda. del Rosario, propone los
cinco medios de casación siguientes: Primer Medio: Viola-
ción por falsa aplicación del artículo 1409, párrafo tercero
del Código Civil. Violación del artículo 685 del Código de
Procedimiento Civil por falsa interpretación y errores

. aplicados. Segundo Medio: Violación del artículo 1254, del
Código Civil, por errores de aplicación al contraponerlo al
artículo 685 del Código de Procedimiento Civil. Violación
del artículo 2277 del Código Civil, por implicación del mis-
mo. Tercer Medio: Violación del artículo 156 del Código
de Procedimiento Civil, por errónea aplicación. Cuarto
Medio: Violación por falsa aplicación e interpretación del
artículo 673 del Código de Procedimiento Civil. Viola-
ción por falta de ponderación y ausencia en la sentencia
de pedimentos de nulidad por aplicación de los artículos
715. 728, 690, 691 y 61 del Código de Procedimiento Civil.
Violación a la máxima "No hay nulidad sin agravio" y al
principio de derecho de defensa. Quinto Medio: Violación
del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil. Moti-
vos erróneos. Falta de motivos. Desnaturalización de los
hechos, falta de base legal;

Considerando, que el primero y segundo medios de
su memorial, reunidos, la recurrente alega, en síntesis,
que tanto la Cámara de primer grado como la Corte de
Apelación violaron, por desconocimiento o por errónea in-
terpretación los artículos 1409 del Código Civil sobre el
destino jurídico de las rentas de los inmuebles propios de
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Considerando, a) que con motivo de tres demandas
incidentales de la ahora recurrente contra un procedimien-
to de embargo inmobiliario de los actuales recurridos, la
Cámara de lo Civil de la Primera Circunscripción del Dis-
trito Nacional, después de fusionar las tres demandas, dic-
tó el 3 de diciembre de 1977 una sentencia con el siguiente fin
dispositivo: "Falla- Primero: Rechaza las conclusiones pre-
sentadas en audiencia por la señora Esther Betancourt
Vda. del Rosario, parte demandante en los incidentes en
nulidad de procedimiento de ejecución de embargo de que
se trata, por improcedente y mal fundado; Segundo: Aco-
ge en su totalidad las conclusiones presentadas por Celeste
Jiménez Vda. Molinari, Celeste Molinari de Soto y Miguel
Angel Molinari Jiménez, y en consecuencia rechaza la
mencionada demanda en nulidad intentada por la señora
Esther Bethancourt Vda. del Rosario, según acto de fecha
24 de octubre de 1974, del ministerial Basilio Infante, al-
guacil ordinario de la Sta. Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional.— Tercero: Ordena
según el procedimiento de ejecución o embargo de que se
trata.— Cuarto: Condena a Esther Betancourt Vda. del Ro-
sario, parte demandante que sucumbe, al pago de las cos-
tas de estos incidentes, ordenando la distracción de las
mismas en provecho de los Dres. Wenceslao Vega y Juan
Franco Cuello H., por haberlas avanzado en su totalidad;
b) que sobre apelación de la ahora recurrente, la Corte de
Apelación de Santo Domingo dicta el 9 de agosto de 1977
la sentencia que ahora se impugna en casación, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como regu-
lar y válido en la forma el recurso de apelación intentado
por Esther Betancourt Vda. del Rosario, contra sentencia
del 3 de diciembre de 1971, dictada por la Cámara de lo
Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juzga'
do de Primera Instancia del Distrito Nacional ,cuyo disposi"
tivo aparece copiado en otra parte de esta sentencia, por ha-
ber sido hecho dentro del plazo y demás formalidades le-
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geles; SEGUNDO: En cuanto al fondo, rechaza e ]recurso
de apelación por improcedente y mal fundado; TERCERO:
Confirma en todas sus partes la sentencia recurrida: Cuar-
to; Condena a la señora Esther Betancourt Vda. del Rosa-
rio, al pago de las costas del procedimiento, con distrac-
ción de las mismas en provecho de los Dres. Wenceslao Ve-
ga S. y Juan Francisco Puello H., abogados que afirman
haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que, contra la sentencia que impugna,
la recurrente Bethancourt Vda. del Rosario, propone los
cinco medios de casación siguientes: Primer Medio: Viola-
ción por falsa aplicación del artículo 1409, párrafo tercero
del Código Civil. Violación del artículo 685 del Código de
Procedimiento Civil por falsa interpretación y errores

. aplicados. Segundo Medio: Violación del artículo 1254, del
Código Civil, por errores de aplicación al contraponerlo al
artículo 685 del Código de Procedimiento Civil. Violación
del artículo 2277 del Código Civil, por implicación del mis-
ma Tercer Medio: Violación del artículo 156 del Código
de Procedimiento Civil, por errónea aplicación. Cuarto
Medio: Violación por falsa aplicación e interpretación del
artículo 673 del Código de Procedimiento Civil. Viola-
ción por falta de ponderación y ausencia en la sentencia
de pedimentos de nulidad por aplicación de los artículos
715, 728, 690, 691 y 61 del Código de Procedimiento Civil.
Violación a la máxima "No hay nulidad sin agravio" y al
principio de derecho de defensa. Quinto Medio: Violación
del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil. Moti-
vos erróneos. Falta de motivos. Desnaturalización de los
hechos, falta de bacx. legal;

Considerando, que el primero y segundo medios de
su memorial, reunedos, la recurrente alega, en síntesis,
que tanto la Cámara de primer grado como la Corte de

.Apelación violaron, por desconocimiento o por errónea in-
terpretación los artículos 1409 del Código Civil sobre el

tino jurídico de las rentas de los inmuebles propios de
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los esposos, que la recurrente califica de gananciales de
la comunidad de bienes; el artículo 1685 del Código de
Procedimiento Civil sobre la aplicación de lo pagado por
los deudores con sumas que constituyen rentas; y el Art.
1254 del Código Civil; que fué a causa de esas violaciones
que dichas jurisdicciones rechazaron las demandas que la
recurrente intentó para que se redujera de RD$25,000.00 la
deuda principal de la recurrente en base a lo que ya había
percibido en 1958 por efecto de un embargo retentivo;
pero,

Considerando, que el artículo 1409 del Código Civil
se refiere a los esposos casados bajo el régimen de comu-
nidad, en tanto que la recurrente, cuando consintió la hi-
poteca al causante de los ahora recurridos, estaba casada
bajo el régimen de la separación de bienes, en el cual los
frutos civiles de los bienes de cada esposo ingresan en la
propiedad de aquellos bienes, según los artículos 1536 al
1539 del Código Civil, reformados por la Ley No. 2125 del
27 de septiembre de 1949; que el artículo 1254 del Código
Civil, contrariamente a lo que alega la recurrente, fué
bien aplicado por las jurisdicciones de fondo, ya que ese
texto legal relativo a los pagos de los deudores a los acree-
dores se aplican a los intereses, a menos que el acreedor
consienta otra cosa, lo que la recurrente no dice que ha
ocurrido en el presente caso; que, por lo expuesto. los me-
dios primero y segundo del memorial de la recurrente, en
sus dos aspectos, carecen de fundamento y deben ser deses-
timados;

Considerando, que en el tercer medio de su memo-
rial, la recurrente se dedica a criticar lo decidido por la
Cámara de primer grado y la Corte a-qua sobre el valor
de una sentencia de 1958, pero sin precisar en qué punto
aquella sentencia pudo influir en la señora recurrida en
casación, por lo que ese medio debe desestimarse;

Considerando, en el cuarto medio de su memorial la
recurrente alega en síntesis que. ella sostuvo que el man- .!
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damiento de pago para el embargo adolecía de varias fallas
que lo hacían anulable, y que sobre esos puntos la Corte
a-gua "no ha dicho nada", que carece de "motivación";
pero,

Considerando, que, según consta en la sentencia im-
pugnada. la Corte a-qua tuvo cuenta de que en el procedi-
miento se había incurrido en ciertos descuidos de pura
forma, pero sin lesión al derecho de defensa de la embar-
gada, por lo cual desestimó los pedimentos sobre esos pun-
tos, en base al articulo 715 del Código de Procedimiento

'Civil, que fue reformado en 1944, precisamente para pro-
teger a los embargos inmobiliarios de meros incidentes pu-
ramente dilatorias; que por lo expuesto, el cuarto medio
del memorial que se examina carece también de funda-
mento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el quinto y último medio del
memorial de la recurrente se afirma que que la sentencia
impugnada carece de base legal, de motivos, que contiene
algunos que son contradictorios, y, en fin, que en ella se
desnaturalizaron los hechos de la causa; pero,

Considerando, que todo lo expuesto precedentemente
en contestación a cada uno de los medios propuestos por
la recurrente, reproduce en forma sintética lo dicho ya
en la sentencia impugnada en forma suficiente, pertinen-
te y congruente, por lo que el último medio de la recu-
rrente carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Esther Betancourt Vda del Rosa-
rio contra la sentencia dictada el 9 d n agosto de 1977 por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo
se copia en parte anterior del presente fallo; y Segundo:
Condena a dicha recurrente al pago de las costas y las dis-
trae en provecho del Dr. Wenceslao Vega B. y el Lic. Juan
P. Cuello H., abogados de los recurridos, quienes afirman
estadas avanzando en su totalidad.

,.1 .	 I
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los esposos, que la recurrente califica de gananciales de
la comunidad de bienes; el artículo 1685 del Código de
Procedimiento Civil sobre la aplicación de lo pagado per
los deudores con sumas que constituyen rentas; y el Art.
1254 del Código Civil; que fué a causa de esas violaciones
que dichas jurisdicciones rechazaron las demandas que la
recurrente intentó para que se redujera de RD$23,000.00 la
deuda principal de la recurrente en base a lo que ya había
percibido en 1958 por efecto de un embargo retentivo;
pero,

Considerando, que el artículo 1409 del Código Civil
se refiere a los esposos casados bajo el régimen de comu-
nidad, en tanto que la recurrente, cuando consintió la hi-
poteca al causante de los ahora recurridos, estaba casada
bajo el régimen de la separación de bienes, en el cual los
frutos civiles de los bienes de cada esposo ingresan en la
propiedad de aquellos bienes, según los artículos 1536 al
1539 del Código Civil, reformados por la Ley No. 2125 del
27 de septiembre de 1949; que el artículo 1254 del Código
Civil, contrariamente a lo que alega la recurrente, fué
bien aplicado por las jurisdicciones de fondo, ya que ese
texto legal relativo a los pagos de los deudores a los acree-
dores se aplican a los intereses, a menos que el acreedor
consienta otra cosa, lo que la recurrente no dice que ha
ocurrido en el presente caso; que, por lo expuesto, los me-
dios primero y segundo del memorial de la recurrente, en
sus dos aspectos, carecen de fundamento y deben ser dese s

-timados;
Considerando, que en el tercer medio de su memo-

rial, la recurrente se dedica a criticar lo decidido por la
Cámara de primer grado y la Corte a-qua sobre el valor
de una sentencia de 1958, pero sin precisar en qué punto
aquella sentencia pudo influir en la señora recurrida en
casación, por lo que ese medio debe desestimarse;

Considerando, en el cuarto medio de su memorial la
recurrente alega en síntesis que. ella sostuvo que el man-
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damiento de pago para el embargo adolecía de varias fallas
que lo hacían anulable, y que sobre esos puntos la Corte
tqua "no ha dicho nada", que carece de "motivación";
pero.

Considerando, que, según consta en la sentencia im-
pugnada, la Corte a-qua tuvo cuenta de que en el procedi-
miento se había incurrido en ciertos descuidos de pura
forma, pero sin lesión al derecho de defensa de la embar-
gada, por lo cual desestimó los pedimentos sobre esos pun-
tos, en base al artículo 715 del Código de Procedimiento
"ovil, que fué reformado en 1944, precisamente para pro-
teger a los embargos inmobiliarios de meros incidentes pu-
ramente dilatorios; que por lo expuesto, el cuarto medio
del memorial que se examina carece también de funda-
mento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el quinto y último medio del
memorial de la recurrente se afirma que que la sentencia
impugnada carece de base legal, de motivos, que contiene
algunos que son contradictorios, y, en fin, que en ella se
desnaturalizaron los hechos de la causa; pero,

Considerando, que todo lo expuesto precedentemente
en contestación a cada uno de los medios propuestos por
la recurrente, reproduce en forma sintética lo dicho ya
en la sentencia impugnada en forma suficiente, pertinen-
te y congruente, por lo que el último medio de la recu-
rrente carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Esther Betancourt Vda del Rosa-
rio contra la sentencia dictada el 9 de agosto de 1977 por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo
se copia en parte anterior del presente fallo; y Segundo:
Condena a dicha recurrente al pago de las costas y las dis-
trae en provecho del Dr. Wenceslao Vega B. y el Lic Juan
P. Cuello H., abogados de los recurridos, quienes afirman
estadas avanzando en su totalidad.4
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(FIRMADOS).— Néstor Contin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco pipí-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Ro_
jas Almánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
Jacobo, Scretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señeras Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fué
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-

ztte, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Pcrelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la dudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 9 de marzo de 1981, años 138'
de la Independencia y 118' de la Restauración, dieta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por José
Dietas Hernández Santos, Migdalia Garrido de Almonte,
Estado Dominicano, Ismael Santas Peña y la San Rafael,

por A., domiciliados en las calles Arístides Fiallo Ca-
, Hatuey, Centro de los Héroes y Leopoldo Navarro,

esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribti-

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de

4	 fecha 20 de noviembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José D. Hernlindez Santos, Migdalia Garrido de Al-
monte, Estado Dominicano, Isamel Santos Peña y la San
Rafael, C. por A.

lutervinientes: Ing. Carlos José Almonte ó Carlos Erasmo Al-
monte y Compartes.
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señeras Jueces que figuran en su encabezamiento, en le -	 Recurrentes: José D. Hernández Santo; Migdalia Garrido de Al-

audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fué	 monte, Estado Dominicano, Isamel Santos Peña y la San

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que Rafael, C. por A.

certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
Intervinientes: Ing. Carlos José Almonte 6 Carlos Erasmo Al-

monte y Compartes.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la RepúbEca, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-

dez Espaillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 9 de marzo de 1981, años 138'
de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por José
Dimas Hernández Santos, Migdalia Garrido de Almonte,
Estado Dominicano, Ismael Santos Peña y la San Rafael,
C. por A., domiciliados en las calles Arístides nano Ca-
bral, Hatuey, Centro de los Héroes y Leopoldo Navarro,

esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribu-
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dones correccionales, por la Corte de Apelación de Santo si
Domingo, el 20 de noviembre de 1978, cuyo dispositivo se

copia más adelante;
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 11W

de la República;
Vistas las actas de los recursos de casación levantadas

en la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento de lcs
Dres. Luis A. Pérez y Pérez, Luis Cambero Gil y Otto
Carlos González Méndez, el 22 de diciembre de 1978 y
13 y 24 de enero de 1979, actuando en representación de
los recurrentes, en los que no se propone ningún medio
determinado de casación;

Visto el escrito de los intervinientes Ingeniero Car-
los José Almonte o Carlos José Erasmo Almonte, en su
calidad de padre y tutor legal de las menores Walkiria Jua-
na Marte y Yira Pía Lucía Almonte Garrido; Ingeniera
Migdalia Magdalena Garrido de Almonte. cédula N 9 18308,
serie 23, dominicana, domiciliada en esta ciudad, y de Ce-
leste Rojas o Celeste Castro López, dominicana, mayor de
edad, soltera, domiciliada en esta ciudad, cédula N 9 124437,
serie lra., domiciliada en esta ciudad, suscrito por su abo-
gado Dr. Víctor Peña Medina; 	 •

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil;
y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa- '
ción;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta. a) que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad,
el 13 de julio de 1976, en que resultaron varias personas
con lesiones corporales, la Séptima Cámara del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 7 de
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junio de 1978, una sentencia tuyo dispositivo aparece en
el de la ahora impugnada; b) que sobre los recursos in-
terpuestos intervino la sentencia ahora impugnada en

'casación, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRI-
MERO: Admite como regular y válido en la forma, el re-
curso de apelación interpuesto a- par el Dr. Luis Péiez y
Pérez, a nombre de José Dimas Hernández Santos, en su
condición de coprevenido, y Migdalia Gérrido de Almonte,
persona civilmente responsable, y la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., b) por el Dr. Otto Carlos González
Méndez, a nombre de José Dimas Hernández Santos, en
su calidad de prevenido y de Ismael Santos Peña, parte
civil constituida; e) por el Dr. Tomás Castillo Flores, a
nombre de Carlos José Almonte o Carlos Erasmo Almon-
te, Ing. Migdalia Magdalena Garrido de Almonte. contra
sentencia dictada por la Séptima Cámara del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 7 de ju-
nio de 1978. cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero:
Que debe declarar y declara a los prevenidos Migdalia
Garrido de Almonte,cédula personal de identidad número
18308, serie 23, residente Plaza Central 2-E, de Arroyo
Hondo, D. N., y José D. Hernández Santos, cédula 11762,
serie 40, residente en el Hospital Marión, D. N., culpable
de haber violado los artículos 49, letra c) y 65 de la Ley
No. 241, en consecuencia condena al primero a Veinticinco
pesos oro (RD$23.00) de multa y al segundo de Quince pe-
sos oro (RD815.00- de multa, acogiendo circunstancias ate-
nuantes; Segundo: Descarga, a los co-prevenidos Rafael E.
Marte Coito Chea, cédula No. 80288, serie lra., residente
en la calle Guardia No. 63, D. N., y Carmen Cosme Ferry,
cédula No. 22238, serie 47, residente en la José Gabriel
García No. 159, D. N., por no haber violado ninguna de
las disposiciones contenidas en la Ley No. 241, en cuanto
a éstos, declara las costas de oficio; Tercero: Declara regu-
lar y válida en cuanto a la forma, la constitución en par-
te civil, incoada por los señores Ismael Santos Peña, Ing.

(



alones correccionales, por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, el 20 de noviembre de 1978, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vistas las actas de los recursos de casación levantadas
en la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento de los
Dres. Luis A. Pérez y Pérez, Luis Cambero Gil y Otto
Carlos González Méndez, el 22 de diciembre de 1978 y
13 y 24 de enero de 1979, actuando en representación de
los recurrentes, en los que no se propone ningún medio
determinado de casación;

Visto el escrito de los intervinientcs Ingeniero Car-
los José Almonte o Carlos José Erasmo Almonte, en su
calidad de padre y tutor legal de las menores walkiria Jua-
na Marte y Yira Pía Lucía Almonte Garrido; Ingeniera
Migdalia Magdalena Garrido de Almonte. cédula N e 18308,
serie 23, dominicana, domiciliada cn esta ciudad, y de Ce-
leste Rojas o Celeste Castro López, dominicana, mayor de
edad, soltera, domiciliada en esta ciudad, cédula N e 124437,
serie ara.. domiciliada en esta ciudad, suscrito por su abo-
gado Dr. Víctor Peña Medina;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil;
y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta. a) que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurvido en esta ciudad,
el 13 de julio de 1976, en que resultaron varias personas
con lesiones corporales, la Séptima Cámara del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 7 de

unio de 1978, una sentencia cuyo dispositivo aparece en
eal de la ahora impugnada; b) que sobre los recursos in-
Iterpuestos intervino la sentencia ahora impugnada en

' tasación, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRI-
MERO.: Admite como regular y válido en la forma, el re-
curso de apelación interpuesto a- par el Dr. Luis Pétez y
Pérez, a nombre de José Dimas Hernández Santos, en su
c: , iicliolón de coprevenido, y Migdalia Gnrido de Almonte,
p:rsona civilmente responsable, y la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., b) por el Dr. Otto Carlos González
Méndez, a nombre de José Dimas Hernández Sanies. en
su calidad de prevenido y de Ismael Santos Peña, parte
civil constituida; c) por el Dr. Tomás Castillo Flores, a
nombre de Carlos José Almonte o Carlos Erasmo Almon-
te, Ing. Migdalia Magdalena Garrido de Almonte, contra
sentencia dictada por la Séptima Cámara del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 7 de ju-
nio de 1978, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero:
Que debe declarar y declara a los prevenidos Migdalia
Garrido de Almonte,cédula personal de identidad número
18308, serie 23, residente Plaza Central 2-E, de Arroyo
Hondo, D. N., y José D. Hernández Santos, cédula 11762,
serie 40, residente en el Hospital Marión, D. N., culpable
de haber violado los artículos 49, letra e) y 65 de la Ley
No. 241, en consecuencia condena al primero a Veinticinco
Pesos oro (RD$23.00) de multa y al segundo de Quince pe-
sos oro (RDS15.00- de multa, acogiendo circunstancias ate-
nuantes; Segundo: Descarga, a los co-prevenidos Rafael E.
Marte Goico Chea, cédula No. 80288, serie ara., residente
en la calle Guardia No. 63, D. N., y Carmen Cosme Ferry,
cédula No. 22238, serie 47, residente en la José Gabriel
García No. 159, D. N., per no haber violado ninguna de
las disposiciones contenidas en la Ley No. 241, en cuanto
a éstos, declara las costas de oficio; Tercero: Declara regu-
lar y válida en cuanto a la forma, la constitución en par-
te civil, incoada por los señores Ismael Santos Peña, lng.
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Carlos José Almonte, o Carlos José Erasmo Almonte,
dre y tutor legal de las menores, Walkiria Juana María,
ra Pía Lucía Almonte Garrido, Ing. Migdalia Magdalena
Garr i do de Almonte y Celeste Rojas ó Celeste Castro Ló-
pez, a través de sus abogados Dres. Otto Carlos González
Méndez y Viterbo Peña Medina, por haber sido hechas de
acuerdo con la ley en cuanto al fondo de dichas constitu-
ciones, condena a los señores Migdal i a Garrido y José Di-
mas Hernández y el Estado Dominicano, conductores y
personas civilmente responsable al pago de las s‘igu'entes
indemnizaciones, a favor del señor Ismael Santos Peña,
la suma de Mil pesos oro tED$1,000.00), b) a favor del
Ing. Caries José Almonte o Carlos José Erasmo Almonte,
la suma de Siete mil quinientos pesos oro (RD$7,500.00),
por las lesiones físicas sufridas por sus hijas Wilkiria Jua•
na Marta y Yira Pía Lucía Almonte Garrido; c) a favor de
la señora Migdalia Magdalena Garrido de Almonte ó Mig-
dalia Cestero de Almonte, la suma de Tres mil quinientos
peses (RD$3.500.00-, por los daños físicos y para la repa-
ración do su vehículo la suma de Dos mil cincuenta y dos
pesos oro (RD$2,052.00), incluyendo lucro cesante y de-
preciación, y d) a favor de la señora Celeste Rojas o Ce-
leste Castro López, de la suma de Des mil pesos oro (RDS
2,000.00), más los intereses legales de dicha suma, a par-
tir de la demanda la ejecución de la sentencia a título de
indemnización complementaria, todo en provecho de las
partes civiles const : tuídas como justa reparación por los
daños morales y materiales sufridos a consecuencia del
accidente; Cuarto: Condena a los señores José Dimas Her-
nández, y Migdalia Garrido de Almonte, y al E lado Do-
minicano, en sus calidades antes señaladas, al pago de las
costas civiles, d istrayéndolas a favor de los Dres. Carlos
González Méndez y Viterbo Peña Medina, de las partes
civiles constituidas, quienes afirman haberlas avanzado en
su totalidad; Quinto: Ordena, que la sentencia sea común
y oponible y ejecutable en el aspecto civil a la Compañía

de Seguros San Rafael, C. por A., entidad aseguradora de
los vehículos que ocasionaron el accidente, de conformi-
dad con el artículo 10, modificado de la Ley No 4117, por
haber sido hecho dentro del plazo y demás formalidades
legales; SEGUNDO: Pronuncia el defecto; TERCERO: Mo-
difica la sentencia recurrida en cuanto a las indemniza-
ciones acordadas en su ordinal II y en lo que respecta a las
indemnizaciones acordadas, y la Corte por propia autoridad
y contrario imperio la fija en la suma siguiente: a) RD$1,-
000.00 a favor de Ismael S. Peña; b) RD$7,500.00 a favor dei
Ing. Carlos José Almonte; c) RD$3,500.00, a favor de Mig-
dalia Garrido de Almonte; d) RD$2,052.00 a favor de'Mig-

a 	 de Almonte, éstos últimos par los desper-
os sufridos por su carro; y se contrma la sentencia en
demás aspectos; e) RDS2,000.00 a favor de Celeste Ro-

j as (S Celeste Castro López, y se confirma la sentencia re-
currida en sus demás aspectos; CUARTO: Condena a los
prevenidos Migdalia Cestero o Garrido de Almonte y José
nmas Hernández Santos, al pago de las costas penales de
la alzada; QUINTO: Condena a illigdalia Garrido de Al-
monte y José Dimas Hernández, y al Estado Dorninzcano,
conductores y persona civilmente responsable al pago de
las costas civiles distrayéndolas en provecho de los aboga-
dos Otto González y Viterbo Medina, abogados que afir-
man /lazadas avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara
ésta común y oponible a la Compañía de Seguros San Ra-
fael, C. por A.;

Considerando, que la parte civil, la Compañia asegu-•
radora, ni la parte civilmente responsable, ni en el mo-
mento de interponer sus recursos, ni posteriormente, han
expuesto el fundamento de los mismos, como lo exige a
pena de nulidad el artículo 37 de la Ley de Casación, por
lo que sus recursos se declaran nulos, y en -consecuencia
sólo se procederá al examen de las recursos de los preve-
nidos;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar cul-
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Carlos JoSé Almonte, o Carlos José Erasmo Almonte, pa-
dre y tutor legal de las menores, Walkiria Juana María, Yie
ra Pía Lucía Almonte Garrido, Ing. Migdalia Magdalena
Garr i do de Almonte y Celeste Rojas ó Celeste Castro Ló-
pez, a través de sus abogados Dres- Otto Carlos González
Méndez y Viterbo Peña Medina, por haber sido hechas de
acuerdo con la ley en cuanto al fondo de dichas constitu-
ciones, condena a los señores Migdal i a Garrido y José Di-
mas Hernández y el Estado Dominicano. conductores y
personas civilmente responsable al pago de las sigu'ente.s
indemnizaciones, a favor del señor Ismael Santos Peña,
la suma de Mil pesos oro (RD$L000.00), b) a favor del
Ing. Carlos José Almonte o Carlos José Erasmo Almonte,
la suma de Siete mil quinientos pesos oro (RD$7,500.00),
por las lesiones físicas sufridas por sus hijas Wilkiria Jua-
na Marta y Yira Pía Lucía Almonte Garrido; c) a favor de
la señora Migdalia Magdalena Garrido de Almonte ó Mig-
dalia Cestero de Almonte, la suma de Tres mil cminientos
peses (RD$3,500.00-, por los daños físicos y para la repa-
ración de su vehículo la suma de Dos mil cincuenta y dos
pesos oro (RDS2,052.00), incluyendo lucro cesante y de-
preciación, y d) a favor de la señora Celcste Rojas o Ce-
leste Castro López, de la suma de Des mil pesos oro (RDS
2,000.00), más los intereses legales de dicha suma, a par-
tir de la demanda la ejecución de la sentencia a titulo de
indemnización complementaria, todo en provecho de las
partes civiles const'tuidas corno justa reparación por los
daños morales y materiales sufridos a consecuencia del
accidente; Cuarto: Condena a los señores José Dimas Her-
nández, y Migdalia Garrido de Almonte, y al E:tado Do-
minicano, en sus calidades antes señaladas, al pago de las
costas civiles, d i strayéndolas a favor de los Dres. Carlos
González Méndez y Viterbo Peña Medina, de las partes
civiles constituidas, quienes afirman haberlas avanzado en
su totalidad; Quinto: Ordena, que la sentencia sea común
y oponible y ejecutable en el aspecto civ:1 a la Compañía

de Seguros San Rafael, C. por A., entidad aseguradora de
les vehículos que ocasionaron el accidente, de conformi-
dad con el artículo 10, modificado de la Ley No 4117, por
haber sido hecho dentro del plazo y demás formalidades
legales; SEGUNDO: Pronuncia el defecto; TERCERO: Mo-
difica la sentencia recurrida en cuanto a las indemniza-
ciones acordadas en su ordinal II y en lo que respecta a las
indemnizaciones acordadas, y la Corte por propia autoridad
y contrario imperio la fija en la suma siguiente: a) RDSI,-
000.00 a favor de Ismael S. Peña; b) RD$7,500.00 a favor del
Ing. Carlos José Almonte; c) RD$3,5G0.00, a favor de 14lig-
dalia Garrido de Almonte; d) RD$2,052.00 a favor de 'Mig-
dalia Garrido de Almonte, éstos últimos por los desper-
fectos sufridos por su carro; y se conErma la sentencia en
los demás aspectos; e) RD$2,000.00 a favor de Celeste Ro-
jas ó Celeste Castro López, y se confirma la sentencia re-
currida en sus demás aspectos; CUARTO: Condena a los
prevenidos Migdalia Cestero o Garrido de Almonte y José
Dimas Hernández Santos, al pago de las costas penales de
la alzada; QUINTO: Condena a Migdalia Garrido de Al-
monte y José Dimas Hernández, y al Estado Dominicano,
conductores y persona civilmente responsable al pago de
las costas civiles distrayéndolas cn provecho de los aboga-
dos Otto González y Viterbo Medina, abogados que afir-
man hazerlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara
ésta común y oponible a la Compañía de Seguros San Ra-
fael,  C. por A.;

Considerando, que la parte civil, la Compañía asegu-
radora, ni la parte civilmente responsable, ni cn el mo-
mento de interponer sus recursos, ni posteriormente, han
exouizsto el fundamento de los mismos, como lo exige a
pena de nulidad el artículo 37 de la Ley de Casación, por
lo que sus recursos se declaran nulos, y en consecuencia
sólo se procederá al examen de los recursos de los preve-
nidos;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar cul-
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pable a los prevenidos recurrentes, mediante la pondera_
ción de los elementos de juicio que fueron regularmente
adm i n istrados en la instrucción de la causa, dió por esta.
blecido: a) que a eso de la 1:30 p. m. del 13 de jul io de
1976, mientras el carro placa No. 113-986, conducido por su
propietaria Migdal ia Garrido de Almonte, asegurado con la
San Rafael, C. por A.. mediante póliza N 9 A-1-47808, tran-
si taba en dirección de Este a Oeste por la Avenida Polí-
var, al llegar a la avenida Ililáx,mo Gómez, se produjo una
colisión con la ambulancia placa No. 1655, propiedad (1.2
Estado Dominicano, asegurado con la San Rafael, C. por
A., con póliza No. 	  conducida por José Dimas Her-
nández Santos, que transitaba en dirección de Sur a Nor-
te, por la avenida Máximo Gómez, de esta oiudad; b- que
corno consecuencia del accidente, resultaron lesionados
Yira Pía Lucía Almonte Garrido, curables a los 20 meses;
Migdalia Garrido de Almonte, curables después de 180
días y antes de 210 días; Celeste Castro López, curables
después de 90 y antes de 120 días; Walkiria Juana Marta
Almonte Garrido, curables después de 10 y antes de 20
días; Carmen de Ferry, curables antes de 10 días, y los
vehículos resultaron con desperfectos; c) que el accidente
tuvo su origen, en la imprudencia de José Dimas Hernán-
dez Santos, al cruzar la intersección formadas por las ave-
nidas Bolívar y Máximo Gómez, de tanto tránsito, estando
el semáforo en rojo para él, sin cerciorarse antes si podio
hacerlo libremente, como también a la temeridad de Mig-
dalia Garrido de Almonte, al no obedecer las señales del
tráfico que se encontraba de servicio, que le ordenó dete-
nerse y además no tomó ninguna medida para evitar el ac-
cidente;

Considerando, que les hechos así establecidos ocian-
ran a cargo de los prevenidos recurrentes, el delito pre-
visto en el artículo 49 de la Ley 241 de 1967, sobre Trán-
sito y Vehículos, de causar involuntariamente golpes y he-
ridas a las personas, con el manejo o conducción de vehícu-

los de motor, sancionado en la letra e), ele dicho texto le-
gal, con las penas de seis meses a dos años de prL•'ón y
multa de RD$100.00 a RD$500.00 de multa, cuando la en-
fermedad o la imposibilidad de la víctima, para dedicarse
a su trabajo durare 20 días o más como sucedió en la es-
pecie; que en consecuencia al condenar a los preven dos
recurrentes, a RD$15.00 y RD$25 00 de multa, respectiva-
mente, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-nua
h i zo una correcta aplicación de la ley;

Considerando, que así mismo, la Corte a-r i ca dió por
establecido, que el hecho de los prevenidos habi aocas o-
nado daños y perjuicios materiales y morales, a las perso-
nas constituidas en parte civil que evaluó en la forma si-
guiente a) RD$1,000.00 a favor de Ismael Santos Peña; b-
RD$7,500.00 a favor de Carlos José Almonte; c) Rl $1,-
500.00 a favor de Migdalia Garrido de Almonte; d), RD$2,-
052.00 a favor de Migdalia Garrido de Almonte, éstos
mos por los desperfectos sufridos por su carro; e) RE$2,-
000.00 a favor de Celeste Rojas o Clemente Castro López,
más los intereses legales de esas sumas a partir de la de-
manda, como indemnización complementaria; que en con-
secuencia, la Corte a-qua, al condenar al prevenido José
Dimas Hernández y el Estado Dominicano, al pago de RD
$7,500.00 en favor de Carlos José Almonte; RE$3,500.00 y
RD$2.052.00 en favor de Migdal i a Magdalena Garr'do, RD
$2,000.00 en favor de Celeste Rojas y a Migdalia Garrido
de Almonte y el Estado Dominicano al pago de RE$1,000.00
en favor de Ismael Santos Peña; más los intereses lega'es
a partir de la demanda, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Cons i derando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en cuanto puede interesar a los pre-
venidos mcurrentes, no presenta vicio alguno que justifi-
que su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como inlervinicn-
tes a Carlos José Almonte o Carlos José Erasmo Almonte,
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pable a los prevenidos recurrentes, mediante la pondera.
o:ón de los elementos de juicio que fueron regularmente
adinWstrados en la instrucción de la causa, dió por esta-
blecido: a) que a eso de la 1:30 p. m. del 13 de julio de
1976, mientras el carro placa No. 113-986, conducido por su
propietaria Migdalia Garrido de Almonte, asegurado con la
San Rafael, C. por A., mediante póliza N 9 A-1-17808, tran-
alaba en dirección de Este a Oeste por la Avenida 1?olí-
var, al llegar a la avenida Máx i mo Gómez, se produjo una
colisión con la ambulancia placa No. 1655, propiedad di
Estado Dominicano, asegurado con la San Rafael, C. por
A., con póliza No 	 , conducida por José Dimas Her-
nández Santos, que transitaba en dirección de Sur a Nor-
te, par la avenida Máximo Gómez, de esta ciudad; b- que
como consecuencia del accidente, resultaron lesionados
Yira Pía Lucía Almonte Garrido, curables a los 20 meses;
Migdalia Garrido de Almonte, curables después de 180
días y antes de 210 días; Celeste Castro López, curables
después de 90 y antes de 120 días; Walkiria Juana Marta
Almonte Garrido, curables después de 10 y antes de 20
días; Carmen de Ferry, curables antes de 10 chas, y los'
vehículos resultaron con desperfectos; e) que el accidente
tuvo su origen, en la imprudencia de José Dimas Hernán-
cliz Santos, al cruzar la intersección formadas por las ave-
nidas Bolívar y Máximo Gómez, de tanto tránsito, estando
el semáforo en rojo para él, sin cerciorarse antes si podía
hacerlo libremente, como también a la temeridad de Mig
dalia Garrido de Almonte, al no obedecer las señales del
tráfico que se encontraba de servicio, que le ordenó dete-
nerse y además no tomó ninguna medida para evitar el ac-
cidente;

Considerando, que les hechos así establecidos conf i gu-
ran a cargo de los prevenidos recurrentes, el delito pre-

visto en el artículo 49 de la Ley 241 de 1967, sobre Trán-
sito y Vehículos, de causar involuntariamente golpes y he-
ridas a las personas, con el manejo o conducción de vehíou-

los de motor, sancionado en la letra e), de dicho texto le-
gal, con las penas de seis meses a dos años de prisión y
multa de RD$100.00 a RD$500.00 de multa, cuando la en-
fermedad o la imposibilidad de la víctima, para dedicarse
a su trabajo durare 20 días o más como sucedió en la es-
pecie; que en consecuencia al condenar a los prevenidos
recurrentes, a RD$15.00 y RD$25.00 de multa, respectiva-

:: mente, acogiendo c i rcunstancias atenuantes, la Corte a-clua
hizo una correcta aplicación de la ley;

Considerando, que así mismo, la Corte a-qua dió por
establecido, que el hecho de los prevenidos habí atacas o-
nado daños y perjuicios materiales y morales, a las perso-
nas constituidas en parte e:vil que evaluó en la forma si-
guiente a) RD$1,000.00 a favor de Ismael Santos Peña; b-
RD$7,500.00 a favor de Carlos José Almonte; c) Rl $1,-
500.00 a favor de Migdalia Garrido de Almonte; d), RD$2,-
052.00 a favor de Migdalia Garrido de Almonte, éstos al i-
rnos por los desperfectos sufridos por su carro; e) RD$2,-
000.00 a favor de Celeste Rojas o Clemente Castro López,
más los intereses legales de esas sumas a partir de la de-
manda, como indemnización complementaria; que en con-
secuencia, la Corte a-qua, al condenar al prevenido José
Dimas Hernández y el Estado Dominicano, al pago de RD
$7,500.00 en favor de Carlos José Almonte; RD$3,500.00 y
RDS2.052.00 en favor de Migdal i a Magdalena Carr do, RD
$2,000.00 en favor de Celeste Rojas y a Migdalia Garrido
de Almonte y el Estado Dominicano al pago de RE$1,000.00
e!) favor de Ismael Santos Peña; más los intereses legaies

partir de la demanda, la Corte a-qua hizo una correcta
)licación del artículo 1383 del Código Civil;

Consi derando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en cuanto puede interesar a los pre-
ven:dos recurrentes, no presenta vicio alguno que justifi-
que su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Carlos José Almonte o Carlos José Erasmo Almonte,
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en su calidad especificada; Migdalia Magdalena Garrido de
Almonte y Celeste Rojas o Celeste Castro López, en los
recursos interpuestos por José Dimas Hernández Santos,
Migdalia Garrido de Almonte, Estado Dominicano, Ismael
Santos Peña y la San Rafael, C. por A., contra la senten
cia dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, el 20 de noviembre de
1978, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Declara nulos los recursos de Is-
mael Santos Peña, Estado Dominicano y la San Rafael.
C. por A.; Tercero: Rechaza los recursos de José Dimas
Hernández y Migdalia Garrido de Almonte, y los condena
al pago de las costas penales; Cuarto: Condena a los recu-
rrentes José Dimas Hernández y el Estado Dominicano,
que sucumben, al pago de las costas civiles, distrayéndolas
en favor del Dr. Viterbo Peña Medina, abogado de los in-
tervinientes, quien afirma estarlas avanzando en su ma-
yor parte, y las hace oponibles a la San Rafael, C. po rA.,
dentro de los términos de la Póliza

(FIRMADOS-.— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdcmo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.
Leonte R .Alburquerque Castillo.-- Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él exprezados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene
ral, que certifico— (Firmado): Miguel Jacobo.

Recurrentes: Miguel A. Ubrí Mejía, Eddy Augusto Ramírez Hi-
rujo y la Unión de Seguros, C. por A.

Abogados: Dr. Bienvenido Méndez y Porfirio Chahtn Turna.

Dios. Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Ne.tor
Contín Aybar, Presidente; Fernado E. Ravelo de la Fuen-

. 1e, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Dlpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas A.Invc,n-
zar, y Felipe Osvaldo Perdomo i3áez, asistidos del Secra-
tarjo General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 9 del mes de marzo del año 1981, años 138'
de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en
aud i encia pública. como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

us-	 Sobre los recursos de casación interpuestos per Mi-
guel A. Ubrí Mejía, dominicano, mayor de edad, casado
empleado público, cédula N9 62016, serie lra.; Eddy Augus-
to Ramírez Hirujo, dominicano, mayor de edad, cazado,
empleado privado, cédula 9880, serie 8, domicinados, uno
y otro, en esta ciudad; y la Un i ón de Seguros, C. por A.,
con su asiento social en esta ciudad, co.itra la sente.icia
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
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en su calidad especificada; Migdalia Magdalena Garrido de
Almonte y Celeste Rojas o Celeste Castro López, en los
recursos interpuestos por José Dietas Hernández Santos,
Migdalia Garrido de Almonte, Estado Dominicano, Isntael
Santos Peña y la San Rafael, C. por A., contra la sentara
cia dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, el 20 de noviembre de
1978, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Declara nulos los recursos de Is-
mael Santos Peña, Estado Dominicano y la San Rafael.
C. por A.; Tercero: Rechaza los recursos de José Dimas
Hernández y Migdalia Garrido de Almonte, y los condene
al pago de las costas penales; Cuarto: Condena a los recu-
rrentes José Dimas Hernández y el Estado Dominicano,
que sucumben, al pago de las costas civiles, distrayéndolas
en favor del Dr. Viterbo Peña Medina, abogado de los in-
tervinientcs, quien afirma estadas avanzando en su ma-
yor parte, y las hace oponibles a la San Rafael, C. po rA..
dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS-.— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco E1pidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R .Alburquerque Castillo.--- Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audiencia pública del día, mes y año en él exprezados, y

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico— (Firmado): Miguel Jacobo.

Recurrentes: Miguel A. Ubri Mejía, Eddy Augusto Raz:úrea Hi-
rujo y la Unión de Seguros, C. por A.

Abogados: Dr. Bienvenido Méndez y Porfirio Chahin Tuma.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces é-étor
Contín Aybar, Presidente; Ferrado E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Alir,,n-
zar, y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistido; del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audienc'as, cn
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán. Distrito Nacio-
nal, hoy día 9 del mes de marzo del año 1981, años 138'
de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en
aud'encia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos par Mi-
guel A. Ubrí Mejía, dominicano, mayor de edad, casado
empleado público, cédula N9 62016, serie ara.; Eddy Augus-
to Ramírez Hirujo, dominicano, mayor de edad, cazado,
empleado privado, cédula 9880, serie 8, domicriados, uno
y otro, en esta ciudad; y la Urrón de Seguros, C. por A.,
con su asiento social en esta ciudad, costra la sente..cia
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Apc-
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ladón de Santo Domingo, el 8 de agosto de 1977, cuyo
dispositvo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 	 41111

Oído al Dr. Porfirio Chahín Turna, cédula No. 12120,
scr:e 25, por sí y por el Dr. Bienvenido Figuereo Méndez,
cédula 12406, serie 12; abogados de los recurrentes, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vistas las actas de los recursos, levantadas en la Se-
cretaría de la Corte a-qua el 8 de agosto de 1977( a reque-
rimiento del Dr. Chahin Tuma, la relativa a los dos pri-
meros recurrentes, y del Dr. Figueroa Méndez, al último;
actas en las que no se propone ningún medio determinado
de casaión;

Visto el memorial de los recurrentes, del 17 de noviem-
bre de 1978, suscrito por los abogados ya antes menciona-
dos, en el que no se proponen contra el fallo impugnado
los medios que se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 20, 23, 43 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en el fallo impugnado y en los do-
cumentos a que el mismo se refiere, consta lo siguiente: .2
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
esta ciudad el 14 de abril de 1976, en el que varias persa-
nas resultaron con lesiones corporales, la Cuarta Cámara .
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, dictó el 19 de octubre de 1976, una sentencia cuyo
dispositivo se transcribe en el del fallo ahora impugnado;
y b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte a-qua
dictó el 8 de agosto de 1977, la sentencia ahora impugn a

-da, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite

corno regulares y válidos en cuanto a la forma los recur-
sos de apelación interpuestos por: a) el Dr. Porfirio Chain
Turna, a nombre del prevenido Miguel A. Ubrí Mejía, y
Eddy Augusto Ramírez H.; b- por el Dr. Francisco de los
Santos, a nombre del Magistrado Procurador Fiscal del Dis-
trito Nacional, contra sentencia dictada por la Cuarta Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, en fecha 19 de octubre de 1976, cuya
parte dispositiva dice así: "Falla, Primero: Se declara al
nombrado Miguel A. Ubrí Mejía. dominicano, mayor de
edad, casado, empleado público, cédula No. 62016, serie
lra., residente en la calle Idelfonso Mella No. 26, ciudad.
culpable de violar el artículo 49, letra e), de la Ley 241,
en perjuicio de Patricia Chabarriaga de Monteija, Pepa
de Chabarriaga y Luz Arango, en consecuencia se condena
a pagar una multa de Vo:nticinco pesos oro (RD$25.00);
Segundo: Se condena al pago de las costas; Tercero: Se
condena a Patricia Chabarraiga de Manteico, colombiana,
mayor de edad, casada, con cédula No. 256653, serie lra..
residente en la carretera Arroyo Hondo No. 101, ciudad,
no culpable por no haber violado la Ley 241; en come-
cuencia, se descarga y declara las costas de oficio; Cuarto:
Se declara buena y válida en cuanto a la forma la consti-
tución hecha por los señores Patricia C. de Mateija. Pepa
de Chabarriaga, Felipe Manteija y Miguel A. Ubri Mejía;
por intermedio de sus abogados Dres. Porfirio Chain Tuma,
Juan Elpidio Monción Contreras y Augusto Gámez Sosa;
en cuanto al fondo se condena a Miguel A. Ubrí Mejia y
Eddy Augusto Ramírez Hirujo, al pago de una indemni-
zación de Quinientos pesos oro (RD$500.00) en favor de
la señora Patricia C. de Monteiga; Cuatrocientos pesos oro
(RD$400.00) a favor de la señora Pepa de Chabarriaga;
Dos mil pesos oro (RD$2,000.00- a favor del señor Felipe
Manteiga, como justa reparación por los daños causados a
su vehículo; se condena a Miguel A. Ubri Mejía al pago
de las costas civiles en provecho del Dr. Augusto Gómez
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ladón de Santo Domingo, el 8 de agosto de 1977, cuyo
dispositvo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Porfirio Chahín Tuma, cédula No. 12420,
ser:e 25, por sí y por el Dr. Bienvenido Figuereo Méndez,
cédula 12406, serie 12; abogados de los recurrentes, en la
lectura de sus conclusiones;

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vistas las actas de los recursos, levantadas en la Se-
cretaría de la Corte a-qua el 8 de agosto de 1977( a reque-
rimiento del Dr. Chahin Turna, la relativa a los dos pri-
meros recurrentes, y del Dr. Figuereo Méndez, al último;
actas en las que no se propone ningún medio determinado
de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 17 de noviem. 4
bne de 1978, suscrito por los abogados ya antes menciona-
dos, en el que no se proponen contra el fallo impugnado
los medios que se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 20, 23, 43 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en el fallo impugnado y en los do-
cumentos a que el mismo se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
esta ciudad el 14 de abril de 1976, en el que varias perso-
nas resultaron con lesiones corporales, la Cuarta Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, dictó el 19 de octubre de 1976, una sentencia cuyo
dispositivo se transcribe en el del fallo aliara impugnado;
y b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte a-qua
dictó el 8 de agosto de 1977, la sentencia ahora impugna-
da, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite

como regulares y válidos en cuanto a la forma los rol-tar-
sos de apelación interpuestos por: a) el Dr. Porfirio Chain
Tuma, a nombre del prevenido Miguel A. Ubrí Mejía, y
Eddy Augusto Ramírez H.; b- por el Dr. Francisco de los
Santos, a nombre del Magistrado Procurador Fiscal del Dis-
trito Nacional, contra sentencia dictada por la Cuarta Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, en fecha 19 de octubre de 1976, cuya
parte cEspositiva dice así: "Falla, Primero: Se declara al

i, nombrado Miguel A. Ubrí Mejía, dominicano, mayor de
edad, casado, empleado público, cédula No. 62016, serie
lra., residente en la calle Idelfonso Molla No. 26, ciudad,
culpable de violar el artículo 49, letra e), de la Ley 241,
en perjuicio de Patricia Chabarriaga de Monteija, Pepa
de Chabarriaga y Luz Arango, en consecuencia se condena
a pagar una multa de Veinticinco pesos oro (RD$25.00);
Segundo: Se condena al pago de las costas; Tercero: Se
condena a Patricia Chabarraiga de Manteico, colombiana,
mayor de edad, casada, con cédula No. 256653, serie Ira..
residente en la carretera Arroyo Hondo No. 101, ciudad,
no culpable por no haber violado la Ley 241; en conse-

. cuencia, se descarga y declara las costas de oficio; Cuarto:
Se declara buena y vál ida en cuanto a la forma la consti-
tución hecha por los señores Patricia C. dé IVIateija. Pepa
de Chabarriaga, Felipe Manteija y Miguel A. Ubrí Mejía:
por intermedio de sus abogados Drcs. Porfirio Chaín Tuma,
Juan Elpidio Monción Contreras y Augusto Gómez Sosa;
en cuanto al fondo se condena a Miguel A. Ubrí Mejia y
Eddy Augusto Ramírez Hirujo, al pago de una indemni-
zación de Quinientos pesos oro (R.DS500.00) en favor de
la señora Patricia C. de 1VIonteiga; Cuatrocientos pesos oro
(RD$400.00) a favor de la señora Pepa de Chabarriaga;
Dos mil pesos oro (RD$2,000.00- a favor del señor Felipe
Manteiga, como justa reparación por los daños causados a
su vehículo; se condena a Miguel A . Ubri Mejía al pago
de las costas civiles en provecho del Dr. Augusto Gómez
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Sosa y Dr. Juan Elpidio Monción Contreras, quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Declara
la presente sentencia, común y oponible a la Compañía de
Seguros Unión de Seguros, C. por A., entidad aseguradora
del vehículo, en virtud del artículo 10 de la Ley 4117,
por haber sido hecho de acuerdo a la ley; SEGUNDO: En
cuanto al fondo, confirma en todas sus partes la senten-
cia apelada por haber sido dictada conforme a derecho;
TERCERO: Declara esta sentencia común y oponible a la
Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., enti-
dad aseguradora del vehículo propiedad de Eddy Augusto
Ramírez H., conducido por Miguel A. Ubrí Mejía, en vir-
tud de lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley 4117, so-
bre seguros obligatorios de vehículos de motor;

Considerando, que los recurrentes proponen contra el
fallo impugnado los siguientes medios: 1) Falta total de
motivos; Insuficientes e incongruentes, los pocos detalles
mencionados; 2) Falta de ponderación de los documentos
de la causa en violación del legítimo derecho de defensa;
C) Falta de base legal y desnaturalización de los hechos;

Considerando, que en los medies primero y tercero re-
unidos, en su memorial, en síntesis, que aunque en el fallo
impugnado se declara culpable único de la colisión ocu-
rrida entre el automóvil placa privada 123-143, que condu-
cía, el prevenido Ubrí Mejía, propiedad de Ramírez Hi-
rujo, y el placa oficial 15299, que conducía Patricia Cha-
varriaga de Manteiga; colisión en la que resultaron con
lesiones corporales diversas la señora de Mantiega y otras
personas, en el fallo impugnado no solamente no se de-
termina o describe la falta que se le atribuye al prevenido
Ubrí Mejía, sino que tampoco se hace exposición alguna
respecto a los hechos y circunstancias relativas al caso,
ni tampoco al desarrollo de los mismos; que si es cierto
que el fallo impugnado confirma al que fué objeto de ape-
lación, no lo es menos que éste también adolece de las

mismas insuficiencias que el impugnado en casación; que
por lo tanto, y en razón de lo expuesto, la sentencia im-
pugnada debe ser casada;

Considerando, que los jueces en materia represiva es-
.

tán en el deber de establecer en sus sentencias, de mane-
ra precisa y suficiente, los hechos de la prevenci5n, y dar-
les la calificación que les corresponde de acuerdo con el
texto legal aplicado; forma única de que la Suprema Cor-
te de Justicia pueda ejercer cabalmente sus poderes de
control; que en la especie el examen del fallo impugnado
pone de manifiesto que si, para dictarlo, la Corte a-qua
se basó en que el prevenido recurrente, Ubrí Mejía, "fue
el único culpable del accidente ocurrido el día 14 de abril
de 1976 en la intersección de las calles Federico Henri-
quez y Carvajal y Caonabo, de esta ciudad, en el cual am-
bos vehículos sufrieron desperfectos y abolladuras, y va-
ras personas resultaron heridas", omite, sin embargo di-
cha Corte exponer los hechos caracterizantes de la falta en
que incurrió el prevenido, e igualmente los motivos de de
rechos que sirvan de apoyo al mismo; que si bien, como
lo alegan los recurrentes, el fallo era confirmativo del dic-
tado en primera instancia, implicativo ello de la adopción
de los motivos de éste último, el examen del m i smo revela
Que también está carente de una motivación adecuada, su-
ficiente y coherente; que, por tanto, y sin que haya que
ponderar el segundo de los demás medios del comercial, la
sentencia impugnada debe ser casada por falta de base le-
gal e insuficiencia de motivos;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
Por la Corte de Apelación de Santo Domingo en atribucio-
nes correccionales el 8 de agosto de 1977, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo, y en-
vía el asunto por ante la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal. en iguales atribuciones; Segundo:, Declara las costas
penales de oficio.
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Sosa y Dr. Juan Elpidio Monción Contreras, quienes afir
man haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Declara
la presente sentencia, común y oponible a la Compañía de
Seguros Unión de Seguros, C. por A., entidad aseguradora
del vehículo, en virtud del artículo 10 de la Ley 4117,
por haber sido hecho de acuerdo a la ley; SEGUNDO: En
cuanto al fondo, confirma en todas sus partes la senten-
cia apelada par haber sido dictada conforme a derecho;
TERCERO: Declara esta sentencia común y oponible a la
Compañia de Seguros Unión de Seguros, C. por A., enti-
dad aseguradora del vehículo propiedad de Eddy Augusto
Ramírez H., conducido por Miguel A. Ubrí Mejía, en vir-
tud de lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley 4117, so-
bre seguros obligatorios de vehículos de motor;

Considerando, que los recurrentes proponen contra el
fallo impugnado los siguientes medios: 1) Falta total de
motivos; Insuficientes e incongruentes, los pocos detalles
mencionados; 2) Falta de ponderación de los documentos
de la causa en violación del legítimo derecho de defensa;
C) Falta de base legal y desnaturaPzación de los hechos;

Considerando, que en los medies primero y tercero re-
unidos, en su memorial, en síntesis, que aunque en el fallo
impugnado se declara culpable único de la colisión ocu-
rrida entre el automóvil placa privada 123-143, que condu-
cía, el prevenido Ubrí Mejía, propiedad de Ramírez ni-
rujo, y el placa oficial 15299, que conducía Patricia Cha-
varriaga de Manteiga; colisión en la -que resultaron con
lesiones corporales diversas la señora de Mantiega y otras
personas, en el fallo impugnado no solamente no se de-
termina o describe la falta que se le atribuye al prevcniSo
Ubrí Mejía, sino que tampoco se hace exposición alguna
respecto a los hechos y circunstancias relativas al caso,
ni tampoco al desarrollo de los mismos; que si es cierto
que el fallo impugnado confirma 31 que fué objeto de ape-
lación, no lo es menos que éste también adolece de las

mismas insuficiencias que el impugnado en casación; que
por lo tanto, y en razón de lo expuesto, la sentencia im-
pugnada debe ser casada;

Considerando, que los jueces en materia represiva es-
tán en el deber de establecer en sus sentencias, de mane-
ra precisa y suficiente, los hechos de la prevención, y dar-
les 'la calificación que les corresponde de acuerdo con cl
texto legal aplicado; forma única de que la Suprema Cor-
te de Justicia pueda ejercer cabalmente sus poderes de
control; que en la especie el examen del fallo impugnado
pone de manifiesto que si, para dictarlo, la Corte a-qua
se basó en que el prevenido recurrente, Ubrí Mejía, "fue
el único culpable del accidente ocurrido el día 14 de abril
de 1976 en la intersección de las calles Federico Henri-
quez y Carvajal y Caoriabo, de esta ciudad. en el cual am-
bos vehículos sufrieron desperfectos y abolladuras, y va-
ras personas resultaron heridas", omite, sin embargo di-
cha Corte exponer los hechos caracterizantes de la falta en
que incurrió el prevenido, e igualmente los motivos de de-
rethos que sirvan de apoyo al mismo; que si bien, corno
lo alegan los recurrentes, el fallo era confirmativo del dic-
tado en primera instancia, implicativo ello de la adopción
de los motivos de éste último, el examen del rrCsano revela
que también está carente de una motivación adecuada, su-
ficiente y coherente; que, por tanto, y sin que haya que

• ' ponderar el segundo de los demás medios del comercial, la
sentencia impugnada debe ser casada por falta de base le-
gal e insuficiencia de motivos;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia clictaz:a
por la Corte de Apelación de Sanf o Domingo en atribucio-
nes correccionales el 8 de agosto de 1977, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo, y en-
vía el asunto por ante la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, en iguales atribuciones; Segundo:. Declara las costas
penales de oficio.



I	 •
368
	 BOLETIN JUDICIAL

(FIRMADOS3.— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi.
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro.
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico— (Firmado): Miguel Jacebo.

1

!
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE MARZO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 31 de enero de 1978.

Materia: Correccional.

recurrentes: Francise0 Castaño y la Seguros San Rafael, C. por
A.

Intervinientes: Ramón Martínez y Compartes.
Abogados: Dr. Pedro A. Rodríguez y Julio A. Rodríguez .

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

•
En Nombre de la República, la Suprema Corte de

Justic:a, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Juan Bautista Rojas Almánzar, y Joaquín L. Hernández
Es-paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-:
de celebra sus audienci as, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 9 de marzo del
1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Fran-
cisco Sánchez Castaños, dominicano , mayor de edad, solte-
ro , chofer del Ejército Nacional, con su domicilio y res:
de/Ida en esta ciudad; el Estado Dominicano, y la Compa-
ñía de Seguros San Rafael, C. por A., con su domicilio so-
cial en esta ciudad, contra sentencia dictada en atribucio-
nes correccionales por la Corte de Ape:ación de Santo
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(F1RMADOS3.— Néstor Contín Aybar, Fernando E
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiarna, Francisco Eipi:
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Baut i sta Ro.
jas Almánzar, Felipe Chvaldo Perdomo 	 Miguel Ja.
cobo, Seeretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
seriores Jueces que figuran en su enrabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, v
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genel
ral, que certifico— (Firmado): Mig,uel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECIIA 9 DE MARZO DEL 1981

-,enten c i a imptagnada: Corte de Apelación de Santo Demingo. de
fecha 31 de enero de 1978.

nderia: Correctional.

Becurrentes: Franciseo Castaño y la Seguros San Rafael, C. por
A.

ratervinientes: Ramón Martínez y Compartes.
Abogados: Dr. Pedro A. Rodríguez y Julio A. Rodríguez .

Dios, Patria y Libertad,
Repriblica Dominicana.

• En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justle:a, regularmente constituída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto . de Presidente; Francisco Elpidio Beras..
Juan Bautista Rojas Almanzar, y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asstidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus aud:encias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, D:strito Naelonal, hoy día 9 dc manto del
1981, arios 138' de la Independencia y 118' de la Restau-
racten, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa-
eíón, la siguiente sentencia:

Szbre los recursos de casación interpuestos por Fran-
cisco Sánchez Castarios, domMicano, mayor de eciad, solte-
ro, chofer del Ejército Nacional, con su domicilio y resi
dencia en esta dudad; el Estado Dominicano, y la Compa-
ñía de Seg-uros San Rafael, C. por A., con su domicilio so-
cial en esta eiudad, contra sentencla dictada en atribucio-
n s correccionales por la Corte de Apelación de Santo



Domingo, el 31 de enero cle 1978, cuyo dispositivo se co. 	 .
pla más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Julio A. Rcdríguez Acosta, por sí y por ei s
Dr. Pedro A. Rcdríguez Acosta, portadores, respcctivarnen-
te, de las códulas Ncs. 19665 y 22427, seric 18, abogados de
los intervin'entes Ramón Martínez y Onelda o Encella
Gutiérrez, cédulas 23279 y 89050, serie lra., en la lectuJ.
de sus conclusiones;

Oído el dietamen del Magistrado Procurador Generai
de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Se:te-,-Itaría de la Carte a-qua, a requerimiento del Dr. Miguel A.
Vásquez Fernández, cédula 23874, serie 18, el 9 de febre- 	 1

ro de 1979, en nombre y representación de los recurren-
tes; acta en la que no se propone contra el fallo impug- 	 1
nado n:ngún mecho determinado de casación;	 )

Visto el escrito de los intervinientes, del 18 de di-
ciembre de 1978, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- h 1
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civ:1;
1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor, y 1, 37, 62 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Consideramos, que en el fallo impugnado y en los do-
cumentos a que el mismo se refiere, consta lo siguicnte:
a) que ecn motivo de un accidente de tráns:to oe.urrido en
esta ciudad, el 24 de abril de 1973, en el cual dos personas
resultaron con les:ones corporalcs, la Séptima Cámara de
lo Penal del Juzg-ado de Priracra Instancia del Distrito
Nacional, dict6 el 8 de septiembre de 1976, una senten-
cia cuyo dispositivo se transcribe en el cle la ahora inr

pugnada; y b- que sobre los recursos interpunstos ,la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo drictó, en atribucienes
correccionales, el 31 de enero de 1978, una sentencia cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO. Admite como re-
gular y válldos los recursos de apelación interpuestos por
el Dr. Pedro A. Rodríguez Acosta y Julio Eligio Redriguez,
a nombre y representación de Ramón Martínez y One¿cia
o Enor.lia Gutiérrez; por el Dr. Miguel A. Vásquez Fer-
nández, a nombre y representación de Francisco Sánchez
Castario, Estado Dominicano, y Compañía de Seguros San
Rafael, C. per A., en sus calidades indicadas, contra sen-
tencia dictada por la Séptima Cámara de lo Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus
atribuciones correccionales en fecha 8 de septiembre de

f r/1976, cuyo dispositivo dice así: "Falla: PrMero: Se decia-
ra al norrtbrado Francisco Sánchez Castaño, periador de
la cédula personal de. identidad No. 33172, serie 56, rcsi-.
dente en el Campamento Militar 16 de Agosto, eulpable

.; de haber violado los artínulos 49, letra c), y 65 de la
241, en consecuencia se condena a diez pesos oro (RD$
10.00) de, multa, acogiendo eireunstancias atenuantes y al
pago de las costas penales; Segunclo: SAJ descarga al nom-
brado Arnarilis Pérez Vólquez, por no haber violado nin-
guna de las disposieiones enurneradas por la Ley 241; y en
cuanto a éste se declaran las costas cle ofic:o; Tereero; Se
declara regular y válida la constitución en parte civil, In-
coada pnr los señore, Ramón Martínez y Oneida o Enoel:a
Gutiérrez, a través de sus abogados Dres. Pedro Antonio

.Rcdríguez y Julio Eligio Rodriguez, por haber sido hecho
de acuerdo a la bey, y en cuanto al fondo de dicha con.:t.:-
tución condena al serior Francisco Castario y al Estado
Dominicano, al pago de las siguientes indemnizacioncs: a)
a favor del señor Ramón Martínez, la suma de mil quirt:en-

s. to pcsos oro (RDS1,500.00); b) a favor cie la seriora Oneida
So Enoelia Gutiérrez, la suma de quinientos p2SOS oro

r (RD$500.00), más los intereses iegales de dichas sumas
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1
Oído al Dr. Julio A. Rodríguez Acosta, por sí y por é14 •

Dr. Pedro A. Rcdríguez Acosta, portadares, respezlivarnen.
te, de las cédulas Ncs. 19665 y 22427, scrie 18, abogarlos de
los intemin'entes Ramón Martine.z y Ceelda o Encelia
Gutiérrez, cédula.s 25279 y 89050, scrie lra., en la lectura
de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General*"
de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secre-
taría de la Carte a-qua, a requerimiento ciel Dr. Miguel A.
Vásquez Fernández, cédula 23874, scrie 18, el 9 de febre.
ro de 1979, en nombre y representación de los recurren-
tes; acta en la que no Se propone contra el fallo impug-
nado n:ngún medio determinado de casación;

Visto el eserito de los intervinientes, del 18 de di-
ciembre de 1978, suserito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y- 52 de. la Lay 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civ:1;
1 y 10 cle la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor, y 1, 37, 62 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento cle Casación;

Consicleramos, que en el fallo impugnado y en los do-
cumentos a que el mismo se refiere, consta lo sigutente:
a) que ccn motivo de un accidente de tránsito oeurrido en
esta ciudad, el 24 de abril de 1973, en el cual dos personas
resultarcn con les:ones corporales, la Séptitna Cámara de
lo Penal del Juzgado de Prirnera Instancia del Distrito
Nacional, chete el 8 de septiembre de 1976, una senten-
eia cuyo dispositivo se transcribe en el de la ahora irn-
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pognada; y b- que sobre los recursos interpuestos ,la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo clietó, en atribucicnes
correceionales, el 31 de encro de 1978, una sentencia cuyo
dispos i tivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como re-
gular y válidos los recursos de apelación interpuestos por
el Dr. Pedro A. Rodríguez Acosta y Julio Eligio Rodríguez.
a ncmbre y representaeión de Ramjn Martínez y Oneicla
o Enoelia Gutiérrez; por el Dr. Miguel A. Vásquez Fer-
nández, a nombre y representación de Franeisco Sanchez

• Castario, Estado Dominicano, y Compañía de Seguros San
Rafacl, C. per A., en sus ealidades indicadas, contra sen-
tencia clietada por la Séptima Cámare de lo Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del L>strito Nacional, en sus
atribuciones correecionales en fecha 8 de septiembre de

fL ' 1976, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pfmcro: So clecla-
ra al nombrado Francisco Sánchez Castario, partador de
la céclula personal de identidad No. 33172, serie 56, resi-.
dente en el Campamento Militar 16 de Agosto, culpable
de haber violado los artículos 49, letra c), y 65 de. la Ley
241, en consecuencia se condena a diez pesos oro (RD$
10.00) de multa, aeogiendo eircunstancias atenuantes y al
pago de las costas panales; Segundo: Se descarga al nom-
brado Amarilis Pérez Válquez, por no haber violado nin-
guna de las disposiciones enumeradas por la Ley 241; y en
cuanto a éste se declaran las costas cle ofic5o; Tercero: Se
deelara regular y válida la constitueión cn parte eivil,

%-coada par los señores Ramón Ilartínez y Oncida o Enoel:a
Gutiérrez, a traves de sus abogados Dres. Pedro Antonio
Rcdríguez y Julio Eligio Rodríguez, por haber sido hecho
de acuerdo a la ley, y en cuanto al fondo de dicha con,t-
tución condena al sefior Francisco Castario 'y al Estado
Dominicano, al pago de las siguientes indemnizaciones: a)
a favor del serior Ramón Martínez, la suma de mil quinien-
tos pes,os oro (RD$1,500.00); b) a favor cie la seriora Oneida
0 Enoelia Gutiérrez, la suma de quinientos pzsos oro
(RD$300.00), más los intereses iegales de dichas surnas

Domingo, .el 31 de enero de 1978, cuyo dispositivo secc
pia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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a partir de la demanda y hasta la completa cjecución
de la sentencia, a título de indemnización complsmentatia
como justa reparación por los dafics morales y materiales
sufridos por los demandantes, a consecuencia del accidente:
Cuarto: Condona al Estado Dominicano, al pago de las costas
civiles con distracc:ón de las MignaS en favor de los DIC3,

Pedro Antonio Rodríguez Acosta y Julio Eligio Ro-
dríguez, abogados de la parte tfivil constituída, qu:encs
afirman haberlas avanzado en stt totaliclad; y Quinto: Crr_
dena que csta sentencia le sca comftn, oponible y ejecuta-
ble a la Compañía de Segurcs San Rafasil, C. por A., enti-
dad aseguradora del vehículo que oca_sionó el cec'dente,
de conformidad con el artículo 10, modificade, de la Ley:
4117, por haberlos hecho de acuerdo a las formalidades
legales; SEGUNDO: Confi.rma en todas sus partes la sen-
tencla apelada; TERCERO: Conchma a Francisco Sán.hez
Castaño, y al Estado Dominicano al pago de las costas pe-
nales y civiles, respectivamente, con distracchhi de las úl-
timas cn provecho de los Dres. Pedro R,odríguez y Jullo
Eligio Rodríguez, por haberlas avanzado en su mayor par-
te;

Con_siderando, que ni el Estado Dominicano, puesto
en causa como parte civIhnente responsable, ni la Segu-
ros San Rafael, C. por A., también puesta en causa, han
expuesto los medios en que fundan su recurso, según lc
exige a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre Pro:
cedimiento de Casación; que, por lo tanto, solamente s2

procederá al examen del recurso del prevenido Sanchel.
Casta ño ;

Considerando, que la Corte a-qua, mcdiante la ponde-
ración de los elementos de juiein que fueron achninistra-
dos en la instrucción de la causa, cDó por establecido: a-
que en horas de la mañana del 27 de abril de 1975, el pre-
vcnido Sánchez Castaño conducía, de Sur a Norte, por
la calle Delmonte y Tejada, de esta ciudad, el yip placa
oficial 1892, propiedad del Estado Dominicano, y al
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' cio del Ejército Nacional, con Póliza de la San Rafael, C.
por A.; b) que al llegar a la calle Benito González, chocó
al automóvil placa 91-683, conducido por su propietario,
Amarichs Pérez, de Oeste a Este por la calle Benito Mon-
nión; vehículo éste, que al ser chocado, desvió su curso,
atropellando a Ramón Martínez y a Oneida o Enoelia Gu-
tiérrez, quienes se encontraban en la acera de la Benito
González, sufriendo golpcs y heridas divers.as, curables,
respectivamente, después de 12 y antes de 15 meses, y des-
pués de 20 y antes de 30; y c) que el hecho se debió a
/a imprudencia y negligencia del prevenido recurrente,
que no pudo controlar el vehículo que conducía, al no
funcionar los frenos del mismo;

Considerande, que los hechos así establecidos confi-
guran el delito de golpes y heridas causados involuntaria-
mente con el manejo de un vehículo de motor, previsto
por el artículo 49 de la Ley No. 2-11, dk 1967, sobre Trán-
sito y Vehículos, y sancionado pen ese mismo texto legal,
en su letra c), con las penas de seis (6) meses a dos (2-
años de prisión, y multa de cien pesos (RD$100.00) a qui-
nientos pesos (RD$500.00), si del accidente resultare al
lesionado una enfermedad e imposibilidacl de dedicarse a
su trabajo por un tiempo mayor cle 20 días, como ocurriri
en la especie; que, por tanto, al condenar al prevenido re-
currente, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes, al pago de una multa de RDS1000, la Corte a-qua
aplicó al prevenido una pena ajustada a la Ley:

Considerando, que así nnstno la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho del prevenido tecurrente ocaso-
rió 	 y perjuicios materiales y morales a las personas
constituídas en parte eivil, Ramón Marítnez y Oneida a
Eonelia Gutiérrez, cuyo monto apreció en las sumas de
RDS500.00 para cada uno de ellos; que, por tanto, al con-
denar al prevenido recurrente conjuntamente con el Es-
tado Dorninicano, puesto en causa como iv i lmente respon-
sable, al pago de las sumas citadas, a título de indemni-
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a partir de la demanda y has.ta la completa ejeeución
de la sentencia, a título de indemnización cemplemeittaria
como justa reparación por los dancs morales y materiaies
sufridos por los dernandantes, a consecuencia del accidente:
Cuarto: Conde.na al Estado Dominkaao, al pago de las costas
civiles con distraccIón de las mismas .en favor de los Dres.
Pedro Antonio Rodríguez Acosia y Julio Eligio Re.
dríguez, abogados de la parte eivil constituída, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad; y Quinto: Or.
dena que csta sentencia le sea común, oponible y ejecuta. '1
ble a la Compañía de Segurcs San Rafael. C. por A., enti-
dad a.seguradora del vehízulo que ocasionó el acc'dente,
de cOnformidad con el artículo 10, modificack de la Ley
4117, por haberlos hecho de acuerdo a Ir.s formalidades
legales; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la sen-
tencia apelada; TERCERO: Condena a Francisco Sám.hez
Castano, y al Estado Dominicano al pago de las costas pe-
nales y civiles, respectivarnente. con ciistracción de las úl-
timas en provecho de los Dres. Pedro Rodríguez y JulEo
Eligio Rodríguez. por haberlas avanzado en stt mayor par-
te;

Considerando, que ni el Estado Dominicano, puesto
en causa ecmo parte civilmente responsable, ni la Segu-
ros San Rafael, C. por A., también puesta en causa. har
expuesto los medios en que fundan su recurso, según li,
exige a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre Pro•
cedimiento de Casación; que, por lo tanto, solamente se
procederá al examen del recurso del prevenido Sánchez
Castaño;

Considerando, que la Corte a-titia, mediante la ponde-
fación de los elementos de juicio que fueron achninistra-

1dos en la instrucción de la causa. dió por establecido: a-

que en horas de la manana del 27 de abril de 1975, el pre- . •
vcnido Sánchez Castaño conciucía, de Sur a Norte, por
la calle Delmonte y Tejada, de esta ciudad, el yip placa
oficial 1892, propiedad del Estado Dominicano, y al serd-	 1
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• eio del Ejército Nacional, con Póliza de la San Rafael, C.
por A.; b) que al Ilegar a la calle Benito González, chocó
aj. automóvil placa 91-683, conducido por su propietariu,
Amaridis Pérez, de Oeste a Este por la calle Benito Mon-
ción; vehículo éste, que al ser chocado, desvió su cursc>.
atropellando a Ramón Martínez y a Oneida o Enoelia Cru-
tiérrez, quienes se encontraban en la acera de la Benito
González, sufriendo golpes y heridas diversas, curables,
respectivamente, despues de 12 y antes de 15 meses, y des-
pués de 20 y antes de 30; y c) que el hecho se debió a
la imprudencia y negligencia del prevenido recurrente,
que no pudo controlar el vehículo que conducía, al no
funcionar los frenos ciel mismo;

Considerande, que los hechos así estableciclos confi-
guran el delito de golpes y heridas causados involuntaria-
mente con el manejo de un vehículo de motor, previsto
por el artículo 49 dc la Ley No. 241, de 1967, sobre Trán-
sito y Vehiculos, y sancionado pen ese mismo texto legal,

su ktra c), con las penas de seis (6) meses a dos
años de prisión, y multa de cien pesos (RDS100.00) a qui-
nientos pesos (RD$500.00), si del accidente resultare al
lesionado una enfennedad e imposibilidad de dedicarse a
su trabajo por un tiempo mayor de 20 días, como octuth
en la especie; que, por tanto, al condenar al prevenido re-
eurrente, acogiendo en su favor circtinstaneias atenuan-
tes, al pago de una multa de RD$10.00, la Corte a-qua
aolicó al prevenido una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que así mismo la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho del prevenido tecurrente ocasio-
nó daños y perjuicios materiales y morales a las personas
constituídas en parte eivil, Ramón Marítnez y Oneida o
Eonelia Gutiérrez, cuyo monto apreció en las sumas de
RD$500.00 para eada uno de ellos; que, por tanto, al con-
denar al prevenido recurrente conjuntamente con el F1-
tado Dominicano, puesto en causa como civilrnente respon-
sable, al pago de las sumas citadas, a título de indemni.

ijI
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zación principal, y al de los intereses de dichas surnas
partir del día de la demanda, como indemnización com.,
plementaria, la Corte aitta hizo en la especie una torree.
ta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada. en cuanto al interés del prevenido,
no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Ramón Martínez y a Oneida o Eonelia Gutiérrez, en
los recursos de casación interpuesttos por Francisco Sán-
chez. Castaños, el Estado Dominicano, y la Compañía de !
Seguros San Rafael. C. por A., contra la sentencia dicta-
da por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en atribu-
clones correccionale, el 31 de enero de 1978, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo:
Segundo: Declara nulos los recursos interpuestos por el Es-
tado Dominicano, y la Compañía San Rafael, C. por A.,
contra la misma sentencia; Tercero: Rechaza el recurso in-
terpuesto por Frarcisco Sánchez Castaños y lo condena
al pago de las costas penales; y a éste y al Estado Domi-
nicano, al pago de las costas civiles, cuya distracción se
dispone en provecho de los doctores Pedro A. Rodríguez
Acosta y Julio Eligio Rodriguez, abogados de los intervi-
nientes, quienes afirman haberlas avanzatio en su totali-
dad, con oponibilidad de las mismas a la Compañía San
Rafael, C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

tFIRMADOS-. — Néstor Contin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manucl A. Amiama, Francisco Elpi- .
dio Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar. Joaquin L. Rer-
nández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia públlca del día, mes y año en él expresados. Y
fué firmada, leída y publieada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico-- (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 9 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Dorningo, de
feuha S de septiernbre de 1978.

1 Materia: Comercial.

Recurrente: San Rafael, C. por A.
Angadus: Dr. Juan Manuel Pelleran ey Iauis R. del Castilo.

Rerurriclo: Dr. Eusebio Rodríguez.
Abogado: Dr. José María Acosta Torres.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana,

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
:Justioia, regulartnente constituída por les Jueces Néstor

Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. lIernán-
dez Espaillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos
del Socretario General, en la Sala donde celebra sus att-
diencias .en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 9 del mes de mano del año 1981,
atios 138' de la Independencia y 118' de la Restauración,
d:eta en auchencia pública, como Corte de Casación, la si-
siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto poa la San
Rafael, C. por A., con su domicilio en la caLle Leopoldo
Navarro esquina San Francisco de Macorís. de esta ciudati,
contra la sentencia dictada el 8 de septiembre de 1978,
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atri-
buciones comerciales, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;
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zación principal, y al de los intereses de dichas sumas a
partir del día de la demanda, como indemnización coz.
plementaria, la Corte a-qua hizo en la especie una zorrec-
ta aplácación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, en cuanto al interés del prevenido,
no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motives, Primero: Admite como intervinien-
tes a Ramón Martínez y a Oneida o Eonelia Gutiérrez, en
los recursos de casación interpuesttos por Francisco Sán•
chez Castaños, el Estado Dominicano, y la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., contra la sentencia dicta-
da por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en atribu-
ciones correccionales, el 31 de enero de 1978, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo:
Segundo: Declara nulos los recursos interpuestos por el Es-
tado Dominicano, y la Compañía San Rafael, C. por A.,
contra la misma sentencia; Tercero: Rechaza el recurso in-
terpuesto por Francisco Sánchez Castaños y lo condema
al pago de las costas penales; y a éste y al Estado Domi•
nicano, al pago de las costas civiles, cuya distracción se
dispone en provecho de los doctores Pedro A. Rodriguez
Acosta y Julio Eligio Rodriguez, abogados de los intervi-
nientes, quienes afirman haberlas avanzado en su totali-
clad, con oponibilidad de las mismas a la Compañía San
Rafael, C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS-. — Néstor Contín Aybar. Fernando E.
Ravolo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar. Joaquín L. Her-

nández Espaillat.— Miguel Jacobo. Secretario General.
La presente sentencia ha sido ciada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dia, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico— 4 Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 9 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de

fecha 8 de septiembre de 1973.

Materia: Comercial.

Recurrente: San Rafael, C. por A.
Aogados: Dr. Juan Manuel Pelleran cy Luis R. del Castilo.

Recurrido: Dr. Eusebio Rodríguez.
Abogado: Dr. José María Acosta Torres..

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

tip	 En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Nestor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E• Ravelo de la Fuen-

te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Flpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdono Báez, Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos
del Seeretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 9 del mes de marzo del año 1981,
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto poa la San
Rafael, C. por A., con su domicilio en la calle Leopoldo
Navarro esquina San Francisco de Macorís, de esta ciudad,
contra la sentencia dictada el 8 de septiembre de 1978,
lpaonrtela; Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atri-
buciones comerciales, cuyo dispositivo se copia más ade-
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República Dominicana;
Visto el memorial de casación de la recurrente, del 12

de septiembre de 1978, suscrito por los Dres. Luis R. del
Castillo Morales y Juan Manuel Pellerano Gómez, en el
cual se proponen, contra la sentencia impugnada. los me-
dios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 14 de
febrero de 1979, suscrito por los Dres. José María Acosta
Torres y Rafael L. Márquez, cédulas Nos. 32511 y 26811.
serie 31 y 54, respectivamente, recurrido que es Eusebio
Rodríguez, dominicano, mayor de edad, domiciliado en Ma-
jagual, Municipio de Sánchez, cédula No. 4763, serie 61;

Visto el memorial de ampliación del recurrido del
17 de julio de 1979, firmado por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por la re-
currente, que se sancionan más adelante, y los artículos
1 y 65 del a Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere. consta lo siguiente: a)
que con motivo de una demanda en pago de dineros in-
tentada por Eusebio Rodríguez contra la San Rafael, C.
por A.. la Cámara Civil y Comercial de la Tercera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional. dieta el 7 de abril de 1976 una sentencia de la
cual es el siguiente dispositivo:	 Primero: Declara
regular la demanda en intervención forzosa intentada por
Eusebio Rodríguez, frente a la Fomento Industrial y Agrí-
cola, C. por A.; Segundo: Acoge las conclusiones presenta-
das en audiencia por Eusebio Rodríguez, parte demandan-
te, por ser justas y reposar en prueba legal ;y, en conse-
cuenc ia, condena a la San Rafael, C. por A., parte deman-
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dada, a pagarle al mencionado demandante: a) la suma de
Diez mil quinientos pesos oro (RD$10,500.00), monto de
la Póliza que había suscrito con dicha Compañía y haber
ocurrido el ministro durante la vigencia de dicha póliza:
b) al pago de los intereses de dicha suma, contados a par-
ti 	 día de la demanda; Tercero: Rechaza las conclusio-
nes presentadas en audiencia por la San Rafael, C. por A.,
parte demandada, por las razones expuestas precedente-
mente; Cuarto: Condena a la San Rafael, C. por A., al pa-
go de las costas. con distracción de las mismas en favor
del abogado, Dr. José María Acosta Torres, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad; b- que sobre el recurso
interpuesto, la Corte de Apelación de Santo Domingo dic-
tó, en defecto, el 19 de abril de 1978, una sentencia cuyo
dispositivo dice así:	 Primero: Rechaza las conclu-
siones incidentales presentadas por la San Rafael. C. por
A.. por improzedente e infundadas: Segundo: Pronuncia el
defecto de la San Rafael, C. por A., por falta de concluir
al fondo; Tercero: Confirma en todas sus partes, la sen-
tencia apelada, dictada en fecha 7 de abril de 1976, por la
Cámara Civil y Comercial de la Tercera Circunscripnión
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional.
y cuyo dispositivo figura copiado precedentemente; Cuar-
lo: Admite como regular y válida la cesión de derechos que
Eusebio Rodriguez, ha hecho a favor de José María San-

t chez de la póliza No. A--2-6705-72, según consta en acto de
fecha 9 de julio de 1973, redactado por el Dr. Julio Gus-
tavo Medina, Notario Público del Distrito Nacional; y
Quinto: Condena a la Compañía de Seguros San Rafael, C.
por A., al pago de ias costas con distracción en provecho
del Dr. José María Acosta Torres, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; c) que sobre recurso de oposi-
ción intervino la sentencia ahora impugnada en Casación,
la que tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Admite corno regular y válido, en cuanto a la forma, el
recurso de oposición interpuesto por la Compañía de Se-
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República Dominicana;
Visto el memorial de casación de la recurrente, del 12

de septiembre de 1978, suscrito por los Dres. Luis R. del
Castillo Morales y Juan Manuel P. ellerano Gómez, en el
cual se proponen, contra la sentencia impugnada, los me-
dios de casación que, se mdican mas adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 14 de
febrero de 1979, suscrito por los Dres. José María Acosta
Torres y Rafael L. Márquez, cédulas Nos. 32511 y 26811,
serie 31 y 54, respectivamente, recurrido que es Eusebio
Rodríguez, dominicano, mayor de edad, domiciliado en Ma-
jagual, Municipio de Sánchez, cédula No. 4763, serie 61;

Visto el memorial de ampliación del recurrido
17 de julio de 1979, firmado por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por la .re-
currente, que se sancionan más adelante, y los artículos
1 y 65 del a Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere. consta lo siguiente: a)
que con motivo de una demanda en pago de dineros in-
tentada por Eusebio Rodríguez contra la San Rafael, C.
por A., la Cámara Civil y Comercial de la Tercera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, dicté el 7 de abril de 1976 una sentencia de la
cual es el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara
regular la demanda en intervención forzosa intentada por
Eusebio Rodríguez, frente a la Fomento Industrial y Agrí-
cola, C. por A.; Segundo: Acoge las conclusiones presenta-
das en audiencia por Eusebio Rodríguez, parte demandan
te, por ser justas y reposar en prueba legal ;y, en conse
cuencia, condena a la San Rafael, C. por A., parte deman-
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dada, a pagarle al mencionado demandante: a) la swna de
Diez mil quinientas pesos oro (RD$10,500.00), monto de
la Póliza que había suscrito con dicha Compañía y haber
ocurrido el ministro durante la vigencia de dicha póliza:
b) al pago de los intereses de dicha suma, contados a par-
tir del día de la demanda; Tercero: Rechaza las conclusio-
nes presentadas en audiencia por la San Rafael, C. por A.,
parte demandada, por las razones expuestas precedente-
mente; Cuarto: Condena a la San Rafael, C. por A., al pa-
go de las costas, con distracción de las mismas en favor
del abogado, Dr. José María Acosta Torres, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad; b- que sobre el recurso
interpuesto, la Corte de Apelao:ón de Santo Domingo dic-
tó, en defecto, el 19 de abril de 1978, una sentencia cuyo
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Rechaza las conclu-
siones incidentales presentadas por la San Rafael, C. por
A., por improcedente e infundadas: Segundo: Pronuncia el
defecto de la San Rafael, C. por A., por falta de concluir
al fondo; Tercero: Confirma en todas sus partes, la sen-
tencia apélada, dictada en fecha 7 de abril. de 1976, por la
Cámara Civil y Comercial de la Tercera Circunscrip:ión
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
y cuyo dispositivo figura copiado precedentemente; Cuar-;
lo: Admite como regular y válida la cesión de derechos que
Eusebio Rodríguez, ha hecho a favor de José María Sán-
chez de la póliza No. A--2-6705-72, según consta en acto der

` !{E fecha 9 de julio de 1973, redactado por el Dr. Julio Gus-
tavo Medina, Notario Público del Distrito 	 Nacional; y
Quinto: Condena a la Compañía de Seguros San Rafael, C.
por A. , al pago de las costas con distracción en provecho
del Dr. José María Acosta Torres, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; c) que sobre recurso de oposi-
ción intervino la sentencia ahora impugnada en Casación,

• la que tiene el siguiente dispositivo: 	 PRIMERO:
Admite como regular y válido, en cuanto a la forma, el
recurso de oposición interpuesto por la Compañía de Se-

del
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guros San Rafael, C. por A., contra sentencia dictada por
esta Corte de Apelación, en fecha 19 de abril de 1978, por
haberlo hecho dentro del plazo y demás formalidades le-
gales; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones presentadas
en audiencia por la Compañía de Seguros San Rafael, C,
por A., por improcedentes y mal fundadas en derecho;
TERCERO: Confirma en todas sus partes la sentencia re-
currida en oposición, dictada por esta Corte, en fecha 19 de
abril de 1978, por reposar en base legal; CUARTO: Con-
dena a la San Rafael, C. por A., al pago de las costas, con
distracción de las mismas en favor del Dr. José María
Acorta Torres, abogado que afirma haberlas avanzado en
su totalidad;

Considerando, que la recurrente, San Rafael, C. por
A., propone los siguientes medios de casación: Primer Me-
dio: Violación del artículo 1690 del Código Civil; violación
de las reglas: "sin interés no hay acción"; Segundo Medio:
Violación de los artículos 1234, 1249 y siguientes; 1289 y
siguientes y 1300 del Código Civil; Tercer Medio: Viola-
ción del acápite a) del articulo 1 de la Ley 126 sobre Se-
guros Privados;

Considerando, que el recurrente, Eusebio Rodríguez,
propone, a su vez, lo siguiente: que el recurso de casación
deducido por la San Rafael, C. por A., contra la sentencia
dictada el día ocho (8) de septiembre de 1978, por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, resulta inadmisible,
puesto que lo ha dirigido, contra el señor Eusebio Rodrí-
guez, quien había dejado de ser parte en ese proceso, por
haberle cedido y traspasado todos sus derechos al señor
José María Sánchez, o sea, que Eusebio Rodríguez, había
sido, restituido en dicho proceso por José María Sánchez,
en vista de que la cesión operada entre ellos, le había sido
notificada a la San Rafael, C. por A., en dos ocasiones, per
Eusebio Rodríguez, cedente y en una oportunidad por José
María Sánchez, cesionario, y la cesión es perfecta cuando
se le notifica al deudor, sea por el cedente o por el cesio-
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nario, tal como establece expresamente el artículo 1691
del Código Civil; que Eusebio Rodríguez había notificado
a la San Rafael. C. por A., la cesión que había operado a
José María Sánchez, en dos ocasiones, la primera consta
en el acto de fecha 21 de abril de 1976. por el cual se no-
tificaba a la San Rafael. C. por A., la sentencia dictada el
19 de abril de 1978. por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, y la segunda en fecha 11 de septiembre de 1978 por
acto del Ministerial Hermógenes Valeyrón; que por los efec-
tos de la cesión que se ha operado entre Eusebio Rodríguez
y José María Sánchez, es innegable que el primero ha salido
del proceso, Eusebio Rodríguez ha sido sustituido, ha sido
reemplazado por José María Sánchez, lo que es de pleno
conocimiento de la San Rafael, C. por A., en vista de las
notificaciones que les fueron hechas, de donde resulta que
habiendo dirigido la San Rafael, C. por A., su recurso de
casación contra Eusebio Rodríguez lo ha dirigido contra
una persona que ya no es parte en el proceso de que se
trata, por lo que resulta ser dicho recurso de casación in-
admisible, inaceptable, por haber sido dirigido contra una
persona que no es parte ya en el mencionado proceso:

Considerando, que tal como lo alega el recurrido, la
sentencia dictada en defecto, por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, 	 19 de abril de 1978, "admitió como re-
gular y válido la cesión de derecho que Eusebio Rodríguez,
ha hecho a favor de José María Sánchez de la Póliza No.
A-2-6705-72. según consta en acto de fecha 9 de julio de
1973, redactado por el Dr. Julio Gustavo Medina, Notario
Público del Distrito Nacional; que habiendo sido notifica-
da ésta sentencia a la San Rafael, C. por A., por acto del
21 de abril de 1978. como también lo fué la sentencia del
8 de septiembre de 1978. hoy recurrida en casación, por
acto del 11 de septiembre del mismo año, se obvio, que la
San Rafael, C. por A., tenía pleno conocimiento de la ce-
sión que se había operado entre Eusebio Rodríguez y José
María Sánchez; que nada se opone a que éste tipo de se-
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gurcs San Rafael, C. por A., contra sentencia dictada
esta Corto de Apelación, en fecha 19 de abril de 1978, por
haberlo hecho dentro del plazo y demás formalidades le-
gales; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones presentadas
en audiencia por la Compañía de Seguros Son Rafael, C,
por A., por improcedentes y mal fundadas en derecho;
TERCERO: Confirma en todas sus partes la sentencia re-
currida en oposición, dictada por esta Corte, en fecha 19 de
abril de 1978, por reposar en base legal; CUARTO: Con-
dena a la San Rafael, C. por A., al pago de las costas, con
distracción de las mismas en favor del Dr. José María
Acosta Torres, abogado que afirma haberlas avanzado en
su totalidad;

Considerando, que la recurrente, San Rafael, C. por
A., propone los siguientes medios de casación: Primer Me-
dio: Violación del artículo 1690 del Código Civil; violación
de las reglas: "sin interés no hay acción"; Segundo Medio:
Violación de los artículos 1234, 1249 y siguientes; 1289 y
siguientes y 1300 del Código Civil; Tercer Medio: Viola-
ción del acápite a) del artículo 1 de la Ley 126 sobre Se-
guros Privados;

Considerando, que el recurrente, Eusebio Rodríguez,
propone, a su vez, lo siguiente: que el recurso de casación
deducido por la San Rafael, C. por A., contra la sentencia
dictada el día ocho (8) de septiembre de 1978, por la Cor-
te. de Apelación de Santo Domingo, resulta inadmisible,
puesto que lo ha dirigido, contra el señor Eusebio Rodrí-
guez, quien había dejado de ser parte en ese proceso, por
haberle cedido y traspasado todos sus derechos al señor
José María Sánchez, o sea, que Eusebio Rodríguez, había
sido, restituido en dicho proceso por José María Sánchez,
en vista de que la cesión operada entre ellos, le había sido
notificada a la San Rafael, C. por A., en dos ocasiones, por
Eusebio Rodríguez., cedente y en una oportunidad por José
María Sánchez, cesionario, y la cesión es perfecta cuando
se le notifica al deudor, sea por el cedente o por el cesio-

vario, tal como establece expresamente el artículo 1691
del Código Civil; que Eusebio Rodríguez había notificado
a la San Rafael, C. por A., la cesión que había operado a
José María Sánchez, en dos ocasiones, la primera consta
en el acto de techa 21 de abril de 1976, por el cual se no-
tificaba a la San Rafael. C. por A.. la sentencia dictada el
19 de abril de 1978, por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, y la segunda en fecha 11 de septiembre de 1978 por
acto del Ministerial Hermógenes Valeyrón; que por los efec-
tos de la cesión que se ha operado entre Eusebio Rodríguez
y José María Sánchez, es innegable que el primero ha salido
del proceso, Eusebio Rodríguez ha sido sustituido, ha sido
reemplazado por José María Sánchez, lo que es de pleno
conocimiento de la San Rafael, C. por A., en vista de las
notificaciones que les fueron hechas, de donde resulta que
habiendo dirigido la San Rafael, C. por A., su recurso de
casación contra Eusóbio Rodríguez lo ha dirigido contra
una persona que ya no es parte en 	 proceso de que se
trata, por lo que resulta ser dicho recurso de casación in-
admisible, inaceptable, por haber sido dirigido contra una
persona que no es parte ya en el mencionado proceso;

Considerando, que tal como lo alega el recurrido, la
sentencia dictada en defecto, por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, el 19 de abril de 1978, "admitió como re-
gular y válido la cesión de derecho que Eusebio Rodríguez,
ha hecho a favor de José María Sánchez de la Póliza No.
A-2-6705-72, según consta en acto de fecha 9 de julio de
1973, redactado por el Dr. Julio Gustavo Medina, Notario
Público del Distrito Nacional; que habiendo sido notifica-
da ésta sentencia a la San Rafael, C. por A., por acto del
21 de abril de 1978, como también lo fué la sentencia del
8 de septiembre de 1978, hoy recurrida en casación, por
acto del 11 de septiembre del mismo año, se obvio, que la
San Rafael, C. por A., tenía pleno conocimiento de la ce-
sión que se había operado entre Eusebio Rodríguez y José
María Sánchez; que nada se opone a que éste tipo de se-
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gurc sea cedido por el asegurado a otra persona; que cuan-
do esto ocurre, basta que la Compañía Aseguradora haya
adquirido conocimiento de la cesión, para que esté ligada
frente al cesionario; que al haber sido reemplazado el ce-
dente Eusebio Rodríguez por el cesionario José María Sán-
chez y al ser la misma la relación de derecho que une al
cesionario con el deudor que aquella que unían al deudor
con el cedente, es evidente, que el recurso de casación de
que se trata debió s. ca- dirigido contra José María Sánchez
y no contra Eusebio Rodríguez, como lo hizo la San Ra-
fael, C. por A.; en consecuencia, procede declarar inadmi-
sible el recurso de casación interpuesto por la San Ra-
fael, C. por A.;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el ra,-
curso de casación interpuesto por la San Rafael, C. por A,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en sus atribuciones comerciales, el 8 de
septiembre de 1978, cuyo dispositivo se ha copiado en par-
te anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la la
recurrente, San Rafacl, C. por A., al pago de las costas, y
las distrae en provecho de los Drcs. José María Acosta To-
rres, y Rafael L. Márquez, abogados del recurrido. quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS-. — Néstor Contín Aybar, Fernando
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquin M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domin,20,
de fecha 3 de agosto de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Fernando A. Vásquez y Seguros Pepin, S. A.
Abogado: Dr. Félix Antonio Brito Mata.

Interviniente: María Cepeda.
Abogados: Julio Eligio Rodríguez y Pedro A. Rodríguez Acosta.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Néstor
Confín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama.
Segundo Sustituo de Presidente; Francisco Elpidio Beras.
Joaquin M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Leonte Rafael Albur-
querque Castillo, asistidcm del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 11 de
marzo de 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dieta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto conjunta-
, Imente por Fernando Antonio Vásquez, dominicano, mayorr/ -de edad, casado, propietario, domiciliado en la calle José

Cabrera No. 27, del Ensanche Ozama, de esta ciudad, y la
Seguros Pepín. S. A., con domicilio social en la calle Palo
Hincado esquina Mercedes, de esta ciudad, contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales, por la
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gurc sea cedido por el asegurado a otra persona; que cuan-
do esto ocurre, basta que la Compañía Aseguradora haya
adquirido conocimiento de la cesión, para que esté ligada
frente al cesionario; que al haber sido reemplazado el ce-
dente Eusebio Rodríguez por el cesionario José María Sán-
chez y al ser la misma la relación de derecho que une al
cesionario con el deudor que aquella que unían al deudor
con el cadente, es evidente, que el recurso de casación de
que se trata debió ere dirigido contra José María Sánchez
y no contra Eusebio Rodrígtz&z, como lo hizo la San Ra-
fael, C. por A.; en consecuencia, procede declarar

el recurso de casación interpuesto por la San Ra-
fael, C. por A.;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por la San Rafael, C. por A,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en sus atribuciones comerciales, el 8 de
septiembre de 1978, cuyo dispositivo se ha copiado en par-
te antericr del presente fallo; Segundo: Condena ala la
recurrente, San Rafael, C. por A., al pago de las costas, y
las distrae en provecho de los Dns. José María Acosta To-
rres, y Rafael L. Márquez, abogados del recurrido, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS-. — Néstor Conlín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elfrdio Betas, Joaquín M.
Alvarez Pere115, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Es'
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, més y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico— (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 11 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
de fecha 3 de agosto de 1978.

Materia: Correccional

Recurrentes: Fernando A. Vásquez y Seguros Pepín, S. A.
Abogado: Dr. Félix Antonio Brito Mata.

Interviniente: Marla Cepeda.
-Abogados: Julio Eligio Rodríguez y Pedro A. Rodríguez Acosta.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia. regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama.
Segundo Sustituo de Presidente; Francisco Elpidio Beras.
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Leonte Rafael Albur-
querque Castillo, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad	 Santo
Domingo de Gunnán, Distrito Nacional, hoy día 11 de
marzo de 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dieta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto conjunta-
mente por Fernando Antonio Vásquez, dominicano, mayor
de edad, casado, propietario, domiciliado en la calle José
Cabrera No. 27, del Ensanche Ozama, de esta dudad, y la
Seguros Pepín. S. A., con domicilio social en la calle Palo
'?fincado esquina Mercedes, de esta ciudad, contra la sen-
Hncia dictada en sus atribuciones correccionales, por la

1
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Corte de Apelación de Santo Domingo, el 3 de agosto de
1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Julio E. Rodríguez, por sí y por el Dr.
Pedro A. Rodríguez Acosta, abogados de la interviniente
María Cepeda, dominicana, mayor de edad, soltera, de ofi-
cios domésticos, domiciliada en esta ciudad, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación. levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 3 de agosto de 1978, a re-
querimiento del Dr. Diógenes Amaro G., actuando en re-
presentación de los recurrentes, en lo que no se propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de las recurrentes, suscrito por su
abogado, Dr. Félix Antonio Brito Mota, en el que se pro-
ponen los medios de casación que luego se indican;

Visto el escrito de la interviniente, suscrito por sus
abogados, del 19 de septiembre de 1979;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil;
1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y las
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad,
el 14 de agosto de 1973, en que resultó una personua con 1
lesoines corporales, la Cuarta Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 23 de

septiembre de 1977, una sentencia, cuyo dispostiivo aparece
en el de la ahora impugnada; b) que sobre los recursos in-
terpuestos intervino la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIME-
RO: Admite como regulares y válidos, en la forma, los re-
cursos de apelación interpuestos por: a) Dr. Francisco
Antonio Cadena Moquete, a nombre y representación del
prevenido Fernando Antonio Vásquez; y b) Dr. Pedro A.
Rodríguez, a nombre de María Cepeda, contra la sentencia
dictada por la Cuarta Cámara Penal del Distrito Nacional
en fecha 23 de septiembre de 1978, cuyo dispositivo dice
así: "Falla: Primero: Declara al nombrado Fernando An-
tonio Vásquez, de generales que constan en el expediente
culpable de violar la ley 241 en sus artículos 49, letra e-
(golpes y heridas involuntarias causadas con el manejo de
conducción de vehículos de motor), curables después de los
noventa (90) días y antes de los 120 días, en perjuicio de la
Sra. María Cepeda; y en consecuencia se le condena al pago

(, de una multa de veinticinco pesos oro (RD$25.00) moneda
nacional, acogiendo circunstancias atenuantes en su favor;
Segundo: Se le condena al pago de las costas penales; Terce-
ro: Declara regular y válida en cuanto a la forma, la consti-
tución en parte civil hecha en audiencia por la Sra. María
Cepeda, por conducto de sus abogados constituidos y apode-
redos especiales Dres. Pedro Antonio Rodríguez Acosta y
Julio Eligio Rodríguez, en contra del prevenido Fernando

' Antonio Vásquez, por su hecho personal y como persona
ci vilmente responsable; y en oponibilidad de la sentencia
a intervenir a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., en san
calidad de entidad aseguradora; en cuanto al fondo, con-
dena al nembrado Fernando Antonio Vásquez. en su ya
expresada calidad; a) al pago de una indemnización de
Un nnil pesos oro (RD$1,000.00), moneda nacional, en favor
de la señora María Cepeda, como justa reparación por los
daños y perjuicios morales y materiales sufridos por ella
a consecuencia del hecho antijurídico cometido por el pre-
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Corte de Apelación de Santo Domingo, el 3 de agosto de
1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Julio E. Rodriguez, por sí y por el Dr.
Pedro A. Rodríguez Acosta, abogados de la interviniente
María Cepeda, dominicana, mayor de edad, soltera, de ofi-
cios donésticos, domiciliada en esta ciudad, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación. levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 3 de agosto de 1978, a re-
querimiento del Dr. Diógenes Amaro G., actuando en re-
presentación de los recurrentes, en lo que no se propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, suscrito por su 1•

abogado, Dr. Félix Antonio Rrito Mota, en el que se pro-
ponen los medios de casación que luego se indican;

Visto el escrito de la interviniente, suscrito por sus 1

abogados, del 19 de septiembre de 1979;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil;
1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad,
el 14 de agosto de 1973, en que resulté una personua con
lesoines corporales, la Cuarta Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 23 de

septiembre de 1977, una sentencia, cuyo dispostiivo aparea
en el de la ahora impugnada; b) que sobre los recursos
terpuestos intervino la sentencia ahora impugnada en c.
ración, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIME-
RO: Admite como regulares y válidos, en la forma, los re-
cursos de apelación interpuestos por: a) Dr. Francisco
Antonio Cadena Moquete, a nombre y representación del
prevenido Fernando Antonio Vásquez; y b) Dr. Pedro A.
Rodríguez, a nombre de María Cepeda, contra la sentencia
dictada por la Cuarta Cámara Penal del Distrito Nacional
en fecha 23 de septiembre de 1978, cuyo dispositivo dice
así: "Falla: Primero: Declara al nombrado Fernando An-
tonio Vásquez, de generales que constan en el expediente
culpable de violar la ley 241 en sus artículos 49, letra c-
(golpes y heridas involuntarias causadas con el manejo de
conducción de vehículos de motor), curables después de los
noventa (90) días y antes de los 120 días, en perjuicio de la
Sra. María Cepeda; y en consecuencia se le condena al pago
de una multa de veinticinco pesos oro (RD$25.00) moneda
nacional, acogiendo circunstancias atenuantes en su favor;
Segundo: Se le condena al pago de las costas penales; Terce-
ro: Declara regular y válida en cuanto a la forma, la consti-
tución en parte civil hecha en audiencia por la Sra. María
Cepeda, por conducto de sus abogados constituidos y apode-
rados especiales Dres. Pedro Antonio Rodríguez Acosta y
Julio Eligio Rodríguez, en contra del prevenido Fernando
Antonio Vásquez, por su hecho personal y como persona
ci vilmente responsable; y en oponibilidad de la sentencia
a intervenir a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., en su
calidad de entidad aseguradora; en cuanto al fondo, con-
dena al nombrado Fernando Antonio Vásquez, en su ya
expresada calidad; a) al pago de una indemnización de
Un mil pesos oro (RD$1,000.00), moneda nacional, en favor
de la señora María Cepeda, como justa reparación por los
daños y perjuicios morales y materiales sufridos por ella

.a consecuencia del hecho antijurídico cometido por el pre-
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venido; b) al pago de los intereses legales de dicha su:
ecntados a partir de la fecha de la demanda, a título
indemnización complementaria; y e) al pago (le las e.
tas civiles con distracción de las mismas en provecho
los Dres. Pedro Antonio Rodríguez. Acosta y Julio Eli.
Rodríguez, quienes afirman haberlas avanzado en su ;:
yor parte; Cuarto: Declara la presenta sentencia en tea
sus consecuencias legales, común y oponible a la Compm.
de Seguros Pepin, S. A., entidad aseguradora del automm
vil marca Anglia, color verde y blanco. registro No. 68167,
motor No. 105E-852349, modelo 1964, asegurado bajo pó-
liza No. A-32921, que conducía su propietario el señor
Fernando Antonio Vásquez, causante del accidente, en vir-
tud (le lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley 4117, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; SEGUNDO: Pro-
nuncia el defecto contra el prevenido Fernando Antonio
Vásquez. por no haber comparecido no obstante haber sido
citado y emplazado para la audiencia; TERCERO: Modi-

la sentencia recurrida en su ordinal Tercero, en
cuanto a la indemnización acordada, y la Corte por propia
autoridad y contrario imperio, fija en la suma de Ocho-
cientos pesos oro (RD$800.00) la indemnización que debe
pagar Fernando Antonio Vásquez. en favor de la parte ci-
vil constituida, María Cepeda, como justa reparación por
los daños y perjuicios por ella sufridos; CUARTO: Conde-
na al prevenido al pago de las costas penales de la alzada;
QUINTO: Condena a Fernando Antonio Vásquez, en sa
doble calidad de prevenido y persona civilmente respon-
sable, al pago de las costas civiles de la alzada, distrayén-
dolas en favor del Dr. Pedro A. Rodríguez, que las ha
avanzado en su mayor parte: SEXTO: Declara la presen-
te sentencia, común, oponible y ejecutable a la Compañía
de Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora;

Considerando, que los recurrentes proponen en
memorial contra la sentencia impugnada, los siguientes
medios de casación: Primer Medio: Desnaturalización de

;

, —

. jos hechos de la causa. Falta de motivos. Errónea aprecia-
ción de las pruebas; Segundo Medio: Falta de base legal,
Falta de motivos; Tercer Medio: Falta de motivos al asig-
nar los daños y perjuicios;

Considerando, que en el desarollo de sus medios de
casación, los recurrentes alegan, en síntesis, que al ser
la vía Francisco del Rosario Sánchez, por donde transita-
ba la víctima, Fernando Arturo Vásquez, una vía por don-
de se puede tarnsitar a una velocidad superior a las demás
vías. es obligación de los peatones que cruzan la calzada,
asegurarse antes de cruzar que no viene ningún vehículo,
y sin embargo la víctima cometió la imprudencia de lanzar-
se a cruzar, en momentos en que pasaban vehículos; que
per otra parte Antonio Martínez lo que declaró fué, que
en momento en que él transitaba por la calle Francisco
del Rosario Sánchez. las mujeres cruzaban y que al verla
caer la llevó a la clínica; que en ningún momento. como
lo asegura la Corte a-qua, dicho testigo dió declaraciones
que determinaran la culpabilidad del prevenido, por lo
que dicha Corte, según la recurrente violó las reglas de la
administración de la prueba; sigue alegando la recurrente,
que en la sentencia i mpugnada no se establece en qué cir-
cunstancia se produjo el accidente, ni se examen la con-
ducta del conductor ni del peatón, y ello no obstante se
rebajó la indemnización de mil pesos (RD$1.000.00) a ocho-
cientos pesos (RDS800.00), en una palabra, que la exposición
de los hechos y la motivación del fallo, no permite deter-
minar si la ley ha sido o no bien aplicada; por lo que la
sentencia impugnada carece de base legal y de motivos y
debe ser casada; pero,

Considerando, que la sentencia impugnada pone de
manifiesto que la Corte aitta, para declarar culpable al
Prevenido recurrente y fallar como lo hizo, mediante la
ponderación de los elementos de juicio que fueron regular-
mente administrados en la instrucción de la causa, dió por
establecido: a) que en horas de la tarde del 14 de agosto
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venido; b) al pago de los intereses Legales de dicha s-uma,
contados a partir de la fecha de la demanda, a título de
indemnización complementaria; y e) al pago de las cos-
tas civiles con distracción de las mismas en provecho de
los Dres. Pedro Antonio Rodríguez Acosta y Julio
Rodríguez, quienes afirman haberlas avanzado en su ma-
yor parte; Cuarto: Declara la presenta sentencia en todas
sus consecuencias legales, común y oponible a la Compañía
de Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora del automó-
vil marca Anglia, color verde y blanco. registro No. 66167,
motor No. 105E-852349, modelo 1964, asegurado bajo pó-
liza No. A-32921, que conducía su propietario el señor
Fernando Antonio Vásquez, causante del accidente, en vir-
tud de lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley 4117, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; SEGUNDO: Pro-
nuncia el defecto contra el prevenido Fernando Antonio
Vásquez, por no haber comparecido no obstante haber sido
citado y emplazado para la audiencia; TERCERO: Modi-
difica la sentencia recurrida en su ordinal Tercero, en
cuanto a la indemnización acordada, y la Corte por propia
autoridad y contrario imperio, fija en la suma de Ocho-
cientos pesos oro (RD$800.00) la indemnizáción que debe
pagar Fernando Antonio Vásquez, en favor de la parte ci-
vil constituida, María Cepeda, como justa reparación por
los daños y perjuicios por ella sufridos; CUARTO: Conde-
na al prevenido al pago de las costas penales de la alzada;
QUINTO: Condena a Fernando Antonio Vásquez, en
doble calidad de prevenido y persona civilmente respon-
sable, al pago de las costas civiles de la alzada, distrayén-
dolas en favor del Dr. Pedro A. Rodríguez, que las ha
avanzado en su mayor parte: SEXTO: Declara la presen-
te sentencia. común, oponible y ejecutable a la Compañía
de Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora;

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial contra la sentencia impugnada, los siguientes
medios de casación: Primer Medio: Desnaturalización de
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. los hechos de la causa. Falta de motivos. Errónea aprecia-
ción de las pruebas; Segundo Medio: Falta de base :egal.
Falta de motivos; Tercer Medio: Falta de motivos al asig-
nar los daños y perjuicios;

Considerando, que en el desarollo de sus medios de
casación. los recurrentes alegan, en síntesis, que al ser
la vía Francisco del Rosario Sánchez, por donde transita-
ba la víctima, Fernando Arturo Vásquez, una vía por don-
de se puede tarnsitar a una velocidad superior a las demás
vías, es obligación de los peatones que cruzan la calzada,
asegurarse antes de cruzar que no viene ningún vehículo,
y sin embargo la víctima cometió la imprudencia de lanzar-
se a cruzar en momentos en que pasaban vehículos; que
por otra parte Antonio Martínez lo que declaró fué, que
en momento en que él transitaba por la calle Francisco
del Rosario Sánchez. las mujeres cruzaban y que al verla
caer la llevó a la clínica; que en ningún momento, como
lo asegura la Corte a-qua, dicho testigo dió declaraciones
que determinaran la culpabilidad del prevenido, por lo
que dicha Corte, según la recurrente violó las reglas de la
administración de la prueba; sigue alegando la recurrente,
que en la sentencia impugnada no se establece en qué cir-
cunstancia se produjo el accidente, ni se examinó la con-
ducta del conductor ni del peatón, y ello no obstante se
rebajó la indemnización de mil pesos (RD$1,000.00) a ocho-
cientos pesos (RDS800.00), en una palabra, que la exposición
de los hechos y la motivación del fallo, no permite deter-
minar si la ley ha sido o no bien aplicada; por lo que la
sentencia impugnada carece de base legal y de motivos y
debe ser casada; pero,

Considerando, que la sentencia impugnada pone de
manifiesto que la Corte a-qua, para declarar culpable al
Prevenido recurrente y fallar como lo hizo, mediante la

1 ponderación de los elementos de juicio que fueron regular-
.Mente administrados en la instrucción de la causa, dió por
es tablecido: a) que en horas de la tarde dol 14 de agosto
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de 1973, mientras Francisco Antonio Vásquez, conducien-
do el carro de su propiedad placa No. 102-283, asegurado
con la Pepín, S. A., con póliza No. A-32921, de Eeste a Este,
por la avenida Francisco del Rosario Sánchez, de esta ein-
dad, al llegar a la calle N, Los Minas, atropelló a María
Cepeda, la cual trataba de cruzar la via de un lado a otro;
h- que con motivo del accidente la víct¿ma sufrió lesiones
curables después de los 90 y antes de los 120 días; c) que
el accidente se debió exclusivamente a la falta del preve-
nido Fernando Antonio Vásquez, al no tomar las precau-
ciones de lugar, atropellando al peatón que cruzaba y a más
de la mitad de la vía, lo que lo obligada a reducir la mar-
cha y hasta detenerse para evitar el accidente;

Considerando, que de lo dicho precedentemente se des-
prende, que los alegatos de los recurrentes en su mayor
parte, no son otra cosa que la crítica que a ellos le mere-
cen la apreelación que hicieron los jueces del fondo, so-
bre los hechos del proceso, lo que escapa al control de la
casación;

Considerando, por último, que la sentencia impugnada,
contrariamente a lo alegado por los recurrentes, contiene
motivos suficientes y pertinentes que justifican su dispo-
sitivo y una exposición de hechos que han permitido de-
terminar que la ley ha sido bien aplicada, por lo que los:
alegatos de los recurrentes carecen de fundamento y de-
ben ser desestimados;

Considerando, que los hechos ya expuestos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente el delito previsto
por el artículo 49, de la Ley No. 241 de 1967, sobre Trán-
sito y Vehículos, de causar involuntariamente golpes y he-
ridas a una persona con el manejo o conducción de un ve-
hículo de motor, y sancionado en ese misrro texto legal en
su letra c) con 6 meses a 2 años de prisión correccional y
multa de RD$100.00 a RD$500.00, si la enfermedad o im-
posiblidad de la víctima, para dedicarse a su trabajo du-
rare veinte días o más como sucedió en la especie, que ea

consezuenoia, la Corte a-qua, al condenar al prevenido
recurrente, después de declararlo culpable a RDS25.00
acog iendo circunstancias atenuantes, le aplicó una pena
ajustada a la ley;

Considerando, que así mismo, la Corte a-qua, apreció
que el hecho del prevenido había ocasionado daños y per-
juicios materiales y morales a María Cepcda. constituida
en parte civil que evalué en la suma de RD$800.00; que.
en consecuenea, al condenar al prevenido recurrente, al
pago de esa suma. en favor de la parte civil constituida.
más los intereses legales de la misma, como indemniza-
ción complementaria, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1383 del Código Civil• y al hacer
oponibles dichas condenaciones a la Seguros Pepin, S. A.,
puesta en causa, hizo así mismo una correcta aplicación
de los artículos 1 y 10 de la Ley 4117, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
sus demás aspectos, en cuanto pueda interwar al pre-

enido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
be María Cepéda, en los recursos de casación inter-
puestos por Fernando Antonio Vásquez y Seguros Pepín,
S. A., contra la sentencia dictada en sus atr i buciones co-
rreccionales, por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, el 3 de agosto de 1978, cuyo dispostivo se copia en par-
te anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza dichos
recursos y condena al recurrente al pago de las costas, dis-
trayendo las civiles en favor de los Dres. Julio Eligio Ro-
driguez y Pedro A. Rodríguez A., abogados de la intervi-
niente, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad
Y las hace oponibles a la Seguros Pepín, S. A., dentro de
los términos de la Póliza.

(FIRMADOS).	 Néstor Contín Aybar, Fernando E.
velo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-



BOLETIN JUDICIAL	 387386	 BOLETIN JUDICIAL

II

de 1973, mientras Francisco Antonio Vásquez, conducien-
do el carro de su propiedad placa No. 102-283, asegurado
con la Pepín, S. A., con póliza No. A-32921, de Eeste a Este,
por la avenida Francisco del Rosario Sánchez, de esta ciu-
dad, al llegar a la calle N, Los Minas, atropelló a María
Cepeda, la cual trataba de cruzar la vía de un lado a otro;

que con motivo del accidente la víctima sufrió lesiones
curables después de los 90 y antes de los 120 días; 	 que
el accidente se debió exclusivamente a la falta del preve-
nido Fernando Antonio Vásquez, al no tomar las precau-
ciones de lugar, atropellando al peatón que cruzaba y a más
de la mitad de la vía, lo que lo obligada a reducir la mar-
cha y hasta detenerse para evitar el accidente;

Considerando, que de lo dicho precedentemente se des-
prende, que los alegatos de los recurrentes en su mayor
parte, no son otra cosa que la crítica que a ellos le mere-
cen la apreciación que hicieron los jueces del fondo, so-
bre los hechos del proceso, lo que escapa al control de la
casación;

Considerando, por último, que la sentencia impugnada,
contrariamente a lo alegado por las recurrentes, contiene
motivos suficientes y pertinentes que justifican su dispo-
sitivo y una exposición de hechos que han permitido de-
terminar que la ley ha sido bien aplicada, por lo que los
alegatos de los recurrentes carecen de fundemento y de-
ben ser desestimados;	 1

Considerando, que los hechos ya expuestos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente el delito previsto
por el artículo 49, de la Ley No. 241 de 1967, sobre Trán-
sito y Vehícttlos, de causar involuntariamente golpes y he-
ridas a una persona con el manejo o conducción de un ve-
hículo de motor, y sancionado en ese mismo texto legal en
su letra c) con 6 meses a 2 años de prisión correccional y
multa de RD$100.00 a RD$500.00, si la enfermedad o im-
posiblidad de la víctima, para dedicarse a su trabajo du-
rare veinte días o más como sucedió en la especie, que

consemeno:a, la Corte a-qua, al condenar al prevenido
recurrente, después de declararlo culpable a RD$25.00
acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó una pena
ajustada a la ley;

Considerando, que así mismo, la Corte a-qtta, apreció
que el hecho del prevenido había ocasionado daños y per-
juicios materiales y morales a María Cepeda. constituida
en parte civil que evalué en la suma de RD$800.00; que.
en consecuene:a, al condenar al prevenido recurrente, al
pago de esa suma, en favor de la parte civil constituida,
más los intereses legales de la misma, como indemniza-
ción complementaria, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1383 del Código Civil, y al hacer
oponibles dichas condenaciones a la Seguros Pepín, S. A.,
puesta en causa, hizo así mismo una correcta aplicación
de los artículos 1 y 10 de la Ley 4117, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
sus demás aspectos, en cuanto pueda interesar al pre-

nido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique
casación;
Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-

a María Cepéda, en los recursos de casación inter-
puestos por Fernando Antonio Vásquez y Seguros Pepín,
S. A., contra la sentencia dictada en sus atr ibuciones co-
rreccionales, por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, el 3 de agosto de 1978, cuyo dispostivo se copia en par-
te anterior del presente fallo; Segunda: Rechaza dichos
recursos y condena al recurrente al pago de las costas, clis-

Lirayendo las civiles en favor de los Dres. Julio Eligio Ro-
driguez y Pedro A. Rodríguez A., abogados de la intervi-
niente. quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad
Y las hace oponibles a la Seguros Pepín, S. A., dentro de
los términos de la Póliza.

1 (FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Arniama, Francisco Elpi-
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dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Leonte R .141,

Alrbuerquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario Ge:
neral.

La presente sentencia ha sedo dada y firmada por 1-,s
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
fné firmada, leída y publicada par mí, Secretario Gene-
audiencia pública del día, mes y año en él expresados,
ral, que certifico— (Firmado): Miguel Jacobo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, y Joaquín Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 11 del mes de
marzo del ario 1981, años 138' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación. la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Bien-
venido Brazobán, dominicano, mayor de edad, soltero, chó-
fer cédula No. 48418, serie lra., domiciliado en la casa
No. 81 de la calle No. 10 del Ensanche Espaillat, de esta
ciudad, y la Unión de Seguros, C. por A., Sucursal de San-
to Domingo, con su asiento social en la casa No. 263 de
la Avenida 27 de Febrero, de esta ciudad, contra la sen-
tencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada

SENTENCIA DE FECHA 11 DE MARZO DEL 1981

Sentencia imputmada: Corte de Apelación de Santo Domingo, Je
fecha 14 de junio de 1976.

Materia: Correeeional.

Recurrentes: Bienvenido Brazobán y Unión de Seguros, C. por

Intervinlente: César A. Cavallo González.
Abogado: Bienvenido Montero de los Santos.
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dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Leonte
Alrbuerquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario
neral.

La presente sentencia ha s'clo dada y firmada por
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
flté firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
audiencia pública del dia, mes y año en él expresada;, y

ral, que certifico— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE MARZO DEL 1981

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, Je
fecha 14 de junio de 1976.

Correccional.

Recurrentes: Bienvenido Brazobán y Unión de Seguros. C. por A.

Inlerviniente: Cisar A. Cavallo González.
Abogado: Bienvenido Montero de los Santos.

41,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar. Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, y Joaquín Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Naclonal, hoy día 11 del mes de
marzo del año 1981, años 138' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dieta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Bien-
venido Brazobán, dominicano, mayor de edad, soltero, chó-
fer cédula No. 48418, serie ira., domiciliado en la casa
No. 81 de la calle No. 10 del Ensanche Espaillat, de esta
ciudad, y la Unión de Seguros, C. por A., Sucursal de San-
to Domingo, con su asiento social en la casa No. 263 de
la Avenida 27 de Febrero, de esta ciudad, contra la sen-
tencia de la Carte de Apelación de Santo Domingo, dictada
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en sus atribuciones correccionales el 14 de junio de 1976,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Virgilio
Solano, en representación del Dr. Bienvenido Montero de
los Santos, cédula No. 63744, serie 1ra., abogado del inter-
viniente, César Augusto Cnvallo González, dominicano,
mayor de edad, soltero, cédula No. 26302, serie 18, domi-
ciliado en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada ee
la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr.
Ramón Urbáez Brazobán, en representación de los recu-
rrentes, en la cual no se propone ningún medio determi-
nado de casación;

Visto el escrito del interviniente del 10 de mayo
1979, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 del
1967, de Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil y 1,
37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada, y en los

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta
ciudad el 7 de octubre de 1973, en el que una persona re-
sultó con lesiones corporales, la Quinta Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b-
que sobre los recursos interpuestos, intervino la sentencia
ahora impugnada, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA:
PRIMERO: Admite como regular y válido en cuanto a la
forma el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Ra-

món Urbáez Brazobán, a nombre del nombrado Bienveni-
do Brazobán, y la Compañía de Seguros Unión de Seguros,
C, por A.; contra la sentencia dictada en fecha 5 de sep-
tiembre de 1974. dictada por la Quinta Cámara de lo Pe-

k
tr

nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Natio-
, nal, cuya parte dispositiva dice así: "Falla: Primero: se de-

clara al nombrado Bienvenido Brazobán, de generales que
constan, culpable del delito de violación al artículo 49,
letra c), de la ley 241; en perjuicio de César Augusto Ca-
vallo González, curables después de 20 días y antes de 30
días, en consecuencia se condena al pago de una mutla de
Veinticinco pesos oro (RD$25.00) y al pago de las costas
penales causadas; Segundo: Declara al nombrado César A.
Cavallo González, de generales que constan, no culpable
del delito de violación a la Leq 241, sobre tránsito de ve-
hículos, en conssecuencia se descarga de toda responsabi-
lidad penal; Tercero: Declara buena y válida en cuanto a
la forma la constitución en parte civil hecha en audiencia
por el señor César A. Cavallo G., por intermedio de su abo-
gaclo Dr. Bienvenido Montero de los Santos; en contra del
prevenido, en su doble calidad de prevenido y persona ci-
vilmente responsable, por su hecho personal y la puesta
en causa de la Compañía de Seguros Unión de Seguros,
C. por A., en calidad de entidad aseguradora del vehículo
causante del accidente, por haber sido hecho de acuerdo a
la ley; Cuarto: En cuanto al fondo condena al nombrado
Bienvenido Brazobán, en su doble calidad, por su hecho
personal, al pago: a) de una indemnización de Mil pesos
oro (111351.000.00) a favor del señor César A. Cavallo Gon-
zález, como justa reparación por los daños morales y ma-
teriales sufridos por él en el accidente; b- más al pago de
los intereses legales de la suma acordada a título de indem-
nización complementaria; c) al pago de las costas civiles en
distracción de las mismas en favor del Dr. Bienvenido Mon-
tero de 'los Santos, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; Quinto: Declara la presente sentencia Oponible
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en sus atribuciones correccionales el 14 de junio de 1976,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Virgilio
Solano, en representación del Dr. Bienvenido Montero de
los Santos, cédula No. 63744, serie lra., abcgado del inter-
viniente, César Augusto Cavallo González, dominicano,
mayor de edad, soltero, cédula No. 26302, serie 18, domi-
ciliado en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr.
Ramón Urbáez Brazobán, en representación de los recu-
rrentes, en la cual no se propone ningún medio determi-
nado de casación;

Visto el escrito del interviniente del 10 de mayo de
1979, suscrito par su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos. los articules 49 y 52 de la Ley 241 del
1967, de Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil y 1,
37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta
ciudad el 7 de octubre de 1973, en el que una persona re-
sultó con lesiones corporales, la Quinta Cántara Penal de'l
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante;
que sobre los recursos interpuestos, intervino la sentencia
ahora impugnada, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA:
PRIMERO: Admite como regular y válido en cuanto a la
forma el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Ra-
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món Urbáez Brazobán, a nombre del nombrado Bienveni-
do Brazobán, y la Compañía de Seguros Unión de Seguros,
C. por A . ; contra la sentencia dictada en fecha 5 de sep-
tiembre de 1974, dictada por la Quinta Cámara de lo Pe-
nal 	 Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal. cuya parte dispositiva dice así: "Falla: Primero: se de-
clara al nombrado Bienvenido Brazobán, de generales que
constan, culpable del delito de violación al artículo 49,
letra c), de la ley 241; en perjuicio de César Augusto Ca-
vallo González, curables después de 20 días y antes de 30
días, en consecuencia se condena al pago de una mutla de
Veinticinco pesos oro (RD$25.00) y al pago de las costas
penales causadas; Segundo: Declara al ncmbrado César A.
Cavallo González, de generales que constan, no culpable
del delito de violación a la Leq 241 , sobre tránsito de ve-
hículos, en consecuencia se descarga de toda responsabi-
lidad penal; Tercero: Declara buena y válida en cuanto a
la forma la constitución en parte civil hecha en audiencia
por el señor César A. Cavallo G., por intermedio de su abo-
gado Dr. Bienvenido Montero de los Santos; en contra del
prevenido, en su doble calidad de prevenido y persona ci-
vilmente responsable, por su hecho personal y la puesta
en causa de la Compañía de Seguros Unión de Seguros,
C. por A., en calidad de entidad aseguradora del vehículo
causante del accidente, por haber sido hecho de acuerdo a
la ley; Cuarto: En cuanto al fondo condena al nombrado
Bienvenido Brazobán, en su doble calidad, por su hecho
personal, al pago: a) de una indemnización de Mil pesos
oro (RD$1,000.00) a favor del señor César A. Cavallo Gon-
zález, como justa reparación por los daños morales y ma-
teriales sufridos por él en el accidente; b- más al pago de
los intereses legales de la suma acordada a título de indem-
nización complementaria; c) al pago de las costas civiles en
distracción de las mismas en favor del Dr. Bienvenido Mon-
tero de 'los Santos, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; Quinto: Declara la presente sentencia Oponible
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con todas sus consecuencias legales en el aspecto civil a
la Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., por
ser la entidad aseguradora del vehículo causante del acci-
dente de conformidad con lo dispuesto en el artículo 10 de
la ley 4117, sobre Seguros Obligatorio de vehículos de mo.
tor por haber sido hecho dentro del plazo y demás forma-
lidades legales; SEGUNDO: En cuanto al fondo modifica
el ordinal 4to. de la sentencia recurrida en cuanto al mon-
to de la indemnización a la suma de Ochocientos pesos oro lit;
(RD$800.00) reteniendo falta del otro conductor, César A. •
Cavallo González; parte civil constituida; TERCERO: Con-
firma en sus demás aspectos la sentencia recurrida; CUAR-
TO: Condena a los apelantes al pago de las costas penales
y civiles respectivamente con distracción de las civiles en
provecho del Dr. Bienvenido Montero de los Santos y Vir-
gilio Solano, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad;

Considerando, que el recurso de la Unión de Seguros,
C. por A., debe ser declarado nulo en razón de que dicha
recurrente no ha expuesto los medios en que la funda,
conforme lo exige, a pena de nulidad, el artículo 37 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación; que, por tanto, sólo
procede examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron regular-
mente administrados en la instruoción de la causa, para de-
clarar culpable al prevenido Bienvenido Brazobán del de-
lito puesto a su cargo, dió per establecido lo siguiente: a)
que en horas de la noche del 7 de octubre de 1973, mien-.
tras al prevenido Bienvenido Brazobán conducía el ca-
mión de volteo, placa No. 700-154, de su propiedad, con
póliza No. SD-17129, de la Unión de Seguros, C. por A.,

por la calle Manuel Ubaldo Gómez, de esta ciudad, al lle-
gar a la esquina formada con la calle Mauricio Báez, cho-
có con la motocicleta No. 28395, que era conducida por
César A. Cavallo, quien resultó en el accidente con les/0-
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nes consistentes en golpes curables después de 20 y antes
de 30 días; b) que el hecho se debió a 1 a i mprudencia del
prevenido Bienvenido Brazobán, al no detener su vehícu-
lo en la esquina en que ocurrió el accidente, no obstante
haber visto a tiempo al motociclista para evitarlo;

Considerando, que los hechos esí establecidos a cargo
del prevenido recurrente, configuran el delito de golpes y
heridas involuntarios, causados a las personas con la con-
ducción de un vehículo de motor, previsto en el articulo
49 de la Ley No. 241 del 1967, de Tránsito y Vehículos, y
sancionada en la letra e) de dicho texto legal con las pe-
nas de 6 meses a dos años de prisión y multa de RD$100.00
a RD$500.00, cuando la curación de las lesiones requieran
20 días o más, como sucedió en la especie; que, por tanto,
al imponer al prevenido Bienvenido Brazobán una multa
de RD$25.00, acogiendo circunstancias atenuantes, la Cor- •
te a-qua le aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que así mismo, la Corte a-qua evaluó
los daños materiales y morales que recibió la víctima del
accidente en la suma de RD$800.00; que al condenar al
prevenido Brazobán al pago de esa suma y de los intereses
legales de la misma a partir de la demanda, dicha Corte
aplicó correctamente el artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que, examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos en cuanto concierne al prevenido
recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a César Augusto Cavallo González, en los recursos de
casación interpuestos por Bienvenido Brazobán y la Unión
de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones
correccionales, el 14 de Junio de 1974, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segun-
do: Declara nulo el recurso de casación interpuesto contra

1
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con todas sus consecuencias legales en el aspecto
la Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., por
ser la entidad aseguradora del vehículo causante del acci-
dente de conformidad con lo dispuesto en el artículo 10 de
la ley 4117, sobre Seguros Obligatorio de vehículos de rno.
tor por haber sido hecho dentro del plazo y demás forma-
lidades legales; SEGUNDO: En cuanto al fondo modifica
el ordinal 4to. de la sentencia recurrida• 	en cuanto al mon-
to de la indemnización a la suma de Ochocientos pesos oro
(RD$800.00) reteniendo falta del otro conductor, César A.
Cavallo GonzáLez; parte civil constituida; TERCERO: Con-
firma en sus demás aspectos la sentencia recurrida; CUAR-
TO: Condena a los apelantes al pago de las costas penales
y civiles respectivamente con distracción de las civiles en
provecho del Dr. Bienvenido Montero de los Santos y Vir-
gilio 	 quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad;

Considerando, que el recurso de la Unión de Seguros,
C. por A., debe ser declarado nulo en razón de que dicha
recurrente no ha expuesto los medios en que la funda,
conforme lo exige, a pena de nulidad, el artículo 37 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación; que, por tanto, sólo
procede examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron regular-
mente administrados en la instruoción de la causa, para de-
clarar culpable al prevenido Bienvenido Brazobán del de-

lito puesto a su cargo, dió por establecido lo siguiente:
que en horas de la noche del 7 de octubre de 1973, mien-
tras al prevenido Bienvenido Brazobán conducía el ca-
mión de volteo, placa No. 700-154, de su propiedad. con
póliza No. SD-17129, de la Unión de Seguros, C. por A.,
por la calle Manuel Ubaldo Gómez, de esta ciudad, al lle-
gar a la esquina formada con la calle Mauricio Báez, cho-
có con la motocicleta No. 28395, que eta conducida por
César A. Cavallo, quien resultó en el accidente con lesio-

nes consistentes en golpes curables después de 20 y antes
de 30 días; b) que el hecho se debió a 1 aimprudeneia del
prevenido Bienvenido Brazobán, al no detener su vehícu-
lo en la esquina en que ocurrió el accidente, no obstante
haber visto a tiempo al motociclista para evitarlo;

Considerando, que los hechos así establecidos a cargo
del prevenido recurrente, configuran el delito de golpes y
heridas involuntarios, causados a las personas con la con-
ducción de un vehículo de motor, previsto en el artículo
49 de la Ley No. 241 del 1967, de Tránsito y Vehículos, y
sancionada en la letra e) de dicho texto legal con las pe-
nas de 6 meses a dos años de prisión y multa de RDS100.00
a RD$500.00, cuando la curación de las lesiones requieran
20 días o más, como sucedió en la especie; que, por tanto,
al imponer al prevenido Bienvenido Brazobán una multa
de RD$25.00, acogiendo circunstancias atenuantes, la Cor-
te a-qua le aplicó asna pena ajustada a la Ley;

Considerando, que así mismo, la Corte a-qua evaluó
los daños materiales y morales que recibió la víctima del
accidente en la suma de RD$800.00; que al condenar al
prevenido Brazobán al pago de esa suma y de los intereses
legales de la misma a partir de la demanda, dicha Corte
aplicó correctamente el artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que, examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos en cuanto concierne al prevenido
recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su ea-
sac;ón;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a César Augusto Cavallo González, en los recursos de
casación interpuestos por Bienvenido Brazobán y la Unión
de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones
correccionales, el 14 de Junio de 1974, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segun-
do: Declara nulo el recurso de casación interpuesto contra
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la misma sentencia per la Unión de Seguros, C. por
Tercero: Rechaza el recurso de casación interpuesto con-
tra dicha sentencia por el prevenido Bienvenido Brazobán

' y lo condena al pago de las costas con distracción de las
civiles en provecho del Dr. Bienvenido Brazobán de los
Satos, abogado del interviniente, quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte, haciéndolas oponibles a la
Unión de Seguros, C. por A., dentro de los términos de
la Póliza.

(FIRMADOS-.— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Hernández Espaillat. —
Miguel Jacobo, Secretario General.

' La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
• señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 22 de diciembre de 1973.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Julio Rubio Pefla y Juan Upia gérez.
Abogado: Dr. Francisco L. Chía Troncoso.

Intervinentes: Cenclio Dolores Martínez. Pérez y Seguros San
Rafael, C. por A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la República, la Suprema
de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perc4lló, Juan Bautista Rojas Almázar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 13 de marzo del 1981, años
138' de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Julio Rubio Peña, dominicano, mayor de edad,
soltero, obrero, domiciliaddo en la calle Callejón 28, casa
No. 10, Viklas Argícolas, de esta ciudad, cédulo No. 30122,
serie 47, y Juan Upia Pérez, dominicano, mayor de edad,
casado, domiciliado en la calle Félix Evaristo Mejía No.
333, de esta capital, cédula No. 2906, serie 13, contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE MARZO DEL 1981

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
fecha 22 de diciembre de 1973.

Materia: Correccional.
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Ahogado: Dr. Francisco L. Chia Troncoso.

Intervinentes: Cenelio Dolores Martínez Pérez y Seguros San
Rafael, C. por A.

República Dominicana.

En Nombre de la República, la República, la Suprema
de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Pererlló, Juan Bautista Rojas Almázar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L Hernández. Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 13 de marzo del 1981, años
138' de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Julio Rubio Peña, dominicano, mayor de edad,
soltero, obrero, domiciliaddo en la calle Callejón 28, casa
No. 10, Villas Argícolas, de esta ciudad, cédulo No. 30122,
serie 47, y Juan Upia Pérez, dominicano, mayor de edad,
casado, domiciliado en la calle Félix Evaristo Mejía No.
333, de esta capital, cédula No. 2906, serie 13, contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
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la misma sentencia por la Unión de Seguros, C. Por A.;
Tercero: Rechaza el recurso de casación interpuesto con-
tra dicha sentencia por el prevenido Bienvenido Brazobán
y lo condena al pago de las costas con distracción de las
civiles en provecho del Dr. Bienvenido Brazobán de los
Satos, abogado del interviniente, quien afirma haberks
avanzado en su mayor parte, haciéndolas oponibles a la
Unión de Seguros, C. por A., dentro de los términos de
la Póliza.

(FIRMADOS-.— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Hernández Espaillat. —
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado y fué
firmada, leida y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.

Dios, Patria y Libertad,
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mingo, en sus atribuciones correccionales, el 22 de diciero-
bre de 1975, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Francisco L. Chía Troncoso, cédula No.
44919, serie 31, abogado de los recurrentes, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 19 de enero de 1976 a requerimiento
del Dr. Francisco L. Chía Troncoso, en representación de
los recurrentes, acta en la cual no se propone, contra la
sentencia impugnada ningún medio determinado de casa-
ción;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados, por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante y los artículos 1,
20, 23, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Visto el memorial de las recurrntes, del 5 de mayo de
1980, suscrito por su abogado, en el cual se propone el me-
dio que se indica más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber
berado, y vistos los textos legales invocados, por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante y los artículos 1,
20, 23, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en es-
ta ciudad el 10 de enero de 1972, en el cual dos persona=
resultaron con lesiones corporales, la Cuarta Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacie-

nal dictó el 21 de febrero de 1973, una sentencia cuyo dis-
positivo se copia más adelante, inserto en el de la ahora
Impugnada; b) que sobre las apelaciones interpuestas por
el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional, por
el prevenido Julio Rubio Peña y por Juan Upia Pérez,
parte civil constituida, intervino el 22 de diciembre de
1975 el fallo ahora impugnado en casación, cuyo disposi-
tivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite por regular y
válido en cuanto a la forma, los recursos de apelación in-
terpuestos; a) por el Dr. Francisco L. Chía Troncoso, en
fecha 2 de marzo de 1973, a nombre y representación del
prevenido Julio Rubio Peña, y de Juan Tapia Pérez, parte

constituida; y b- por el Magistrado Procurador Fis-
cal del Distrito Nacional, en fecha 28 de febrero de 1973,
contra sentencia de fecha 21 de febrero de 1973, dictada
per la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: Fa-
lla: Primero: Declara al ncanbrado Genelio D. Martínez
Pérez, de generales que constan, no culpable de violar la
Ley 241; en consecuencia se le descarga, por no haber vio-

do ninguna disposición de la mencionada ley, y se deela-
.ran las costas penales de oficio; Segundo: Declara al nom-
brado Julio Rubio Peña, de generales que constan, culpa-
ble de violar el artículo 49, letra c) de la Ley No. 211,
(golpes y heridas involuntarias causadas con el manejo o
conducción de vehículo de motor), curables después de
los doce (12) y antes de los dieciocho (18) meses, en per-
juicio de Juan Upia Pérez, y en consecuencia se le conde-

. na al pago de una multa de Cincuenta pesos (RD$50.00-
Ji trioneda nacional, acogiendo circunstancias atenuantes en
1.Vati favor; Tercero: Se le condena al pago de las costas pe-
I

,Haales; Cuarto: Declarar regular y válida en cuanto a la
forma, la constitución en parte civil hecha en audiencia
Por los señores Juan Upia Pérez y Julio Rubio Peña, por
conducto de sus abogados constituidos y apoderados espe-
tiales Doctores Francisco Leonel Chía Troncoso y Rafael
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mingo, en sus atribuciones correccionales, el 22 de diciem-
bre de 1975, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Francisco L. Chía Troncoso, cédula No.
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sus conclusiones;
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Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
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del Dr. Francisco L. Chía Troncoso, en representación de
los recurrentes, acta en la cual no se propone, contra la
sentencia impugnada ningún medio determinado de casa-
ción;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados, por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante y los artículos 1.
20, 2.3, 43 y 63 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Visto el memorial de los recurrntes, del 5 de mayo de
1980. suscrito por su abogado, en el cual se propone el me-
dio que se indica más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de'haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados, por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante y los artículos 1,
20, 23, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en 108

documentos a que cita se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en es-
ta ciudad el 10 de enero de 1972, en el cual dos personas
resultaron con lesiones corporales, la Cuarta Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-

1:nal dictó el 21 de febrero de 1973, una sentencia cuyo dis-
' positivo se copia más adelante, inserto en el de la ahora
Irnpugnada; b) que sobre las apelaciones interpuestas por
el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional, por
el prevenido Julio Rubio Peña y por Juan Upia Pérez,
parte civil constituida, intervino el 22 de diciembre de
.1975 el fallo ahora impugnado en casación, cuyo disposi-
tivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite por regular y
válido en cuanto a la forma, los recursos de apelación in-
terpuestos; a) por el Dr. Francisco L. Chía Troncoso, en
fecha 2 de mano de 1973, a nombre y representación del
prevenido Julio Rubio Peña, y de Juan Tapia Pérez, parte
civil constituida; y b- por el Magistrado Procurador Fis-
cal del Distrito Nacional, en fecha 28 de febrero de 1973.
contra sentencia de fecha 21 de febrero de 1973, dictada
por la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, cuyo clispcsitivo dice así: Fa-
Ha: Primero: Declara al nombrado Genclio D. Martínez
Pérez, de generales que constan, no culpable de violar la
Ley 241; en consecuencia se le denarga, por no haber vio-
lado ninguna disposición de la mencionada ley, y se decla-
ran las costas penales de oficio; Segundo: Declara al nom-
:brado Julio Rubio Peña, de generales que constan, culpa-
ble de violar el artículo 49, letra c) de la Ley No. 241,

.(golpes y heridas involuntarias causadas con el manejo o
conducción de vehículo de motor), curables después de
los doce (12) y antes de los dieciocho (18) meses, en per-
juicio de Juan Upia Pérez, y en consecuencia se le conde-
na al pago de una multa de Cincuenta pesos (RD$50.00-
moneda nacional, acogiendo circunstancias atenuantes en
su favor; Tercero: Se le condena al pago de las costas pe-
nales; Cuarto: Declarar regular y válida en cuanto a la
forma, la constitución en parte civil hecha en audiencia
Por los señores Juan Upia Pérez y Julio Rubio Peña, por
conducto de sus abogados constituidos y apoderados espe-
ciales Doctores Francisco Leonel Chía Troncoso y Rafael
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Acosta, contra el prevenido Genelio D. Martínez Péref.,
por su hecho personal y como persona civilmente respen.,
sable y en oponibilídad de la sentencia a intervenir a la'

Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en su calidad
de entidad aseguradora; en cuanto al fondo rechaza dicha
constitución, por improcedente y mal fundado; Quinto:
Condena a los señores Juan Upia Pérez y Julio Rubio Pe-
ña, al pago de las costas civiles con distracción de las ro-
mas en favor de los Doctores Guarionex García de Peña y
Domingo Antonio Vicente, quienes afirman estarlas avan-
zando en su mayor parte; Sexto: Declara la presente sen-
tencia con todas sus consecuencias legales inoponible a la
Compañía de Segures San Rafael, C. por A., al no ser con-
denado el asegurado Por haber sido intentado de confor-
midad con la Ley; SEGUNDO: En cuanto al fondo de di-
chos recursos, se pronuncia el defecto contra el prevenido
Genelio D. Martínez Pérez y la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., por no comparecer a la audiencia no
obstante estar legalmente citado, y emplazado; TERCERO:
Confirma en todas sus partes la sentencia recorrida; CUAR-
TO: Condena a los apelantes constituidos en parte civil, al
pago de las costas penales de la alzada, el primero y am-
bos a las civiles, y no se estatuye las civiles por no presen-
tarse a solicitar su distracción, ningún abogado de la par-
te gananciosa;

Considerando, que los recurrentes proponen, contra la
sentencia que impugnan, el siguiente medio único de ca-
sación: Violación por desconocimiento e inaplicación de
artículos 49, letra c), 61, apartados 1 y 65 de la Ley 241,
sobre Tránsito y Vehículos; de los artículos 3. 194 y 195
del Código de Procedimiento Criminal; 1315 del Código
Civil, sobre las reglas de la prueba; Violación de los artícu-
los 1 y 10 de la Ley 4117, del 1955, sobre Seguros de
hículos de Motor y sus modificaciones; desnaturalización
del testimonio y los documentos de la causa; exceso de Po -
der; Falsa concepción de la teoría de la falta y de los fun-
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damentos de la responsabilidad civil; falta absoluta de mo-
tivos e insuficiencia de la enunciación de los hechos; vio-
lación del articulo 141 del Código de Procedirnientto Ci-
vil; falta de base legal;

Considerando, que, en apoyo de su medio único de
casación, los recurrentes alegan, en síntesis, lo que sigue:
Que la Corte a-qua dá por sentado y decreta, que el único
culpable del accidente fué el recurrente Julio Rubio Peña,
señalando en sus motivos que éste, "cometió imprudencia,
negligencia y torpeza y que conducía en forma descuidada-
da y atolondrada", sin detenerse ni pr-cisar, en su rela-
ción de hechos, en qué consistieron las presuntas faltas
que a su juicio cometió dicho inzulpado, nada de lo cual
se expresa en los considerandos de la misma, y lo que es
más grave todavía, descarga de toda respon.eabiliadd pe-
nal al verdadedro causante del accidente, el co-prevenido
Martínez Pérez, y rechaza las pretensiones de la 	 parte
civil constituida, sin referirse en lo más mínimo en el
cuerpo de la referida sentencia a la conducta asumida por
éste último, como si se tratara de un accidente en que sólo
intervino un sólo vehículo y no cerro acontece en la espe-
cie, que se trata de una colisión de vehículos, lo que no
permite a la Suprema Corte determinar si la ley ha sido o
no bien aplicada; que en el accidente de que se trata y se-
gún quedó demostrado por los hechos de la causa, e4 único
.causante del mismo lo fué Martínez Pérez, conductor del
.camión y la Corte a-qua, sin dar ninguna clase de motivos
y rechaza las conclusiones de la parte civil, atribuyéndole
falsamente toda la culpa a Rubio Peña, lo que deja dicha
sentencia sin base legal, razón por la cual, la misma debe
ser casada;

,	 Considerando, que tal como lo alegan los recurrentes,
la Corte a-qua, en la sentencia impugnada, para declarar
Corno único culpable del accidente al co-prevenido Julio
ePtIttbhio llplueña, ddeiobis5olaamlaente, croutdneonmciaotivo	 "que

, neg ligenc ia , torpeza
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que a su juicio cometió dicho inculpado, nada de lo cual
se expresa en los considerandos de la misma, y lo que es
más grave todavía, descarga de toda responsailiadd pe-
nal al verdadedro causante del accidente, el co-prevenido
Martínez Pérez, y rechaza las pretensiones de la parte
civil constituida, sin referirse en lo más mínimo en el
cuerpo de la referida sentencia a la conducta asumida por
éste último, como si se tratara de un accidente en que sólo
intervino un sólo vehículo y no temo acontece en la espe-
eie, que se trata de una colisión de vehículos, lo que no
permite a la Suprema Corte determinar si la ley ha sido o
no bien aplicada; que en el accidente de que se trata y se-
gún quedó demostrado por los hechos de la causa, el único
acusante del mismo lo fué Martínez Pérez, conductor del
camión y la Corte a-qua, sin dar ninguna clase de motivos
y rechaza las conclusiones de la parte civil, atribuyéndole
falsamente toda la cullpa a Rubio Peña, lo que deja dicha
sentencia sin base legal, razón por la cual, la misma debe
ser casada;

Considerando, que tal corno lo alegan los recurrentes,
la Corte a-qua, en la sentencia impugnada, para declarar
como único culpable del accidente al co-prevenido Julio
Rubio Peña, dio solamente, como motivo el siguiente: "que
el hecho se debió a la imprudencia, negligencia, torpeza
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del prevenido Julio Rubio Peña, al conducir su vehículo
en forma descuidada y atolondrada, y violando el artículo
49, letra c) de la ley 241 (golpes y heridas involuntarias
causados con el manejo y conducción de vehículos de mo-
tor) curables después de 12 meses y antes de 18 meses";
que en el motivo transcrito, la Corte a-qua no ha indicado,
como era su deber, en qué consistió la imprudencia, la ne-
gligencia o la torpeza en que se afirma incurrió el preve-
nido Julio Rubio Peña, ni porqué se dice que éste condu-
cía su vehículo en forma descuidada y atolondrada; que
esa omisión impide a la Suprema Corte de Justicia, al ejer-
cer su poder de control, verificar si en la especie se hizo o
rió una correcta aplicación de la ley; que, por otra parte,
tampoco la sentencia del primer grado, confirmada por la
hoy impugnada, contiene descripción alguna de cómo ocu-
rrieron los hechos, ni en qué consistió la falta del hoy re-
currente Julio Rubio Peña, que pudiese suplir la ausencia
de motivación del fallo de segundo grado; en consecuencia,
procede casar, con la limitación que se indicará, la sen-
tencia impugnada;

Considerando, que al haber sido descargado el co-pre-
venido Genelio D. Martínez Pérez por el tribunal del pri-
mer grado, y al haber sido confirmada esta sentencia por
la Corte de Apelación, y al no haber interpuesto el Minis-
terio Público recurso de caución contra esta última ins-
tancia, la misma ha adquirido la autoridad de la cesa irre-
vocablemente juzgada, en el aspecto penal, frente a Ge-
nelio D. Martínez Pérez;

Por tales motivos, Primero: Casa, con excepción de:
aspecto penal en cuanto a Genelio D. Martínez Pérez, la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en sus atribuciones correccionales, el 22 de dicicm-
bre de 1975, cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte
anterior del presente fallo, y envía el asunto, con la limi-
tación indicada, por ante la Corte de Apelación de San
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Pedro de Macorís, en las mismas atribuciones; y Segundo:
Declara las costas penales de oficio.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín R1. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
.Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces oue figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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nelio D. Martínez Pérez;
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tación indicada, por ante la Corte de Apelación de San

Pedro de Macorís, en las mismas atribuciones; y Segundo:
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 20 de agosto de 1979.

Materia: Correccional.

ReeurrenteS: Manuel Urbáez, Elsa María Valenzuela y la Comps..-M1

Día Dominicana de Seguros, C. por A.

Ahogado: Dr. José Maria Acosta Torres.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la República, la Suprema
Corte de Justicia, regularmente constituida nor los Jueces
Néstor Contén Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdcmo Báez, Joaquin L. Hernández
Espaillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ci udad de Santo Domingo de Guzmán. Distrito
Nacional, hoy día 13 del mes de mano del 1981, años 138'
de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Manuel Urbáez, dominicano, mayor de edad,
chófer, domiciliado en la calle José Contreras, Edificio Cur-
vo, 3ra. planta, Apto. 3-9, Mata Hambre, cédula No. 32762,
serie 18; Elsa María Valenzuela, dominicana, mayor de
edad, domiciliada en la calle José Contreras No. 12, de
esta dudad. cédula No. 480, serie 74, y la Compañía D o

-minicana de Seguros, C. por A., con su domicilio en la
Avenida Independencia No. 55, de esta ciudad, contra la

sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en sus atribuciones correccionales, el 20 de agosto
de 1979, cuyo dispositvo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaria
de la Corte a-qua el 11 de septiembre de 1979, a requeri-
miento del Dr. José María Aro_ sta Torres ,cédula NY 32511,
serie 31, en representación de los recurrentes, en la cual
no se propone, contra la sentencia impugnada ningún me-
dio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 21 de julio
de 1980, suscrito por el Dr. José María Acosta Torres, en
el cual se proponen los medios que se indican más ade-
lante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 49
y 52 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos;
1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117
de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor,
y1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en es-
ta ciudad, el 25 de diciembre de 1977, en el cual un me-
nor resultó con lesiones corporales, la Sexta Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, dictó el 5 de julio de 1978 una sentencia cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante, inserto en el de la ahora im-
pugnada; b) que sobre las apelaciones interpuestas, inter-
vino el 20 de agosto de 1979, la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
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sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en sus atribuciones correccionales, el 20 de agosto
de 1979, cuyo dispositvo se copia más adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 11 de septiembre de 1979, a requeri-
miento del Dr. José María Acosta Torres ,cédula N 9 32511,
serie 31, en representación de los recurrentes, en la cual
no se propone, contra la sentencia impugnada ningún me-
dio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 21 de julio
de 1980, suscrito por el Dr. José María Acosta Torres, en
el cual se proponen los medios que se indican más ade-
lante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 49
y 52 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos;
1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117
de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor.
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en es-
ta ciudad, el 25 de diciembre de 1977, en el cual un me-
nor resultó con lesiones corporales, la Sexta Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, dictó el 5 de julio de 1978 una sentencia cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante, inserto en el de la ahora im-
Pagnada; b) que sobre las apelaciones interpuestas, inter-
vino el 20 de agosto de 1979, la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
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MERO: Admite como regular y válido en cuanta a la for-
ma el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Jos,

María ¿costa Torres, en fecha 17 de julio de 1978, a nom
bre y representación de Manuel Drbácz, Elsa M. Valen-
zuela y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A..
contra sentencia de fecha 5 de julio de 1978, dictada por
la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: "Fallar
Primera: Admite como regular y válido en cuanto a la
forma el recurso de apelación interpuesto por el Dr. José
María Acosta Torres, en fecha 17 de julio de 1978, a nom-
bre y representación de Manuel Urbáez, Elsa M. Valen-
zuela y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A,
contra sentencia de fecha 5 de julio de 1978, dictada por
la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: Falta: Pri-
mero: Se declara al nombrado Manuel Urbáez. Torres,
culpable de violar la Ley 241, en perjuicio de Johanne
Emilio Oviedo, y en consecuencia se condena al pago de
una multa de veinticinco pesos oro (RD$25.00) y costas,
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; Segundo:
Se declara buena y válida la constitución en parte c:\
intentada por Julio Ernesto Oviedo Pascual, en su cálida.:
de padre y autor legal del menor agraviado, en contra de
Manuel Urbáez y Elsa Maria Valenzuela, por haberla re-
cho de acuerdo a las disposiciones legales, en consecuencia
se condena solidariamente a Manuel Urbáez y Esa Mar:1
Valenzuela al pago de una indemnización de dos mil p,
sos oro (RDS2,000.00), a favor de la parte civil constitul
da, como justa reparación por les daños morales y rria•
ríales ocasionádole con el accidente; más al pago de les
intereses legales de la suma acordada, a título de inciels-
nización complementaria a partir de la fecha de la dentar
da en justicia, así como al pago de las castas civiles e n
distracción de las mismas en provecho del Dr. José A
Oviedo Beltré, quien afirma haberlas avanzado en su t4:-
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:tended; Tercero: Se declara que la presente sentencia le
sea común y oponible a la Compañía Dominicana de Segu-
ros. C. por A., (SEDOMCA), por ser la entidad asegurado-
ra del vehículo que ocasionó el mencionado accidente:
Cuarto: Se rechazan las conclusiones del abogado de la
defensa y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
por improcedente y mal fundada: SEGUNDO: En cuanto
al fondo se confirma en todas sus partes la sentencia re-
currida por considerarla justa; TERCERO: Condena a Ma-
nuel Urbáez, al pago de las costas penales de la alzada y
a Elsa María Valenzuela, al pago de las costas civiles con
distracción de las mismas en favor del Dr. José A. Oviedo
Retiré, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad
CUARTO: Declara común y oponible la presente sentencia
a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., entidad
aseguradora del vehículo que produjo el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen, contra la
sentencia que impugnan los siguientes mcd os de casación:
Primer Medio: Falta de la víctima, no violación a n'ngu-
na de las disposiciones de la Ley No. 241, insuficiencia de
pruebas; Segundo Medio: Falta de base legal, falta de mo-
tivos, insuficiente motivación;

Considerando, que en apoyo de sus medios de casa-
ción, que por su estrecha relaaón se reúnen para su exa-
men, los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que,
es un hecho cierto que el accidente se debió única y ex-
clusivamente a la falta de la víctima, en vSta de que se
presentó de modo imprevisible, lo que hizo el accidente
inevitable; que el conductor Manuel Urbáez, no violó, no
transgredió, ni infringió ninguna de las disposiciones da
la Ley 241; que la sentencia no contiene una exposición

,-, completa de los hechos decisivos que permita a la Supre-
ma Corte de Justicia, como Corle de Casación, detenn7nar
si la ley ha sido bien aplicada y al ser insuficientemente
la motivación, la sentencia recurrida debe ser casada;
pero,
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María Acosta Torres, en fecha 17 de julio de 1978, a nom-
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distracción de las mismas en provecho del Dr. José A.
Oviedo Beltré, quien afirma haberlas avanzado en su to-

talidad; Tercero: Se declara que la presente sentencia le
sea común y oponible a la Compañía Dominicana de Segu-
ros, C. por A., (SEDOMCA), por ser la entidad asegurado-
ra del vehículo que ocasionó el mencionado accidente:
Cuarto: Se rechazan las conclusiones del abogado de la
defensa y la -Compañía Dominicana de Seguros, C. por A•,
por improcedente y mal fundada; SEGUNDO: En cuanto
al fondo se confirma en todas sus partes la sentencia re-
currida por considerarla justa; TERCERO: Condena a Ma-
nuel Urbáez, M pago de las costas penales de la alzada y
a Elsa María Valenzuela, al pago de las costas civiles con
distracción do las mismas en favor del Dr. José A. Oviedo
Beltré, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad
CUARTO: Declara común y oponible la presente sentencia
a la Compañía Dominicana de Seguros. C. por A., entidad
aseguradora del vehículo que produjo el accidente";

Considerando, que los recurrentes preponen, contra la
sentencia que impugnan los siguientes mcd os de casación:
Primer Medio: Falta de la víctima, no violación a n'ngu-
na de las disposiciones de la Ley No. 241, insuficiencia de
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tivos, insuficiente motivación;

Considerando, que en apoyo de sus medios de casa-
ción, que por su estrecha relaajón se reúntai para su exa-
men, los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que,
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ma Corte de Justicia, como Corte de Casación, determinar
si la ley ha sido bien aplicada y al ser insuficientemente
la motivación, la sentencia recurrida debe ser casada;

, Pero,
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Considerando, que la Corte a-qua, para declarar co-
mo único culpable del accidente al prevenido Manuel Ur-
záez y fallar como lo hizo, dió por establecido, mediante
la ponderación de los elementos de juicio que fueron re-
gularmente administrados en la instrucción de la causa,
lo siguiente: 1) que el 25 de diciembre de 1977, en hora.;
de la mañana, ocurrió un accidente de tránsito en la calle
Juana Saltitcpa, de E.sta dudad, en el cual el carro placa
pública No. 91-130, propiedad de Elsa María Valenzuela,
con Póliza No. 34867, de la Compañía Dominicana de Se-
guro->, C. por A., conducido por la referida vía por Manuel
Urbácz. al llegar próximo a la calle Federico Velásquez
atropelló al menor Johanne Emilio Oviedo, quien trató de
cruzar la calle Juana Saltitopa, ocasionándole fractura del '
húmero derecho, curable después de 45 y antes de CO días, y
2- que el accidente se debió a la falta exclusiva del con-
ductor Manuel Urbáez, al conducir su vehículo de mane-
ra descuidada y a una velocidad fuera del límite de la ley, ,

1dentro de la zona urbana, lo que le impidió detenerlo con ,
rapidez, al ver cruzar al menor y evitar el accidin e; que, 1
al declarar la Corte a-qua, que el acoldente se debió a la- l
falta única del recurrente Manuel Urbáez, no tenía que
analizar la conducta de la víctima; que, por todo lo ex-
puesto, es evidente que la sentencia impugnada contiene.,
una relación completa de los hechos de la causa y una.;?
motivación sur ciente que han permit'clo a la Suprema Cor
te de Justicia apreciar que la ley ha sido bien aplicada;
por lo que los alegatos de los recurrentes, contenidos en-
sus dos medios, carecen de fundamento y deben ser doses-
Lmados;

Considerando, que el hecho así establecido a cargo del.
provenido recurrente, constituye el delito previsto en ell:
artículo 49 de la Ley sobre Trásito y Vehículos, No. 241,1
del 1967, de causar golpes y heridas involuntarias con el,
manejo de. un vehículo de motor, sancionado en la letra e) '
del mismo texto legal con las penas de 6 meses a 2 años -
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de prisión y multa de RD$100.00 a RD$00.00, si la enfer-
medad de la víctima dura 20 días o más, corno ocurrió en
la especie; que al condenar al prevenido a una multa de
RD$25.00, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte
a-qua le aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua apreció
que el hecho' del prevenido Manuel Urbáez le había cau-
sado a Julio Ernesto Oviedo Pascual, padre del mentir le-
sionado y constituida en parte civil, daños y perjuicios ma-
teriales y morales, que evaluó en la suma de RD$2,600.00;
que al condenar a Manuel Urbáez, solidariamente con El-
sa María Valenzuela, civilmente responsaLle, al pago de
esa suma, más los intereses legales de la misma, a partir
de la demanda, a título de indemnización complementaria
solicitada, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de
los artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y del 1 y 10 de
la Ley 4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos al de-
clarar oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, C.
por A., las condiciones civiles puestas a cargo de Elsa Ma-
ría Valenzuela;

Considernado, que examinada, en sus demás aspec-
tos, la sentencia impugnada, en lo concerniente al preve-
nido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Manuel Urbáez, Elsa María Va-
lenzuela y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en sus atribuciones correcionales, el 20
de agosto de 1979, cuyo d'spositivo se ha copiado en parte
anterior del pressente fallo; Segundo: Condena al preve-
nido Manuel Urbáez al pago de las costas penales;

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Francisco Elpi-
dic Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
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Considerando, que la Corte a-qua, para declarar co-
mo único culpable del accidente al prevenido Manuel Ur-
záez y fallar corno lo hizo, dió por establecido, mediante
la ponderación de los elementos de juicio que fueron re-
gularmente administrados en la instrucción de la causa,
lo siguiente: 1) que el 25 de diciembre de 1977, en hora;
de la mañana, ocurrió un accidente de tránsito en la cate
Juana Saltitopa, de .esta ciudad, en el cual el carro placa
pública No. 91-130, propiedad de Elsa María Valenzuela,
con Piliza No. 34867, de la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., conducido por la referida vía por Manuel
Urbáez, al llegar próximo a la calle Federico Velásquez
atropelló al menor Johanne Emilio Oviedo, quien trató de
cruzar la calle Juana Saltitopa, ocasionándole fractura del
húmero derecho, curable después de 45 y antes de CO días, y
2- que el accidente se debió a la falta exclusiva del con-
ductor Manuel Urbáez, al conducir su vehículo de mane-
ra descuidada y a una velocidad fuera del límite de la ley,
dentro de la zona urbana, lo que le impidió detenerlo con
rapidez, al ver cruzar al menor y evitar el accidcn e; que,
al declarar la Corte a-qua, que el accidente se debió a la
falta única del recurrente Manuel Urbáez, no tenía que
analizar la conducta de la víctima; que, par todo lo ex-
puesto. es evidente que la sentencia impugnada contiene '
una relación completa de los hechos de la causa y una .
motivación suf iciente que han permitido a la Suprema Cor
te de Justicia apreciar que la ley ha sido bien aplicada;
por lo que los alegatos de los recurrentes, contenidos en'
sus dos m,edios, carecen de fundamento y deben ser dsses-
Lanados;

Considerando, que el hecho así establecido a cargo del
prevenido recurrente, constituye el delito previsto en el
articulo 49 de la Ley sobre Trásito y Vehículos, No. 241,'
del 1967, de causar golpes y heridas involuntarias con e l •
manejo de un vehículo de motor, sancionado en la letra c)

del mismo texto legal con las penas de 6 meses a 2 años
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de prisión y multa de RD$100.00 a RD$00.00, si la enfer-
medad de la víctima dura 20 días o más, como ocurrió en
la especie; que al condenar al prevenido a una multa de
RD$25.00, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte
a-qua in aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua apreció
que el hecho' del prevenido Manuel Urbácz le había cau-
sado a Julio Ernesto Oviedo Pascual, padre del menór le-
sionado y constituida en parte civil, daños y perjuicios ma-
teriales y morales, que evalué en la suma de RD$2,800.00;
que al condenar a Manuel Urbáez, solidariamente con El-
sa María Valenzuela, civilmente responsatle, al pago de
esa suma, más los intereses legales de la misma, a ponis
de la demanda, a título de indemnización complementaria
solicitada, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de
los artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y del 1 y 10 de
la Ley 4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos al de-
clarar oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, C.
por A., las condiciones civiles puestas a cargo de Elsa Ma-
ría Valenzuela;

Considemado, que examinada, en sus demás aspec-
tos, la sentencia impugnada, en lo concerniente al preve-
nido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
es tación interpuestos por Manuel Urbácz, Elsa María Va-
lenzuela y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en sus atribuciones correcionales, el 20
de agosto de 1979, cuyo d ispositivo se ha -copiado en parte
anterior del pressmte fallo; Segundo: Condena al preve-
nido Manuel Urbáez al pago de las costas penales;

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
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Hernández Espaillat, Leonte R. Alburquerque Castillo. —
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentenc ia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y ario, en él expresado y fué
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 13 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 30 de abril de 1975.

materia: Correccional.

Recurrentes: Jesús Antonio Montilla y la Seguros Pepín, S. A.
Abogada: Dr. César A. Pina Toribio.

Interviniente: Adolfo Moisés Peguero.
Abogada: Dr. Caries R. Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Confín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Baut'sta Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10 de
marzo del 1981, años 138' de la Indepondene a y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Jesús Antonio Montilla, doin'nicano, mayor de
edad, soltero, mecánico, domiciliado en la calle Nicolás de
Ovando No. 106, de esta ciudad, cédula No. 114358, serio
Ira.; y la Seguros Pepín, S. A., domiciliada en la calle
Mercedes, de esta ciudad, contra la sentencia de la Corte
de Apelación de Santo Domingo, dictada el 30 de abra de
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Hernández Espaillat, Leonte R. Alburquerque Castillo. _-
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 'a
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado y fut•
firmada, leída y publicada par mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo."

SENTENCIA DE FECHA 13 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 30 de abril de 1975.

Ilateria: Correccional.

Recurrentes: Jesús Antonio Montilla y la Seguros Penni, S. A.
Abogado: Dr. César A. Pina Toribio.

Interviniente: Adolfo Moisés Peguero.
Abogada: Dr. Carlos R. Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautsta Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretado General, en la
Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10 de
marzo del 1981, años 138' de la Independene a y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Jesús Antonio Montilla, dom nicano, mayor de
edad, soltero, mocánico, domiciliado en la calle Nicolás de
Ovando No. 106, de esta ciudad, cédula No. 114358, serie

' Ira.; y la Seguros Pepín, S. A., domiciliada en la calle
Mercedes, de esta ciudad, contra la sentencia de la Corte
de Apelación de Santo Domingo, dictada el 30 de abr.1 de
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1975, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositiv
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 	 •

Oído en la lectura de sus conclusiones al doctor Car-
los Rafael Rodriguez N., cédula No. 3260, serie 42, aboga-
do del interviniente; Adolfo Moisés Peguero, dominicano,
mayor de edad, empleado privado, domiciliado en la casa
No. 112-13 de la calle Paraguay, de esta ciudad, cédula No.
13952, serie 11;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, el 13 de mayo de 1975, a
requerimiento del doctor César R. Pina Toribio, cédula
No. 118435, serie lra., en representación de los recurren-
tes, en la que no se propone ningún medio de casación;

Visto el memorial dcl 11 de septiembre de 1978, fir
mado por el abogado de los recurrentes, en el cual se pro-
ponen los medies que se indicarán más adelante;

Visto el memorial del 11 de septiembre de 1978, firma-.
do por el abogado del interviniente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionarán más adelante y los artículos
49 y 52 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito 1 Vehícuos,
1383 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, so-
bre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, y 1, 62 y

65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
Considerando, que en la sentencia impugnada y en

los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciu-
dad el 11 de julio de 1972, en que una persona sufrió le-
siones corporales, la Sexta Cámara del Juzgado de prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, dictó el 7 de marzo de
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1973, una sentencia en sus atriuciones correccionales, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; a) que sobre los re-
cursos i nterpuestos. la Corte a-qua dictó el fallo ahora im-
pugnado en casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Admite como regular y válido en la forma el
recurso de apelación interpuesto: a- por el Dr. Francisco
Avelino García, a nombre y representación de Jesús An-
tonio Morillo y Jesús Antonio Montilla, y la Compañía de
Seguros Pepín, S. A.; b) por el Dr. Pablo Rafael Rodrí-
guez, a nombre y representación de Adolfo Mo'sés Pelma-
ro, contra sentencia dictada por la Sexta Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, en fecha 7-3-73; por haber sido hecho de acuerdo a
formalidades legales, cuyo dispcsitivo dice así: 'Falla: Pri-
meinro: Se declara a los nombrados A lfonso Moisés Pe-guero y Jesús Antonio Mentilia, culpables de violar la
Ley 241, y en consecuencia se condena al pago de una
multa de veinticinco pesos oro (RDS20.) cada tino y al
pago de las costas penales; Segundo: Se declara buena y
válida la constitución en parte civil intentada por Ac1.1-
fo Moisés Peguero, en contra de Jesús Antonio Morillo, y
la Compañía de Seguros Pepín, S. A.; por haberla hecho
mediante el cumplimiento de los requisitos legales; Ter,,e-
ro: Se condena a Jesús Antonio Morillo al pago de la su-
ma de Mil quin ,entos pesos oro ( RD$1,500.00) a favor de
Adolfo Moisés Peguero, como justa reparación por los da-
ños morales y materiales sufridos por éste como conse-
cuencia del accidente; Cuarto: Se declara la presente sen-
tencia oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,
en su condición de entidad aseguradora del vehículo que
ocasionara el accidente; Quinto: Se condena a Jesús Anto-
nio Morillo, al pago de los intereses legales de la suma
acordada a título de indemnización supletoria; Sexto: Se
condena admás, al pago de las costas civiles con distrac-
ción de la misma en provecho del Dr. Carlos Rata.] Ro-
dríguez N., quien afirma haberlas avanzado; Séptimo: Se

411
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1975, en sus atribuciones correccionales, cuyo disposith.
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de Sus conclusiones al doctor Cara

los Rafael Rodríguez N., cédula No. 3260, serie 42, aboga-
do del interviniente; Adolfo Moisés Peguero, dominicano,
mayor de edad, empleado privado, domiciliado en la casa
No. 112-B de la calle Paraguay, de esta ciudad, cédula No.

13952, serie 11;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General.

de la República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en

la Secretaría de la Corte a-qua, el 13 de mayo de 1975, a
requerimiento del doctor César R. Pina Toribio, cédula
No. 118435, serie ira., en representación de los recurren-
tes, en la que no se propone ningún medio de casación;

Visto el memorial del 11 de septiembre de 1978, fir-
mado por el abogado de los recurrentes, en el cual se pro-
ponen los medios que se indicarán más adelante;

Visto el memorial del 11 de septiembre de 1978, firma-
do por el abogado del interviniente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los rezu-
rrentes, que se mencionarán más adelante y los artículos
49 y 52 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito 1 Vehícuos.
1383 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955. . -
bre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, y 1. (•.2
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en

los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciu-
dad el 11 de julio de 1972, en que una persona sufrió l e

-siones corporales, la Sexta Cámara del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, dictó el 7 de marzo de
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1973, una sentencia en sus atriuciones correccionales, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; a) que sobre los re-
cursos interpuestos. la Corte a-qua dictó el fallo ahora im-
pugnado en casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Admite como regular y válido en la forma el
recurso de apelación interpuesto: a- por el Dr. Francisco
Avelino García, a nombre y representación de Jesús An-
tonio Morillo y Jesús Antonio Montilla, y la Compañía de
Seguros Pepín, S. A.; b) por el Dr. Pablo Rafael Rodrí-
guez, a nombre y representación de Adolfo Mo isés Pegue-
ro, contra sentencia dictada por la Sexta Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal. en fecha 7-3-73; por haber sido hecho de acuerdo a
formalidades legales, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Pri-
men-u:o: Se declara a los nombrados Alfonso Moisés Pe-
guero y Jesús Antonio Mentilla, culpables de violar la
Ley 241, y en consecuencia se condena al pago de una
multa de veinticinco pesos oro (RD$20.) cada uno y al

de las costas penales; Segundo: Se declara buena y
válida la constitución en parte civil intentada por Adi-
fo Moisés Peguero, en contra de Jesús Antonio Morillo, y
la Compañía de Seguros Pepín, S. A.; por haberla hecho
mediante el cumplimiento de los requisitos legales; Ter,:e-
ro: Se condena a Jesús Antonio Morillo al pago de la su-
ma de Mil quin i entos pesos oro 'RD$1,300.00) a favor de
Adolfo Moisés Peguero, como justa reparación por los da-
ños morales y materiales sufridos por éste como conse-
cuencia del accidente; Cuarto: Se declara la presente sen-
tencia oponible a la Compañía de Seguros Pepin, S. A.,
en su condición de entidad aseguradora del vehículo que
ocasionara el accidente; Quinto: Se condena a Jesús Anto-
nio Morillo, al pago de los intereses legales de la suma
acordada a título de indemnización supletoria; Sexto: Se
condena admás, al pago de las costas civiles con distra:-
ción de la misma en provecho del Dr. Carlos Rafa..1 Ro-
dríguez N., quien afirma haberlas avanzado; Séptimo: Sey
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rechazan las conclusiones del abogado del acusado Jesús
Antonio Montilla, por improcedentes y mal fundadas; SE-
GUNDO: Modifica la sentencia recurrida en su ordinal 3ro.
en lo que respecta a la indemnización acordada y la Cor-
te por propia autoridad fija en la suma de Mil pesos oro
(RD$1,000.00) el monto de dicha indemnización; y confir-
ma en sus demás aspectos la sentencia apelada; TERCE-
RO: Condena a los prevenidos Adolfo Moisés Peguero y
Jesús Antonio Montilla, al pago de las costas penales de
la alzada; CUARTO: Condena a Jesús Antonio Montilla,
Jesús Antonio Montero; en su doble calidad al pago di
las costas civiles de la alzada, con distracción de las mis-
mas en provecho del doctor Carlos Rafael Rodríguez N.,
abogado de la parte civil constituida, quien afirma haber-
las avanzado en su totalidad; QUINTO: Declara la seMen-
da recurrida común y oponible a la Compañia de Segu-
ros Pepín, S. A., por ser la entidad aseguradora del ve-
hículo prop¿edad de Jesús Antonio Mantilla o Jesús An-
tonio Montero;

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial, los siguientes medios de casación: Primer Me-
dio: Falta absoluta de motivos en la sentencia impugnada;
Insuficiencia en la enunciación y descripción de los hechos
de la causa; Violación a los artículos 195 del Cédigo de
Procedimiento Criminal y 27 de la Ley sobre Procedí
miento de Casación; Segundo Medio: Desnaturalización de
los hechos; Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo del segundo me-

dio, que se examina en primer lugar por convenir así a
la mejor comprensión del caso; los recurrentes alegan, en
síntesis que en la sentencia impugnada se incurre desna-
turalización: a- por no describir la supuesta falta retenidai
a cargo del prevenido Jesús Antonio Montilla; b) por esi

ter desmentida toda posibilidad de falta a cargo de Jesús:
Antonio Montilla, ya que la Corte a-qua estima que el ac-

cidente se debió a que el coprevenido Adolfo Moisés Pe"
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guaro dobló a la izquierda sin tomar las precauaelones de
lugar de conformidad con el artículo 74, acápite e) de la
Ley 241, sobre Tránsito y Vehículos; c) al estimar, de ma-
nera vaga e imprecisa que ambos conductores debieronrilki•	 detener la marcha de sus respectivos vehículos parque
iban a entrar en una intersección; que como se ve al hacer
la interpretación de los hechos y su adecuación a derecho,
la Corte a-qua los ha desnaturalizado en violación a la Ley;
pero,

Considerando, en cuanto al alegato de la letra e) que
el examen de la sentencia impugnada muestra que en la
misma se señala que tanto Jesús Antonio Montilla como
Moisés Adolfo Peguero Mejía, no tomaron ningún tipo de
medida para evitar el accidente, lo que no puede inteipre-
tarse como desnaturalización, ya que la falta, en la espe-
cie, consiste en no haber tomado las medidas de pruden-
cia que el caso requería; que en cuanto al alegato de la
letra h-, lo que la Corte indica es que Adolfo Peguero Me-
jía incurrió en falta al intentar doblar a la izquierda sin
hacer señales de que iba a realizar esa maniobra, lo que no
libera a Antonio Montilla de sus propias faltas; que, en
cuanto al alegato de la e) la Corte no incurre en vague-
dad al afirmar que ambos debieron detener la marcha,
puesto que si esa medida hubiera tomado eventualmente,
el accidente no habría ocurrido; que por lo expuesto, el
medio propuesto carece de fundamento y debe sser deses-
timado;

Considerando, que los recurrentes alegan, en síntesis,
. 1	en su primer medio, que la sentencia carece ab.,olutanien-1 	 te de motivos, y viola los artículos 195 del Código de Pro-

.' , Casación; que la decisión hace recaer la responsabilidad
-1,

del accidente en ambos conductores, afirmando de una

cedimiento Penal y 27 de la Ley sobre Procedimiento deil
1 

manera vaga e imprecisa que los dos cometieron faltas sin
describir ni someramente la supuesta falta puesto a cargoi	 del prevenido Adolfo Moisés Peguero, consistente, según
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rechazan las conclusiones del abogado del acusado Jesús
Antonio Montilla, por improcedentes y mal fundadas; SE-
GUNDO: Modifica la sentencia recurrida en su ordinal 3ro.
en lo que respecta a la indemnización acordada y la Cor-
te por prop'a autoridad fija en la suma de Mil pesos oro
(RD$1,000.00) el monto de dicha indemnización; y Confir-
ma en sus demás aspectos la sentencia apelada; TERCE-
RO: Condena a los prevenidos Adolfo Moisés Peguero y

Jesús Antonio Montilla, al pago de las costas penales de
la alzada; CUARTO: Condena a Jesús Antonio Montilla, o
Jesús Antonio Montero; en su doble calidad al pago de
las costas civiles de la alzada, coa distracción de las mis-
mas en Provecho del doctor Carlos Rafael Rodríguez N.,
abogado de la parte civil constituida, quien afirma haber-
las avanzado en su totalidad; QUINTO: Declara la senten-
cia recurrida común y oponible a la Compañía de Segu-
ros Pepín, S. A., por ser la entidad aseguradora del ve-
hículo propiedad de Jesús Antonio Montilla o Jesús An-
tonio Montero;

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial, los siguientes medios de casación: Primer Me-
dio: Falta absoluta de motivos en la sentencia impugnada;
Insuficiencia en la enunciación y descripción de los hechos
de la causa; Violación a los artículos 195 del Código de
Procedimiento Criminal y 27 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; Segundo Medio: Desnaturalización det
los hechos; Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo del segundo me-
dio, que se examina en primer lugar por convenir así a
la mejor comprensión del caso; los recurrentes alegan.
síntesis que en la sentencia impugnada se incurre desna-
turalización: a- por no describir la supuesta falta retenida
a cargo del prevenido Jesús Antonio Montilla; b) por es-
tar desmentida toda posibilidad de falta a cargo de Jesús
Antonio Montilla, ya que la Corte a-qua estima que el a c

-cidente se debió a que el coprevenido Adolfo Moisés Pr
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guero dobló a la izquierda sin tomar las precauaoiones de

4 lugar de conformidad con el artículo 74, acápite e) de la
Ley 241, sobre Tránsito y Vehículos; e) al estimar, de ma-
nera vaga e imprecisa que ambos conductores debieron
detener la marcha de sus respectivos vehículos porque
iban a entrar en una intersección; que como se ve al hacer
la interpretación de los hechos y su adecuación a derecho,
la Corte a-qua los ha desnaturalizado en violación a la Ley;
pero,

Considerando, en cuanto al alegato de la letra e) que
el examen de la sentencia impugnada muestra que en la

!misma se señala que tanto Jesús Antonio Montilla como
Moisés Adolfo Peguero Mejía, no tomaron ningún tipo de
medida para evitar el accidente, lo que no puede interpre-
tarse como desnaturalización, ya que la falta, en la espe-
cie, consiste en no haber tomado las medidas de pruden-
cia que el caso requería; que en cuanto al alegato de la
letra b-, lo que la Corte indica es que Adolfo Peguero Me-
jía incurrió en falta al intentar doblar a la izquierda sin
hacer señales de que iba a realizar esa maniobra, lo que no
libera a Antonio Montilla de sus propias faltas; que, en
cuanto al alegato de la c) la Corte no incurre en vague-
dad al afirmar que ambos debieron detener la marcha,
puesto que si esa medida hubiera tomado eventualmente,
el accidente no habría ocurrido; que por lo expuesto, el

t: medio propuesto carece de fundamento y debe sser deses-;
timado;

Considerando, que los recurrentes alegan, en sintess,
en su primor medio, que la sentencia carece ab yolutamen-
te de motivos, y viola los artículos 195 del Código de Pro-
cedimiento Penal y 27 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación; que la decisión hace recaer la responsabilidad
del accidente en ambos conductores, afirmando de una
manera vaga e imprecisa que los dos cometieron faltas sin
describir ni someramente la supuesta falta puesto a cargo
del prevenido Adolfo Moisés Peguero, consistente, según

BOLETIN JUDICIAL



BOLETIN JUDICIAL	 415414	 BOLETIN JUDICIAL
.._

la ssentencia, en el hecho de no haber tomado las precati..
ciones de lugar antes de doblar hacia la izquierda, como
lo exige lay; por lo que la sentencia impugnada debe ser
casada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para fallar como lo
hizo, dió por establecido, mediante la ponderación de los
elementos de juicio regularmente administardos en la ins-
trucción de la causa, lo siguiente: a) que el 11 de julio de
1972, mientras Moisés Adolfo Peguero Mejía trans
por la calle Josefa Brea, canduolendo la motocicleta placa
No. 27061, para el año 1972, propiedad de Nicolás Lucia-
no Solís, al llegar a la esquina formada con la calle Cen-
tral, del Ensanche Luperón, de esta ciudad, se produjo
una colisión con el Jeep placa No. 400-586 para el año
1972, asegurado con la Seguros Pepín, S. A., según Póliza
No. A-25845, con vencimiento el día 15 de abril de 1973,
conducido por su propietario Jesús Antonio Mantilla, y
con el impacto, resultó Moisés Adolfo Peguero Mejía con
fracturas del antebrazo derecho y tobillo de la pierna de-
recha, y heridas y contusiones y laceraciones severas en
distintas partes del cuerpo; ambos vehículos recibieron abo-
lladuras y desperfectos de conslderación; b) que el hec:tn
se debió a la imprudencia, torpeza y negligencia de los
cc-prevenidos Moisés Adolfo Peguero Mejía y Jesús An-
tonio Montilla, al conducir sus vehículos sin tornar las pre-
cauciones que la Ley indica, sin ningún tipo de medida
para evitar el accidente, especialmente cuando se va a do-
blar hacia la izquierda y no observar que al llegar a una
intersección ambos conductores debieron detener la mar-
cha si fuere necesario; que la sentencia contiene una re-
lación suficiente de los hechos de la causa; que la circuns-
tancia de que la Corte atribuyera una falta a la víctima,
no libera de responsabilidad al prevenido causante de las
lesiones; en consecuencia, el medio que se examina care-
ce de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos a cargo
de Jesús Antonio Montilla, prevenido recurrente, configu-
ran el delito previsto en el artículo 49 de la Ley 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, sancionado en ese mis-

': mo texto legal en su letra c) con las penas de seis meses
a dos años de prisión y multa de RD$100.00 a RD$500.00.
si la enfermedad o imopsibilidad para el trabajo de la víc-
tima durare veinte días o más, como sucedió en la especie;
que por tanto, al condenar a dicho prevenido al pago de
una multa de RD$25.00, acogiendo circunstancias atenuan-

L tes, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua apreció
que el hecho del prevenido Jesús Antonio Montilla había
causado a Adolfo Moisés Peguero Mejía, constituido en

, parte civil, daños y perjuicios materiales y morales, que
evaluó en la suma de RD$1000.00; que al condenar a di-
cho prevenido recurrente al pago de esa suma, más los in-
tereses a partir de la demanda a título de indemnización
complementaria, y hacerlas oponibles a la compañía ase-
guradora del Jeep, la Corte a-qua hizo una correcta apli-
cación del artículo 1383 del Código Civil y de los artícu-
los 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obllgato-
rio de Vehículos de Motor;

41 ;	 Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, en lo que concierne al prevenido
recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite a Adolfo Moisés
Peguero como interviniente en los recursos de casación
interpuestos por Jesús Antonio Montilla y Seguros Pepín,
S. A., contra la sentencia de la Corte de Apelación de
Santo Domingo, dictada el 30 de abril de 1973 en sus atri-
buciones correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza los
iciizados recursos; Tercero: Condena a Jesús Antonio Mon-
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tillo al pago de las costas y distrae las civiles a favor do
doctor Carlos Rafael Rodríguez N., abogado del intervi-
niente, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad y
las hace oponibles a la Seguros Pepín, S. A., dentro de
los términos de la Póliza.

(FIRMADOS-. — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar( Fel pe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.--
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado y fué
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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AENTENCIA DE FECHA 13 DE MARZO DEL 1981

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega. de fecha
9 de marzo de 1977.

ITateria: Correccional.

Recurrentes: Rafael Enrique del Rosario, Jacinto José Hernán-
dez Ferreyra y Seguros Pepf n. S. A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francleco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General ,en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hyo día 13 del mes de
marzo del año 1981, años 138' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública ccmo Cor-
te do Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Rafael Enrique del Rosario Ceballos, dominica-
no, mayor de edad, soltero, chófer, domiciliado y residen-
en la Sección Licey, de la Provincia de La Vega, cédula
No. 45876, serie 47; Jacinto José Hernández Ferreyra, do-
minicano, mayor de edad, domiciliado en la sección Cei-
ba de Madera, del Municipio de Moca, y la Compañía de
Seguros Pepín, S. A., con su domicilio en la casa No. 124,
tercer piso, de la calle Restauración, de la ciudad de San-
tiago, contra la sentencia dictada, en atribuciones correr-
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°tonales, el 9 de marzo de 1977, por la Corte de Apelación
de La Vega, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta, de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corta a-qua, el 9 de marzo de 1977 a
requerimiento del del doctor Gregorio de Jesús Batista Gil,
cédula No. 29612, serie 47; actuando en representación de
los recurrentes, en la que no se propone ningún medio de-
terminado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 32 de la Ley No. 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos 1383 del Código Civil, y
1. 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los .
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 28
de septiembre de 1973, en la carretera Villa Tapia-La Ve-
ga,  kilómetro dos (2) Barrio Palmarito, La Vega, en que re-
sultó lesionado corporalmente un menor, la Segunda Cá-
mara Penal, del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Vega. dictó el 22 de julio de 1974, en

atribuciones correccionales, una senten&a, cuyo dispositivo
aparece inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre
los recursos interpuestos intervino la sentencia ahora im-

pugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA : 1
1PRIMERO: Declara regulares y válidos en la forma, los :,

recursos de apelación interpuestos por el prevenido Rafael:
Enrique del Rosario Ceballos, la presunta persona civil, j
mente responsable, Jacinto José Hernández Ferreyra y laj
Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra sentencia eir»
rreccional 799, dictada por la Segunda Cámara Penal del'
Juzgado de Primera Instancia de La Vega, de fecha 22
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de Julio de 1974, la cual tiene el dispositivo siguiente:
"Primero: Se ratifica el defecto pronunciado en audiencia
contra el nombrado Rafael Enrique del Rosario Ceballos,
inculpado de violación a la Ley 241 en perjuicio del señor
Ncuel Calderón Cepeda, y en consecuencia se le ecndena
a sufrir la pena de 6 meses de prisión correccional, aco-
gjendo en su favor circunstancias atenuantes; Tercero: Se
condena al pago de las costas penales; Cuarto: Se acoge
buena y válida la constitución en parte civil intentada por
el señor Raymundo Calderón en contra de Rafael Enri-
que del Rosario Ceballos y Jacinto José Hernández Ferrei-
ra, al través del Dr. Hugo Alvarez Valencia, por ser re-
gular en la forma y admisible en el fondo; Quinto: Se
condena a los nombrados Rafael Enrique del Rosario Ce-
ballos y a Jacinto José Hernández Ferreira, al pago soli-
dario de una indemnización de RD$700.00 en favor de
Raymundo Calderón, como justa reparación de los daños
morales y materiales que le causaron; Sexto: Se condena
a Rafael Enrique del Rosario Cebollas y Jacinto " José Her-
nández Ferreira al pago de las costas civiles con distrae-

. eión de las mismas en provecho del Dr. Hugo Alvarez Va-
lencia, quien afirma haberlas avanzado en su mayor par-
te; Séptimo: Se pronuncia el defecto contra el señor Jacin-
to José Hernández Ferreira y la Compañía de Seguros Pe-
pín, S. A., por falta de conclusiones; Octavo: La presente
sentenc ia es común y oponible a la Compañía de Seguros
Pepin, S..A.: SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra la
presunta persona civilmente responsable, José Jacinto
Hernández Ferreira y la Compañía de Seguros Pepín, S.
A.. par no haber comparecido, no obstante haber sido ci-
tados legalmente; TERCL110: Confirma de la doesiión re-
currida los ordinales segundo, modificando en éste la pe-
na impuesta al prevenido Rafael Enrique del Rosario Ce-
ballos, que fija en RD$10.00 de multa (Diez pesos), sola-
mente, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes y
faltas recíprocas de éste y la víctima; el Cuarto, exclu-
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te; Séptimo: Se pronuncia el defecto contra el señor Jacin-
to José Hernández Ferreira y la Compañía de Seguros Pe-
pín, S. A., por falta de conclusiones; Octavo: La presente
sentenc ia es común y oponible a la Compañía de Seguros
Pepín, S. A.; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra la
presunta persona civilmente responsable, José Jacinto
Hernández Ferreira y la Compañía de Seguros Pepín, S.
A., por no haber comparecido, no obstante haber sido ci-
tados legalmente; TERCERO: Confirma de la decsiión re-
currida los ordinales segundo, modificando en éste la pe-
na impuesta al prevenido Rafael Enrique del Rosario Ce-
bailas, que fija en RD$10.00 de multa (Diez pesos), sola-
mente , acogiendo en su favor circunstancias atenuantes y
faltas recíprocas de éste y la víctima; el Cuarto, exclu-
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yendo en éste la constitución en parte civil hecha contra
Jacinto José Hernández Ferreira, por haber renunciado a
ella, en audiencia, la antes dicha parte civil constituida;
el Quinto, modificando el monto de la indemnización que
la fija en RD$600.00 (Seiscientos pesos), al acoger faltas
recíprocas, como se ha dicho, suma que esta Corte estime:
la ajustada para reparar los daños sufridos por dicha par-
te civil constituida, excluyendo también en éste ordinal a
Jacinto José Hernández Ferrcia por haberse renunciado •
la constitución en parte civil en su contra, y el Octavo;
CUARTO: Condena al prevenido Rafael Enrique del Rosa-
rio Ceballos al pago de las costas penales de esta alzada,
y condena a éste en su doble condición de prevenido y ci-
vilmente responsable al pago de las costas civiles, con dis-.1
tracción de las mismas en favor del Dr. Hugo Alvarez Va-
lencia, quien afirma haberlas avanzado en su mayar par-.,
te;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar cul-,i
pable al prevenido recurrente, Rafael Enrique del Rasar:o;
Ceballos y fallar como lo hizo, mediante la ponderación
de los elementos de juicio, que fueron regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa, dio por estableci

-do: a- que siendo aproximadamente las seis de la tarde
del dia 28 de septiembre de 1973, mientras Rafael Enrique
del Rosario Ceballos conducía el automóvil placa pública
No. 211-483, transitando de este a oeste, por la carretera
Villa Tapia-La Vega, al llegar al kilómetro 2 de esa vía, Ba-

rrio Palmarito de La Vega, atropelló al menor Nou-el Calde-
rón Ceped'a, quien resultó con golpes y laceraciones curables
después de 10 y antes de 20 días; b) que el sitio en que
ocurrió el accidente es muy poblado y de intenso tránsito,
tanto por vehículos de motor como por peatones; e) que a
la derecha de la indicada vía, en el momento de los he-
chos, había una zanja per donde caminaba el menor; d),
que detrás de este último transitaba un vehículo no iden-
tificado que frenó al ver al menor; e) que, a más o menos1 14 metros, el prevenido vió al menor; f- que de una boca-
calle salía una camioneta, y al verla el prevenido se des-
vió hacia su izquierda, ocupando la derecha por donde ca-
minaba el agraviado y, lo atropelló, cayendo éste, en la
zanja, a su derecha; g) que en esa época la señalada vía
y las calles de Palmarito estaban en pésimo estado; h) que
al no ejecutar ninguna de las medidas previstas en la Ley
y sus Reglamentos, especialmente, per guiar en forma ato-
londrada, negligentemente, al ver al menor que resultó
lesionado, desde prudente distancia, ver venir vehículos
en dirección contraria, conociendo el estado de la vía, sa-
ber que Palmarito cs un barrio de densa población, el
prevenido cometió faltas de torpeza, imprudenica inad-
vertencia, negligencia e inobsesrvancla de las disposicio-
nes legales de la materia que fueron, en su mayor parte,
causa generadora del accidente;

Considerando, que los hechos así establecidos, confi-
guran, a cargo del prevenido recurrente, el delito de gol-
pes y heridas, por imprudencia, ocasionados con el mane-
jo de un vehículo de motor, previsto en el artículo 49, de
la Ley No. 241, de 1967, sancionado en la letra b) dé dicho
texto legal con las penas de tres meses a un año de pri-
sión y multa de cincuenta a trescientos pesos oro, si los
golpes o heridas ocasionaren una enfermedad de diez o
más: pero menos de veinte, como sucedió en la especie, a
la víctima; que, al condenar a Rafael Enrique del Rosa-
rio Ceballos, a una multa de Diez pesos oro (RD$10.00) aco-

Considerando, que ni Jacinto José Hernández Ferrei- , •
ra, persona puesta en causa como civilmente responsable.,
ni la Compañía de Seguros Pepín, S. A., entidad asegura-
dora, puesta en causa, ni en el momento de interponer
sus recursos ni posteriormente, han expuesto los medios,
en que los fundan, como lo exige a pena de nulidad el ar-
tículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casadón. por

lo que sus recursos resultan nulos, y en consecuencia, sólo
se procederá al examen del recurso del prevenido;
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yendo en éste la constitución en parte civil hecha contra
Jacinto José Hernández Ferreira, por haber renunciado a
ella, en audiencia, la antes dicha parte civil constituida;
el Quinto, modificando el monto de la indemnización que
la fija en RDS600.00 (Seiscientos pesos), al acoger faltas •
recíprocas, corno se ha dicho, suma que esta Corte estima
la ajustada para reparar los daños sufridos por dicha par-
te civil constituida, excluyendo también en éste ordinal a
Jacinto José Hernández Ferreia por haberse renunciado
la constitución en parte civil en su contra, y el Octavo;
CUARTO: Condena al prevenido Rafael Enrique del Rosa-
rio Ceballos al pago de las costas penales de esta aluda,
y condena a éste en su doble condición de prevenido y ci-
vilmente responsable al pago de las costas civiles, con dis-
tracción de las mismas en favor del Dr. Hugo Alvarez Va-
lencia, quien afirma haberles avanzado en su mayor par-
te;

Considerando, que ni Jacinto José Hernández Ferrei-
ra, persona puesta en causa como civilmente responsable,
ni la Compañía de Seguros Pepín, S. A., entidad asegura-
dora, puesta en causa, ni en el momento de interponer
sus recursos ni posteriormente, han expuesto los medir::
en que los fundan, como lo exige a pena de nulidad el a:
título 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, ro
lo que sus recursos resultan nulos, y en consecuencia, sólo

se procederá al examen del recurso del prevenido;
Considerando, que la Corte a-qua para declarar cul-

pable al prevenido recurrente, Rafael Enrique del Rosar'e
Ceballos y fallar como lo hizo, mediante la ponderación
de los elesnentos de juicio, que fueron regularmente acinulH
nistrados en la instrucción de la causa, dio por establec i-

do: a- que siendo aproximadamente las seis de la tarde:
del día 28 de septiembre de 1973, mientras Rafael Enrique
del Rosario Ceballos conducía el automóvil placa pública.:
No. 211-183, transitando de este a oeste, por la carretera
Villa Tapia-La Vega, al llegar al kilómetro 2 de esa vía, Ba-

rrio Palmarito de La Vega, atropelló al menor Nouel Calde-
rón Cepedá, quien resultó con golpes y laceraciones curables
después de 10 y antes de 20 días; b) que el sitio en que
ocurrió el accidente es muy poblado y de intenso tránsito,
tanto por vehículos de motor como por peatones; c) que a
la derecha de la indicada vía, en el momento de los he-
chas, había una zanja por donde cern :naba el menor; d),

V I que detrás de este último transitaba un vehículo no iden-
tificado que frenó a] ver al menor; e) que, a más o menos
14 metros, el prevenido vió al menor; f- que de una boca-
calle salía una camioneta, y al verla el prevenido se des-
vió hacia su izquierda, ocupando la derecha por donde ca-
minaba el agraviado y, lo atropelló, cayendo éste, en la
zanja, a su derecha; g) que en esa época la señalada vía
y las calles de Palmarito estaban en pésimo estado; h) que
al no ejecutar ninguna de las medidas previstas en la Leyy sus Reglamentos, especialmente, per guiar en forma ato-
londrada, negligentemente, al ver al menor que resultó
lesionado, desde prudente distancia, ver venir vehículos
en dirección contraria, conociendo el estado de la vía, sa-
ber que Palmarito es un barrio de densa población, el
prevenido cometió faltas de torpeza, imprudenica, inad-
vertencia, negligencia e inobsesrvancia de las disposicio-
nes legales de la materia que fueron, en su mayor parte,
causa generadora del accidente;

Considerando, que los hechos así establecidos, confi-
guran, a cargo del prevenido recurrente, el delito de gol-
pes y heridas, por imprudencia, ocasionados con el mane-
jo de un vehículo de motor, previsto en el artículo 49, de
la Ley No. 241, de 1967, sancionado en la letra b) de dicho
texto legal con las penas de tres meses a un año de pri-
sión y multa de cincuenta a trescientos pesos oro, si los
golpes o heridas ocasionaren una enfermedad de diez o
más; pero menos de veinte, como sucedió en la especie, a
la víctima; que, al condenar a Rafael Enrique del Rosa-
rio Ceballos, a una multa de Diez pesos oro (RD$10.00) aco-
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giendo en su favor circunstancias atenuantes, la Corte
a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido recurrente había oca- 'T
sionado a la parte civil constituida, Raymundo Calderón,
daños y perjuicios materiales y morales, cuyo monto evaluó
en Setecientos pesos oro (RD$700.00), que al condenar al
prevenido recurrente, juntamente con la persona civilmente
responsable, al pago solidario de esa suma, la Corte a-qua
hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código
Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en lo que concierne al prevenido recurrente, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recur-
sas de casación interpuestos por Jacinto José Hernández
Ferreyra y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra
la sentencia dictada, en sus atribuciones correccionales,
por la Corte de Apelación de La Vega, el 9 de marzo de
1977, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Rechaza el recurso de Rafael En-
rique del Rosario Ceballos, contra la misma sentencia y lo
condena al pago de las costas penales.

(FIRMADOS).— Néstor Confin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar ,Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado y fué
firmada, leída y publicada par mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.

4

SENTENCIA DE FECHA 13 DE MARZO DEL 1981

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 18 de julio de 1977.

materia: Correccional.

Recurrente: Angel Danubio Soto Ortlx  y la Unión de Seguros,
C. por A.

Abogado: Dr. Bolívar Soto Montás.

Intervioientes: Aurora Valdez y Compartes.
Abogado: Dr. Ariel Acosta Cuevas.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de. la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida par los Jueces, Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la dudad de Santo Domingo de Guzmán,
Dtstrito Nacional, hoy día 13 del mes de Marzo del año
1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública como Corte de Casación
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Angel Danubio Soto Ortiz, dominicano, mayor
de edad, soltero, comerciante, domiciliado en la sección
Cansa, del Municipio de Baní, cédula No. 123340, serie
ira. y la Unión de Seguros, C. por A., con su domicilio en
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giendo en su favor circunstancias atenuantes, la Corte
a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley;

i.
Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-

tablecido que el hecho del prevenido recurrente había oca-
sionado a la parte civil constituida, Raymundo Calderón,
daños y perjuicios materiales y morales, cuyo monto evaluó
en Setecientos pesos oro (RD$700.00), que al condenar al
prevenido recurrente, juntamente con la persona civilmente
responsable, al pago solidario de esa suma, la Corte a-qua
hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código
Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en lo que concierne al prevenido recurrente, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recur-
sas de casación interpuestos por Jacinto José Hernández
Ferreyra y la Compañía de Seguros Pepin, S. A., contra
la sentencia dictada, en sus atribuciones correccionales.
por la Corte de Apelación de La Vega, el 9 de marzo de
1977, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Rechaza el recurso de Rafael En-
rique del Rosario Ceballos, contra la misma sentencia y lo
condena al pago de las costas penales.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló. Juan Bautista Ro-
jas Almánzar ,Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquin
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado y fué
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha IS de julio de 1977.

' Materia: Correccional.

Recurrente: Angel. Danubio Soto Ortiz y la Unión de Seguros,
C. por A.

Ahogado: Dr. Bolívar Soto Montás.

Intervinientes: Aurora Valdez y Compartes.
,L, Abogado: Dr. Ariel Acosta Cuevas.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de. la República, la Suprema Corte de
`./trsticia, regularmente constituida por los Jueces, Néstor

Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-t
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-

ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
D: strito Nacional, hoy día 13 del mes de Marzo del año
1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública como Corte de Casación
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Angel Danubio Soto Ortiz, dominicano, mayor
de edad, soltero, comerciante, domiciliado en la sección
Cansa, del Municipio de Baní, cédula No. 123540, serie
Ira. y la Unión de Seguros, C. por A., con su domicilio en
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la Avenida 27 de Febrero No. 263, de esta ciudad, contra 1
la sentencia dictada el 18 de julio de 1977 por la Corte de
Apelación de Santo Domingo en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el Acta de Casación levantada el 7 de julio de
1978 en la Secretaría de la Corte a-qua a requerimiento
del Dr. Bolívar Soto Montás, en representación de los re-
currentes, Acta en la que no se propone ningún medio
determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 9 de julio
de 1979, suscrito por su abogado el Dr. Soto Montás, en
el cual se proponen contra la sentencia impugnada los dos
medios que se mencionan más adelante;

Visto el escrito de la interviniente del 9 de julio de
1979, suscrito por el Dr. Ariel Acosta Cuevas, inter • inien-
te que es Aurora Valdez, dominicana, mayar de edad, sol-
tera, de quehaceres domésticos, domiciliada en la calle
Peña Balite No. 109, de esta capital, madre y tutora le-
gal de la menor Victoria Valdez o Victoria Lantigua Val-
dez.

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 1,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que, con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el
15 de abril de 1974 en esta capital, en el cual una persona
resultó con lesiones corporales, la Primera Cámara de lo
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito No-
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cional, dictó el 15 de enero de 1976 una sentencia cuyo dis-
positivo aparece más adelante, inserto en el de la ahora im-
pugnada; b) que, sobre los recursos interpuestos, intervino
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y vá-
lido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto en fecha 22 de enero de 1976, por el Dr. Adalberto
Maldonado Hernández, a nombre y representación de An-
gel Danubio Soto Ortíz, dominicano, mayor de edad, cé-
dula de identidad personal No. 123540, serie Ira., residen-
te en la sección Cansa, de Baní, República Dominicana, en
su doble calidad de prevenido y persona civilmente res-
ponsable puesta en causa, y de la Compañía de Seguros,
Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia de fecha
15 de marzo de 1976, dictada por la Primera Cámara de
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo dioe así: 'Talla: Primero: Se pro-
nuncia el defecto, contra el nombrado Angel Danubio So-
to Ortíz, por no haber comparecido a la audiencia a la cual
fuera legalmente citado; Segundo: Se declara al nombra-
do Angel Danubio Soto Ortíz, de generales en el expedien-
te, culpable del delito de golpes y heridas involuntarias,
causados con el manejo o conducción de un vehículo de

'motor, que ocasionaron la muerte, previsto y sancionado
por la Ley No. 241, en perjuicio de quien en vida respon-
diera al nombre de José Lantigua Batista, y en consecuen-
cia se le condena al pago de una multa de cincuenta pesos
oro (RD850.00) acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, al pago de las costs penales causadas; Tercero:
Se declara regular y válida en cuanto a la forma la cons-
titución en parte civil incoada por la señora Aurora Val-
dez, en su calidad de madre y tutora legal de la menor
Victoria Valdez o Victoria Lantigua Valdez, hija del fi-
nado José Lantigua Batista, por intermedio de su abogado
constituido, Dr. Ariel Acosta Cuevas, en contra del señor
Angel Danubio Soto Ortíz, en su doble calidad de preveni-

It
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la Avenida 27 de Febrero No. 263, de esta ciudad, contra
la sentencia dictada el 18 de julio de 1977 por la Corte de
Apelación de Santo Domingo en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el Acta de Casación levantada el 7 de julio de $;
1978 en la Secretaría de la Corte a-qua a requerimiento
del Dr. Bolívar Soto Montás, en representación de los re-
currentes, Acta en la que no se propone ningún medio
determinado de caución;

Visto el memorial de los recurrentes, del 9 de julio
de 1979, suscrito por su abogado el Dr. Soto Montás, en
el cual se proponen contra la sentencia impugnada los dos
medios que se mencionan más adelante;

Visto el escrito de la interviniente del 9 de julio de
1979, suscrito por el Dr. Ariel Acosta Cuevas, intervinien-
te que es Aurora Valdez, dominicana, mayor de edad, sol-
tera, de quehaceres domésticos, domeciliada en la calle
Peña Baffle No. 109, de esta capital, madre y tutora le-
gal de la menor Victoria Valdez o Victoria Lantigua Val-
dez.

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 1.
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
-documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que, con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el
15 de abril de 1974 en esta capital, en el cual una persona
resultó con lesiones corporales, la Primera Cámara de lo
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-

cional, dictó el 15 de enero de 1976 una sentencia cuyo dis-
positivo aparece más adelante, inserto en el de la ahora im-
pugnada; b) que, sobre los recursos interpuestos, intervino
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y vá-
lido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto en fecha 22 de enero de 1976, por el Dr. Adalberto
Maldonado Hernández, a nombre y representación de An-
gel Danubio Soto Ortíz, dominicano, mayor de edad, cé-

, dula de identidad personal No. 123540, serie Ira., residen-
te en la sección Cansa, de Baní, República Dominicana, en
su doble calidad de prevenido y persona civilmente res-
ponsable puesta en causa, y de la Compañía de Seguros,
Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia de fecha
15 de marzo de 1976, dictada por la Primera Cámara de
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo dice así: *Palla: Primero: Se pro-
nuncia el defecto, -contra el nombrado Angel Danubio So-
to Ortíz, por no haber comparecido a la audiencia a la cual
fuera legalmente citado; Segundo: Se declara al nombra-
do Angel Danubio Soto Ortíz, de generales en el expedien-
te, culpable del delito de golpes y heridas involuntarias,
causados con el manejo o conducción de un vehículo de
motor, que ocasionaron la muerte, previsto y sancionado
por la Ley No. 241, en perjuicio de quien en vida ne-Ten-
diera al nombre de José Lantigua Batista, y .en consecuen-
cia se le condena al pago de una multa de cincuenta pesos
oro tRD$50.00) acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, al pago de las costs penales causadas; Tercero:
Se declara regular y válida en cuanto a la forma la cons-
titución en parte civil incoada por la señora Aurora Val-
dez, en su calidad de madre y tutora legal de la menor
Victoria Valdez o Victoria Lantigua Valdez, hija del fi-
nado José Lantigua Batista, por intermedio de su abogado
constituido, Dr. Ariel Acosta Cuevas, en contra del señor
Angel Danubio Soto Ortíz, en su doble calidad de preveni-

424
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do y persona civilmente responsable, respectivamente, y

la puesta en causa de la Compañía de Seguros Unión de
Seguros, C. por A., por haber sido hecha conforme a la
ley de la materia; Cuarto: En cuanto al fondo, se condena
a Angel Danubio Soto Ortíz, en sus calidades enunciadas,
al pago de la suma de Ocho mil pesos oro (RD$8,000.00-,
en favor de la señora Aurora Valdez, como justa indemni-
zación por los daños morales y materiales sufridos por ella
con motivo del accidente de que se trata; Quinto: Se con-
dena a Angel Danubio Ortíz, en su 'calidad denunciada al
pago de los intereses legales de la suma reclamada com-
putados a partir de la fecha de la demanda y hasta la to-
tal ejecución de la sentencia a intervenir a título de in-
demnización complementaria a favor de la reclamante;
Sexto: Se condena al Sr. Angel Danubio Soto Ortíz, en su
calidad expresada al pago de las costas civiles, con distrac-
ción de las mismas en favor de la parte civil constituida,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Séptimo:
Se declara la presente sentencia común, oponible y ejecu-
table en el aspecto civil con todas sus consecuencias lega-
les y hasta el limite de la póliza a la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., por ser ésta la entidad aseguradora de
la camioneta placa No. SD-501-446, causante del accidente
mediante póliza No. SD-204-51, con vencimiento el día 4
de octubre de 1974, de conformidad con lo dispuesto por
el artículo 10, modificado, de la No. 4117, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor; SEGUNDO: En cuan-
to al fondo de dichos recursos se pronuncia el defecto con-
tra el prevenido y persona civilmente responsable, señor
Angel Danubio Soto Ortíz, por no comparecer a la audien-
cia, no obstante haber sido legalmente citado; TERCERO:
Modifica el ordinal Cuarto de la sentencia apelada en
cuanto al monto de la indemnización a la suma de Un mil
trescientos pesos oro (RD$1,300.00), reteniendo falta de
parte de la víctima; CUARTO: Confirma en sus demás
aspectos la sentencia apelada; QUINTO: Condena a Angel

Danubio Soto Ortíz, en su doble calidad, al pago de las
costas penales y civiles de la alzada, con distracción de las
civiles en provecho del Dr. Ariel Acosta Cuevas, abogado
que afirma haberlas avanzado en su mayor parte; SEXTO:
Declara la presente sentencia en el aspecto civil y común
y oponible a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., de
conformidad con lo estipulado por el artículo 10 de la ley
4117, sobre seguro obligatorio de vehículos de motor;

Considerando, que, contra la sentencia que impugna,
los recurrentes se limitan a sostener que ante la Corte
a-qua no se aportó ninguna prueba del parentesco entre
la víctima del accidente José Lantigua Batista y la menor
Victoria Lantigua Valdez, representada en el proceso por
Aurora Valdez como madre y tutora; y que la Corte a-qua
no dió motivo alguno sobre esa filiación, violando así la
Ley No. 985 de 1945 y el artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil; pero,

Considerando, que por el examen de la sentencia im-
pugnada se pone de manifiesto que los recurrentes no pre-
sentaron ninguna excepción ni pedimento respecto a la
calidad ya indicada, por lo que la Corte a-qua no podía
susatarlo de oficio, ni para analizarlo, ni para hacer obje-
to de su motivación; que en consecuencia, se trata de un
medio nuevo, de interés privado inadmisible en la instan-
cia de casación; que, en el aspecto civil del caso lo único
que hicieron los recurrentes fué pedir la reducción de la
condenación evaluada en primera instancia, sin discutir
ninguna cuestión de calidad, punto en el cual los ahora re-
currentes fueron favorecidos como consta en el dispositivo
copiado más arriba;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Aurora Valdez, como madre y tutora legal de la me-
nor Victoria Valdez o Victoria Lantigua Valdez, en los re-
cursos interpuestos por Angel Danubio Soto Ortíz y la
Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada
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do y persona civilmente responsable, respectivamente, y

la puesta en causa de la Compañía de Seguros Unión de
Seguros, C. por A., por haber sido hecha conforme a la
ley de la materia; Cuarto: En cuanto al fondo, se condena
a Angel Danubio Soto Ortíz, en sus calidades enunciadas,
al pago de la suma de Ocho mil pesos oro (RD$8,000.00-,
en favor de la señora Aurora Valdez, como justa indemni-
zación por los daños morales y materiales sufridos por ella
con motivo del accidente de que se trata; Quinto: Se con-
dena a Angel Danubio Ortíz, en su calidad denunciada al
pago de los intereses legales de la suma reclamada com-
putados a partir de la fecha de la demanda y hasta la to-
tal ejecución de la sentencia a intervenir a título de in-
demnización complementaria a favor de la reclamante;
Sexto: Se condena al Sr. Angel Danubio Soto Ortíz, en su
calidad expresada al pago de las costas civiles, con distrac-
ción de las mismas en favor de la parte civil constituida,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Séptimo:
Se declara la presente sentencia común, oponible y ejecu-
table en el aspecto civil con todas sus consecuencias lega-
les y hasta el límite de la póliza a la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., por ser ésta la entidad aseguradora de
la camioneta placa No. SD-501-446, causante del accidente
mediante póliza No. SD-204-51, con vencimiento el día 4
de octubre de 1974, de conformidad con lo dispuesto por
el artículo 10, modificado, de la No. 4117, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor; SEGUNDO: En cuan-
to al fondo de dichos recursos se pronuncia el defecto con-
tra el prevenido y persona civilmente responsable, señor
Angel Danubio Soto Ortíz, por no comparecer a la audien-
cia, no obstante haber sido legalmente citado; TERCERO:
Modifica el ordinal Cuarto de la sentencia apelada en
cuanto al monto de la indemnización a la suma de Un mi/
trescientos pesos oro (RD$1,300.00), reteniendo falta de
parte de la víctima; CUARTO: Confirma en sus demás
aspectos la sentencia apelada; QUINTO: Condena a Angel

Danubio Soto Ortíz, en su doble calidad, al pago de las
costas penales y civiles de la alzada, con distracción de las
civiles en provecho del Dr. Ariel Acosta Cuevas, abogado
que afirma haberlas avanzado en su mayor parte; SEXTO:
Declara la presente sentencia en el aspecto civil y común
y oponible a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., de
conformidad con lo estipulado por el artículo 10 de la ley
4117, sobre seguro obligatorio de vehículos de motor;

Considerando, que, contra la sentencia que impugna,
los recurrentes se limitan a sostener que ante la Corte
a-qua no se aportó ninguna prueba del parentesco entre
la víctima del accidente José Lantigua Batista y la menor
Victoria Lantigua Valdez, representada en el proceso por
Aurora Valdez como madre y tutora; y que la Corte a-qua
no dió motivo alguno sobre esa filiación, violando así la
Ley No. 985 de 1945 y el articulo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil; pero,

Considerando, que por el examen de la sentencia im-
pugnada se pone de manifiesto que los recurrentes no pre-
sentaron ninguna excepción ni pedimento respecto a la
calidad ya indicada, por lo que la Corte a-qua no podía
susatarlo de oficio, ni para analizarlo, ni para hacer obje-
to de su motivación; que en consecuencia, se trata de un
medio nuevo, de interés privado, inadmisible en la imtan-
cia de casación; que, en el aspecto civil del caso lo único
que hicieron los recurrentes fué pedir la reducción de la
condenación evaluada en primera instancia, sin discutir
ninguna cuestión de calidad, punto en el cual los ahora re-
currentes fueron favorecidos como consta en el dispositivo
copiado mías arriba;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Aurora Valdez, como madre y tutora legal de la me-
nor Victoria Valdez o Victoria Lantigua Valdez, en los re-
cursos interpuestos por Angel Danubio Soto Ortíz y la
Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada
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el 18 de julio de 1977 por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, cuyo dispositivo se ha copiado en parto anterior
del presente fallo; Segundo: Rechaza los recursos de Soto
Ortíz y la aseguradora mencionada contra la sentencia ya
indicada; Tercero: Condena al recurrente Soto Ortiz al pa-
go de las costas, distrae las civiles en provecho del Dr.
Ariel Acosta Cuevas, abogado de la interviniente Aurora
Valdez, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad,
y las distrae en provecho del Dr. Ariel Acosta Cuevas,
abogado de la interviniente Aurora Valdez, quien afirma
haerlas avanzado en su totalidad, y las declara oponiblcs
a la Aseguradora ya mencionada, dentro de los término,
de la Póliza;

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín N.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín U. Hernández Espaillat.
Leonte R. Albuerquerque Castillo. — Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

I i	 audiencia pública del día, mes y año, en él expresado y fué
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.

•.

SENTENCIA DE FECHA 13 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Tribunal de Pr imera Instancia del Distrito
Judicial de San Cristóbal, de fecha 20 de junio de 1978.

Ntaleria: Correccional.

ttecurrentos: Víctor Antonio Uribe, Alejandro Mateo Báez y la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., (Sedomeal.

Abocado: Dr. César Darío Aclames Figueroa.

interviniente: Rosa Elisa Serrano.
Abogados: Dres. Ulises Cabrera y Numitor Veras Felipe.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces, Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 1:3 del
mes de marzo, del año 1981, años 138' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública co-
mo Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
. mente, por Víctor Antonio Uribe, dominicano, mayor de
edad, soltero, domiciliado en la casa No. 6 de la calle Ma-
nuel María Seijas, de la ciudad de San Cristóbal; Alejan-
dro Mateo Báez, dominicano, mayor de edad, domiciliado
en la casa No. 72 de la calle Bernardo Aliés, de la ciudad
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el 18 de julio de 1977 por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Rechaza los recursos de Soto
Ortíz y la aseguradora mencionada contra la sentencia ya
indicada; Tercero: Condena al recurrente Soto Ortíz al pa-
go de las costas, distrae las civiles en provecho del Dr.	 lj
Ariel Acosta Cuevas, abogado de la interviniente Aurora
Valdez, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad,
y las distrae en provecho del Dr. Ariel Acosta Cuevas,
abogado de la interviniente Aurora Valdez, quien afirma
haerlas avanzado en su totalidad, y las declara oponibles
a la Aseguradora ya mencionada, dentro de los términos

de la Póliza;
(FIRMADOS).— Néstor Confin Aybar, Fernando E.

Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.
Leonte R. Albuerquerque Castillo. — Miguel Jacobo, Se-
cretario	

s..,
 General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado y fué
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. que
certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 13 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Tribunal de Primera Instancia del Distrito
Judicial de San Cristóbal, de fecha 20 de junio de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Víctor Antonio Uribe, Alejandro Mateo Báez y la
Compañia Dominicana de Seguros, C. por A., (Sedomca).

• Abogado: Dr. César Darío Aclames Figueroa.

Interviniente: Rasa Elisa Serrano.
Abogados: Ores. Ulises Cabrera y Numitor Veras Felipe.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

1

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida per los Jueces, Néstor
Confin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 del
mes de marzo, del año 1981, años 138' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública
'‘) Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta.
mente, por Víctor Antonio Uribe, dominicano, mayor de
edad, soltero, domiciliado en la casa No. 6 de la calle Ma-
nuel María Seijas, de la ciudad de San Cristóbal; Alejan-
dro Mateo Báez, dominicano, mayor de edad, domiciliado
en la casa No. 72 de la calle Bernardo Aliés, de la dudad
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de San Cristóbal, y la Compañía Dominicana de Seguro.,
C. por A., (Sedomca), con su domicilio social en la Aveni-
da Independencia No. 55, de esta ciudad, contra la senten-
cia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judidd
de San Cristóbal, dictada en sus 'Atribuciones correccion:,,
les, el 20 de Junio del 1978, cuyo dispositivo se copia Ir:.
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oída, en la lectura de sus conclusiones, a la D «.
Francia M. Díaz de Adames, en representación del Dr. e
sar Darío Adames Figueroa, cédula No. 28203, serie
abogado de los recurrentes;

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Numitor
S. Veras, cédula No. 48062, serie 31, por sí y en represen-
tación del Dr. Ulises Cabrera, cédula No. 12215, serie 48,
abogados de la interviniente, Rosa Elisa Ruiz Serrano, do-
minicana, mayor de edad, soltera, empleada privada, cé-
dula No. 13801, serie lra., domiciliada en la Avenida Bo-
tánico, Edificio 2M-8, Apartamento 1-2, Urbanización Los
Ríos, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada
en la Secretaría del Tribunal a-quo, el 20 de Junio del 1978,
a requerimiento del Dr. César Darío Adames F., en repre-
sentación de los recurrentes, en la cual no se propone nin-
gún medio determinado de casación;

Visto el memorial del 15 de diciembre del 1978, sus-
crito por el abogado de los recurrentes, en el cual se pro-
ponen los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito de la interviniente, del 15 de diciem-
bre del año 1978, firmado por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recn-

•

rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
65 y 139 de la Ley No. 241 del 1967 de Tránsito y Vehícu-
los, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley No. 4117
del 1955, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
la ciudad de San Cristóbal el 2 de octubre del 1977, en el
que ninguna persona resultó con lesiones corporales, el
Juzgado de Paz del Distrito Judicial de San Cristóbal, dic-
tó el 17 de enero del 1978 una sentencia cuyo dispositivo
se copia más adelante; b) que sobre los recursos inter-
puestos intervino la sentencia ahora impugnada en casa-
ción( cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO: Se pronuncia el defecto contra el nombrado Víctor A.
Uribe, por no haber comparecido, no obstante haber sido
legalmente citado; SEGUNDO: Se declara bueno y válido
el recurso de apelación interpuesto por el Dr. César Darío
Aclames Figueroa, a nombre y representación de la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., Víctor A. Uribe
y Alejandro Mateo Báez, contra la sentencia No. 36 de fe-
cha 17 del mes de enero del año 1978, dictada por el Juz-
gado de Paz del Municipio de San Cristóbal, cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "Falla- Primero: Se declara buena y

k'

 válida la constitución en parte civil hecha por la señora
Rosa Elisa Ruiz Serrano, por intermedio de sus abogados
Dres. Ulises Cabrera y Numitor Veras, en contra de los

. señores Víctor Antonio Uribe y Alejandro Mateo Báez, por
haber sido intentada en tiempo hábil y de acuerdo a la
Ley; Segundo: Se descarga de toda responsabilidad penal

, a la señora Rosa Elisa Ruiz Serrano, por no haber violado
ninguna de las disposiciones que castiga la Ley 241 sobre
Tránsito y Vehiculcs; Tercero: Se descarga de toda res-
ponsabilidad penal al señor José Antonio Uribe Efres, por
no haber violado ninguna de las disposiciones de la Ley
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de San Cristóbal, y la Compañía Dominicana de Segur(,‘
C. por A., (Sedomca), con su domicilio social en la Aveni-
da Independencia No. 55, de esta ciudad, contra la senten-
cia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de San Cristóbal, dictada en sus atribuciones correcciona-
les, el 20 de Junio del 1978, cuyo dispositivo se copia rná,
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 	 91

Oída, en la lectura de sus conclusiones, a la Dra.
Francia M. Díaz de Aclames, en representación del Dr. Cé-
sar Darío Aclames Figueroa, cédula No. 28203, serie 2,
abogado de los recurrentes;

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Numitor
S. Veras, cédula No. 48062, serie 31, por sí y en represen-
tación del Dr. Ulises Cabrera, cédula No. 12215, serie 48,
abogados de la interviniente, Rosa Elisa Ruiz Serrano, do-
minicana, mayor de edad, soltera, empleada privada, cé-
dula No. 13801, serie Ira., domiciliada en la Avenida Bo-
tánico, Edificio 2M-8, Apartamento 1-2, Urbanización Los
Ríos, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada
en la Secretaría del Tribunal a-quo, el 20 de Junio del 1978,
a requerimiento del Dr. César Dario Adames F., en repre-
sentación do los recurrentes, en la cual no se propone nin-
gún medio determinado de casación;

Visto el memorial del 15 de diciembre del 1978, sus-
crito por el abogado de los recurrentes, en el cual se pro-
ponen los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito de la interviniente, del 15 de diciem-
bre del año 1978, firmado por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-

rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
65 y 139 de la Ley No. 241 del 1967 de Tránsito y Vehícu-
los, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley No. 4117
del 1955, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
la ciudad de San Cristóbal el 2 de octubre del 1977, en el
que ninguna persona resultó con lesiones corporales, el
Juzgado de Paz del Distrito Judicial de San Cristóbal, dic-
tó el 17 de enero del 1978 una sentencia cuyo dispositivo
se copia más adelante; b) que sobre los recursos inter-
puestos intervino la sentencia ahora impugnada en casa-
ción( cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO: Se pronuncia el defecto contra el nombrado Víctor A.
Uribe, por no haber comparecido, no obstante haber sido
legalmente citado; SEGUNDO: Se declara bueno y válido
el recurso de apelación interpuesto por el Dr. César Darío
Aclames Figueroa, a nombre y representación de la Com-
pañia Dominicana de Seguros, C. por A., Víctor A. Uribe
y Alejandro Mateo Báez, contra la sentencia No. 36 de fe-
cha 17 del mes de enero del año 1978, dictada por el Juz-
gado de Paz del Municipio de San Cristóbal, cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "Falla: Primero: Se declara buena y
válida la constitución en parte civil hecha por la señora
Rosa Elisa Ruiz Serrano, por intermedio de sus abogados
Dres. Ulises Cabrera y Numitor Veras, en contra de los
señores Víctor Antonio Uribe y Alejandro Mateo Báez, por
haber sido intentada en tiempo hábil y de acuerdo a la
Ley; Segundo: Se descarga de toda responsabilidad penal
a la señora Rosa Elisa Ruiz Serrano, por no haber violado

• ninguna de las disposiciones que castiga la Ley 241 sobre
`Tránsito y Vehículos; Tercero: Se descarga de toda res-
ponsabilidad penal al señor José Antonio Uribe Efres, por
no haber violado ninguna de las disposiciones de la Ley



•n•

433BOLETIN432	 BOLETIN JUDICIAL

241, sobre Tránsito de Vehículos; Cuarto: Se varía la ca-
lificación del Art. 65 de la Ley 241, por el Art . 139 de la
misma Ley, y en consecuencia se condena al señor Víc-
tor Antonio Uribe, al pago de una multa de RD$10.00;
Quinto: Se condena a los señores Víctor Antonio Uribe y
conjuntamente y solidariamente con el señor Alejandro
Mateo Báez, persona civilmente responsable, a pagar una i.
indemnización de RD$1,000.00, (Mil pesos oro), como jus-
ta reparación de los daños materiales ocasionados al carro :
propiedad de la señora Rosa Elisa Ruiz Serrano, en el

accidente; Sexto: Se condena al señor Víctor Antonio Uribe 1

al pago de las costas penales y civiles, estas últimas soli-
dariamente con el señor Alejandro Mateo Báez, parte el-
vilmente responsable, en provecho de los Dres. Ulises Ca-

brea y Numitor Veras, quienes afirman haberlas avan-
zndo  en su totalidad; Séptimo: Se condena solidariamente
a Víctor Antonio Uribe y Alejandro Mateo Báez, al pago
de los intereses legales, a partir de la demanda como in-
demnización complementaria; Octavo: Se declara la pre-
sente sentencia común y oponible a la Compañía Domini-
cana de Seguros (Sedomea), C. por A., compañía asegura-
dora del vehículo que ocasionó el accidente en cuestión.—
(Firmados: Lic. Melba Josefina Céspedes Sierra, Juez. y
Felipe N. Ramírez C., secretario).— TERCERO: Se rech,i-

za el recurso incoado contra la sentencia dictada por e:
Juzgado de Paz del Municipio de San Cristóbal, dictada en
fecha 17 de enero del año 1978, por no haber comparecido
la parte recurrente; CUARTO: Se confirma en todas sus:
partes la sentencia recurrida;

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial los siguientes medios de casación: Primer 31e-
dio: Falta de motivos. Falta de base legal. Falta de esta

tuir. Violación al artículo 141, del Código de Procedim ien-
to Civil; Segundo Medio: Violación al artículo 1384 del Có-
digo Civil; Tercer Medio: Violación a los artículos 1, 29,
31, 32, 40, 44, y 47 de la Ley 241 sobre Tránsito de Ve-

hículos de Motor; Cuarto Medio: Violación del articulo
1133 del Código Civil;

Considerando, que en el primer medio de su memo-
rial los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que
ante el Tribunal a-quo alegaron lo siguiente: a) que
dicho Tribunal era incompetente para conocer del caso en
vista de que el prevenido no era el propietario del vehícu-
lo que ocasionó el accidente, y, sin embargo, ignoró este
pedimento; b) que por el ordinal tercero del dispositivo de
<lidio fallo se rechazó el recurso de apelación interpuesto
contra la sentencia del Juzgado de Paz por no haber com-
parecido la parte recurrente, a pesar de que en la audien-
cia del 20 de junio de 1978 estuvo presente y concluyó por
medio de su abogado, tal como consta en el acta de au-
diencia; e) que tampoco el Juez a-quo se pronunció sobre
la petición de exclusión y la declaración de no oponibili-
dad de la sentencia a la Compañía Dominicana de Segu-
ros, C. por A., propuestas en vista de que se había probado
que el conductor del vehículo no estaba provisto de la li-
cencia para manejar un vehículo de motor; pero,

Considerando, en cuanto a la letra a) de sus alega-
tos; que los recurrentes propusieron ante el Juez de Paz
del Municipio de San Cristóbal la incompetencia de dicho
Tribunal para conocer del caso, en vista de que el preve-
nido Víctor Uribe no era el propietario del vehículo que
ocasionó el accidente; que este incidente fué rechazado por
el Juez de Paz, por su sentencia del 20 de diciembre de
1977, contra la cual los recurrentes no interpusieron re-
curso de apelación y, por tanto, dicho fallo adquirió la au-
toridad de la cosa definitivamente juzgada;

Considerando, en cuanto a la letra b) de los alegatos
del medio que se examinó; que el prevenido se hizo re-
presentar en audiencia por medio de abogado, lo que no
Procedió en el caso, ya que fué sometido a la justicia por
un delito que conllevaba prisión, o sea, la infracción pre-

1
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241, sobre Tránsito de Vehículos; Cuarto: Se varía la ca-
lificación del Art. 65 de la Ley 241, por el Art. 139 de la
misma Ley, y en consecuencia se condena al señor Víc-
tor Antonio Uribe, al pago de una multa de RD$10.00;
Quinto: Se condena a los señores Víctor Antonio Uribe y

conjuntamente y solidariamente con el señor Alejandro ,
Mateo Báez, persona civilmente responsable, a pagar una
indemnización de RD$1,000.00, (Mil pesos oro), como jus.
ta reparación de los daños materiales ocasionados al carro
propiedad de la señora Rosa Elisa Ruiz Serrano, en el
accidente; Sexto: Se condena al señor Víctor Antonio Uribe
al pago de las costas penales y civiles, estas últimas soli-
dariamente  con el señor Alejandro Mateo Báez, parte d-
vilmente responsable, en provecho de los Dres. Ulises Ca-
brera y Numitor Veras, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad; Séptimo: Se condena solidariamente
a Víctor Antonio Uribe y Alejandro Mateo Báez, al pago:
de los intereses legales, a partir de la demanda como in-
demnización complementaria; Octavo: Se declara la pre
sente sentencia común y oponible a la Compañía Domini-
cana de Seguros (Sedomca), C. por A., compañía asegura.
dora del vehículo que ocasionó el accidente en cuestión.—
(Firmados: Lic. Melba Josefina Céspedes Sierra, Juez, y
Felipe N. Ramírez C., secretario).— TERCERO: Se recha-
za el recurso incoado contra la sentencia dictada por el

Juzgado de Paz del Municipio de San Cristóbal, dictada en

fecha 17 de enero del año 1978, por no haber comparecido
la parte recurrente; CUARTO: Se confirma en todas sus
partes la sentencia recurrida;

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial los siguientes medios de casación: Primer Me-

dio: Falta de motivos. Falta de base legal. Falta de es ta
-tuir. Violación al artículo 141, del Código de Procedimien-

to Civil; Segundo Medio: Violación al artículo 1384 del Có-
digo Civil; Tercer Medio: Violación a los artículos 1, 29,
31, 32, 40, 44, y 47 de la Ley 241 sobre Tránsito de Ve"
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hículos de Motor; Cuarto Medio: Violación del articulo
1133 del Código Civil;

Considerando, que en el primer medio de su memo-
rial los recurrentes alegan , en síntesis, lo siguiente: que
ante el Tribunal a-quo alegaron lo siguiente: a) que
dicho Tribunal era incompetente para conocer del caso en
vista de que el prevenido no era el propietario del vehícu-
lo que ocasionó el accidente, y, sin embargo, ignoró este
pedimento; b) que por el ordinal tercero del dispositivo de
dicho fallo se rechazó el recurso de apelación interpuesto
contra la sentencia del Juzgado de Paz por no haber com-
parecido la parte recurrente, a pesar de que en la audien-
cia del 20 de junio de 1978 estuvo presente y concluyó por
medio de su abogado, tal como consta en el acta de au-
diencia; c) que tampoco el Juez a-quo se pronunció sobre
la petición de exclusión y la declaración de no oponibili-
dad de la sentencia a la Compañía Dominicana de Segu-
ros, C. por A., propuestas en vista de que se había probado
que el conductor del vehículo no estaba provisto de la li-
cencia para manejar un vehículo de motor; pero,

Considerando, en cuanto a la letra a) de sus alega-
tos; que los recurrentes propusieron ante el Juez de Paz
del Municipio de San Cristóbal la incompetencia de dicho
Tribunal para conocer del caso, en vista de que el preve-
nido Víctor Uribe no era el propietario del vehículo que
ocasionó el accidente; que este incidente fué rechazado por
el Juez de Paz, por su sentencia del 20 de diciembre de
1977, contra la cual los recurrentes no interpusieron re-
curso de apelación y, por tanto, dicho fallo adquirió la au-
teridad de la cosa definitivamente juzgada;

Considerando, en cuanto a la letra b) de los alegatos
del medio que se examinó; que el prevenido se hizo re-
presentar en audiencia por medio de abogado, lo que no
procedió en el caso, ya que fué sometido a la justicia por
un delito que conllevaba prisión, o sea, la infracción pre-



p e ~00W~ 1•070~

434	 BOLETÍN JUDICIAL	 QS
BOLETÍN JUDICIAL	 435

vista por el artículo 49 de la Ley No. 241; que, sin ernbar_
go, al aceptar el Tribunal esa representación, ello le favo.„1.
reció, y, por tanto, no tiene interés en presentar este ale-
gato;

Considerando, en cuanto al alegato e) del medio que
se examina, que las conclusiones relativas a la no opoub
nibiidad de la sentencia a la Compañía de Seguros puesta
en causa, que la recurrente alega no fueron contestadas
por el Juez, fueron también presentadas ante el Juez de
Paz del Distrito Judicial de San Critsóbal y éste las re-
chazó fundándose en que la Ley No. 126 de Seguros Pri-
vados dispone en el artículo 68 que las exclusiones de ries-
gos consignados en las pólizas eximen de responsabilidad
al asegurador, frente al asegurado y a terceras personas,
excepto cuando se trate del seguro obligatorio contra da-
ños ocasionados por vehículos de motor, para los cuales
dichas exclusiones no serán oponibles a terceras personas;
que, por tanto, se expresa también en la sentencia, que al
estar el vehículo asegurado con la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., en virtud de la Ley 4117 del 1955 so-
bre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, no proce-
día otorgar ese pedimento; que la Suprema Corte de Jus-
ticia estima que las conclusiones presentadas en el mismo
sentido ante el Tribunal a-quo fueron contestadas por di-
cho Tribunal al expresarse en uno de les considerandos
de la sentencia impugnada, lo siguiente: "que al confir-
mar la sentencia recurrida en lo concerniente a la oponibi-
lidad de la misma a la Compañía Dominicana de Seguros,.
C. por A., (Sedo/neo.), este Tribunal, lo ha resuelto así
después de ponderar los documentos que forman el exp>
'lente, de los cuales se desprende que el vehículo cau-
sante del accidente al momento de producirse el mismo,
rra propiedad de Alejandro Mateo Báez, y estaba asegu-
rado en dicha entidad conforme lo establece el artículo
1C de la Ley 4117, cosa ésta que no ha sido discutida por
ninguna de las partes en causa; por la cual el alegato e)

del primer medio carece también de fundamento, y en con-
secuencia, el primer medio del recurso debe ser desesti-
mado;

Considerando, que en e] segundo medio de su recur-
sc los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que

.4 la parte civil ha fundado su demanda en daños y perjui-
cios en la presunción de responasbilidad del guardián de
la cosa inanimada a que se refiere el párrafo primero del
del articulo 1384 del Código Civil; que esta acción tiene
su fuente, necesariamente, en un delito civil, y por tanto,
no puede ser llevado accesoriamente a la acción pública
conforme al artículo 3 del Código de Procedimiento Cri-
minal; pero,

Considerando, que contrariamente a lo que alegan los
recurrentes, la demanda intentada por la parte civil cons-
tituida contra Alejandro Mateo Báez lo fué en su calidad
de comitente de Víctor Antonio Uribe, que, por tanto, el
segundo medio del recurso carece de fundamento y debe
ser desestimado;

Considerando, que los medios Tercero y Cuarto del
memorial constituyen una reiteración de los alegatos mar-
cados en la letra c) del Primer Medio del recurso el cual

' fue examinado precedentemente, y, por tanto, estos medios
1/4 ' del recurso deben ser desestimados;hi

,  
Considerando, que en la sentencia impugnada, median-

te la ponderación de los elementos de juicio aportados en
,	 .

la insttrucción de la causa, para declarar culpable del ac-
cidente al prevenido, dió por establecido lo siguiente: a)
que el 2 de octubre del 1977, mientras el automóvil placa
123-337, propiedad de Elisa Ruiz Serrano estaba estacio-
nado en la calle Padre Borbón, de la ciudad de San Cris-

litóbal, frente a la Boite "Mi Gente", fué chocado por el
;!automóvil placa No. 146-562, con póliza No. 32112, de la

Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., propiedad
de Alejandro Mateo Báez, conducido por Victor Antonio
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vista por el artículo 49 de la Ley No. 241; que, sin mbar.
go, al aceptar el Tribunal esa representación, ello le favo.
reció, y, por tanto, no tiene interés en presentar este ale_
gato;

Considerando, en cuanto al alegato c) del medio que
se examina, que las conclusiones relativas a la no oponi.
nibiidad de la sentencia a la Compañía de Seguros puesta
en causa. que la recurrente alega no fueron contestadas
por el Juez, fueron también presentadas ante el Juez de
Paz del Distrito Judicial de San Critsóbal y éste las re-
chazó fundándose en que la Ley No. 126 de Seguros Pri-
vados dispone en el artículo 68 que las exclusiones de ries-
gos consignados en las pólizas eximen de responsabilidad
al asegurador, frente al asegurado y a terceras personas,
excepto cuando se trate del seguro obligatorio contra da-
ños ocasionados por vehículos de motor, para los cuales
dichas exclusiones no serán oponibles a terceras personas;
que, por tanto, se expresa también en la sentencia, que al
estar el vehículo asegurado con la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., en virtud de la Ley 4117 del 1955 so-
bre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, no proce-
día otorgar ese pedimento; que la Suprema Corte de Jus-
ticia estima que las conclusiones presentadas en el mismo
sentido ante el Tribunal a-quo fueron contestadas por di-
cho Tribunal al expresarse en uno de los considerandos
de la sentencia impugnada. lo siguiente: "que al confir-
mar la sentencia recurrida en lo concerniente a la oponibi-
lidad de la misma a la Compañía Dominicana de Seg,uroS.
C. por A., (Sedomca), este Tribunal, lo ha resuelto así

después de ponderar los documentos que forman el exer-
_riente, de los cuales se desprende que el vehículo cau-
sante del accidente al momento de producirse el mismo,
era propiedad de Alejandro Mateo Báez, y estaba asegu-
rado en dicha entidad conforme lo establece el artículo
le, de la Ley 4117, cosa ésta que no ha sido discutida por
ninguna de las partes en causa; por la cual el alegato c)

del primer medio carece también de fundamento, y en con-
'. secuencia, el primer medio del recurso debe ser desesti-

mado;

Considerando, que en e] segundo medio de su recur-
so los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que
la parte civil ha fundado su demanda en daños y perjui-
cios en la presunción de responasbilidad del guardián de

1. la cosa inanimada a que se refiere el párrafo primero del
del artículo 1384 del Código Civil; que esta acción tiene
su fuente, necesariamente, en un delito civil, y por tanto,
no puede ser llevado accesoriamente a la acción pública
conforme al artículo 3 del Código de Procedimiento Cri-
minal; pero,

Considerando, que contrariamente a lo que alegan los
recurrentes, la demanda intentada por la parte civil cons-
tituida contra Alejandro Mateo Báez lo fué en su calidad
de comitente de Víctor Antonio Uribe, que, por tanto, el
segundo medio del recurso carece de fundamento y debe
ser desestimado;

Considerando, que los medios Tercero y Cuarto del
memorial constituyen una reiteración de los alegatos mar-
cados en la letra c) del Primer Medio del recurso el cual
fue examinado precedentemente, y, por tanto, estos medios
del recurso deben ser desestimados;

Considerando, que en la sentencia impugnada, median-
te la ponderación de los elementos de juicio aportados en
la insttruoción de la causa, para declarar culpable del ac-
cidente al prevenido, dió por establecido lo siguiente: a)

que el 2 de octubre del 1977, mientras el automóvil placa
123-337, propiedad de Elisa Ruiz Serrano estaba estacio-
nado en la calle Padre Borbón, de la ciudad de San Cris-
tóbal, frente a la Boite "Mi Gente", fué chocado por el
automóvil placa No. 146-562, con póliza No. 32112, de la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., propiedad
de Alejandro Mateo Báez, conducido por Víctor Antonio



ROLETIN JUDICIAL	 437436	 I3OLETIN JUDICIAL

Uribe, resultando el vehículo chocado con varios desper-
fectos; b) que el accidente se debió a la imprudencia del
prevenido Víctor Antonio Uribe al manejar su vehículo de
manera descuidada y atolondrada y no tomar las precau-
ciones necesarias en un lugar de mucho tránsito, como lo
es la vía en que ocurrió el accidente;

Considerando, que los hechos así establecidos por i,,
Corte a-qua configuran el cielito de conducción temeraria
o descuidada, previsto por el artículo 65 de la Ley No. 2:
del 1967, de Tránsito y Vehículos, y sancionado por el mis
mo texto legal con las penas de RD$50.00 a RDS200.00,
prisión de uno a tres meses, o ambas penas a la vez, y n F
el delito previsto en el artículo 139 de dicha Ley, cem,
lo juzgó el Tribunal a-quo, ya que en los hechos establec,
dos no se reveló que el accidente se debió al desperfecto
en los frenos del vehículo a que se refiere este último tex

-to legal; que, sin embargo, el error en que incurrió la
Corte no conduce a la casación de la sentencia, ya que al
ser condenado el prevenido al pago de una multa de RD
$10.00. acogiendo circunstancias atenuantes, la situación
del prevenido no puede ser agravada frente a su sola ape-
lación;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua evaluó
los daños materiales y morales que recibió la parte civil
constiuída en el accidente en la suma de RD$1,000.00; que
al condenar al prevenido Víctor Antonio Uribe, juntamen-
te con Alejandro Mateo Báez, propietario del vehículo que
ocasionó el accidente, al pago de esa suma, más los intere-
ses legales a partir de la demanda, a título de indemniza-
ción al Tribunal a-qua, hizo una aplicación correcta de los
artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y al hacer oponi-
bles esas condenaciones a la aseguradora en causa, aplicó
también correctamente los artículos 1 y 10 de la Ley 4117
del 1953, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Mo-
tor;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en cuanto concierne al prevenido
recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Rasa Elisa Ruiz Serrano, en los recursos de casación
'interpuestos por Víctor Antonio Uribe, Manuel María Sei-
jas y la Compañía de Seguros, C. por k, iSedornea.), con-
tra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en sus atribu-

* dones correccionales el 20 de junio de 1978, cuyo disposi-
tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Rechaza dichos recursos y condena al prevenido
Víctor Antonio Uribe al pago de las cestas penales; Terce-
ro: Condena a dicho prevenido y a Alejandro Mateo Báez.
al pago de las costas civiles, y los distrae en provecho de

.los Dres. Ulises Cabrera y Numitar Veras Felipe, abogados
de la interviniente, quienes afirman haberlas avanzado
en su totalidad, y las hace oponibles a la seguradora, den-
tro de los límites de la Póliza.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe

' Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.—
. 1. Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido firmada por los señores
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia
pública del día, mes y año en él expresados y fué firmada,
leída y publicada por mí, Secretario General, que certibi.-
co.— ¡Firmado): Miguel Jacobo.
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Uribe, resultando el vehículo chocado con varios desper-
fectos; b) que el accidente se debió a la imprudencia del
prevenido Víctor Antonio Uribe al manejar su vehículo de
manera descuidada y atolondrada y no tomar las precau-
ciones necesarias en un lugar de mucho tránsito, como lo
es la vía en que ocurrió el accidente;

Considerando, que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua configuran el delito de conducción temeraria
o descuidada, previsto por el artículo 65 de la Ley No. 241
del 1967, de Tránsito y Vehículos, y sancionado por el mis-
mo texto legal con las penas de RD$50.00 a RD$200.00. y
prisión de uno a tres meses, o ambas penas a la vez, y no
el delito previsto en el artículo 139 de dicha Ley, cano
lo juzgó el Tribunal a-quo, ya que en los hechos estableci-
dos no se reveló que el accidente se debió al desperfecto •
en los frenos del vehículo a que se refiere este último tex-
to legal; que, sin embargo, el error en que incurrió la
Corte no conduce a la casación de la sentencia, ya que al
ser condenado el prevenido al pago de una multa de RD
$10.00, acogiendo circunstancias atenuantes, la situación
del prevenido no puede ser agravada frente a su sola ape-
lación;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua evaluó
los daños materiales y morales que recibió la parte civil
constiuída en el accidente en la suma de R141,000.00; que
al condenar al prevenido Victor Antonio Uribe, juntamen-
te con Alejandro Mateo Báez, propietario del vehículo que
ocasionó el accidente, al pago de esa suma, más los intere-
ses legales a partir de la demanda, a título de indemniza-
ción al Tribunal a-qua, hizo una aplicación correcta de los
artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y al hacer oponi-
bles esas condenaciones a la aseguradora en causa, aplicó
también correctamente los artículos 1 y 10 de la Ley 4117
del 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de M o

-tor;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en cuanto concierne al prevenido
recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Rosa Elisa Ruiz Serrano, en los recursos de casación

'interpuestos por Víctor Antonio Uribe, Manuel María Sei-
jas y la Compañía de Seguros, C. por A., (Sedo:rica), con-
tra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en sus atribu-
ciones correccionales el 20 de junio de 1978, cuyo disposi-
tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Rechaza dichos recursos y condena al prevenido
Víctor Antonio Uribe al pago de las cestas penales; Terce-
ro: Condena a dicho prevenido y a Alejandro Mateo Báez,
al pago de las costas civiles, y los distrae en provecho de
las Dres Ul'ses Cabrera y Numitce Veras Felipe, abogados
de la interviniente, quienes afirman haberlas avanzado
en su totalidad, y las hace oponibles a la seguradora, den-
tro de los límites de la Póliza.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Seres, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L Hernández Espaillat.—

. Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido firmada por los señores
e Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia

pública del día, mes y año en él expresados y fué firmada,
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifi-
co.— (Firmado): Miguel Jacobo.



Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
fecha 25 de abril de 1979.

SENTENCIA DE FECHA 16 DE MARZO OEL 1981

Recurrentes: Miguel A. Abréu Rurgos, Corporación Mtmicipal de
Transporte Colectivo, y la CompaRía Dominicana de
guros, C. por A.

Abogrado: Dr. Luis R. Castillo Mejia.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jucces, Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de. Pres:dente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Hernán-
dez Espaillat y Leonte Ftafael Alburquerque C.. asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Demingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy dia 16 del mes de marzo del año 1981,
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración.
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto conjunta-
mente por Miguel A. Abréu Burgos, dorryinicano, mayor de
edad, easado, chófer, domiciliado en la calle A, No. 77, del
Ensanche Espaillat, de esta ciudad, cédula No. 17251, se-
rie 54; la Corporación Municipal de Transporte
con su domictko en la calle Pepillo Salccdo, de esta capi-

tal, y la Compariía Dominicana de Seguros. C. por A., con
sti domicilio en la Avenida Independenria No. 55, de esta

, ciudad, contra la sentencia dietada por la Corte de Ape-

10
' lación de Santo Dom:Ingo, en sus atribueiones correecio-

nales, el 25 de abril de 1979, cuyo dispositivo se copia
mas adelante;

Oído al Alguacil de turno en !a lectura del rol;

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de Casación, levantada en la Secrotaría
de la Corte a-qua el 15 de mayo de 1979, a requerimiento
del Dr. Luis Randolfo Castillo Mejia, cédula No. 18933,
serie 3ra., en representación de los recurrentes, en la cual

111

- ' no se propone ningún medio determinado (le casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 30 de juniol•
— de 1980, suscrito por el Dr. Luis Randolfo Castillo Mejía,

en .el cual se propone contra la sentencia impugnada el
, medio que se indica más adelante;

Visto el escrito de la interviniente, del 30 de junio de 1980,
firmado por el Dr. José A. Oviedo Beltré, r.édula No. 1392,
serie 76, interviniente que es Dolores Altagracia Camare-
na, dominicana, mayor de edad, domiciliada en la calle
Ravelo No. 52, de esta ciudacl, cédula No. 246265, serie
primera.

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu
rrentes, y los artículos 1, 20, 23, 43, 62 y 65 de la Ley so-
bre ProcedImiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito oc-urrido cn
la Avenida Francia, de esta ciudad, el 10 de diciembre de
1976, en el cual una persona resultó con lesiones corpora-
les, la Cuarta Cámara Penal del Juzgado d,e Primera Ins-

Materia: Correccional.

Intervinlente: Dolores Altagracia Camarena.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.
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Sentencia impuanada: Corte de Aneladón de Santo Domingo, de
fecha 25 de abril de 1979.

Materia: Correceional.

Reeurrentes: )Iiguel A. Abréu Burgos, CorporaciOn Munieipat de
Transporte Colectivo, y la CompaIlla Dominicana de Se-
guros, C. por A.

Abogado: Dr. Luis R. Castillo Mejía.

Interviniente: Dolores Altagracia Camarena.

Dios, Patria y Libertad,
Repnblica Domin icalta.
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE MARZO DEL 1981

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces, Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presciente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
mánzar, Felipe Otsvaldo Pc.rdomo Báez, Joaquín Hernán-
dez Espaillat y Leonte Ftafael Alburquerque C., asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Demingo de Guzrnán, Dis-
trito Nacional, hoy clia 16 del mes de marzo del año 1981.
atios 138' de la Independencia y 118' cie la Restauración.
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el reeurso de casación interpuesto conjunta-
mente por Miguel A. Abréu Burgos, dominicano, mayor de
edad, casado, chófer, domiciliado en la calle A, No. 77, del
Ensanche Espaillat, de esta ciudad, cédula No. 17251, sc-
rie 54; la Corporación Municipal de Transporte Colectivo.
con su domicilio en la calle Pepillo Salcedo, de esta
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tal, y la Compañía Dominicana de Seguros. C. por A., con
su domicilio en la Avenida Independentia No. 55, de esta
ciudad, contra la sentencia dictacla por la Corte de Ape-
lación de Santo DomIngo, en sus atribuciones correccio-
nales, el 25 de abril de 1979, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oido al Alguacil de turno en !a lectura del rol;

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de Casación, levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 15 de rnayo de 1979, a requerimiento
del Dr. Luis Randolfo Castillo Mejía, cédula No. 18933,
scrie 3ra., en representación de los returrentes, en la cual
no se propone ning,ún medio deterrninado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 30 de junio
de 1980, suscrito por el Dr. Luis Randolfo Castillo Mejía.
en el cual se propone contra la sentencia impugnada et
medio que se indica más adelante;

Visto el escrito dela interviniente, del 30 de junio de 1980,
firmado por el Dr. José A. Ovicclo Beltré, cédula No. 1392,
serie 76. interviniente que es Dolores Altagracia Camare-
na, dominicana, mayor de cdad, domiciliada en la ealle
Ravelo No. 52, de esta ciudad, cédula No. 246265, serie
primera.

La Suprema Corte de Jttsticia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu
rrentes, y los artículos 1, 20, 23, 43, 62 y 65 de la Ley so-
bre ProzedImiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido cn
la Avenida Francia, de esta ciudad, el 10 de díciembre de
1976, en el cual una persona resultó con lesiones corpora-
les, la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de, Primera Ins-
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tancia del Distrito Nacional, dictó el 25 de enero de 1978
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante,
transcrito en el de la ahora impugnada; b) que.
sobre los recursos interpuestos, la Corte de Apelación
de Santo Domingo, dictó, un dispositivo, el 25 de abril de
1979, la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como regu-
lares y válidos en cuanto a la forma los recursos de ape-
lación interpuestos por: a) Dr. Luis R. Castillo Mejía, a
nombre y representación del prevenido Miguel A. Burgos.
Corporación Municipal de Transporte Colectivo y la Com
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., (Sedome.a); b)
par el Dr. José A. Oviedo Beltré, a nombre y representa-
ción de la agraviada Dolores Altagracia Camarena, con-
tra sentencia dictada por la Cuarta Cámara de lo Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
en fecha 25 de enero de 1978, cuyo dispositivo dice asi:
"Falla: Pritnero: Se declara al nombrado Miguel A. Abréu
Burgos, dominicano, mayor d.e edad, portador de la cédu-
la N9 27151, serie 54, domiciliado y residente en la calle A
.N9 77, Ensanche Espaillat, culpable de violación al artículo
49, letra c) de la Ley N9 241, y en consecuencia se condena a
Veinticinco pcsos oro dominicanos (RD$25.00) de multa y al
pago de las costas penales; Segundo: Se declara regular y
válida en cuanto a la form.a la constitución en parte civil
hecha por Dolores Altagracia Camarena, en contra de 1)g

-guel A. Abréu Burgos y la Corporación Munie.ipal de
Transporte Colectivo, a pagar una indemnización de Mil
quinientos pcsos oro dominicanos (RDS1,500.00), en favor
de Dolores A. Camarena, como justa reparación por lcs
darios y perjuicois morales y mai.eriales sufridos por ella
en el accidente; Tercero: Se condena a los mismos a pagar
los intereses legales de dicha suma a partir de la fecha
de la demanda; Cuarto: Condena a Miguel A. Abréu Bur-
gos y la Corporación Mtuticipal de Transporte Colectivo,
al pago de las costas civiles en favor del Dr. José Apolinar

Oviedo Beltré, quien afirma haberlas avanzado en su ma-
yor parte; Quinto: Declara dicha sentencia común y opo-
mble a la Compañía Dominicana de Seguros Dominicana,
C. por A., (Sedomca), por ser ésta la entidad aseguradara
del vehículo marza Mack, tipo de vehículo, guagua, placa
No. 300-136, chásis No. 68581001, póliza No. 34395, pro-
piedad de la Corporación Municipal de Transporte Co-
lectivo, y que al momento del accidente era canducido
por .el prevenido Miguel A. Abréu Burgos, en virtud
artículo 10 de la Ley 4117, (sobr, Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motar), por haber sido hechos de acuerdo a
la ley; SEGUNDO: PronuncLa el defecto del preVenido Mi-
guel A. Abréu Bttrgos, par no haber asistido a la audien-
cia, no obstante haber sido le.galmente citado; 'TERCERO:
Confirma la sentencia recurrida, e.n sus demás aspectos;
CUARTO: Condena al prevenido Miguel A. Abréu Burgos
al pago de las costas; QUINTO: Condena a Miguel A.
Abréu Burgos y la Corporación Municipal de Transparte
Colectivo, al pago de las costas civiles, en favor del Dr.
José A. Oviedo Beltré, quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad; SEXTO: Declara esta sentenzia común y
oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
(Sedomea), entidad aseguradora dcl vehículo que causó
el accidente;

Considerando, que los recurrentes proponen, contra
la sentencia que impugnan, el siguiente medio único de
casación: Violación del artículo 195 del Código de Prooe-
dimiento Criminal, 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil, y 23, inciso quinto de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que los recurrentes proponen en su
único medio, lo siguiente: que el fallo impugnado es dado
en dispositivo, ya que en el mismo no consta en qué se ba-
só para dictada, ni especifica a cuáles hechos se refiere;
que no dice en que consistió la falta cometida por el pre-
venido, si era de noche o de día, ni hace mención de los
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tancia del Distrito Nacional, dictó el 25 de enero de 1978
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante
transcrito en el de la ahora impugnada; b)
sobre los recursos interpuestos, la Corte cbe Apelación
de Santo Domingo, dictó, un dispositivo, el 25 de abril de
1979, la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como regu-
lares y válidos en cuanto a la forma los recursos de ape-
lación interpuestos por: a) Dr. Luis R. Castillo Mejia, a
nombre y representación del prevenido Niguel A. Burgos,
Corporación Municipal de Transporte Colectivo y L3 Com-
pailla Dominicana de Seguros, C. por A., (Sedomca); b)
par el Dr. José A. Oviedo Beltré, a nombre y representa-
ción de la agraviada Dolores Altagracia Camarena, con-
tra sentencia dietada por la Cuarta Cámara de lo Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
en fecha 25 de enero de 1978, cuyo dispositivo dice así:
"Falla: Primero: Se dorlara al nombrado Miguel A. Abróu
Burgas, dominicano, mayor de ed.ad, portador de la cédu-
la N9 27151, serie 54, domiciliado y residente en la calle A
N9 77, Ensanche Espaillat, culpable de violación al artículo
49, letra c) de la Ley N 9 241, y en consecuencia se condena
Veinticinco pesos oro dominicanos (RD$25.00) de multa y
pago de las costas penales; Segundo: Se declara regular y
válida en cuanto a la forma la constitución en parte civil
hecha por Dolores Altagracia Camarena, en contra de
guel A. Abréu Burgos y la Corporación Municipal de
Transporte Colectivo, a pagar una indemnización de Mll
quinientos pesos oro dominicanos (RDS1,500 . 00), en favor
de Dolores A. Camarena, como justa reparación por los
daríos y perjuicois morales y maLeriales sufridos por ella
en el accidente; Tercero: Se condena a los mismos a pagar
los intereses legales de dicha suma a partir de la fecha
de la demanda; Cuarto: Condena a Miguel A. Abréu Bur-
gos y la Corporación Municipal de Transporte Colectivo,
al pago de las costas .civiks en favor del Dr. José Apolinar
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Oviedo Beltré, quien afirrna haberlas avanzado en su ma-
yor parte; Quinto: Dertara dicha sentencia camún y opo-
ruble a la Compañía Dominicana cie Seguros Dominicana,
C. por A., (Sedomca), por ser ésta la entidad aseguradara
del vehículo marra Mack, tipo de vehículo, guagua, placa
No. 300-436, chásis No. 6858-1001, póliza No. 34395, pro-
pledad de la Corporación Municipal de Transporte Co-
lectivo, y que al momento del accidente era conducido
por el prevenido Miguel A. Abréu Burgos, en virtud del
artículo 10 de la Ley 4117, (sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motar), por haber sido hechos de acuerdo a
la ley; SEGUNDO: Pronuncla el defecto del prevenido Mi-
guel A. Abréu Burgos, por no haber asistido a la audien-
cia, no obstante haber sido legalmente citado; TERCERO:
Confirma la sentencia recurrida, en sus demás aspectos;
CUARTO: Condena al prevenido Miguel A. Abréu Burgos
al pago de las costas; QLTINTO: Condena a Miguel A.
Abréu Burgos y la Corporación Municipal de Transparte
Colectivo, al pago de Pas costas civiles, en favor del Dr.
José A. Oviedo Beltré, quien afirma haberlas avanzado
en su botalidad; SEXTO: Declara esta sentencia común y
oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
(Sedomca), entidad aseguradora del vehículo que causó
el accidente;

Considerando, que los recurrentes proponen, contra
la sentencia que impugrtan, el siguiente medio único de
casación: Violación del artículo 195 del Cádigo de Froce-
dimiento Criminal, 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil, y 23, inciso quinto de la Ley sdbre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que los recurrentes proponen en su
único medio, lo siguiente: que el fallo impugnado es dado
en disposilivo, ya que en el mismo no con_sta en qué se ba-
só para dictarla, ni especifica a cuáles hechos se refiere;
que no dice en qué consistió la falta .cometida por el pre-
venido, si era de noche o de día, ni hace mención de los

te



442	 BOLETLN JUDICIAL 443BOLETIN JUDICIa

daños sufridos por la víctima; que no explica los funda,
mentos de hecho y de derecho que la han llevado a esta-
tuir en la forma que lo ha hezho; que en definitiva,
Corte a-qua no dá motivos que justifiquen sus pronunda-
mientos, ya que la sentencia se halla en disposiiive, lo quy
imposibilita apreciar si el caso fué bien o mal juzgade.
todo lo eual conduce a la casación de la sentencia recurricla:

Considerando, que tal como lo alegan los recurren-
tes, la sentencia impugnada careze totalmente de consis
tencias sobre la forma en que se instruyó la causa en el
grado de apelación, así como de una descripción de les
hechos de la causa y de los motivos de orden jurídie)
justificantes del dispositivo, todo lo cual configura una
violación a los artículos 195 del Código de Proccdimiento
Criminal, 141 del Código de Procedimiento Civil y de:
ordinal 5to. del artículo 23 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación; por lo cual el fallo impugnado debe ser ca-
sado en todas sus partes;

Considerando, que las costas podrán ser compensa-
das cuando una sentencia fttere caszda por falta e insuf.-
eieneia de motivos;

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinien-
te a Dolores Altagracia Camarena en los recursos de ca-
sación interpttestos por Miguel A. Abréu Burgos, Corpo-
ración Municipal de Transporte Colectivo y la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., contra la sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus
atribuciones correccionales, el 25 de abril de 1979, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Casa la indicada sentencia y envía el asun-
to a la Carte de Apclación de San Cristóbal, en las mis-
mas atribuciones; Tercero: Declara las costas penalcs de
oficio y compensa las zivtles entre las partes.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín

Alvarez Pereiló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
osvaldo Perdorno Bácz, Joaquín Ifernández Esaillat, Leon-
te Rafael Alburquerque C.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dacla y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
attdiencia pública, del día, mes y año, en él expresados,
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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daños sufridos por la víctima; que no explica los furxda-
mentos de hecho y de derecho que la han llevado a esta-
tuir en la forma que lo ha hecho; que en definitiva, la
Corte a-qua no dá motivos que justifiquen sus pronuncia-
mientos, ya que la sentencia se halla en disposiiivo, lo que
imposibilita apreciar si el caso fué bien o mal juzgado,
todo lo cual conduce a la casación de la sentencia recurrida; i

Considerando, que tal como lo alegan los recurren-
tes, la sentencia impugnada carece totalmente de consis- .
tencias sobre la forma en que se instruyó la causa en el
wado de apelación, así como de una descripcian de los
hechos de la causa y de los motivos de ordon jurídico
justificantes del dispositivo, todo lo cual conf igura una
violación a los artículos 195 del Código de Procedirniento
Criminal, 141 del Código de Procedimiento Civil y del
ordinal 5to. del articulo 23 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación; por lo cual el fallo impugnado debe ser ca-
sado en todas sus partes;

\

Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
osvaldo Perdomo Bácz, Joaquín Hernández Esaillat, Leon-
te Rafael Alburquerque C. — Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jucces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y atio, en él expresados,
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.

Considerando, que las costas podrán ser compensa-
das cuando una sentencia fuere casc.: da por falta e insufi-
ciencia de motivos;

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinien-
te a Dolores Altagracia Camarena en los recursos de ca-
sación interpuestos por Miguel A. Abréu Burgos, Corpo-
ración Municipal de Transporte Colectivo y la Compañía
Dorninicana de Seguros, C. por A., contra la sentencia die-
tada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus
atribuciones correccionales, el 25 de abril de 1979, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Casa la indicada sentencia y ertvía el asun-
to a la Carte de Apelación de San Cristóbal, en las mis-
mas atribuciones; Tercero: Declara las costas penales de
oficio y compensa las civiles entre las partes.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuent,e, Francisco Elpidio Beras. Joaquin M.
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, do
fecha 25 de julio de 1977.

Materia: Correccional.	 111

Recurrente: José Enrique Mendoza.
Abogado: Dr. Luis R. Castillo Mejía.

Interciniente: Angel Emilio Sánchez.
Abogado: Dra. Ramona E. Trujillo Vda. lluonpensiere.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiatna,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras. Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Joaquín Hernández Espaillat, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 16 del mes de marzo del año 1981, años 138'
de la Independencia y 118' de la Restauración, dieta en
audiencia pública. como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José En-
rique Mendoza, dominicano, mayor de edad, casado, em-
pleado privado, domiciliado en la calle Manuel Mora, Na
40, de la ciudad de Azua, cédula No. 125633, serie ira.,
contra la sentencia de la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, del 25 de julio de 1977. en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la Lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, a la doctora

Ramona Estela Trujillo Vda. Buonpensiere, cédula Núm.
27056, serie primera, abogada del interviniente Angel Emi-
lio Sánchez, dominicano, mayor de edad, soltero, domici-
liado en la calle Barney Morgan, de esta ciudad, No. 72,
cédula No. 17519, serie 3;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 12 de agosto de 1977, a
requerimiento del Doctor Luis Randolfo Castillo Mejía,
No. 18933, serie 3, en representación del recurrente, en la
cual no se propone ningún medio determinado de casa-
ción;

Visto el escrito del 9 de junio de 1978, firmado por el
doctor Luis Randolfo Castillo Mejía, abogado del recu-
rrente, en el que se proponen los medios que se indicarán
más adelante;

Vistos los escritos del 9 de junio de 1978, y 13 del
mismo mes y año, firmados por la abogada del intervi-
niente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrenteente que se mencionan más adelante, y los artículos 1,
20, 43, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
cón

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de la desaparición de unas prendas atribuida a va-
rias personas, el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Azua, dictó, en sus atribuciones correccio-
nales una sentencia el 23 de julio de 1975, cuyo disposi-
tivo aparece inserto en el de la sentencia impugnada; b)
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal. d•
fecha 25 de julio de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente: José Enrique Mendoza.
Abogado: Dr. Luis R. Castillo Mejía.

Interviniente: Angel iEmilio Sánchez.
Ahogada: Dra. Ramona E. Truj illo Vda. Buonpensiere.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Printer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Joaquín Hernández Espaillat, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 16 del mes de marzo del año 1981, años 138'
de la Independencia y 118' de la Restauración, dieta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José En-
rique Mendoza, dominicano, mayor de edad, casado, em-
pleado privado, domiciliado en la calle Manuel Mora, No.
40, de la ciudad de Azua, cédula No 125633, serie lra.,
contra la sentencia de la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, del 25 de julio de 1977, en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, a la doctora

Ramona Estela Trujillo Vda. Buonpensiere, cédula Núm.
27056, serie primera, abogada del interviniente Angel Emi-
lio Sánchez, dominicano, mayor de edad, soltero, domici-
liado en la calle Barney Morgan, de esta ciudad, No. 72.
cédula No. 17519, serie 3;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 12 de agosto de 1977, a
requerimiento del Doctor Luis Randolfo Castillo Mejía,
No. 18933, serie 3, en representación del recurrente, en la
cual no se propone ningún medio determinado de casa-
ción;

Visto el escrito del 9 de junio de 1978, firmado por el
doctor Luis Randolfo Castillo Mejía, abogado del recu-
rrente, en el que se proponen los medios que se indicarán
más adelante;

Vistos los escritos del 9 de junio de 1978, y 13 del
mismo mes y año, firmados por la abogada del intervi-
niente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente que se mencionan más adelante, y los artículos 1,
20, 43, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de la desaparición de unas prendas atribuida a va-
rias personas, el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Azua, dictó, en sus atribuciones correccio-
nales una sentencia el 23 de julio de 1975, cuyo disposi-
tivo aparece inserto en el de la sentencia impugnada; b)
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que sobre la apelación, la Corte a-qua dictó su sentencia
del 4 de marzo de 1977, cuyo dispositivo se copia más
adelante; c) que sobre oposición, la Corte a-qua dictó d '

fallo ahora impugnado en casación, con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos
los recursos de oposición interpuestos por el prevenido y
la parte civil constituida contra la sentencia de esta mis-
ma Corte de fecha 4 del mes de marzo del año 1977, cuyo
dispositivo dice así: "Falla :Primero: Declara regulares y
válidos los recursos de apelación interpuestas por el Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Azua
y por el señor Angel Emilio Sánchez, parte civil constitui-
da, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Azua en fecha 23 del mes
de julio de 1975, cuyo dispositivo dice asi: "Falla: Prime-
ro: Que debe declarar y declara la no culpabilidad de
los nombrados José Enrique Mendoza, Teresa Ivelise Pe-
ña, Felipe Matos (a) Otán, en el hecho de robo de pren-
das en perjuicio del señor Angel Emilio Sánchez, y en
consecuencia se descargan por no estar reunidos los elz-
mentos constitutivos del delito. Se declaran las costas de
oficio; Segundo: Que debe rechazar y rechaza las conclu-
siones formuladas por la parte civil constituida, señor Angel
Emilio Sánchez, contra el prevenido José Enrique Mendoza
por improcedente y mal fundada, la demanda reconvencio-
nal en daños y perjuicios, incoados en audiencia por el pre-
venido José Enrique Mendoza y contra el querellante Angel
E. Sánchez; Segundo: Pronuncia el defecto contra el preve-
nido José E. Mendoza, por no haber comparecido a pesar d,'
haber sido legalmente citado, y contra Angel Emilio Sán-
chez, parte civil constituida, por no haber concluido; Ter-
cero: Revoca la sentencia dictada per el tribunal de primer
grado, y, la Corte, obrando por contrario imperio y propia
autoridad, declara que el prevenido es culpable del delito
de robo en perjuicio de Angel Emilio Sánchez; en conse-
euecia, lo condena a pagar una multa de diez (RD$10.00).
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; Cuarto:
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Condena además al prevenido al pago de las costas pena-
ies; SEGUNDO: Revoca la mencionada sentencia, y, la
Corte, obrando por propia autoridad y libre imperio, des-
carga de toda resonsabilidad penal al nombrado José En-
rique Mendoza, del delito de robo en perjuicio del señor
Angel Emilio Sánchez, por insuficiencia de pruebas; TER-
CERO: Declara buena y válida la constitución en parte
civil hecha por el agraviado en contra del prevenido:
CUARTO: Retiene una falta o cuasi delito civil, en el

ntido de los artículos 1382 y 13113 del Códígo Civil, a
cargo del prevenido José Enrique Mendoza, que compro-
mete su responsabilidad	 QUINTO: Condena al pre-
venido José Enrique Mendoza, en base de su falta al pa-
go de una indemnización de RD$1,500.00 por concepto de
daños y perjuicios a favor de la parte civil constituida, en
reparación de daños y perjuicios de todo género, su-
fridos por éste; SEXTO: Declara las costas penales de ofi-
cio; SEPTIMO: Condena al prevenido al pago de 'las cos-
tas civiles en favor de la doctora Ramona Estela Trujillo
Vda. 13oumpensiere, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte;

Considerando, que el recurrente propone en su me-
morial, los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Desnaturalización de los hechos; Falta de base legal; Se-
gundo Medio: Insuficiencia en la enunciación y descrip-
ción de los hechos de la causa, que generan una viola-
ción al artículo 141 del Código de Procedimiento Civil;
Tercer Medio: Violación de los artículos 1382 y 1383 del
Código Civil;

Considerando, que el recurrente, en el desarrollo de
su primer medio, alega en síntesis, que la Corte a-qua
desnaturaliza los hechos, al afirmar que él es responsable
de los daños y perjuicios experimentados por el quere-
llante Angel Emilio Sánchez, con la pérdida de las pren-
das de su propiedad que se encontraban en el interior del
vehículo, indebidamente utilizado por el prevenido; y no
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de robo en perjuicio de Angel Emilio Sánchez; en conse-
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venido José Enrique Mendoza, en base de su falta al pa-
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su primer medio, alega en síntesis, que la Corte a-gua
desnaturaliza los hechos, al afirmar que él es responsable
de los daños y perjuicios experimentados por el quere-
llante Angel Emilio Sánchez, con la pérdida de las pren-
das de su propiedad que se encontraban en el interior del
vehículo, indebidamente utilizado por el prevenido; y no
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tomar ninguna precaución para preservar dichas prendas;
que, contrariamente a lo expresado por la Corte a•qua
José Enrique Mendoza fué autorizado a manejar el vel
hículo y se lo prestaron para ir a Azua desde la pia•zt
donde se encontraban, sin advertirle que en el auto hu-
biera prendas de ninguna especie; por lo que la indicada
Corte adultera los hechos al expresar que Mendoza ma-
nejó el carro indebidamente y que no cuidó unas prendas.,
de las cuales no tenía noticia, pues esa versión es contra.
ria a lo declarado en el plenario; que por lo que antecede
la sentencia impugnada debe ser casada;

Considerando, que ciertamente, el examen de la sen-
tencia impugnada revela, que el recurrente fué inculpado
juntamente con otras personas, por Angel Emilio Sánchez,
de haberle sustraído unas prendas que éste había dejado
en el auto que el primero condujo, desde la playa de Mon-
te Río a la ciudad de Azua; que la Corte, después de ins-
truir el proceso, dictó la sentencia ahora impugnada, des-
cargando a Mendoza del delito de que estaba prevenido,
descargándolo a él y a todos los otros prevenidos; que no

obstante ese descargo, la Corte rztiene una falta sobre el

fundamento de que: "en el hecho admitido por el preve-
nido de haber utilizado indebidamente el vehículo de rea

ferencia, en cuyo interior se hallaban las prendas desapa-
recidas", que no obstante esa afirmación, la declaración
de José Antonio Lugo, que tenía las llaves del auto, y que
fué quien entregó, a título de préstamo, el vehículo a

Mendoza, contradice la versión de la Corte, pues de lo
dicho por Lugo resulta que Mendoza fué autorizado per
él a usar el auto y al hacerlo no le advirtió que dentro de
éste hubiera prenda alguna; que en esas circunstancias. la
decisión de la Corte al retener una falta al prevenido so-
bre el supuesto de que éste conocía la existencia de las
prendas y de que él se apoderó del vehículo, es contrario
al principio de que el hecho a retener sea fundado en los
mismos hechos de la acusación ó de la prevención, que

n la especie, según resulta de la querella presentada por
Angel Emilio Sánchez, constituído en parte civil, ante el
despacho de la Policía Nacional, en la ciudad de Azua, el

de abril de 1975, consiste en la acusación de que le
enstrayeron varios efectos que tenía en su pantalón, de-
positado en el auto mencionado anteriormente; que la
corte al descargar a José Enrique Mendoza y retener un
hecho fuera de la prevención, como es el de que Mendoza
hizo uso del vehículo en el que estaban las prendas para
deducir de ello responsabilidad civil, ha incurrido en el
error de fundar ésta en circunstancias agenas a la preven-
ción, por lo que procede casar la sentencia en ese aspecto,
sin necesidad de ponderar los otros medies del recurso;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Angel Emilio Sánchez, en el recurso de casación in-
terpuesto por Jos5 Enrique Mendoza, contra la sentencia
de la Corte de Apelación de San Cristóbal, contra la sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal del 25
de julio de 1977, en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Casa la indicada sentencia en lo relativo
a la falta atribuida al prevenido y su condenación al pago
de una indemnización de RD$1,500.00 y envía el asunto
así delimitado a la Corte de San Pedro de Macorís; Terce-
ro: Campensa las costas entre las. partes

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco lipi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat. — Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en sa encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados,
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECIIA 16 DE MARZO DEL 1981

Senteneia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fecha
10 de octubre de 1978.

Materia: Correecional. 	 al

Recurrentes: Jesús Pascual Rey^ anioue Morgan Batista
Seguros Pepín. S. A.

Altogado: Dr. Félix Antonio Brito Mata.

llios, l'atria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte cir
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Néstor
Contin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo cle la Fueni
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-1"
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Har-
nzindez Espaillat. y Leonte Itafacl Alburquerque Castillo,
a.sistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 16 de marzo de 1981, años 138'
de la Independencia y 118' de la Restauración, dieta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recutsos de easación interpuesto conjunta-
mente por Jesús Pascual Reyes y Enrique Morgan Batista,
dominicanos, mayores de edad, casados, domiciliados en la
ciudad de Barahona, y la Seguros Pepín, S. A., con
cilio social en la casa No. 470, de la calle Mercedcs etqui-
na Palo Hincado, de esta ciudad contra la sentencia
da en sus atribuciones correozionales, por la Corte de Apc-
lación de Barahona, él 10 de octubre de 1978, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General
de 1a República;

Vist,a el acta de los recursos de casación, levantada
en la Secretaría de la Corte a-qua. el 12 de marzo de
1979, a requerimiento del Dr. Carlos A. Castillo, actuando
en representación de los recurrentes, en la que no se pro-
pone ningún medio determinado de easación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 25 de enero
de 1980, suscrito por su abogado el Dr. Félix Antonio Bri-
to Mata, en el que se proponen los medios de casación que
luego se indican;

La Suprezna Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales indicados por los recu-
rrentes; y los artículos 1384 del Código Civil; 1 y 10 de
la Ley 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatario de Vehícu-
los de Motor; y 1, 29 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que cen mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido en la carretera
que conduce de Barahona a Azua, el 26 de enero de 1977,
en que resultaron varias personas con lesiones mrrporales,
y los vehículos con desperfectos, el Juzgado de Primera
Instancia del I)istrito Judicird de Baraliona, dictó el 11
de noviembre de 1977, una sentencia con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRDIERO: Declara, como al efecto
declara, culpable al nombrado Jesús Pascual Reyes, de
generales que constan, de viDlación al artículo 40 de la Ley
No. 241 (sobre Tránsito de Vehículos de Motor), en per-
juicio de varias personas, y en consecuencia se condena
a una multa de Cincuenta pesos oro (RDS50.00), y costas,
aeogiendo en su favor circunstancias atenuantes; SEGUN-
DO: Descarga, como al efecto Descarga, al coprevenido Ra-

IT
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República Dominicana.

Er' t Nombre de la Repúbllea, la Suprema Corte de
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audiencia pública, como Corte de Ca_3ación, la siguiente
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mente por Jesús Pascual Reyes y Enrique Morgan Batista,
dominicanos, mayores de edad, casados, domiciliados en la
ciudad de Barahona, y la Segaros Pepín, S. A., con domi-
cilio social en la casa No. 470, de la calle MeMecics esqui-
na Palo Hineado, de esta cludad contra la sentencia dieta-
da en sus atribuciones correccionales, por la Corte de Ape•
lación de Barahona, el 10 de octubre de 1978, cuyo dispo- 	 •
sitivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dietamen del Magistrado Precurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada
en la Secretaría de la Corte a-qua, el 12 de marzo de
1979, a requerimiento del Dr. Carlos A. Castillo, actuando
en representación de los recurrentes, en la que no se pro-
pone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 25 de enero
de 1980, suserito por su abogado el Dr. Félix Antonio Bri-
to Mata, en el que se proponen los medios de casación que
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140	 La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales indieados por los recu-
rrentes; y los artículos 1384 del Código Civil; 1 y 10 de
la Ley 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehícu-
ios de Motor; y 1, 29 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
doeumentos a que elLa se .refiere, consta: a) que cen mo-
tivo de un accidente de tránsito oeurrido en la carretera
que conduce de Barahona a Azua, el 26 de enero de 1977,
en que resultaron varias personas con lesiones corporales,
y los vehículos con desperfeetos, el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Barahona, clietó el 11
de noviembre de 1977, una sentencia con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Declara, como al efecto
declara, culpable al nombrado Jesús Pascual Reyes, de
generales que constan, de violación al artízulo 40 de la Ley
No. 241 (sobre Tránsito de Vehículos de 1)lotor), en per-
juicio de varias personas, y en consecuencia se condena
a una multa de Cincuenta pesos oro (RDS50.00), y costas,
aeogiendo en su favor circunstancias atenuantes; SEGUN-
DO: Descarga, como al efecto Descarga, al coprevenido Ra-
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II
món Antonio Fabré Taveras, de generales que constan,
toda responsabilidad penal, por no haber cometido nin.
guna de las faltas establecidas en la Ley No. 241, decla.
rando en cuanto a él mismo, las aostas de oficio; TERCE-

RO: Declarar, como al efecto declara, buena y válicla la
constitución en parte civil hecha en audiencia por los aa-
ñores Ramón Antonio Fabré Taveras, Jaainto Vásquez L-
riano y Heroína Medina, por órgano de sus abogados cons-
tituídos y apoderados los señores Lic. Itafael A. Ortega
Peguero, Dr. Miguel I. Ortega Peguero y José Manolo Cas-
tillo Núiíez, por hacr sido hecha de conformidad con los
procedimientos Icgales; CUARTO: Ratificar, como al efec-
to Ratifica, el defeeto pronunciado en audiencia contra las
personas civilmente responsables, Enrique Moran Batista
Cabrera y a la Compañía de Seaguros Pepín, S. A., por no
haber comparecido, no obstante haber sido legalmente em-
plazada; QUINTO: Condenar, como al efecto Condena, al
señor Enrique Morgan Batista Cabrera, al pago de las si-
guientes indemnizacionw: a) en favor del señor Ramón
Antonio Fabré Taveras, Dos mil quinientos pesos oro (RD
$2,500.00), por concepto de daños morales y materiales
sufridos por dicho señor a consecuencia del accidente; b)
Cinco mil pesos oro (RD$5,00.00), en favor de Heroína
Medina, como justa reparación por los daños morales y
materiales sufridos por estos a consecuencia de los gol-
pes y heridas recibidos por éstas en el accidente;
Condenar, ,como al efecto condena, solidariamente. a
Compañía de Seguros Pepín, S. A., y al señor Enrique
Morgan Batista Cabrera, en sus calidades de entidad ase-
guradora y propietaria del vehículo en el cual se produjo
el accidente, al pago de los intereses legales a partir de la
fecha de la demanda en el presente procedimiento; SEP-
TDIO: Condenar, como al efeeto condena, a la Compaina
de Seguros, Pepín S. A., y al señor Enrique Morgan Ba-
tista Cabrera, solidariamente al pago de las costas civiles
del presente procedimiento, en favor de las MiSIDAS, de los

Dres. José Manolo Núñez Castillo, Miguel I. Ortega Pe-
guero y Lic. Rafa.el A. Ortega Peguero, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad; OCTAVO: Disponer,
como al efecto dispone, que la presente senteneia le sca
oponible a la Compañía dc Seguros, Pepín, S. A., por ser
la entidad aseguradora del vehículo con el cual se origi-
nó el accidente; b) que sobre las apelaaiones interpuestas,
interviene la sentencia ahora impugnada en casacVn,
cuyo dispositivo es sigue: "FALLA: PRIMERO: Detlara
regular y válido en la forma el recurso de apelación inter-
pttesto por el Dr. Carlos A. Castillo, a nombre y represen-
tación del prevenido Jcsús Paszual Reyes y de la Compa-
ñía de Seguros Pppin, S. A., de fecha lro. del mes de fe-
brero del año 1978, contra sentencia correccional dictada
por el Juzgado de Primera Instancia del DIstrito Judicial
de Barahona, de fecha 23 clel mes de Noviembre del año

, 1977, cuyo dispositivo figura en otra parte del presente
fallo; SEGUNDO: Mcd ,fica cl ordinal Quinto de dicha sen-
tencia recurrida, en cuanto al monto de las indeannizacio-
nes pronunciadas en el mismo, conservando el mismo or-
den allabético, en la siguiente forma: a) en favor del se-
ñor Ramón Antonio Fabré Taveras, la suma de Qunien-
tos pesos oro (R08500.00), por la totalidad de los daños
morales y materiales reeibidos con motivo cle las lesiones•
stzfridas en su persona y a otra inderanización a justitcar
por estado, en razón de los daños a la cosa (automóvil) de
su propiedad; b) Cuatro mil pesos oro (RD$1,C00.03), en
favor del señor Jacinto Vasquez Liriano, y Mil pesos
oro (RD$1,000.00), en favor de la señora Heroina Medi-
na; TERCERO: Modifica los ordinales Sexto y Séptimo
de dicha sentencia, en cuanto al senticio de que se prccecie
condenar direatamente a la Compañía de Seguros Pepín,
S. A., al pago de los intereses legales y de las costas y en
consecuencia se le descarga de las aludidas condenaciones;
CUARTO: Conf'rma en los demás aspectos apelac'os ,la
sentencia rezurrida; QUINTO: Condena al prevenido Je-
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món Antortio Fabré Taveras. de generales QUC COEIStan, de
toda responsabilidad penal, por no haber cometido nin-
guna de las faltas estahlecidas en la Ley No. 241, deeia.
rando en cuanto a él misrno, las costas de oficio; TERCE-

RO: Declarar, como al efecto declara, buena y válida
constitución en parte civil becha en audiencia por los se-
ñores Ramón Antonio Fabré Taveras, Jacinto Vásquez Li..
riano y Heroína Medina, por órgano de sus abogados cons-
tituídos y apoderados los señores Lic. Rafael A. Chlega
Peguero, Dr. Miguel I. Ortega Peguero y José Manolo Cas.
tillo Núñez, por haer sido heella cle conformidad con 1,as
procedimientos legales; CUARTO: Ratificar, como al efec-
to Ratifica, el defocto pronunciado en audiencia contra las
personas civilmente responsables, Enrique Moran BaVsta
Cabrera y a la Compañía de Seguros Pepin, S. A., por no
haber comparecido, no obstante haber sido legahnente em-
plazada; QUINTO: Condenar, como al efecto Condena, al

señor Enrique Dilorgan Batista Cabrera, al pago de las
guientes indemniz.aciones: a) en favor del señor Ramún
Antonio Fabré Taveras, Dos mil quinientos pescs oro (RD
$2,500.00), por concepto de daños morales y materiales
sufridos por dicho señor a consecuencia del accidente; bl
Cinco mil pesos oro (RD$5,00.00), en favor de Heraina
Medina, como justa reparación par los daños morales y
materiales sufridos por éstos a consecuencia de los gol-
pes y heridas recibidos por éstas en el accidente; SEX'f0:
Condenar, como al efecto condena, solidariamente, a la
Compañía de Seguros Pepín. S. A., y ai señor Enríque
Margan Batista Cabrera, en sus calidades de entidad ase-
guradora y propietaria del vehículo en el cual se produjo
el ac,cidente, al pago de los intereses legales a partir de la
fecha de la demancla en el presente procedimiento; SEP-
TIMO: Condenar, como al efecto condena, a la Compañia
de Seguros, Pepín S. A., y al señor Enrique Morgan Ba-
tista Cabrera, solidariamente al pago de las costas civiles
del presente procedinnento, en favor de las mismas, de los

pres. José Manolo Núñez Castillo, Miguel I. Ortega Pe-
guero y Lic. Rafael A. Ortega Peguero, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad; OCTAVO: Disponer,
como al efecto dispone, que la presente sentencia le sea
oponible a la Compañía de Seguros, Pepín, S. A., por ser
la .entidad aseguradora del vehículo con el cual se

el accidente; b) que sobre las apelaciones interpuestas,
interviene la sentencia ahora impugnacla en casacitm,
cuyo dispositivo es sigue: "FALLA: PIt/MERO: Declara
regular y válido en la forma el reeurso de apelación inter.
puesto por el Dr. Carlos A. Castillo, a nombre y represen-
tación del preveniclo Jcsús Pascual Reyes y de la Compa-
ñía de Seguros Pppin, S. A., de fecha lro. del mes de fe-
brero del año 1978, contra sentencia correccional di:tada
por el Juzgado de Primera Instancia del Dfstrito Judicial
de Barohona, de fecha 23 clel mes de Noviembre del año
1977, cuyo dispositivo figura en otra parte del presente
fallo; SEGUNDO: Mod ; fica el ordinal Quinto de dicha sen-
tencia recurrida, en cuanto al monto cie las indornnizacio-
nes pronunciadas en el mismo, conservando el mismo or-
den alfabético, en la siguiente forma: a) en favcr del se-
tior Ramón Antonio Fabré Taveras, la suma de Qunien-
tos pcsos oro (RD$500.00). por la totalidad de los daños
morales y materiales recibidos con motivo de las lesiones
sufridas en su persona y a otra inclemnización a justif car
por estado, en razón de los claños a la cosa (automóvil) de
su propiedad; b) Cuatro mil pesos oro (RE$1,000.00), en
favor del señor Jacinto Vásquez Liriano, y Mil pesos
oro (RD$1,000.00), en favor de la señora Heroína Medi-

., an ; TERCERO: Modifica los ordinales Sexto y Séptimo
de dicha sentencia, en cuanto al sentido de que se proccde
condenar directamente a la Compañía de Segttros Pepín,
S. A., al pago de los intereses legales y de las costas y en
eonsecuencia se le descarga de las aludidas condenaciones;
CIJARTO: ConPrma en los demás aspectos apelaCo3
sentencia recurricia; QU1NTO: Conclena al prevenido Je-
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sús Pascual Reyes y al serior F:nrique Morgan Batista ca„,
brera, persona civilmente responsable, al pag,o solid •
de las costas del procedimlento de la presente instanciti
ordenando su distracción en favor de los dattores JoE4
Manclo Núñez Castillo, Miguel I. Ortega Peguero y ue.
Rafael A. Otrega Peguero, abogados que afirrnan haberlas
avanzado en su mayor parte;

Considerando, que los recurrentes proponen contra
la sentencia impugnacla los skuientes mecllos de casackm:
Primer Medio: Violación a los artículos 128 y 523 y -si
guientcs del Código de Procedim'ento Civil y al Derrito
de Defcmsa, al liquidar por estado los supuestos daños re-,
cibidos par la cosa, de mancra unilateral y no contradic- 1
toria: Segundo Meclio: Falta de motivos en la aignación
de los daños y perjuicios acordados a la parte civil;

Considerando, aue antc-s de entrar en el desarrollo
de los mechos, conviene serialar que en el expediente exis,,
te un azto de Alguacil del 9 de febrero de 1979. en el ettal l t
se ha.ce constar, que a requerimiento del Magistrado Pro-
curador General de la Corte da Apelación del Departamen-
to Judicial de Barahona, le fué notificacla en su propia per
sona al prevenido Jesús Pascual Reyes, la sentencia por

1éste impugnada, que corresponde a la fecha del 10 de oz-,,l
tubre de 1978; por lo que, al d'sponer el artículo 29 de la .
Ley de Casación que el plazo de que dlsponía dicho pre-
venido para interpon.er su rccurso era de diez días a par-
tir de la notificación de la sentencia, aún calculando el
aumento en razón de la distancla, dicho recurso resulta
tardío, y en consecuencia debe ser doalarado inadmisible;
por lo que procede examinar dichos recursos sólo en cuan-
to pucde interesar a Enrique Morgan Batista y la Segu-
ros Pepín, S. A.;

Considerando, que en su prirr:er med1/2 de casa-ión,
éstos aleg,an, en síntesis, que la Corte a-qua, al modificar
la sentenaia del 10 de octubre de 1978, por su decisión ad-

ministrativa No. 002, del 15 de enero de 1979, y liqu'clar
de manera unilateral y sin ser sometida a la contradicción
de la contraparte al Estado formulado por los abogados de
las partes recurridas, violó las disposiciones de los arlícu-
los 128 y 523 del Cédigo de Procedimiento Civil y el de-
recho de defensa de los recurrentes y debe ser casada;
pero, •

Considerando, que el recurso de que se trata, se
mita a impugnar la sentencia correccional dictada por la
Corte de Barahona el 10 de octubre de 1978, y la decisión
adrninistrativa del 18 de enero de 1979, criticada por los
recurrentes, aparte de no haber podido ser tomada en
cuenta en dicha falla, por ser posterior en fecha del mis-
mo, tampoco figura como pieza del expediente, por lo que
dicho alegato carece de pertinencia y debe ser de.sesti-
mado:

Considerando, que los reaurrentes, en el desarrollo de
su segundo medio, en cuanto al aspecto civil del Msano,
se limita a alegar en síntesis, que la sentencia irnpugnada
sólo se refiere a los ordinales que modifica y a la as^gna-
clión de los darios y perjuicios, sin motivarlos, como era su
deber; olvidando que las jueces al imponer una indemn'-
zación deben hazer una exposición completa de los hechos
y circunstancias de la causa, a fin de que se pueda verifi-
ear si las condenaciones impuestas corresponden al perjui-,.
cio sufrido; pero.

Censidorando, que la sentenzia impugnada pone de
manifiesto, que eontrariamente a lo alegado por los reeu-
rrentes. la Corte a-qua, da motivos surclentes y pertinen-
tes para justificar los daños y perjuicios acordados a las
persenas constituídas en parte civil, refiriéndose en cada
caso, a la naturaleza de las lesiones físicas sufridas por
cada uno de ellcs,	 en cuando al daño material sufrido
p:7ir Rarnón Antonio Fabré Tavares, por la destrucción de
su vehículo, disponiendo su liquidación per estado, por
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sús Pascual Reyes y al serior Enrique Morgan Batista
brera, persona civilinente responsable, al pago solidario 1,
de las costas d.el procedimlento de la presente instancia,
ordenando su distracción en favor de los doctores J.
Manolo Núñez Castillo, Miguel I. Orteg,a Peguero y
Rafael A. Otrega Peguero, abogados que afirman haberlas
avanzado en su mayor parie;

Considerando, que los recurrcntes proponen contra
la sentencia impugnada los s!guiente.s meclios de casacien:
Primer Mcdio: Violación a los artículos 128 y 523 y
guientes del Código de Procadim'ento Civil y al De:ezhe
de Defensa, al liquidar por estado los supuestos daños re-
cibidos por la cosa, de manera unilateral y no contradic-
toria: Segundo Medio: Falta de motivos en la as'gnación
de los daños y perjuicios acordados a la parte eivil;

Considerando, que antes de entrar en el desarrollo
de los medios, conviene señalar que en cl expeclicnte exis-
te UI3 azto de Alguacil del 9 de febrero de 1979. en el cual
se hace constar, que a reqtterimiento del Magistrado Pro-
curador General de la Corte de Apelación del Departamen-
to Judicial de Barahona, le fué notificada en su propia per
sona al prevenido Jesús Pascual neyes, la sentencia por
éste impugnada, que corresponde a la feeha del 10 de e--
tubre de 1978; por lo que, al cl ,sixmer el artículo 29 de
Ley de CasacVm que el plazo de que d:sponía dicho
venido para interponer su recurso era de diez clías a par-
tir de la notificación cle la scntencia, aún caleulando el
aumento en razón de la distanc :a., dicho recurso resulta
tardío, y en consecuencia debe ser declarado
por lo que procede examinar dichos recursos sólo en cuan-
to puede intercsar a Enrique Mot:gan Batista y la Sege.:-
ros Pepín, S. A.;

Considerando, que en su pritr.er rnecl'o de casa-ión.
éstos a/egan, en síntesis, que la Corte a-qua, al modificar
la sentenaia del 10 de octubre de 1978, por su decisión ad-
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ministrativa No. 002, del 15 de enero de 1979, y liqu'dar
de manera unilateral y sin ser sometida a la contradierión
de la contraparte al Estado formulado por los abogados de
ias pa.rtes recurridas, violó las dIsposiciones de los arlícu-
los 128 y 523 del Cedigo de Procedimiento Civil y el de-
recho de defensa de los recurrentes y debe ser casada;
pero.

Considerando, que el recurso de que se trata, se
mita a impugnar la sentencia correccional dictada por la
Corte de Barahona el 10 de ectubre de 1978, y la decisión
adrninistrativa del 18 de enero de 1979, criticada por los
recurrentes, aparte de no habee podido ser tomada en
cuenta en dicha falla, por ser posterior en fecha del mis-
mo, tampoco figura como pieza del expediente, por lo que
dicho alegato carece de pertinencia y debe ser desesti-
mado;

Consiclerando, que los ree.urrentes, en el desarroLlo de
su segundo medio, en cuanto al aspecto civil del rdsmo,
se limita a alegar en síntesis, que la sentencia impugnada
sólo se refiere a les ordinales que modifica y a la as . gna-
ción de los darios y perjuicios, sin motivarlos, como era su
deber; olvidanclo que los jueee.s al irnponer una indemd-
zación deben hazer una exposici ém completa de los hcchos
y cireunstancias de la causa, a fin de que se pueda verifi-
ear si las condenaeiones impuestos corresponden al perjui-
cio sufrido; pero.

Censiderando, que la sentenzia impttgnada pone de
manifiesto, que contrariamente a lo alegado por los recu-
rrentes, la Corte a-qua, da motivos surclentes y pertinen-
tes para justificar los daños y perjuicios acordados a las
personas constituídas en parte eivil, refiriéndose en cada
caso, a la naturaleza de las lesiones físicas sufr5clas por
cada uno de ellcs,	 en cuando al daño material sufrido
per Ramón Antonio Fabre Tavares, por la destrucción de
su vehieulo, dispordendo su liquidación per estado, por
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carecer de elementos de juic :o para fijar la cuantía de di.
cha indemnización; que al scr dicha evalucien una
tión de hecho, sólo cuando dió que rzsultara irrazonable
daría lugar a casacian, lo que no stzcede en el presente c.0.1

so, par lo que este último mcdio que se exaMna, tambiéti
resulta sin fundamento y debe ser rlesestitnado;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible per
tardio el recurso de casación interpuesto por el prevenida
Jesús Pascual Fteyes, contra la scntencia dictada por
Cirte de Apelación de Barahona, en sus atribuciones co-
rreccionales, el 10 de cettzbre de 1978, cuyo disposit'vo
apareee en parte anteriar del presente fallo y lo condena
al pago de las costas penales; Segunclo: Rechaza los racur-
scs interpuestos contra la misma sentencla, por Enrique
Morgan Batista y la Compañía de Seguros Pepín, S A.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Ftzente, Francisco Eipidio Bera.s, Joaquín M.
Alvarez Perella, Juan Bautista Itojas Almánzar, Fr1ipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Lecnte R. Alburquerque C.— M:guel Jaccbo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jucces que figuran en str encabczamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él exprestdos,
y fué frmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene
ral, que certifico.— (Firmado):Miguel Jaccbo.

.SENT7NCIA DE FECIIA 16 DE MARZO DEL 1981

sentffitela impugnada: Corte de Apelación cle Santiago, de fecha
25 de enero de 1978.

Materia: Corrc-ccional.

nclurrentes: Juan Bolivar Bourdier y la Compart:a de Seguros
Patria, S. A.

ado: Dr. Néstor Diaz Fernandez.

Interviniente: Nieasio Durán Santana.
Abogado: Dr. Clyde Eugerno Rosano.

Dios, Patria y Libertad,
Repúbltea Doniinicatta.

Di Nombre de la República, la Suprema Carte de
Justicia, regularmente constituída por los Jucces Néstor
Contín Aybar, Pres‘dente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-

, te, Primer Sustituto de Presidente; Manued A.
Segundo SustItuto de Presidente; Francisco Elpidio P,e-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelító, Juan Bautista Rojas Al-
rnánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asIstidos del Secretario Gencral, en la
Sala donde celebra sus audic-ncias, eri la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nac;onal, hoy día 16 de
.marzo del 1981, años 138' de la índependene!a. y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, corno Cor:a
de Casación, la siguiente sentencla:

Sabre los recursos de casación interpuestos por Juan
Bolívar Bourdier, dominicano, mayor de cdad, casado, enr
pleado privado, domiciliadc y res I dente en la casa No. 52,
cle la calle Héctor J. Díaz, del Ensanche San Lorenzo de
Los Minas, de esta ciudad, céclula No. 11203, serie 46; y
la Compañía de Seguros Patria, S. A., con su domicil o

4.1 •
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carecer de elementos de juic4 o para fijar la cuantía de di-
cha indemnización; que al ser dicha evalucién una cues_
tión de hecho, sólo cuando dió que resultara irrazonable,
daría lugar a casación, lo que no sucede en el presente ca-
so, por lo que este último medio que se exam'na, también
resulta sin fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible por
tardío el recurso de casación interpuesto por el prevenido
Jesús Pascual Reyes, contra la sentencia dictada por la
C;:rte de Apelación de Barahona, en sus atribuciones ^o-
rreccionales, el 10 de octubre de 1978, cuyo dispositivo
aparece en parte anterior del presente fallo y lo condena
al pago de las costas penales; Segundo: Rechaza los rnour-
sos interpuestos contra la misma sentencia, por Enrique
Morgan Batista y la Compañía de Seguros Pepín, S .A.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elipidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Pe•elló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R. Alburquerque C. — Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en sa enimbezarnien:.o, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados,
y fué f i rmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene
ral, que: certifico.— (Firmado): Miguel Jaccho.

SENTENCIA DE FECHA 16, DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
25 de enero de 1978.

Materia: Correccional.

" Recurrentes: Juan Bolívar Bourdier y la Compafl".a de Seguros
Patria, S. A.

Abogado: Dr. Néstor Díaz Fernández.

Interviniente: Nicasio Durán Santana.
Abogado: Dr. Clyde Eugenio L.osario.

Dios, Patria y Libertad,
411:	 República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de. Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, .en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 de
marzo del 1981, años 138' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación., la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Juan
Bolívar Bourdier, dominicano, mayor de edad, casado, em-
pleado privado, domiciliado y residente en la casa No. 52,
de la calle Héctor J. Díaz, del Ensanche San Lorenzo de
Los Minas, de esta ciudad, cédula No. 11203, serie 46; y
la Compañía de Seguros Patria, S. A., con su domicil_o

1
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en la avenida 27 de Febrero No. 10, de esta ciudad, cort_
tra la sentencia dictada, en sus atribuciones correcciona-
les, el 25 de enero de 1978, por la Corte de Apelación dp
Santiago, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol.,
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada
en la Secretaría de la Corte a-qu.a, el 6 de febrero de 1978,
a requerimiento del doctor Manuel de Jesús Disla Suárez,
cédula No. 39720, serie 31, a nombre de los recurrentes,
en la que no se propone ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, depositado en
la Socretaría de la Suprema Corte de Justicia, eíl 22 de
marzo de 1979, en el cual se propone el medio de casación
que se indica más adelante;

Visto el escrito de intervenicón. de Nicasio Durán San-
tana, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante,
domiciliado y residente en esta ciudad, cédula No. 4585,
serie 42, depcsitado el 22 de enero de 1979, suscrito por su
abogado, el Dr. Clyde Eugenio Rosario, cédula No. 47910,
serie 81;

La Suprema Corte de Justicia, después de, haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por los re-
currentes en su memorial, los cuales se indican más ade-
lante; y los artículos 52 de la Ley No. 241 ,de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil; 1 y 10 de la
Ley scbre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor y 1,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en

los documentos a que ella se, refiere consta lo siguiente:
a) que, con motivo de un accidente de tránsito ocurrido
en la ciudad de Santiago de los Caballeros, el 18 de abril
de 1975, en el cual resulté una persona con lesiones cor-
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porales, la Primera Cámara Penal Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó el 9 de
noviembre de 1976, en sus atribuciones correccionales, una
sentencia, cuyo dispositivo se transcrbe más adelante, in-
serto en el de la ahora impugnada; b) que sobre los re-
cursos interpuestos intervino la sentencia ahora impug-
nada en casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular en la forma los recursos de
apelación incoados por la Lic. Magaly de la Rocha, quien
actúa a nombre y representación de Nicasio Durán Santa-
na y el interpuesto por el Lic. Arnaldo Lugo Álemán,
quien actúa a nombre y representación de Juan Bolívar
Bourdier, prevenido y persona civilmente demandada y
de la Compañía de Seguros Patria, S. A., contra la senr
tencia No. 596 de fecha nueve (9) del mes de noviembre
del ario mil novecientos setenta y siete (1977), dictada
por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera.
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, 'cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "Primero: Pronuncia defecto, contra
el nombrado Juan Bolívar Bourdier, de generales ignora-
das, por no haber comparecido a la audiencia, no obstan-
te estar legalmente citado; Segundo: Declara a los nom-
brados Juan Bolívar Bourdier, de generales ignoradas, y
Nicasio Durán, de generales anotadas, culpables, el prime-
ro, de viciar los artículos 49 y 61 y el segundo de violar
el artículo 74, letra c), de la Ley 241, sobre Tránsito de
Vehículos de Motor, y la Ordenanza. Mun'elpal No. 1346,
del año 1963, que regula el Tránsito de preferencia en es-
ta ciudad de Santiago; y en consecuencia, se condlna a
Juan Bolívar Bourdier, al pago de una multa de RD$25,-
00) (Veinticinco pesos oro); y a Nicasio Durán, aft pago de
una multa de RD$10.00 (Diez pesos oro), acogiendo en
cuenta un 74% de falta comet'cla por Juan Bolívar Bour-
dier y un 25% de falta cometida por el co-prevenido' Ni-
casio Durán Santana; Tercero: Declara buena y válida,
en cuanto a la forma la constitución en parte civil, hecha
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en la avenida 27 de Febrero No. 10, de esta ciudad, con_
tra la sentencia dictada, en sus atribuciones c orrecciona-
les, el 25 de enero de 1978, por la Corte de Apelación de
Santiago, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada
en la Secretaría de la Corte a-qu.a, el 6 de febrero de 1978,
a requerimiento del doctor Manuel de Jesús Disla Suárez,
cédula No. 39720, serie 31, a nombre de los recurrentes,
en la que no se propone ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, depositado en
la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, c 22 de
marzo de 1979, en el cual se propone el medio de casación
que se indica más adelante;

Visto el escrito de intervenicón de Nicasio Durán San-
tana, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante,
domiciliado y residente en esta ciudad, cédula No. 4585,
serie 42, depositado el 22 de enero de 1979, suscrito por su
abogado, el Dr. Clyde Eugenio Rosario, cédula No. 47910,
serie 81;

La Suprema Corte de Justicia, después de: haber de-
liberado, y vistes los textos legales invocados por los re-
currentes en su memorial, los cuales se indican más ade-
lante; y los artículos 52 de la Ley No. 241 ,de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil; 1 y 10 de la
Ley ,sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor y 1,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente:
a) que, con motivo de un accidente de tránsito ocurrido
en la ciudad de Santiago de los Caballeros, el 18 de abril
de 1975, en el cual resulté una persona con lesiones cor-

porales, la Primera Cámara Penal Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó el 9 de
noviembre de 1976, en sus atribuciones correccionales, una
sentencia, cuyo dispositivo se transcribe más adelante, in-
serto en el de la ahora impugnada; b) que sobre los re-
cursos interpuestos intervino la sentencia ahora impug-
nada en casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular en la forma los recursos de
apelación incoados por la Uc. Magaly de la Rocha, quien
actúa a nombre y representación de Nicasio Durán Santa-
na y el interpuesto por el Lic. Arnaldo Lugo Álemán,
quien actúa a nombre y representación de Juan Bolívar
Bourdier, prevenido y persona civilmente demandada y
de la Compañía de Seguros Patria, S. A., contra la sen-
tencia No. 596 de fecha nueve (9) del mes de noviembre
del año mil novecientos setenta y siete (1977), dictada
por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia	 Distrito Judicial de Santiago, 'cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "Primero: Pronuncia defecto, contra
el nombrado Juan Bolívar Bourdier, de generales ignora-
das, por no haber comparecido a la audiencia, no obstan-
te estar legalmente citado; Segundo: Declara a los nom-
brados Juan Bolívar Bourdier, de generales ignoradas, y
Nicasio Durán, de generales anotadas, culpables, el prime-
ro, de violar los artículos 49 y 61 y el segundo de violar
el artículo 74, letra c), de la Ley 241, sobre Tránsito de
Vehículos de Motor, y la 'Ordenanza Mun'elpal No. 1346,
del año 1963, que regula el Tránsito de preferencia en es-
ta ciudad de Santiago; y en consecuencia, se condena a
Juan Bolívar Bourdier, al pago de una multa de RD$25,-
00) (Veinticinco pesos oro); y a Nicasio Durán, aa, pago de
una multa de RD$10.00 (Diez pesos oro), acogiendo en
cuenta un 74% de falta cometida por Juan Bolívar Bour-
dier y un 25% de falta cometida por el co-prevenido Ni-
casio Durán Santana; Tercero: Declara buena y válida,
en cuanto a la forma la constitución en parte civil, hecha
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en audiencia por el señor Nicasio Durán Santana, en con-
tra del nombrado Juan Bolívar Bourdier y la Compañía
Nacional de Seguros Patria, S. A., por órgano de sus abo-
gados constituídos y apoderados especiales, Dr. Clyde
Eugenio Rosario y Lic. Marcelo Castro; Cuarto: En cuan-
to al fondo, se condena al nombrado Juan Bolívar Bour-
dier, en su Calidad de co-prevenido y co-autor de la falta
cometida en el accidente de. que se trata, al pago de una
indemnización de RD$800.00 (Ochocientos pesos oro), en
provecho de la parte civil constituída, el co-prevenido Ni-
casio Durán Santana, por los daños y perjuicios morales
y materiales experimentados por él, ,con las lesiones cor-
porales a consecuencia de este accidente, y teniendo en
cuenta su falta cometida en el mismo; Quinto: En cuanto
a los daños reclamados por el co-prevenido Nicasio Durán
Santana, y al mismo tiempo parte civil constituída, por
los despefectos sufridos por la motocicleta conducida por
él, se ordena que estos daños materiales sean liquidados
por Estado, de acuerdo al articulo 128 del Ced'go de Pro-
cedimiento Civil; Sexto: Condena al señor Juan Bolívar
Bourdier, • al pago de	 :intereses legales de la suma acor-
dada, a partir de la fecha de la demanda, a favor de la
parte civil constituída, por las lesiones sufridas por ella,
según Certificado Médico anexo al expediente, así corno la
que se justifique por Estado, y hasta la total ejecución
de la sentencia, a título de indemnización complementa-
ria; Séptimo: Declara la presente sentencia ejecutable y
oponible a la Compañía Nacional de Seguros Patria, S. A.,
teniendo por tanto ésta autoridad de cosa juzgada; Octa-
vo: Condena al señor Juan Bolívar Bourdier y a la Com-
pañía Nacional de Seguros Patria, S. A., al pago de las cos-
tas, con distracción de las mismas en provecho del Dr.
'Clyde Eugenio Rosario, abogado de la parte civil consti-
tuída, quien afirma estarlas avanzado en su totalidad;
Noveno: Se declara regular y válida la constitución en
parte civil, hecha en audiencia por el señor Juan Bolívar

Bourdier, por mediación de su abogado constituido y apo-
derado especial,	 Enrique Rafael Bencosme Veloz, en
cuanto a la forma, en contra de Nicasio Durán Santarsa; y
en cuanto al fondo pronuncia defecto, por falta de compa-
recencia; Décimo: Condena a los nombrados Juan Bolívar
Bourdier y Nicasio Durán Santana, al pago de las costas
penales; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el pre-
venido Juan Bolívar Bourdier, por no haber ,comparecido
a la audiencia, no obstante estar legalmente citado; TER-
CERO: Modifica el Ordinal cuarto de la sentencia recu-
rrida, en el sentido de aumentar la indemnización acor-
dada a la parte civil iconstituída a la suma de Un mil qui-
nientos peses oro (RD$1,500.00), por considerar esta Cor-
te ser esta suma justa y adecuada para reparar los daños
y perjuicios, tanto morales como materiales experimenta-
dos por la referida parte civil constituída, a consecuencia
del accidente de que se trata; después de considerar esta
Corte que de no haber cometido falta el agraviado (par-
te civil constituída), en la proporción indicada en un 25%
la indemnización acordada hubiese ascendido a Dos mil
pesos oro (RD$2,000.00); CUARTO: Confirma la sentencia
recurrida en sus demás aspectos; QUINTO: Condena al pre-
venido Juan Bolívar Bourdier, al pago de las costas pe-
nales; SEXTO: Condena a Juan Bolívar Bourdier, al pa-
go de las costas civiles de esta instanca, ordenando su
distracción en provecho del Dr. Clyde Eugenio Rosario,
quien afirma estarlas avanzando en su totalidad;

Considerando, que los recurrentes proponen contra
,11a sentencia impugnada, el siguiente Unico Medio: Desna-
turalización de los hechos de la causa; Falsa aplicación de

Ley 241 sobre Tránsito de Vehículos, Violación al ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil, Falta e in-
suficiencia de motivos, Falta de basa legal y violación al
artículo 1382 del Código Civil;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio
de casación, los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguien-
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en audien&a por el señor Nicasio Durán Santana, en con-
tra del nombrado Juan Bolívar Bourdier y la Compañía
Nacional de Seguros Patria, S. A., por órgano de sus abo-
gados constituídos	 y apoderados especiales, Dr. Clyde
Eugenio Rosario y Lic. Marcelo Castro; Cuarto: En cuan-
to al fondo, se condena al nombrado Juan Bolívar Bour-
dier, en su calidad de co-preveni:do y co-autor de la falta
cometida en el accidente de que se trata, al pago de una
indemnización de RD$800.00 (Ochocientos pesos oro), en
provecho de la parte civil constituida, el co-prevenido Ni-
casio Durán Santana, por los daños y perjuicios morales
y materiales experimentados por él, ,con las lesiones cor-
porales a consecuencia de este accidente, y teniendo en
cuenta su falta cometida en el mismo; Quinto: En cuanto
a los daños reclamados por el co-prevenido Nicasio Durán
Santana, y al mismo tiempo parte civil constituída, por
los despefectos sufridos por la motocicleta conducida por
él, se ordena que estos daños materiales sean liquidados
por Estado, de acuerdo al artículo 128 del e¿el'go de Pro-
cedimiento Civil; Sexto: Condena al- señor Juan Bolívar
Bourdier, al pago de los intereses legales de la suma acor-
dada, a partir de la fecha de la demanda, a favor de la
parte civil constituída, por las lesiones sufridas por ella,
según Certificado Médico anexo al expediente, así como la
que se justifique por Estado, y hasta la total ejecución
'de la sentencia, a título de indemnización complementa-
ria; Séptimo: Declara la presente sentencia ejecutable y
oponible a la Compañía Nacional de Seguros Patri a, S. A,,
teniendo por tanto ésta autoridad de cosa juzgada; Octa-
vo: Condena al señor Juan Bolívar Bourdier y a la Com-
pañía Nacional de Seguros Patria, S. A., al pago de las cos-
tas, con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Clyde Eugenio Rosario, abogado de la parte civil, consti-
tuída, quien afirma estarlas avanzado en su totalidad;
Noveno: Se declara regular y válida la constitución en
parte civil, hecha en audiencia por el señor Juan Bolívar

,,P cuanto a la forma, en contra de Nicasio Durán Santana; y
en cuanto al fondo pronun2ia defecto, por falta de compa-
recencia; Décimo: Condena a los nombrados Juan Bolívar
Bourdier y Nicasio Durán Santana, al pago de las costas
penales; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el 	 pre-

. venido Juan Bolívar Bourdier, por no haber comparecido
a la audiencia, no obstante estar legalmente citado; TER-

1 CERO: Modifica el Ordinal cuarto de la. sentencia 	 recu-
rrida, en el sentido de aumentar la indemnización	 acor-
dada a la parte civil constituída a la suma de Un mil qui-

.	 Cnientos peses oro (RD$1,500.00), por considerar esta or-!

.i Corte que de no haber cometido falta el agraviado (par-

:te ser esta suma justa y adecuada para reparar los daños
y perjuicios, tanto morales como materiales experimenta-
dos por la referida parte civil constituída, a consecuencia

.	 del accidente de qu:e se trata; después de considerar esta

te civil constituída), en la proporción indicada en un 25%
la indemnización acordada hubiese: ascendido a Dos mil
pesos oro (RD$2,000.00); CUARTO: Confirma la sentencia
recurrida en su.s demás aspectos; QUINTO: Condena al pre
venido Juan Bolívar Bourdier, al pago de las costas pe-
nales; SEXTO: Condena a Juan Bolívar Bourdier, al pa-
go de las costas civiles de esta instancia, ordenando su
distracción en provecho del Dr. Clyde Eugenio Rosario,
quien afirma estarlas avanzando en su totalidad;

1	 Considerando, que los recurrentes proponen contra,1	 •
la sentencia impugnada, el siguiente. Unico Medio: Desna-
turalización de los hechos de la causa; Falsa aplicación de
la Ley 241 sobre Tránsito de Vehículos, Violación al ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil, Falta e in-
suficiencia de motivos, Falta de base legal y violación al
artículo 1382 del Código Civil,

Considerando, que en el desarrollo de su único medio
de casación, los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguien-
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1

te: a) que la Corte a-qua ha desnaturalizado los hechos
de la causa, al darle a las declaraciones de la parte eiv:l
constituida, así como a sus testigos, un sentido distinto a
cómo ocurrieron los hechos, no tornando en consideración
las declaraciones vertidas en el acta policial por Juan Boa.
lívar Bourdier, por las cuales se establece que fué el mo-
tor conducido por el co-prevenido y parte civil constituí-
da, Nicasio Durán Santana, el que se estrelló contra la
parte lateral delantera izquierda del automóvl; b) que a
Juan Bolívar Bourdier le correspondía el derecho de pa-
so por el ser el conductor de la derecha, el cual Nicasio
Durán Santana estaba obligado a cederle el paso, de
acuerdo con el artículo 74, en su acápite b), de la Ley No.
241, sobre Tránsito y Vehículos; que Nicasio Durán San-
tana, declaró que no vio el vehículo conducido por Juan
Bolívar Bourdier, lo que evidencia que Durán Santana,
trató de cruzar la intersección sin tomar las precauciones
que la Ley pone a su cargo, lo que ocasionó el accidente;
que de acuerdo con Certificación del Ayuntamiento de
Santiago, calle Salvador Cucurullo, por la cual transaa-
ba Juan Bolívar Bourdier, tiene preferencia a la Pedro M.
Hungría, por la que transitaba Nicasio Durán Santana,
quien tenía la obligación de detener su vehículo y ceder
el paso a Juan Bolívar Bourdier; que la Corte a-qua no
ponderó las circunstano:as en que ocurrió el accidente, des-
conociendo las declaraciones que constan en el acta policial
y en el acta de audiencia; que si lo hubiera hecho, hubiera
llegado a la conclusión de que	 accidente se debió a la
falta exclusiva de la víctima; que, por todo eso, la Corte
a-qua, ha desnaturalizado los hechos de la causa y ha
cho una errónea apljnación de los artículos 49, 61 y 74 de
la Ley sobre Tránsito y Vehículos, violándolos y dejando
su sentencia sin base legal; c,) que, la Corte a-qua, para
fijar la indemnización o aumentarla, violó el artículo 1332
del Código Civil, porque mediante el estudio del expe-
diente, se desprende que el recurrente no cometió faltas

que amertien dl pago de la indemnización; d) que, por úl-
timo, la sentencia impugnada revela de manera clara, una
ausencia de motivos, exposición clara de los hechos y de

'1 los fundamentos jurídicos, violando lo dispuesto por el ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil; pero,

Orn. Considerando, que la 'Corte a-qua, parva declarar que
el accidente se debió a las faltas (imprudenc ias) cometi-
das por ambos conductores, en la proporción de un 75%

cargo del prevenido Juan Bolívar Bourdier, y de un 25%
imputable a la víctima Nicasio Durán Santana, y fallar,
como lo hizo, dió por establecido, mediante la ponderación
de los elementos de juicio que fueron regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa, lo siguiente: a)
que el 18 de abril de 1975, el automóvil placa No. 107-100,
prop =:edad del prevenido Juan Bolívar Bourdier y asegu-
rado con la Compañía de Seguros Patria, S. A., transitaba,
en dirección Este a Oeste, por la calle, Salvador Cucuru-

de la ciudad de Santiago, y al llegar a la esquina Pe-
dro Manuel Hungría, chocó con la motocicleta placa No.
43628, que dirección Sur a Norte, conducía Nicasio Durán;

que a consecuencia del referido accidente, este últ:mo
resultó con fractura de la columna dorsal y clavícula iz-
quierda, traumatismos diversos, curables, después de Gos

y 90 y antes de los 110 días; c) que la proporción de la falta
cometida por el prevenido recurrente Bourdier era de un
75%;

Considerando, que las cuestiones de hecho, como son
las ya especificadas, son de la soberana apreciación  de, los
jueces del fondo y escapan al control de la casaci4n, cuan-
do como en	 caso, no existe la desnaturalización de los
hechos de la causa, infundadamente invocada por el pre-
venido recurrente, como se establece por el examen hecho
del Acta de Audiencia corresponffiente, a la que pre&sa-
mente él no compareció, por lo cual fue declarado en de-
fecto, al mismo tiempo que lo alegado por él ante la Po-
licía Nacional en su defensa, tenido en cuenta por la ,Cor-,
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te: a) que. la Corte a-qua ha desnaturalizado los hechos
de la causa, al darle a las declaraciones de la parte eivi
constituída, así corno 'a sus testigos, un sentido distinto a
cómo ocurrieron los hechos, no tomando en consideración
las declaraciones vertidas en el acta policial por Juan Bo-
lívar Bourdier, por las cuales se. establece que fué el mo-
tor conducido por el co-prevenido y parte civil constituí-
da, Nicasio Durán Santana, el que se estrelló contra la
parte lateral delantera izquierda del automóvl; b) que a
Juan Bolívar Bourdier le correspondía el derecho de pa-
so por el ser el conductor de la derecha, el cual Nicasio
Durán Santana estaba obligado a cederle el paso, de
acuerdo con el artículo 74, en su acápite b), de la Ley No.
241, sobre Tránsito y Vehículos; que Nicasio Durán San-
tana, declaró que no vio el vehículo conducido por Juan
Bolívar Bourdier, lo que evidencia que Durán. Santana,
trató de cruzar la intersección sin tomar las precauciones
que la Ley pone a su cargo, lo que ocasionó el accidente;
que de acuerdo con Certificación del Ayuntamiento de
Santiago, calle Salvador Cucuru.lio, por la cual transita-
ba Juan Bolívar Bourdier, tiene preferencia a la Pedro M.
Hungría, por la que transitaba Nicasio Durán Santana,
quien tenía la obligación de detener su vehículo y ceder
el paso a Juan Bolívar Bourdier; que la Corte a-qua no
ponderó las circunstancias en que ocurrió el accidente, des-
conociendo las declaraciones que constan en el acta policial
y en el acta de audiencia; que si lo hubiera hecho, hubiera
llegado a la conclusión de que el accidente se debió a la
falta exclusiva de la víctima; que, por todo esa, la Corte
a-qua, ha desnaturalizado los hechos de la causa y ha he,
cho una errónea aplkAción de los artículos 49, 61 y 74 de
da. Ley sobre Tránsito y Vehículos, violándolos y dejando
su sentencia sin base legal; c) que, la 'Corte a-qua, para
fijar la indemnización o aumentarla, violó el artículo 1332
del Código Civil, porque mediante el estudio del. expe-
diente, se desprende que el recurrente no cometió faltas

que amertien cal pago de la indemnización; d) que, por úl-
tirno, la sentencia impugnada revela de manera clara, una
ausencia de motivos, exposición clara de los hechos y de
los fundamentos jurídicos, violando lo dispuesto per el ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil; pero,

Considerando, que la Corte a.-qua, para declarar que
el accidente se debió a las faltas (imprudencias) cometi-

1 das por ambos conductores, en la proporción de un 75%
cargo del prevenido Juan Bolívar Bourdier, y de un 25%

imputable a la víctima Nicasio Durán Santana, y fallar,
como lo hizo, dió por establecido, mediante. la ponderación
de los elementos de juicio que fueron regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa, lo siguiente: a)
que el 18 de abril de 1975, el automóvil placa No. 107-100,
propiedad del prevenido Juan Bolívar Bourdier y asegu-
rado con la Compañía de Seguros. Patria, S. A., transitaba,
en dirección Este a Oeste, por la calle, Salvador Cucuru-
111o, de la ciudad de Santiago, y al llegar a la esquina Pe-
dro Manuel Hungría, choeó, con la motocicleta placa No.
43628, que dirección Sur a Norte, conducía Nicasio Durán;
b) que a consecuencia del referido accidente, este últ:mo

01 . .resultó con fractura de la columna dorsal y clavícula iz-
quierda, traumatismos diversos, curables después de los
90 y antes de los 110 días; c) que la proporción de la falta
cometida por el prevenido recurrente Bourdier era 	 un
75%;

Considerando, que las cuestiones de hecho, como son
las ya especificadas, son de la soberana apreciación de los
jueces del fondo y escapan al control de la caseci r'in, cuan-
do como en ,d1 caso, no existe la desnaturalización de los
hechos de la causa, infundadamente invocada por el pre-
venido recurrente, como se establece por el examen hecho
del Acta de Audiencia corresponcEente, a la que precsa-
mente él no compareció, por lo cual fue declarado en de-
fecto, al mismo tiempo que lo alegado por él ante la Po-
licía Nacional en su defensa, tenido en cuenta por la
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te a-qua, según consta en la sentencia impugnada, fuera
contradicho por la parte civil constituída, en la instrucr
ción de la causa, con la siguiente declaración: "Yo tran-
sitaba por la Pedro Manuel Hungría, al llegar a la Sal-
vador Cucurullo, de Sur a Norte, miré a ambos ladas, no
ví nada, ahí	 crucé al pasito, de repente, vino ese carro
y se me estrelló, él iba bajando; según pasó, fué que me
dió", a la que, haciendo usa de su soberano poder de apre-
ciación, la Corte a-qua dió mayor credibilidad, sin que
ésto constituyera desnaturalización alguna;

Considerando, que, además, la Corte •-qua tuvo en
cuenta "que el conductor del vehículo (motor), señor Ni-
casio Durán Santana, no obstante haber iniciado 'el cruce
de la indicada intersección primero que el prevenido Juan
Bolívar Bourdier, también ,cometió una falta, pues él de-
bió detenerse y observar si por la Salvador Cucurullo se
aproximaba algún vehículo, y no lo hizo, pues si en reali-
dad mira hacia el Este, hubiera visto la proximidad del
vehículo que en dirección Este a Oeste por la calle Salva-
dor Cucurullo conducía el prevenido; de lo cual se infiere
que cometió una falta proporcional en un 25% a la come-
tida por el prevenido;

Considerando, que, por todo lo anteriormente expues-
to se evidencia que la sentencia impugnada contiene una
icompleta relación de los hechos de la causa que han per-
mitido a la Suprema Corte de Justicia verificar que la
ley ha sido bien aplicada, así como motivos surcientes y
pertinentes que justifican su dispositivo, por lo cual el me-
dio que se examina en los aspectos señalados carece de
fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran, a cargo del prevenido recurrente, el delito de gol-
pes y heridas, por imprudencia, causados con el manejo de
un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la
Ley 241 de. 1967, sobre Tránsito y Vehículos y sancionado
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en la letra c) del mismo texto legal, con las penas de se's
meses a dos años de prisión y multa de cien a quinientos
pesos oro, si los golpes o heridas ocasionaran a la víct . ma
una enfermedad de veinte días o más, como ocurrió en la
espec'e; que al condenar al prevenido recurrente, Juan
Bolívar Bourdier, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, al pago de una multa de RD$25.00 (Veinticinco
pasos oro), la Corte a-qua le aplicó una pena ajustada a
la Ley;

Considerando, que asímismd, la Corte a-qua dió por41»:

establecido que ed hecho del preven'do recurrente ha oca-
sionado a la parte civil interviniente, Nicasio Durán San-
tana, daños y perjuicios materiales y morales, cuyo mon-
to evaluó en la suma de Un mil quinientos pesos oro (RD
$1,500.00), que al condenar al pago de esa suma al preve-
nido recurrente, teniendo en cuenta la falta de la vícti-
ma, que evalu6 en un 25%, después de haber fijado los
daños en RD$2,000.00 (Dos mil pesos oro), lejos de violar
el artículo 1383 clz.l. Código Civil, como alega el recurren-
te, hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del m's-
mo Código, que era el aplicable el caso, y de los artículos
1 y 10 de la Ley 4117, de 1955, al declarar esa condena-

4` ción opanible a la Compañía Nacional de Seguros Patria,
S. A. ;

i
11111. Considerando, por último, que de todo lo anteriormen-

te expuesto, se pone en evidencia que en la sentenclia im-

en

pugnada no se han cometido las violaciones de ley y vi-
Cios alegados por los recurrentes, por lo que el medio
Único de su recurso carece de fundamento y debe, por tan-
ta, ser desestimado;

Considerando, que examinado, en sus demás aspectos,
en lo que concj,erne al prevenido recurrente, la sentencia
ismacpung;nada, no contiene vicio alguno que justifique su ea-ió

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinden.-
te a Nicasio Durán Santana, en los recursos de casación
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te a-qua, según consta en la sentencia impugnada, fuera
contradicho por la parte civil conatituída, en la instruer
ción de la causa, con la siguiente declaración: "Yo tran-
sitaba por la Pedro Manuel Hungría, al llegar a la
vador Cucurullo, de Sur a Norte, miré a ambos ladas, no
ví nada, ahí yo crucé al pasito, de repente, vino ese carro
y se me estrelló, él iba bajando; según pasó, fué que me
dió", a la que, haciendo uso de su soberano poder de apre-

ciación, la Corte a-qua dió mayor credibilidad, sin que
ésto constituyera desnaturalización alguna;

Considerando, que, además, la Corte a-qua tuvo en
cuenta "que el conductor del vehículo (motor), señor Ni-
casio Durán Santana, no obstante haber iniciado di cruce
de la indicada intersección primero que el prevenido Juan
Bolívar Bourdier, también ,cometió una falta, pues él de-
bió detenerse y observar si por la Salvador Cucurullo se
aproximaba algún vehículo, y no lo hizo, pues si en
dad mira hacia el Este, hubiera visto la proximidad del
vehículo que en dirección Este a Oeste por la calle Salva-
dor Cucurullo conducía el prevenido; de lo cual se infiere
que cometió una falta proporcional en un 25% a la come•
tida por el prevenido;

Considerando, que, por todo lo anteriormente expues-
to se evidencia que la sentencia impugnada contiene una
completa relación de los hechos de la causa que han per-
mitido a la Suprema Corte de Justicia verificar que la
ley ha sido bien aplicada, así como motivos suf cientes y
pertinentes que justifican su dispositivo, por lo cual el me-
dio que se examina en los aspectos señalados carece de
fundamento y debe ser desestimado,

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran, a cargo del prevenido recurrente, ,el delito de gol-
pes y heridas, por dmprudencia, causados con el manejo de
un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la
Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos y sancionado
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en la letra c) del mismo texto legal, con las penas de seis
meses a dos años de prisión y multa de cien a quinientos
pesos oro, si los golpes o heridas ocasionaran a la vícfma
una enfermedad de: veinte días o más, como ocurrió en la
espec'e; que al condenar al prevenido recurrente, Juan
Bolívar Bourdier, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, al pago de una multa de RD$25.00 (Veinticinco
pesos oro), la Corte a-qua le aplicó una pena ajustada a
la Ley;

Considerando, que asímismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho del preveddo recurrente ha oca-
sionado a la parte civil interviniente, Nicasio Durán San-
tana, daños y perjuicios materiales y morales, cuyo mon-
to evaluó en la suma de Un mil quinientos pesos oro (RD
$1,500.00), que al condenar al pago de esa suma al preve-
nido recurrente, teniendo en cuenta la falta de la vícti-
ma, que evaluó en un 25%, después de haber fijado los
daños en RD$2,000.00 (Dos mil pesos oro), lejos de violar
el artículo 1383 del Código Civil, como alega el recurren-
te, hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Ms-
mo Código, que era el aplicable el caso, y de los artículos
1 y 10 de la Ley 4117, de 1955, al declarar esa condena-
ción oponible a la Compañía Nacional de Seguros Patria,
S. A.;

Considerando, por último, que de todo lo anteriormen-
te expuesto, se pone en evidencia que en la sentencia im-
pugnada no se han cometido las violaciones de ley y vi-
cios alegados por los recurrentes, por lo que el medio
ünico de su recurso carece de fundamento y debe, por tan-
to, ser desestimado;

en lo que concierne al prevenido recurrente, la .4entenc.a
Considerando, que examinado, en sus demás aspectos,

impugnada, no contiene vicie alguno que justifique su ca-
ió

Por tales motivos, Primero: Admite cerno intervinlen-
to a Nicasio Durán Santana, en los recursos de casación

"1,
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interpuestos por Juan Bolívar Bourdier y la Compañía de
Seguros Patria, S. A., contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santiago, en sus atribuciones co-
rreccionales, el 25 de enero de 1978, cuyo dispositivo se,
ha ,copiado en parte anterior dell presente fallo; Segundo:
Rechaza los indicados recursos; Tercera: Condena a Juan
Bolívar Bourdier al pago de las costas penales y civiles,
d i strae éstas últimas en provecho del Dr. Clyde Eugenio
Rosario, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad,
y las hace oponibles a 7a Compañía de Seguros Patria, S.
A., dentro de los térrn:nos de la Póliza.

(FIRMADOS).-- Néston Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Baut i sta Ro-
jas Almánzar, Felipe.. Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados,
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impu4nada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 6 de septiembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José Chevalier Gómez, Casa Lorie, C. por A., y
Seguros Pepín, S. A.

Abogado: Dr. Adalberto Maldonado Hernández.

411111
Interviniente: Zenón Ovando Ramírez.
Abogados: Dres. Pedro A. Rodríguez y Julio E. Rodríguez.

Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la Repúblina, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presi_dente, Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Arn'ama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elp ; dio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín Hernández
Espaillat, asóstidos del Secretario 'General ,en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Dorn'n-
go, Distrito Nacional, hoy día 18 del mes de marzo del
año 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por José Chevalier Gómez, dominicano, mayor de

11111w

edad, estudiante, domiciliado en la Avenida Teniente Ama-
do García Guerrero No. 1, de esta ciudad, cédula Núm.
191596, serie lra.; Casa Lorié, C. por A., domiciliada en
la Avenida Teniente Amado García Guerrero No. 117, ciu-
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interpuestos por Juan Bolívar Bourdier y la Compañía de
Seguros Patria, S. A., contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santiago, en sus atribuciones co-
rreccionales, el 25 de enero de 1978, cuyo dispositivo se
ha icopiado en parte anterior dell presente fallo; Segundo:
Rechaza los indicados recursos; Tercera: Condena a Juan
Bolívar Bourdie,r al pago de las costas penales y civiles,
dstrae éstas últimas en provecho del Dr. Clyde Eugenio
Rosario, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad,
y las hace oponibles a la Compañía de Seguros Patria, S.
A., dentro de los t-érmilnos de la Póliza.

(FIRMADOS).— Néston Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Baut'sta Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat..— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamien.to, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados,
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impunada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 6 de septiembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José Chevalier Gómez, Casa Lorie, C. por A., y
Seguros Pepín, S. A.

Abogado: Dr. Adalberto Maldonado Hernández.

Interviniente: Zenón Ovando Ramírez.
Abobados: Dres. Pedro A. Rodríguez y Julio E. Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre d'e lá Repúbhoa, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueccs Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. AMama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elp'dio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín Hernández
Espaillat, as:stidos del Secretario General ,en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Dom.'n-
go, Distrito Nacional, hoy día 18 del mes de marzo del
año 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por José Chevalier Gómez, dominicano, mayor de
edad, estudiante, domiciliado en la Avenida Teniente Ama-
do García Guerrero No. 1, de esta ciudad, cédula Núm.
191596, serie lra.; Casa Lorié, C. por A., domiciliada en
la Avenida Teniente Amado García Guerrero No. 117, ci.u-
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dad, y Seguros Pepín, S. A., con su domicilio en la calle
Isabel la Católica No. 59, de esta ciudad, contra la S en-
tencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, dic-
tada en sus atribuciones correccionales el 6 de septlern.
bre de 1976, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones a la Doctora
Tamara de Ramírez, en representación de los doctores
Pedro A. Rodríguez A., cédula No. 19665, serie 18, aboga-
des del interviniente Zenón Ovando Ramírez, dominicano,
mayor de edad, soltero, done ciliado en la calle Primera,
de	 Duarte, de esta ciudad, No. 64, con cédula No.
16329, serie 10;

Oído el dictamen d,e.l Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación del 11 de
mayo de 1977, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua
a requerimiento del Dr. Adalberto Maldonado, en repre-
sentación de los recurrentes, en la que no se indica nin-
gún medio determinado de casación;

Visto el memorial del 4 de septiembre de 1978, sus-
crito por el Doctor Adalberto Maldonado Hernández, cé-
dula No. 40939, serie 31, abogados de los recurrentes, en el
que no se proponen los medios que se indicarán más ade-
lante;

Visto el escrito del 4 de septiembre de 1978, firmado
por los abogados del interviniente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por los re-
currentes que se menctionan más adelante, y los artículos
1, 20, 43, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de. Casa-
ción;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con

motivo de un accidente de tránsito ocurr'do en esta ciu-
dad el 24 de julio de 1973, en el cual sufrieron lesiones
corporales varias personas, la Cuarta Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, d..ctó
el 5 de agosto de 1975, una sentencia correccional, cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recur-
sos interpuestos la Corte a-qua dictó el fallo ahora impug-
nado, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:

ir Admite como regular y vák.do en cuanto a la forma, el re-
tourso de apelación interpuesto en fecha. 3 de octubre de

1975, per el doctor Pedro A. Rodríguez Acosta, por sí y
por 'el Dr. Julio E. Rodríguez, a nombre y representación
de Zenón Ovando Ramírez, parte civil constituída, domi-
nicano, mayor de edad, obrero, cédula No. 16329-10, resi-1•

:.dente en la calle Primera, Ensanche Ozama, casa No. 6,
Distrito  Nacional, contra sentencia de. fecha 7 e.e . agosto
de 1975, dictada por la Cuarta Cámara de lo Penal del

t
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo

,,. dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara al ncmbra-
do José Chevalier Gómez, de generales que constan en el

.	 - expediente, culpable de violar el artículo 49, letra c), de

i

la ley 241 (golpes y heridas involuntarias) causados con
. el. manejo o conducción de vehículos de motor, curables

después de veinte (20) y antes de treinta (30) días én
perjuicio del señor Zenón Ovando Ramírez, y en conse-
cuencia se le condena al pago de una multa de Veinticinco

 y en oponibilidad de la sentencia a intervenir a la Corrp'a-

peses oro (RD$25.00) moneda nacional, acogiendo circuns-
tancias atenuantes a su favor; Segundo: Se le condena al
pago de las costas penales; Tercero: Declara regular y
válida en cuanto a la forma, la constitución en parte ci-
vil. hecha por este Tribunal por el señor Zenón Ovando
Ramírez, per conducto de su abogado constituido y apode-
rado especial el Dr. Pedro Antonio Rodríguez A.costa y el
Dr. Julio Eligio Redríguez, en contra de la Casa Lorié, C.
por A., en su calidad de persona civilmente responsable
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los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con

dad, y Seguros Pepín, S. A., con su domicilio en la calle
Isabel la Católica No. 59, de esta ciudad, contr q la sea_
tencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo,
tada en sus atribuciones correccionales el 6 de septieny-
bre de 1976, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones a la Doctora
Tamara de Ramírez, en representación de los doctores
Pedro A. Rodríguez A., cédula No. 19665, serie 18, aboga-
dos del ,interviniente Zenón Ovando Ramírez, dominicano,
mayor de edad, soltero, domiciliado en la calle Primera,
de Villa Duarte, de esta ciudad, No. 64, con cédula No.
16329, serie 10;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación del 11 de
mayo de 1977, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua

a requerimiento del Dr. Adalberto Maldonado, en repre-
sentación de los recurrentes, en la que no se indica nin-
gún medio determinado de casación;

y en

"Ylet
Visto el memorial del 4 de septiembre de 1978, sus-

crito por el Doctor Ad,alberto Maldonado Hernández, cé-
dula No. 40939, serie 31, abogados de los recurrentes, en el
que no se proponen los medios que se indicarán más ade-
lante;

Visto el escrito del 4 de septiembre de 1978, firmado
por los abogados del interviniente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por los re-
currentes que se menctionan más adelante, y los artículos
1, 20, 43, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando, que en la sentencia impugnada

BOLETIN JUDICIAL	 469
f

motivo de un accidente de tránsito ocurr'do en esta ciu-
clad el 24 de julio de 1973, en el cual sufrieron lesiones
corporales varias personas, la Cuarta Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó

Ji el 5 de agosto de 1975, una sentencia correccional, cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recur-
sos interpuestos la Corte a-qua dictó el fallo ahora impug-
nado, con el siguiente: dispositivo: "FALLA: PRIMERO:

I

, Admite como regular y váEdo en ,cilanto a la forma, el re-

-

, curso de apelación interpuesto en fecha 3 de octubre de
.. 1975, por el doctor Pedro A. Rodríguez Acosta, por sí y
por 'el Dr. Julio E. Rodríguez, a nombre y representación

,

de Zenón Ovando Ramírez, parte civil constituída, domi-
nicano, mayor de edad, obrero, cédula No. 16329-10, resi-

 ;i
_dente en la calle Primera, Ensianche Ozama, casa No. 6,

1 Dstrito Nacional, contra sentencia de fecha 7 de agosto
' de 1975, dictada por la Cuarta Cámara de lo Penal del

Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara al nombra-
do José Chevalier Gómez, de generales que -zonstan en el
expeffiente, culpable de violar el artículo 49, letra c), de
la ley 241 (golpes y heridas involuntarias) causados con
el manejo o conducción de vehículos de motor, curables

: después de veinte (20) y antes de treinta (30) días en
perjuicio del señor Zenón Ovando Ramírez, y en conse-

' cuencia se le condena al pago de una multa de Veinticinco
peses oro (RD$25.00) moneda nacional, acogiendo circuns-
tancias atenuantes a su favor; Segundo: Se le condena al

',- pago de las costas penales; Tercero: Declara regular y
válida en cuanto a la forma, la constitución en parte ci-

111 vil hecha por este Tribunal por el señor Zenón  Ovando
Ramírez, per conducto de su abogado constituido y apode-

liill

rado especial el Dr. Pedro Antonio Rodríguez Acosta y el
. ' Dr. Julio El., .igle Rodríguez, en contra de' la Casa Lorié, C.

por A., en su calidad de persona civilmente responsable
y en oponibilidad de la sentencia a intervenir a la Compa-
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Apelación •de SantoeDomingo, al dictar su sentencia, tan
sólo juzgó lo referente al recurso de apelación de la parte
civil constituída, Zenán Ovando Ramírez, y no así el re-
curso de apelación de los recurrentes; que, en consecuen-

- cia, la Suprema Corte de Justicila, debe enviar el expe-
diente por mediación del Procurador General de la Re-
pública de nuevo a la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, a fin de que conozca el recurso de apelación inter-
puesto per los recurrentes el 25 de agosto de 1975; que
por•otro lado, no se puede alegar que esta situación ha
quedado cubierta; primeramente porque el prevenido hizo
defecto en la Corte de Apelación y porque en las conclu-
siones ante la Corte a-qua pedimos: "que se declare no
oponible la sentencia a intervenir por razones a que el a:c-
oldente se debió a la causa única de la víctima"; es decir,
pedíamos que se juzgara el fondo de nuestro recurso, pero

r
il' ' la Corte no juzgó ni siquiera la regularidad o no en cuan-

to a la forma; que dichos recurrentes han concluído sub-
sidiariamente y procede la casación en todas sus partes de
la sentencia impugnada;

Considerando, que ciertamente, el examen de la sen-
tencia impugnada y de los documentos del expediente re-
velan que el prevenido, la casa Lorie, C. per A., y Seguros
Pepín, S. A., apelaron por ante la Secretaría de la Corte
a-qua el 25 de agosto de 1975 de la totalidad de la	 sen-
tencia del 7 del mismo mes y año dictada por dicha Corte;
que Zenón Ovando Ramírez, parte civil constituída lo hi-
zo el 3 de octubre de 1975, por "no estar conforme con el
mdnto de la indemnización acordada"; que no obstante es-

* to, la Corte se limitó a examinar esta última apelación si-
lenciando la del 25 de agosto hecha por los otros recurrentes,

4elh no ten iendo en cuenta que al no examinar las ceniclusio-
nes del prevenido y compartes se lesionaban los derechos
de éstos y se decidía limitativamente respecto al monto
de la indemnización sin cohonestarlo con el resto del liti-
gio; que en esas circunstancias procede la casación de toda
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Ñía de Seguros Papín, S. A., en su cal'dad de entidad
guradora; en cuanto al fondo, Condena la Casa Lorie, c.
por A., a) al pago de una indemnización de Setecientos
pesos oro, moneda nacional, (RD$700.00), en favor deil se-
ñor Zenón Ovando Ramírez, como justa reparación por los
daños y perjuicios morales y materiales sufridos por él, a
consecuenda del hecho ant'jurídico cometido por el p,re..
venido José Chevalier Gómez; b) al pago de los intereses
legales de dicha suma, contados a partir de la fecha de la
demanda, a títuilo de indemnización complementaria; y e)
al pago de las costas civiles, con d istracción de las mis-
mas en favor de los Dres. Pedro Antonio Rodríguez Acor-
ta y Julio Eligio	 Rodríguez, quienes afirman haberlas
avanzado en su mayor parte; Cuarto: Declara la presente
sentencia, con todas sus consecuencias legales Común y
Oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., entidad
aseguradora de la motocicleta marca Honda, motor No.
0701159-427, asegurada bajo póliza No. A-11351, propie-
dad de la Casa Lorie, C. por A., y conducida por el nom-
brado José Chevalier Gómez, causante del accidente, en
virtud de lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley 4117,
(sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor); por ha-
berlo hecho deconformidad con la Ley; SEGUNDO: En
cuando al fondo del recurso, se pronuncia el defecto con-
tra el prevenido, por no comparecer a la audiencia, ne,
obstante estar legalmente citado; TERCERO: Confirma la
sentencia apelada en la med i da del recurso; CUARTO Con-
dena al apelante al pago de las costas y se declara que no
ha lugar a estatuir sobre éstas, por no haberlo solicitado el
abogado de la defensa;

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial los s6gu'entes medios: Primero: Omisión de es-
tatuir; Segundo: Violación al artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil;

Considerando, que en	 desarro10 de su primer me-
d i o, los recurrentes alegan, en síntese.s, que la Corte de

4
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ñía de Seguros Pepín, S. A., en su cal'dad de entidad ese.
guradora; en cuanto al fondo, Condena la Casa Lorie, c
por A., a) al pago de una indemnización de Setecientos
pesos oro, moneda nacional, (RD$7'00.00), en favor del se-
ñor Zenón Ovando Ramírez, como justa reparación por los
daños y perjuicios moralés y materiales sufridos por él, a
consecueno'a del hecho ant'jurídico cometido por el pre-
venido José Chevalier Gómez; b) al pago de los intereses
legales de dicha suma, contados a partir de la fecha de la
demanda, a título de indemnización complementaria; y e')
al pago de las 'costas civiles, con dYstraeción de las mis-
mas en favor de los Dres. Pedro Antonio Rodríguez Acos-
ta y Julio Eligio Rodríguez, quienes afirman haberlas
avanzado en su mayor parte; Cuarto: Declara la presente
sentenda, con todas sus consecuencias legales Común y
Oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., entidad
aseguradora de la motocicleta marca Honda, motor No.
0701159-427, asegurada bajo póliza No. A-11351, propie-
dad de la Casa Lorie, C. por A., y conducida por el nom-
brado José Chevalier Gómez, causante del accidente, en
virtud de lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley 4117,
(sobre Seguro Obl 4 gatorio de Vehículos de Motor); por ha-
berlo hecho de conformidad con la. Ley; SEGUNDO: En
cuando al fondo del recurso, se pronuncia el defecto con-
tra el prevenido, por no comparecer a la audiencia, no
obstante estar legalmente citado; TERCERO: Confirma la
sentencia apelada en la med'cla del recurso; CUARTO Con-
dena al apelante al pago de las costas y se declara que no
ha lugar a estatuir sobre éstas, por no haberlo solicitado el
abogado de la defensa;

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial los si:gu'entes medios: Primero: Omisión de es-
tatuir; Segundo: Violación al artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil;

Considerando, que en el desarro10 de su primer me'
d'o, los recurrentes alegan, en síntesis, que la Corte de
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Apelación 'de Santo Domingo, al dictar su sentencia, tan
sólo juzgó lo referente al recurso de apelación de la parte
civil ccnstituída, Zenón Ovando Ramírez, y no así el re-
curso de apelación de los recurrentes; que, en consecuen-
cia, la Suprema Corte de Justicia, debe enviar el expe-
diente por mediación del Procurador General de la Re-
pública de nuevo a la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, a fin de que conozca el recurso de apelación inter-
puesto por los recurrentes el 25 de agosto de 1975; que
por-otro lado, no se puede alegar que esta situación ha
quedado cubierta; primeramente porque el prevenido hizo
defecto en la. Corte de Apelación y porque en las conclu-
siones ante la Corte a-qua pedimos: "que se declare no
oponible la sentencia a intervenir por razones a que el ac-
cidente se debió a la causa única 'de la víctima"; es dec:r,
pedíamos que se juzgara el fondo de nuestro recurso, pero

r
ill la Corte no juzgó ni siquiera la regularidad o no en cuan-

to a la forma; que dichos recurrentes han concluído sub-
sidiariamente y procede la casación en todas sus partes de
la sentencia impugnada;

Considerando, que ciertamente, el examen de la sen-
tencia impugnada y de los documentos del expediente re-
velan que el prevenido, la casa Lorie, C. por A ., y Seguros
Pepín, S. A., apelaron por ante la Secretaría de la Corte
a-qua el 25 de agosto de 1975 de la totalidad de la sen-
tencia del 7 del mismo mes y año dictada por dicha Corte;
que Zenón Ovando Ramírez, parte civil constituída lo hi-
zo el 3 de octubre de 1975, por "no estar conforme ,con el
mdnto de la indemnización acordada"; que no obstante es-
to, la Corte se limitó a examinar esta última apelación si-
lenciando la del 25 de agosto hecha por los otros recurrentes,
no ten'endo en cuenta que al no examinar las conclusio-
nes del prevenido y compartes se lesionaban los derechos
de éstos y so decidía limitativamente respecto al monto
de la indemnización sin cohonestarlo con el. resto del li-W-
gio; que en esas 'circunstancias procede la casación de toda
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE MARZO DEL 1981

111/ sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 9 de agosto de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José Miguel Gómez Castillo, Teófilo Gómez
y la Seguros Pepín, S. A.

Abogados: Dres. Antonio Rosario y Raúl Reyes V.

Intervinientes: David Altagracia GonzMez y Compartes.
Abogados: Dr. Héctor U. Rosa Vassallo y Mariano Germán Mejía.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por les Jueces Nést r
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Pere11 ,5, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, asistido del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 del
mes de marzo del año 1981, años	 de la Indcpendenca
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública como
Corte de Casación la siguiente sentencia:

•
Sobre los recursos de casación interpuesto, conjunta-„

mente por José Miguel Gómez Castillo, cédula N 9 178894,
serie 1ra., dominicano, mayor de edad, domiciliado en la
calle 12, casa No. 26, Las Cañitas, conductor; Teófilo Gó
mez Casti11o, de la misma residencia, y la Seguros Pepín,
S. A., ,con su domicilio social en la calle Palo Hincado es-
quina Mercedes, de esta ciudad, contra la sentencia dicta-

1
,:.

L

la sentencia, a fin de que se conozca de nuevo en su tota-
lidad sin necesidad de ponderar el otro medio del recurso;

Por tales motivos, Primero: Casa en todas sus partes
la sentencia del a Corte de Apelación de Santo Domingo,
dictada en sus atribuciones correccionales el 6 de sep-
tiembre de 1976, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo, y envía el conocimiento del
asunto ante la Corte de Apelación dé San Pedro de Mazo-
ris, y, Segundo: Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS).— Nestor .Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Arniama, Francisco

Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Her-
nández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados,
y fué f i rmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que. certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.

t

1
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE MARZO DEL 1981

di 11.11' Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 9 de agosto de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José Miguel Gómez Castillo, Teófilo Gómez Caldillo
y la Seguros Pepín, S. A.

Abogados: Dres. Antonio Rosario y Raúl Reyes V.

Intervinientes: David Altagracia Gonz:ilez y Compartes.
Abogados: Dr. Héctor U. Rosa Vassallo y Marano Germán Mejía.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de lá República, • la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Nést r
Confin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Pere115, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, asistido del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 del
mes de marzo del año 1981, años 138' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública como
Corte de Casación la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuesto, conjunta-
mente por José Miguel Gómez Castillo, cédula N 9 178894,
serie lra., dominicano, mayor de edad, domiciliado en la
calle 12, casa No. 26, Las Cañitas, conductor; Teófilo Gó-
mez Castillo, de la misma residencia, y la Seguros Pepín,
S. A., con su domicilio social en la calle Palo Hincado es-
quina Mercedes, de esta ciudad, contra la sentencia dicta-

la sentencia, a fin de que se conozca de nuevo en su tota-
lidad sin necesidad de ponderar el otro medio del recurso;

Por tales motivos, Primero: Casa en todas sus partes
la sentencia del a Corte de Apelación de Santo Domingo,
dictada en sus atribuciones correccionales el 6 de sep-
tiembre de 1976, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo, y envía el conocimiento del
asunto ante la Corte de Apelación de San. Pedro de. Maco-
rís; y, Segundo: Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS).— Néstor .Confín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Her-
nández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señcres Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados,
y fué f irmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.

111
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da el 9 de agosto de 1978 por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en sus atribuciones correccionales, 'cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Héctor U. Rosa Vassallo, por sí y por el

Dr. Mariano Germán Mejía, abogados de los intervin en-
tes, en la lectura de sus conclusiones; intervinientes que
son David Altagracia González Pichardo, donimc'ano, ma-
yor de edad, casado, domiciliado en la esquina formada
por las calles 9 y 12 del sector Las Cañitas, de esta ciu-
dad, ,cédula No. 12719, serie 55, en representación de sus
hijos menores Loyda, Penda y Nuris Altagracia González;
y José Santana Parra, dominicano, mayor de edad, casado,
empleado privado, domiciliado en la calle 9, No. 35, de Las
Cañitas, cédula No. 1037, serie ira., en representación de
su hija menor María Alexandra Santana;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General Í.
Vista el Acta de Casación levantada en la Corte a-qua

el 17 de noviembre de 1978, a requerimiento del Dr. Raúl
Reyes Vásquez, cédula No. 6556, serie 5, en representa-
ción de los recurrentes ya mencionados, Acta ,en la cual no
se propone ningún medio determina() de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 8 de abril de 1
1980, suscritos por los Dres. Antonio Rosario, 'cédula Núm.
14083, serie 54, y Raúl Reyes Vásquez, cédula No. 6556,
serie 5, en el cual se proponen contra la sentencia que im-
pugnan los tres medios de casación, que se indican más
adelante;

Visto el memorial dell 14 de abril de 1980, suscrito por
los Dres. Mariano Germán Mejía y Héctor U. Rosa Vas-
sallo, por el cual solicitan que se admitan como intervi-
nientes a las personas ya nombradas y que se mantenga
la sentencia impugnada;

La Suprema 'Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de

111.967 sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código
'11Civil; 1 y 10 de la Ley sobre Seguro Obl gatorio de Ve-

hículos de Motor, No. 4117, de 1955; y 1 y 62 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentenc'a impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta la siguenl:e:
a) que, .con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
esta capital el 2 de abril de 1977, .en el cual resultaron va-
rias personas con lesiones corporales, la Quinta. Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dttrito Na-
cional, dictó el 10 de noviembre de 1977 una sentenc-a
cuyo d:spos:.tivo se copia más adelante, inserto en el de
la ahora impugnada; b) que sobre las apelaciones inter-
puestas intervino el fallo impugnado ahora en casación,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Adm te
como regulares y válidos, en cuanto a la forma, los recur-
sos de apelación interpuesto; a) por el Dr. Raúl Reyes Vás-
quez, a nombre del prevenido José Miguel Gámez Casti-
llo, de la persona civilmente responsable, T'eón) Gómez
Castillo, y de la Compañía de Seguros Pepín, S. A.; b) por
el Dr. Mariano Germán Mejía, a nombre de David Alta-
gracia González Picharclo y José Santana Parra, partes ci-
viles constituidas, contra la sentencia de fecha 10 de no-
viembre de 1977, dictada por la Quinta Cámara Penal del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: Declara al nombrado José M. Gómez Castillo, culpa-
ble del delito de violación a la ley No. 241, en perjuic:0
de los menores Leyda González, María Alexanclra Parra y
Persia González y Nurys Altagracia González, y los ar-
títulos 47, inciso lro., 49, letra c), y 130, de la Ley No. 241,
sobre tránsito de vehículos de motor; y en consecuencia,
se le •condena al pago de una multa de Cien pesos cro,
(RD$100.00), acogiendo circunstanc as atenuantes a su fa-
vor y al pago de las costas procesales causadas; Segundo:

de la República;
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1.

da el 9 de agosto de 1978 por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Héctor U. Rosa Vassallo, por sí y por el

Dr. Mariano Germán Mejía, abogados de los intervin en-
tes, en la lectura de sus conclusiones; intervinientes que
son David Altagracia González Pichardo, donimc'ano, ma-
yor de edad, casado, domiciliado en la esquina formada
por las calles 9 y 12 del sector Las Cañitas, de esta ciu-
dad, cédula No. 12719, serie 55, en representación de sus
hijos menores Loyda, Persia y Nuris Altagracia González;
y José Santana Parra, dominicano, mayor de edad, casado,
empleado privado, domiciliado en la calle 9, No. 35, de Las
Cañitas, cédula NO. 1037, serie ira., en representación de
su hija menor María Alexandra Santana;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el Acta de Casación levantada en la Corte a-qua
el 17 de noviembre de 1978, a requerimiento del Dr. Raúl
Reyes Vásquez, cédula No. 6556, serie 5, en representa-
ción de los recurrentes ya mencionados, Acta en la cual no
se propone ningún medio determina° de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 8 de abril de
1980, suscritos por los Dres. Antonio Rosario, cédula Núm.
14083, serie 54, y Raúl Reyes Vásquez, cédula No. 6556,
serie 5, en el cual se proponen contra la sentencia que 'im-
pugnan los tres medios de casación, que se indican más
adelante;

Visto el memorial del 14 de abril de 1980, suscrito por
los Dres. Mariano Germán Mejía y Flector U. Rosa Vas-
sallo, por el cual solicitan que se admitan como intervi-
nientes a las personas ya nombradas y que se mantenga
la sentencia impugnada;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de
1967 sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código
Civil; 1 y 10 de la Ley sobre Seguro Obl gatorio de Ve-
hículos de Motor, No. 4117, de 1955; y 1 y 62 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la senten&a impugnada y en
los documentos a que ella se refiero, consta la sigu:ente:
a) que, 'con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
esta capital el 2 de abril de 1977, en el cual resultaron va-
rias personas con lesiones corporales, la Quinta Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Diztrito Na-
cional, dictó el 10 de noviembre de 1977 una sentenc.a
cuyo d:sposftivo se copia más adelante, inserto en el de
la ahora impugnada; b) que sobre las apelaciones inter-
puestas intervino el fallo impugnado ahora en casación,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Adm te
como regulares y válidos, en cuanto a la forma, los recur-
sos de apelación interpuesto; a) por el Dr. Raúl Reyes Vás-
quez, a nombre del prevenido José Miguel Gámez Casti-
llo, de la persona civilmente responsable, T'eón) Gómez
Castillo, y de la Compañía de Seguros Pepín, S. A.; b) por
el Dr. Mariano Germán Mejía, a nombre de David Alta-
gracia González Pichardo y José Santana Parra, partes ci-
viles constituídas, contra la sentencia de fecha 10 de no-
viembre de 1977, dictada por la Quinta Cámara Penal del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: Declara al nombrado José M. Gómez Castillo, culpa-

.- ble del delito de violación a la ley No. 241, en perjuic'o
de los menores Leyda González, María Alexandra Parra y
Persia González y Nurys Altagracia González, y los ar-
títulos 47, inciso 1ro., 49, letra e), y 130, de la Ley No. 241,
sobre tránsito de vehículos de motor; y en consecuencia,
se le condena al pago de una multa de Cien pesos oro,
(RD8100.00), acogiendo circunstanc as atenuantes a su fa-
vor y al pago de las costas procesales causadas; Segundo:
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$1,500.00), a favor del señor José Santana Parra, como
'justa reparación por los daños materiales y morales por
éste sufridos a consecuencia de las lesiones físicas recibi-
das por su hija menor María Alexandra Santana, todos a
consecuencia del accidente de que se trata; e) de los inte-
reses legales de las sumas acordadas, computadas a par-
tir de la fecha de la demanda y hasta la total ejecución
de la presente sentencia, a título de indemnización com-
plementaria; y f) de las costas civiles, con distracción de
los doctores Mariano Germán M., y Héctor► 	 Rosa Vassallo,
abogados de la parte civil constituida, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Declara la pre-
sente sentencia, común y oponible en Íci aspecto civil a la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., por ser la entidad ase-
guradora del vehículo productor del accidente, mediante
páVza No. A-57202, con vigencia del 17 de marzo de 1977
al 30 de agosto de 1977, de conformidad con lo dispuesto
por el artículo 10, modificado de la Ley No. 4117, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; SEGUNDO:
En cuanto al fondo de dichos recurrentes: Se pronuncia el
defecto contra Teófilo Gómez Castillo, persona. civilmente
responsable y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por
no haber comparecido a la audienc a, a la cual fueron le-
galmente citados y emplazados; TERCERO: Confirma en
todas sus partes la sentencia apelada, por haber sido dic-
tada conforme a derechos; CUARTO: Condena a José Mi-
guel Gómez Castillo, al pago de las costas civiles, con dis-
tracción de las mismas en favor de los Dres. Mariano Ger-
mán M. y Héctor Rosa Vassallo, quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad;

Considerando, que contra la sentencia impugnada, los
recurrentes proponen los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Falta de base legal; SegendO: Medio: Omi-
sión de estatuir; Tercer Medio: Insuficiencia de motivos
y desnaturalización de los hechos;

•
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Declara regulares y válidas en, cuanto a la forma, las cons-
tituciones en partes civiles hechas en audiencia; a) por el
señor David Altagracia González Pichardo, quien actúa en
su calidad de padre y tutor legal de las menores agravia-
das Leyda González, Nurys Altagracia González y Persia
González; b) por di señor José Santana Parra, quien ac-
túa en su calidad de padre y tutor legal de la menor agra-
viada *María Alexandra Santana, ambos por intermedio de
los Dres. Mariano Germán M., y Héctor Rosa Vassallo, en
contra del prevenido José Miguel Gómez Castillo, en su
calidad de inculpado y por su hecho personal, del señor
Teófilo Gómez Castillo, en su calidad de persona civilmen-
te responsable, de declaración de la puesta en causa de la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., en su calidad de enti-
dad aseguradora del vehículo causante' del accidente, por
haber sido hecho de .acuerdo con la Ley; Tercero: En cuan-
to al fondo de dicha constitución en parte civil condena
al prevenido José Miguel Gómez Castillo, por su hecho
personal, y al señor Teófilo Gómez Castillo, en su calidad
de persona civilmente responsable, al pago solidario: a)
de una indemnización de Dos mil quinientos pesos oro (RD
$2,500.00), a favor y provecho del señor David Altagracia
González Pichardo, como justa reparación por los daños
materiales y morales sufridos por éste a consecuencia de
las lesiones sufridas por su hija menor Leyda González; b)
de una indemnización de Un mil doscientos pesos oro (RD
$1,200.00), a favor y provecho del señor David Altagracia
González Pichardo, como justa reparación por los daños
materiales y morales por éste sufrido a consecuencia de
las lesiones físicas sufridas por su hija menor Persia Gon-
zález; e) de una indemnización de Novecientos pesos oro,

(RD$900.00), a favor del señor David Altagracia González
Pichardo, como justa reparación por los daños materiales
sufridos por ésta a consecuencia de las lesiones físicas su-
fridas por su hija menor Nurys Altagracia González; d)
de una indemnización de Un mil quinientos pesos oro, (RD
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$1,500.00), a favor del señor José Santana Parra, COMO

justa reparación por los daños materiales y morales por
éste sufrí-dos  a consecuencia de las lesiones físicas recibi-
das por su hija menor María Alexandra Santana, todos a
consecuencia del accidente de que se trata; e) de los inte-
reses legales de las sumas acordadas, computadas a par-
tir de la fecha de la demanda y hasta. la total ejecución
de la presente sentencia, a título, de indemnización com-
plementaria; y f) de las costas civiles, con distracción de
los doctores Mariano Germán M., y Héctor Rosa Vassallo,
abogados de la parte civil constituída, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Declara la pre-
sente sentencia, común y oponible en el aspecto civil a la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., por ser la entidad ase-
guradora del vehículo productor del accidente, mediante
póliza No. A-57202, con vigencia del 17 de marzo de 1977
al 30 de agosto de 1977, de conformidad con lo dispuesto
por el artículo 10, modificado, de la Ley No. 4117, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; SEGUNDO:
En cuanto al fondo de dichos recurrentes: Se pronuncia el
defecto contra Teófilo Gómez Castillo, persona civilmente
responsable y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por
no haber comparecido a la audienc'a, a la. cual fueron le-
galmente citados y emplazados; TERCERO: Confirma en
todas sus partes la sentencia apelada, por haber sido dic-
tada conforme a derechos; CUARTO: Condena a José Mi-
guel Gómez Castillo, al pago de las costas civiles, con dis-
tracción de las mismas en favor de los Dres. Mariano Ger-
mán M. y Héctor Rosa Vassallo, quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad;

Considerando, que contra la sentencia impugnada, los
recurrentes proponen los siguientes, medios de casación:

411. Primer Medio: Falta de base legal; Segendo: Medio: Omi-
sión de estatuir; Tercer Medio: Insuficiencia d,e, motivos
y desnaturalización de los hechos;

Declara regullares y válidas en cuanto a la forma, las coris_
tituciones en partes civiles hechas en audiencia; a) por el
señor David Altagracia González Pichardo, quien actúa en
su calidad de padre y tutor legal de las menores agravia-
das Leyda González, Núrys Altagracia González y Persia
González; b) por dl señor José Santana Parra, quien ac-
túa en su calidad de padre y tutor legal de la menor agra-
viada María Alexandra Santana, ambos por intermedio de
los Dres. Mariano Germán M., y Héctor Rosa Vassallo, en
contra del prevenido José Miguel Gómez Castillo, en su
calidad de inculpado y por su hecho personal, del señor
Teófilo Gómez Castillo, en su calidad de persona civilmen-
te responsable, de declaración de la puesta en causa de la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., en su calidad de enti-
dad aseguradora del vehículo causante del accidente, por
haber Sido hecho de acuerdo con la Ley; Tercero: En cuan-
to al fondo de dicha constitución en parte civil condena
al prevenido José Miguel Gómez Castillo, por su hecho
personal, y al señor Teófilo Gómez Castillo, en su calidad
de persona civilmente responsable, al pago solidario: a)
de una indemnización de Dos mil quinientos pesos oro (RD
$2,500.00), a favor y provecho del señor David Altagracia
González Pichardo, como justa reparación por los daños
materiailes y morales sufridos por éste: a consecuencia de
las lesiones sufridas por su hija menor Leyda González; b)
de una indemnización de Un mil doscientos pesos oro (RD
$1,200.00), a favor y provecho del señor David Altagracia
González Pichardo, icOITID justa reparación por los daños
materiales y morales por éste sufrido a consecuencia de
las lesiones físicas sufridas por su hija menor Persia Gon-
zález; c) de una indemnización de Novecientos pesos oro,
(RD$900.00), a favor del Señor David Altagracia González
Pichardo, como justa reparación por los daños materiales
sufridos por ésta a consecuencia de las lesiones físicas su-
fridas por su hija menor Nurys Altagraciae González; d)
de una indemnización de Un mil quinientos pesos oro, (RD
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Considerando, que en el primer medio de su memo-
rial, los recurrentes alegan, en síntesis, que la sentencia
está falta de base legal, porque no se hace en ella ninguna
relación de los hechos relativos al accidente; pero,

'Considerando, que tanto en la sentencia de la Cárna-
da de Primer Grado, corno en la de la Corte a-qua se dá
por establecido como hecho que el vehículo conducido por
José Miguel Gómez Castillo, mientras el 2 de abril de
1977 transitaba de Este a Oeste por 'la calle 12 del sec-
tor de Las Cariitas, al llegar a la calle 9, se subió a la ace-
ra donde atropelló a las menores que se encontraban en.
cima de dicha acera, por lo que el alegato de falta de: base
legal carece absolutamente de fundamento y debe ser des-
estimado;

Considerando, que en el segundo medio de su memo-
rial, los recurrentes alegan que ante los jueces del fondo
ellas pidieron que se descargara al chofer Gómez Castillo,
porque el accidente obedeció a "un caso fortuito", consis-
tente en la falla, súbita e inesperada y de los mecanismos
de detención del vehículo"; que dichos jueces no dijeron
nada sobre ese medio de defensa; pero,

Considerando, cuando en justicia se admite un he-
cho culposo, pero se pretende que ese hecho ha ocurrido
por una causa distinta; el que alega una causa de esa na-
tureleza, debe probar la verdad de su afirmación; que, en
el ,caso ocurrente la declaración de que les frenos no fun-
cionaban correctamente no fué obviamente, sino un medio
de defensa que los jueces de fondo desestiman por atribuir
más crédito a otros elementos de juicio, por lo que el se-
gundo medio del memorial de los recurrentes carece de
fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el tercero y último medio de su
memorial, los recurrentes alegan que la sentencia que im-
pugnan carece de motivos suficientes y desnatuarlizacién;
pero,

Considerando, que la sentencia impugnada contiene
en los trece considerandos, que preceden a su dispositivo
motivos suficientes sobre el accidente de que se trataba,
tanto de hecho como de derecho, por lo que el medio úl-
timo de los recurrentes carece de fundamento, como los
anteriores; que los que los recurrentes califican en ese
medio como "desnaturalización de los hechos", no es otra
cosa que una crítica de su parte a la apreciación de los he-
chos, que no está sujeta al control de la casación, salvo la
apréciación sea obviamente irrazonable, lo que no ocurre
en este caso;

Considerando, que, para declarar culpable al preve-
nido y fallar como lo hizo, la Cámara a-qua, como la de
primer grado, dió por establecido, en base a los elemen-
tos de juicio que fueron regularmente administrados en
la instrucción de la causa; a) que el 2 de abril de 1972,
mientras el carro placa No. 203-727, propiedad de Teófilo
Gómez Castillo, ,conducido por José Miguel Gómez Casti-
llo, con póliza vigente No. A-58202, de la Seguros P'epín, S.
A., transitaba de Este a Oeste por la calle 12, del sector de
Las Cariitas, de esta capital, atropelló a las menores Leyda
González, María Alexandra Parra, Persia González y Nu-
ris Altagracia González; b) que el hecho se prcdujo a
causa de que el carro, saliéndose de su carril, se subió re-
pentinamente a la acera, donde se encontraban las mono-
res ya nombradas;•

'Considerando, que el hecho del prevenido configura
el delito de causar golpes y heridas de modo involuntario
con el manejo o la 'conducción de un vehículo de motor,
previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967 sobre
Tránsito y Vehículos, y sancionado en la letra c) de dicho
texto legal con las penas de 6 meses a 2 arios de prisión,
y multa de RD$100.00 a RD$500.00, cuando las lesiones
sufridas por las víctimas requiera más de 20 días, como
°zurrió en la especie; que, por tanto, al imponer al preve-

Gómez Castillo, confirmando así lo decidido en el
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Considerando, que en el primer medio de su memo-
rial, los recurrentes alegan, en síntesis, que la sentencia
está falta de base legal, porque no se hace en ella ninguna
relación de los hechos relativos al accidente; pero,

'Considerando, que tanto en la sentencia de la Cárna-
da de Primer Grado, como en la de la Corte a-qua se dá
por establecido corno hecho que el vehículo conducido por
José Miguel Gómez Castillo, mientras el 2 de abril de
1977 transitaba de Este a Oeste por la calle 12 del sec-
tor de Las Cañitas, al llegar a la calle 9, se subió a la ace-
ra donde atropelló a las menores que se encontraban en
cima de dicha acera, por lo que el alegato de falta de. base
legal carece absolutamente de fundamento y debe ser des-
estimado;

Considerando, que en el segundo medio de su memo-
rial, los recurrentes alegan que ante los jueces del fondo
ellas pidieron que se descargara al chofer Gómez Castillo,
porque el accidente obedeció a "un caso fortuito", consis-
tente en la falla, súbita e inesperada y de los mecanismos
de detención del vehículo"; que dichos jueces no dijeron
nada sobre ese medio de defensa; pero,

Considerando, cuando en justicia se admite un he-
cho culposo, pero se pretende que ese hecho ha ocurrido
por una causa distinta; el que alega una causa de esa na-
tureleza, debe probar la verdad de su afirmación; que, en
el caso ocurrente la declaración de que les frenos no fun-
cionaban correctamente no fué obviamente, sino un medro
de defensa que los jueces de fondo desestiman por atribuir
más crédito a otros elementos de juicio, por lo que el se-
gundo medio del memorial de los recurrentes carece de
fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el tercero y último medio de su
memorial, los recurrentes alegan que la sentencia que im-
pugnan carece de, motivos suficientes y desnatuarliza.cián;
pero,

Considerando, que la sentencia impugnada contiene
en los trece considerandos, que preceden a su dispositivo
motivos suficientes sobre el accidente de que se trataba,
tanto de hecho como de derecho, por lo que el medio úl-
timo de los recurrentes carece de fundamento, como los
anteriores; que los que los recurrentes califican en ese
medio como "desnaturalización de los hechos", no es otra
cosa que una crítica de su parte a la apreciación de los he-
chos, que no está sujeta al control de la casación, salvo la
apreciación sea obviamente irrazonable, lo que no ocurre
en este caso;

Considerando, que, para declarar culpable al preve-
nido y fallar como lo hizo, la Cámara a-qua, como la dé
primer grado, dió por establecido, en base a los elemen-
tos de juicio que fueron regularmente administrados en
la instrucción de la causa; a) que el 2 de abril de 1972,
mientras el carro placa No. 203-727, propiedad de Teófilo
Gómez Castillo, 'conducido por José Miguel Gómez Casti-
llo, con póliza vigente No. A-58202, de la Seguros Pepín, S.
A., transitaba de Este a Oeste por la calle 12, del sector de
Las Cañitas, de esta capital, atropelló a las menores Leyda
González, María Alexandra Parra, Persia González y Nu-
ris Altagracia González; b) que el hecho se produjo , a
causa de que el carro, saliéndose de su carril, se subió re-
pentinamente a la acera, donde se encontraban las meno-
res ya nombradas;

'Considerando, que el hecho del prevenido configura
el delito de causar golpes y heridas de modo involuntario
con el manejo o la 'conducción de un vehículo de motor,
previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241 de 196.7 sobre
Tránsito, y Vehículos, y sancionado en la letra c) de dicho
texto legal con las penas de 6 meses a 2 años de prisión,
y multa de RD$100.00 a RD$500.00, cuando las lesiones
sufridas por las víctimas requiera más de 20 días, como
ocurrió en la especie; que, por tanto, al imponer al preve-
nido Gómez Castillo, confirmando así lo decidido en el
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primer medio, una, multa de RD$100.00 acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, la Corte a-qua aplicó una pena
ajustada a la ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho del prevenido causó daños y per.,
juicios materiales y morales, tanto a las menores ya noirn,.
bradas como a los padres de ella, constituidos en parte
civil; que, por tanto, al condenar al conductor José Mi..
guel Gómez Castillo y a Teófilo Gómez Castillo, propieta-
rio del carro del accidente y comitente del conductor, al
pago de las condenaciones civiles detalladas en el disposi-
tivo de la sentencia impugnada, que se copia en parte an-
terior, y al hacer oponible, esas condenaciones a la Segu-
ros Pepín, S. A., la Corte a-qua ha aplicado también co-
rrectamente, los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 de
1955;

Considerando, que, examinada la sentencia que se
impugna a los demás aspectos referentes al prevenido
que figura entre los recurrentes, no presienta vicio alguno
que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como iW_ervin'en-
te a David Altagracia González y a J OS& Sontana Parra,
en los recursos de casación interpuestos por José Miguel
Gómez Castillo, Teófilo Gómez Castillo y la Seguros Pe-
pín, S. A., contra la sentencia dictada el 9 de agosto de
1978 por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se ha cop.a-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza
los indicados recursos, condena al prevenido recurrente,
Miguel Gómez Castillo al pago de las costas penales; al
mismo recurrente y a Teófilo Gómez Castillo al pago de las
civiles las distrae en provecho de los Dres. Mariano Germán
Mejía y Héctor U. Rosa Vassallo, abogados de los intervi-
nlentes, quienes afirman haberlas avanzado en su totali-
dad, y las hace oponibles a la aseguradora ya niewiuna-
da, dentro de los términos de la póliza,

(FIRMADOS).— Néstcr Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Joaquín
L. Hernández Espaillat, Leonte R. Alburquerque 'Castillo.--
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados,
y fué fIrmada, leída y publicada por mí, Secretario, Gene-
ral, que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.

Yr.

id
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primer medio, una multa de RD$100.00 acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, la Corte a-qua aplicó una pena
ajustada a la ley;

Considerando, que, asímismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho del prevenido causó daños y per,
juicios materiales y morales, tanto a las menores ya nom-
bradas como a los padres de ella, constituidos en parte
civil; que, por tanto, al condenar al conductor José Mi-
guel Gómez Castillo y a Teófilo Gómez Castillo, propieta-
rio del carro del accidente y comitente del conductor, al
pago de las condenaciones civiles detalladas en el disposi-
tivo de la sentencia impugnada, que se copia en parte an-
terior, y al hacer oponible esas condenaciones a la Segu-
ros Pepín, S. A., la Corte a-qua ha aplicado también co-
rrectamente, los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 de
1955;

Considerando, que, examinada la sentencia que se
impugna a los demás aspectos referentes al prevenido
que figura entre los recurrentes, no presenta vicio alguno
que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervin'en-
te a David Altagracia González y a J osé Sontana Parra,
en los recursos de casación interpuestos por José Miguel
Gómez Castillo, Teófilo Gómez Castillo y la Seguros Pe-
pín, S. A., contra la sentencia dictada el 9 de agosto de
1978 por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se ha cop . a-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza
los indicados recursos, condena al prevenido recurrente,
Miguel Gómez Castillo al pago de las costas penales; al
mismo recurrente y a Teófilo Gómez Castillo al pago de las
civiles las distrae en provecho de los Dres. Mariano Germán
Mejía y Héctor U. Rosa Vassallo, abogados de los intervi-
nientes, quienes afirman haberlas avanzado en su totali-
dad, y las hace oponibles a la aseguradora ya men.auna-
da, dentro de los términos de la póliza.

li

i . (FIRMADOS).— Néstcr Confín Aybar, Fernando E.r
. Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras„ Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Joaquín
L. Hernández Espaillat, Leonte R. Alburquerque 'Castillo.—
Miguel Jacobo, Secretario General.,,.

11;* La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados,
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario, Gene-
ral, que. certifico.-- (Firmado): Miguel Jaca°.



SENTENCIA DE FECHA 18 DE 3fARZO DEL 1081

Sentencia imptignacia: Tercera Cámarn Penal del Juzgado de Pri.
mera Lnstancia del Distrito Nacional de fecha 16
enero de 1979.

3Tateria: Correccional,

Recurrentes: Aquiles Félix Félix, Envin Lefeld y la Unión
Segures. C. por A.

Interviniente: Omar R. Bairán Miehelén.
Abogado: Dr. Félix Jáquez Liriano.

Dios, Patria y Libertad.
República Duminicana.

En Nembre de la República, la Suprema Corte de,
Justicla, regularmente constituída por los Jueces Néttor-
Contín Aybar, P.residente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló,Juan Batttista Rojas Al-
mánzar, Felq>e Gsvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque Castllo,
asistidos del Secretario General, cn la Sala donde eelebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
man, Distrito Nacional, hoy día 18 de marzo del año 1981,
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración.
clIcta en audiencia pública, corno Corte de Casazión, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Aqui-
les Félix Féliz, domiciliado on el Edificio No. 3-b, dl Ha-
rrio Invi, de esta capital, kilómetrá 8 de la carretera San-
chez; Envin Lefeld, dornteiliado en la calle Virgilio Díaz
Ordóñez No. 8, de esta cap:tal; y la UMón de Se.guros. C.
por A., con su dorn'cilio n la avenida 27 de Febrero No.

263. de esta capital, contra la sentencia dietada el 16 de
encro de 1979 por la Terzera Cámara Penal dd Juzgado
de Primera Instancia del D:strito Nacional, cuy-0 disposi-
tivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno .en la lectura del rol;
Oído el dict,amen del Magistrado Proeurador General

de la República;

Vista el Acta de los recursos levantada en la Secre-
taría de la Cámara a-qua el 17 de enero de. 1979, a reque-
rimiento del Dr. Néstor Díaz Fernándcz, en represent.acién
de los recurrentes ya nombrados, acta en la cual no se
prepone contra la sentencia impuganada ringún tned'o
determinado de casaeión;

Visto el escrito depositado por el Uc. Félix N.
.quez Liriano, eédula No. 13103, serie 55, abogado del in-
terviniente Omar R. Bairárt Michelén, dominicano, ma-

. yor de edad, casado, cédula No. 134584, serie lra., de este
domieilio;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberadD, y vistos los artículos 1, 37 y 63 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, a) que, con motivo de un accidente de
tránsito ocurrido en esta eapgal, en cl cual sólo hubo des-
rerfectos de un autemóvil. el Tribunal Especial de Trán-
sito del Distrito Nacional dictó el 28 de abrl de 1978 una
sentencia cuyo dispositivo se cop:a más adelante, inserto
en el de la ahora impugnada en casación; b) que sobre
apelación de los actuales recurrentes, intervino el 16 de
en.e.ro de 1979, la sentencia ahora Impug-nada en ensac'ón,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Defeeto
contra el nombrado Aquiles Félix Félix, por no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante haber sido legalmen-
te citado; SEGUNDO: Dedara, bueno y válido el rectien
de apelación hecho por la Th'R. Luz Neftis Duquela, a
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE 3IARZO DEL 1981

Sentencia impuguada: Tereera Cámarn Penal del Juzgado de
mera Instaneia del Distrito Nacional de feeha if;
enero de 1979.

Alateria: Correccional.	 ".

Itecurrentes: Aquiles Félix Félix, Envin Lefeld y la Unión c'l-
Seguros, C. por A.

Intervinicate: Omar It Bairán Nlichelén.
Atánado: Dr. Félix Jáquez Liriano.

.11

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nembre de la República, la Suprema Corte cle
Justie:a, regularmente constituída por los Jueees Nc":
CCntin Aybar, P.residente; Fernando E. Ravdo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio 13e-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló.Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipc Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque Castalo,
asistidos del Secretario Gencral, on la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy dia 18 de marzo del ario 1981.
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauracien.
dicta en audiencia pública, corno Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos dc casación int,crpuestos por Aqui-
les Félix Féliz, domiciliado en el Edificio No. 3-11. del Ba-
trio Invi, de esta capital, kilónietro 8 de la carretera Sán-
chez; Envin Lefeld, dom'ciliado en la calle Virgilio Díaz
Ordóricz No. 8, de esta cap:tal; y la Unión de Seguros, C.
por A., con su dorncilio en la avenida 27 de Febrero No«

-2,63. de esta capital, contra la sentencia dictada el 16 de
enero de 1979 por la Tereera Cámara Penal dcl Juzgado
de Primera Instancia del D:strito Nacional, cuyo disposh
livo se copia más acielante;

Oído al Alguacil de turno .en ia lectura del rol;
Oído el dietamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el Acta de los reeursos levantada en la Secre-
taría de la Cámara e-otia el 17 de encro de 1979, a reque-
rimiento del Dr. Néstor Díaz Fernández, en representacién
de los recurrentes ya nombrados, acta en la cual no se
prepone contra la sentencia impuganada ningún med:o
determinado de casación;

Visto el escrito depositado por el Lic. Félix N. Ja-
quez Liriano, cédula No. 13103, serie 55, abogado del in-
terviniente Omar R. Bairán Michelén, dominicano, ma-
yor de edad, casado. cédula No. 134584, serie lra., de este
domicilio;

La Suprema Corte de Justicia, clespués de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1, 37 y 6:5 de la Ley sobre
Prceedirniento de Casación;

Considcrando, a) que, con motivo de un accidente de
tránsito ocurrido en esta cup'tal, en el cual sólo hubo des-
przfectos de un autemóvil, el Tribunal Especial de Trán-
sito del Distrito Nacional dictó el 28 de abri l de 1978 una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante, inserto.
en el de la ahora impugnada en iiasación; b) que s.obre
apclación de los actuales recurrentes, intemino el 16 de
enero de 1979, la sentencia ahora impugnada en casac'en,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Defecto
contra el nombrado Aquiles Félix Félix, por no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante haber sido legalmen-
te eitado: SEGUNDO: Declara, bueno y válido el recurs,
de apelación hecho por la Dra. Luz Neftis Duquela, a
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.1 riarnente a Aquiles Félix Félix y Erwin Lefeld, al pago de

–

.1 jas costas civiles de la alzada, distraídas en proveeho del

I
Lie. Félix M. Jáquez Liriano, quien afirma haberlas avan-

, zado en su totalidad";
a

1.	 Considerando, qtte la sentencia impugnada eareze to-
talmente de motivos, tanto de heeho como de derecho, por
lo que no permite apreciar si en .c1 caso a que ella se re-
fiere se ha hecho una correcta o iitzarrecta aplicación de
la ley;

Con.siderando, que cuando se casa w:ta sentencia por
falta de base legal y de motivos, las costas pueden ser
compensadas.

,4

Por tales motivos, Primero: Admite conto intervi-
niente a Ornar R. Bairán Mizhelén en los recursos de ca-
saceán interpuestos por Aquiles Félix, Envin Lefeld y la
Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dietada
el 16 de enero de 1979 por la Tercera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrtio Nacional, cuyu
dispositivo se ha copdado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Casa la sentencia indicada y envía el asun-
to por ante la Primera Cámara Penal del mismo Juzgado,
y Tercero: Compensa las costas entre los recurrentes y el
interviniente.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Franelsco Elpidio Eeras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, FelIpe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.
Leonte Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su enzabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y ario, en él expresados,
y fué firmada, leida y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.

nombre y representación de Aquiles Félix Féllx, Erwin
Lefeld y la Compañía de Seguros Unión de Seguros, c.
por A., contra la sentencia No. 5270, del 28 de abril del
año 1978, dictada por el Tribunal Espszial de Tráns'to
del Distrito Nacional (Grupo No. 3), cuyo dispositivo d'ee
así: Primero: Se pronuncia el clefecto contra el prevenido
Aqu'les Félix Félix, por no haber ccmpareziclo, no cb.s...
tante haber citación legal; Segundo: Sc cond-ma al nom-
brado Aquiles Félix Félix, a pagar una multa de RD$5.00,
(Cinco pesos oro), y un mes de prisión por violac'ón al
tículo 139 de la Ley 241, y al pago de las costas. Tercero:
En cuanto al nombrado Omar R. Bairán Michelén. se le
descarga de toda responsabilidad personal penal per no
haber violado en ninguna de sus partes la ley 241, en cuan-
to a él se declaran las costas de oficIo; Cuarto: Se declara
buena y vállda la zonstitución en parte civil hecha por el
nembrado Omar R. Bairán Michelén, por estar de acuer-
do con la Ley; Quinto: Se declaran de manera solidaria a
los nombrados Aquües Félix Félix y Erwin Lefeld, al pa-.
go de una indemnización de RD$1,200.00 	 dosclentos:
pcsos aro), en favor del nombrado Omar R. Bairán
chelén, como justa reparación por los daños 	 materiales
sufridos por el velúculo de su propieciad: Sexto" Se con-
dena de mancra solidaria a los nombrados Aquiles Félix
Félix y Envin Lefeild, al pago cie los intereses legalcs so-
bre el principal, a partir de la fecha de la demanda in-
troductiva de la instancia. Séptimo: Se condena solidar • a-
mente a los nombrados Aquiles Félix Félix y Envin Lele
al pago de las costas eivtles del procedimIento, o.rdenan-
do su distraezión en provecho del nombrado Félix Jáquez
Liriano, quien afirma cstarlas avanzando en su totalidad.
Octavo: Se declaran la presente común, opcmible a la CoM-
pañía cle Seguros Unión de Segurcs, C. por A., por ser la
entidad aseguradora del vehículo causante del ace'dente,
en la forma, y .en cuanto al fendo, zonfirma en todas sus
partes la sentencia recurrida; TERCERO: Condena. solida-
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nombre y representación de Aquiles Félix Félix, Ezwin
Lefeld y la Compañia de Seguros Unión de Seguros, a 1!

por A., contra la sentencia No. 5270, del 28 de abril del
año 1978, dictada por el Tribunal Espeeial de Tráns : to '

tdel Distrito Nacional (Grupo No. :3), cuyo dispositivo tee :
así: Primero: Se pronuncia el defecto contra el prevenido
Aqu'les Félix Félix, por no haber cemparceido, no cbs.
tante haber citación legal; Segundo: Se conckna al nom- •
brado Aquiles Félix Félix, a pagar una multa de RDS5.00,:j
(Cinco pesos oro), y un mes de prisión por violac:ón al ar-1,
ticulo 139 de la Ley 241, y al pago de las costas. Tercero: t
En cuanto al nombrado Omar R. Bairán Mic.helén. se  le ?'

-descarga de toda responsabilidaci personal penal por no
haber violado en ninguna de sus partes la ley 241, en cuan-
to a él se declaran las costas de ofielo; Cuarto: Se declara
buena y válkla la constitución en parte civil hecha por el
nembraclo Omar R. Bairán Michelén, por estar de acuer- l' '
do con la Ley; Quinto: Sc declaran de manera solidaria a
los nombrados Aquaes Félix Félix y Erwin Lefeld, al pa-
go de una indemnización de RD$1,200.00 (Mil doscientos
pesos aro), en favor del nombrado Omar R. Bairán Mi-
chelén, como justa reparación por los daiíos materiales
sufridos por el vehículo de su propiedad: Sexto 9 Se e.on-
dena de manera solidaria a los nombrados Aquiles Félix
Félix y Envin Lefeld, al pago de los intereses legales so-
bre el principal, a partir de la fecha de la demanda in-
troductiva de la instancia. Séptimo: Se condena solidar:a-
mente a los nombrados Aquiles Félix Félix y Erwin Lefeld,
al pago de las costas civiles del prooedimilento, ordenan-
do su distraceión en provecho del nombrado Félix Jáquez
Liriano, qtaien afirma estarlas avanzando en su totalidad.
Octavo: Se declaran la presente común, oponible a la Com-
parlia de S.eguros Unión de Scguros, C. por A., por ser la
entidad aseguradora del vehículo causante del ace'dente,
en la forma, y .en cuanto al fendo, confirma en todas sus
partes la sentencia recutrida; TERCERO: Conciena, sol(da-

riamente a Aquiles Félix Félix y Erwin Lefeld, al pago de
las cost,as civiles de la alzada, distraídas en provecho del
Lic. Félix M. Jáquez Liriano, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad";

Considerando, que la sentencia impugnada careee to-
talmente de motivos, tanto de hecho como de derecto, por
lo que no perrnite apreciar si en ca caso a que ella se re-
fiere se ha hecho una correcta o iinorrecta aplicación de
la ley;

Considerando, que cuando se casa una sentencia por
falta de base legal y do motivos, las costas puecten ser
compensadas.

Por tales motivos, Primero: Admite como intervi-
niente a Omar R. Bairán Michelén en los recursos de ca-
sación interpuestos por Aquiles Félix, Envin Lefeld y la
Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada
el 16 de enero de 1979 por la Tercera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrtio Nacional, cuyo
dispositivo se ha cop:ado en parte anterior del pres.ente
fallo; Segundo: Casa la sentenzia indicada y envía el asun-
to por ante la Primera Cárnara Penal del mismo Juzgado,
y Tercero: Compensa las costas entre los recurrentes y el
interviniente.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Frandsco Elpidio Eeras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, FePpe
Osvalelo Perdomo Báez, Joaquín L. Ilez-nández Espalllat,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo.
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que fig-uran en su eneabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados,
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARTA DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Baraohna. de fe •,l
25 de julio de 1977.

Materia: Civil.

Recurrentes: Enoelia Vda. Medina y Calixto Medina Cuevas.
Abogados: Dr. Rafael F. Alburquerque y Mariano German.

Recurrido:1,Vadi Melgen.
Abogados: Dr. Servio Pérez Perdomo y Vicente Pérez Perdomo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte
Justioia, regularmente constituida por les Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te. Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be--
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her
nández, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 del mes de marzo
del año 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Enoe-
lia Cuevas Jiménez Vda. Medina, dominicana, mayor de
edad, soltera, domiciliada en la calle General Cabral, No.
6, de esta ciudad. cédula No. 2426, serie 22, y Calixto Me-
dina Cuevas, dominicano, mayor de edad, soltero, abogado,
domiciliado en calle General Cabral de esta ciudad, cédula
No. 11318, serie lra., contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Barahona, en sus atnibuciones

les el 25 de julio de 1977, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Mariano Germán, cédula No. 5885, serie
59, por sí y por el Dr. Rafael L. Alburquerque, cédula
No. 83902, serie lra., abogado de los recurrentes, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Servio Pérez Perdomo. cédula No. 6743,
serie 22, por sí y por el Dr. Vicente Pérez Perdomo, cédu-
la No. 8888, serie 22, abogados del recurrido, en la lectura
de sus conclusiones, recurrido que es Wadi Melgen, domi-
nicano, mayor de edad, casado, comerciante, domiciliado
en Neyba, Provincia Bahoruco, cédula No. 748, serie 18;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, del
31 de octubre de 1977, suscrito por sus abogados, en el
cual se propone, contra la sentencia impugnada, el medio
que se indica más adelante;

Visto el memorial del recurrido. del 12 de diciembre
de 1977, firmado por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación:

Considerando, que en la sentencia impugnada en los
documentos a que ella se refiere, consta la siguiente: a)
que con motivo de una demanda intentada por los hoy re-
currentes Enoelia Cuevas Jiménez Vda. Medina y Carlixto
Medina Cuevas. causabientes del finado Oviedo Medina.
contra el ahora recurrido Wadi Melgen, en devolución de
la suma de Mil setecientos pesos (RDS1,700.00), deposita-
dos por Oviedo Medina en manos de Wadi Melgen, el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Baho-
ruco dictó, en sus atribuciones civiles, el 23 de septiem-
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Baraohna. de lecha
25 de julio de 1977.

Materia: Civil.

Recurrentes: Enoelia Vda. Medina y Calixto Medina Cuevas.
Abogados: Dr. Rafael F. Alburquerque y Mariano Germán.

Recurrido: Wadi Melgen.
Abogados: Dr. Servio Pérez Perdomo Vicente Pérez Perdomo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte da
Justicia, regularmente constituida por les Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te. Primer Sustituto de Presidente; Francisto Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her
nández, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de.
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 del mes de marzo
del año 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Enoe-
lia Cuevas Jiménez Vda. Medina, dominicana, mayor de
edad, soltera, domiciliada en la calle General Cabral, No.
6, de esta ciudad, cédula No. 2426, serie 22, y Calixto Me-
dina Cuevas, dominicano, mayor de edad, soltero, abogado,
domiciliado en calle General Cabral de esta ciudad, cédula
No. 11318, serie lra., contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Barahona, en sus atribuciones oivi-

les el 25 de julio de 1977, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del roa;
Oído al Dr. Mariano Germán, cédula No. 5885, serie

59, por sí y por el Dr. Rafael L. Alburquerque, cédula
No. 83902, serie lra., abogado de los recurrentes, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Servio Pérez Perdomo, cédula No. 6743,
serie 22. por si y por el Dr. Vicente Pérez Perdomo, cédu-
la No. 8888, serie 22, abogados del recurrido, en la lectura
de sus conclusiones, recurrido que es Wadi Melgen, domi-
nicano, mayor de edad, casado, comerciante, domiciliado
en Neyba, Provincia Bahoruco. cédula No. 748, serie 18;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de La República;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, del
31 de octubre de 1977, suscrito por sus abogados, en el
cual se propone, contra la sentencia impugnada, el medio
que se indica más adelante;

Visto el memorial del recurrido, del 12 de diciembre
de 1977, firmado por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Prc-
cedim:ento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada en los
documentos a que ella se refiere, consta la siguiente: a)
que con motivo de una demanda intentada por los hoy re-
currentes Enoelia Cuevas Jiménez Vda. MedIna y Carlixto
Medina Cuevas, causabientes del finado Oviedo Medina,
contra el ahora recurrido Wadi Melgen, en devolución de
la suma de Mil setecientos pcsos (RD$1,700.00), deposita-
dos por Oviedo Medina en manos de Wadi Melgen, el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Baho-
ruco dictó, en sus at ribuciones civiles, el 25 de septiem-
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bre de 1972, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Fa.
lb: Primero: Condenar y condena, al señor Wadi Melgen,
parte demandada, a pagar a Enoelia Cuevas Jiménez Vda.
Medina y Dr. Carlixto Medina Cuevas, parte demandar.-
te, la suma de Un mil seiscientos pesos oro (RDS1,600.00)
que retiene en calidad de depósito; Segundo: Condenar y
condena al señor Wadi Melgen, al pago de los intereses le-
gales de dicha suma, a partir de la fecha de esta deman-
da; Tercero: Declarar y declara bueno y válido el em-
bargo retenido por oposición hecho por la parte demandan-
te en fecha 8 del mes de Febrero del año en curso, (1972),
según acto del Ministerial Domingo A. Ubicra, Alguacil
Ordinario de la Suprema Corte de Justicia, contra el señor
Wadi Melgen, y en manos del Banco de Reservas de la Re-
pública Dominicana; Cuarto: Declarar y declara, deudor
del demandado el tercero embargo, cuya suma deberán
ser pagadas en manos de los demandantes, en doducción
y hasta concurrencia del monto de su crédito, en princi-
pal y accesorios; y Quinto: Condenar y condena, al señor
Wadi Melgen, al pago de las costas del procedimiento, con
distracción de las msimas en provecho del doctor Rafael
F. Alburquerque, quien afirma habellas avanzado en su
totalidad; b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte
de Apelación de Barahona, dictó el 2 de octubre de 1973
una sentencia incidental cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Admite y Autoriza a la parte intimante,
señor Wadi Melgen, a probar, tanto por título como me-
diante testigos, los hechos siguientes: a) que la deuda de
RDS1,600.00, correspondiente a la cantidad depositada por
Oviedo Medina en manos de Wadi Melgen fué saldada me-
diante un sólo pago o por menos de pagos parciales; b)
que, de haber sido así, fué vertida en una cuenta corrien-
te, perdiendo su individualidad, oor ser efectuado por el
señor Wadi Melgen, suscrito por el hoy finado Ovidio Me-
dina, al consignar la liquidación de un "resto de cuenta",
se refiere a la cantidad objeto dcl dispositivo de la refe-

rencia; SEGUNDO: Reserva, en cuanto fuete necesario la
prueba contraria a las partes intimadas, señores Enoelia
Cuevas Jiménez Vda. Medina y Doctor Carlixto Medina
Cuevas, por medio de su contrainformativo; TERCERO:
Designa al Doctor Rafael David Dotel Recio, Juez de esta
Corte, Juez comisario con encargo de levantar las corres-
pondientes actas de información y dirigir todo lo relativo
de dicho procedimiento; CUARTO: Reserva las costas; c)
que sobre los recursos de casación interpuestos, la Supre-
ma Corte de Justicia dictó el 4 de diciembre de 1974 una
ssentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Primero: Re-
chaza los recursos de casación principales, interpuestos por
Carlixto Medina Cuevas y Enoelia Jiménez Vda. Medina,
é incidental por Wadi Melgen, contra la sentencia dictada
en atribuciones civiles por la Corte de Apelación de Bara-
hona, en fecha 2 de octubre de 1973, cuyo dispositivo se
ha transcrito en parte anterior del presente fallo; Segun-
do: Compensa las costas entre las partes, d) que la Corte
de Apelación de Barahona dictó el 25 de julio de 1977,
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositi-
vo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y váli-
da en la forma el recurso de apelación interpuestos por el
señor Wadi Melgen, mediante acto notificado a los señores
Enoelia Cuevas Jiménez Vda. Medina y Doctor Carlixto
Medina Cuevas, por ministerio del señor Rafael A. Cheva-
lier V., Alguacil de Estrados de la Corte de Apelación de
Santo Domingo, contra la sentencia civil dictada por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Ba-
hortrzo, en fecha 25 de septiembre de 1972; SEGUNDO:
Acoge las conclusiones por la parte int:mante, señor Wadi,

.' Melgen y se rechazan las de la parte intimada, señores
Enoelia Cuevas Vda. Medina y Doctor Carlixto Medina
Cuevas; TERCERO: Revoca la sentencia recurrida y en
consecuencia se descarga al señor Wadi Melgen de las

' condenaciones pronunciadas a su cargo, en dicha senten-
cia; CUARTO: Condena a la parte intimada al pago de las

t
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bre de 1972, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: Primero: Condenar y condena, al señor Wadi Melgen,
parte demandada, a pagar a Enoelia Cuevas Jiménez Vda.
Medina y Dr. Carlixto Medina Cuevas, parte demandan-
te, la suma de Un mil seiscientos pesos oro (RD$1.600.00)
que retiene en calidad de depósito; Segundo: Condenar y
condena al señor Wadi Melgen, al pago de los intereses le-
gales de dicha suma, a partir de la fecha de esta deman-
da; Tercero: Declarar y declara bueno y válido el em-
bargo retenido por oposición hecho por la parte demandan-
te en fecha 8 del mes de febrero del año en curso, (1972),
según acto del Ministerial Domingo A. Ubiera, Alguacil
Ordinario de la Suprema Corte de Justicia, contra el señor
Wadi Melgen, y en manos del Banco de Reservas de la Re-
pública Dominicana; Cuarto: Declarar y declara. deudor
del demandado el tercero embargo, cuya suma deberán
ser pagadas en manos de los demandantes, en deducción
y hasta concurrencia del monto de su crédito, en princi-
pal y accesorios; y Quinto: Condenar y condena. al señor
Wadi Melgen, al pago de las costas del procedimiento, con
distracción de las msimas en provecho del doctor Rafael
F. Alburquerque, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte
de Apelación de Barahona, dictó el 2 de octubre de 1973
una sentencia incidental cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Admite y Autoriza a la parte intimante,
señor Wadi Melgen, a probar, tanto por título como me-
diante testigos, los hechos siguientes: a) que la deuda de
RD$1,600.00, correspondiente a la cantidad depositada por
Oviedo Medina en manos de Wadi Melgen fué saldada me-
diante un sólo pago o por menos de pagos parciales; b)
que, de haber sido así, fué vertida en una cuenta corrien-
te, perdiendo su individualidad, por ser efectuado por el
señor Wadi Melgen, suscrito por el hoy finado Ovidio Me-
dina, al consignar la liquidación de un "resto de cuenta".
se refiere a la cantidad objeto del dispositivo de la refe-

reacia; SEGUNDO: Reserva, en cuanto fuere necesario la
prueba contraria a las partes intimadas, señores Enoelia
Cuevas Jiménez Vda. Medina y Doctor Carlixto Medina
Cuevas, por medio de su contrainformativo; T.e.:RCERO:
Designa al Doctor Rafael David Dotel Recio, Juez de esta
Corte, Juez comisario con encargo de levantar las corres-
pondientes actas de información y dirigir todo lo relativo
de dicho procedimiento; CUARTO: Reserva las costas; c)
que sobre los recursos de casación interpuestos, la Supre-
ma Corte de Justicia dictó el 4 de dielembre de 1974 una
ssentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Primero: Re-
chaza los recursos de casación principales, interpuestos por
Carlixto Medina Cuevas y Enoelia Jiménez Vda. Medina,
é incidental por Wadi Melgen, contra la sentencia dictada
en atribuciones civiles por la Corte de Apelación de Bara-
hona, en fecha 2 de octubre de 1973, cuyo dispositivo se
ha transcrito en parte anterior del presente fallo; Segun-
do: Compensa las costas entre las partes, d) que la Corte
de Apelación de Barahona dictó el 25 de julio de 1977,
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositi-
vo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y váli-
da en la forma el recurso de apelación interpuestos por el
señor Wadi Melgen, mediante acto notificado a los señores
Enoelia Cuevas Jiménez Vda. Medina y Doctor Carlixto
Medina Cuevas, por ministerio del señor Rafael A. Cheva-
lier V., Alguacil de Estrados de la Corte de Apelación de
Santo Domingo, contra la sentencia civil dictada por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Ba-
horuco, en fecha 25 de septiembre de 1972; SEGUNDO:
Acoge las conclusiones por la parte int:mante, señor Wadi
Melgen y se rechazan las de la parte intimada, señores
Enoelia Cuevas Vda. Medina y Doctor Carlixto Medina
Cuevas; TERCERO: Revoca la sentencia recurrida y en
consecuencia se descarga al señor Wadi Melgen de las
condenaciones pronunciadas a su cargo, en dicha senten-
cia; CUARTO: Condena a la parte intimada al pago de las
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costas del procedmiento, con distracción de las mismas
provecho de los Doctores Vicente Pérez Perdomo y Servic.
A . Pérez Perdomo, abogados que afirman haberlas avan-
zado en su mayor parte;

Considerando, que las recurrentes proponen, contra
sentencia que impugnan, en siguiente medio único: Desna-
turalización de los hechos de la causa, testimonios y docu-
mentos;

Considerando, que, en apoyo de su medio único de
casación, los recurrentes alegan, en síntesis, lo que sigue:
que tanto los jueces del fondo, los recurrentes aportaron,
como fundamento de su demanda y medio de prueba, un
recibo firmado de puño y letra por Wadi Melgen, en el
cual se reconoce como depositario de la suma de RD$1,-
600.00 recibida de manos del de-cuyus Oviedo Medina, el
cual no ha sido negado, ni discutido por Wadi Melgen:
que la Corte a-qua concluye en !a sentencia impugnada.
con que Wadi Melgen ha demostrado que dicha suma fue
devuelta a Oviedo Medina, en sumas parciales; que resul-
ta evidente que existe de parte de !a Corte a-qua una
naturalización de los testimonios que la conducen a des
naturalizar el documento aportado por Melgen, corno
ba de su liberación; que los testigos en ningún momento
han af i rmado que el "vale" aportado a la causa por Mel-
gen, guardaba relación jurídica con el documento aporta-
do por los recurrentes como prueba de que Wadi Melgen
había recibido de manos de Oviedo Medina la indicada su-
ma; que los testigos se han limitado a informar al Tribu-
nal que Medina les servía de intermediario frente a Wadi
Melgen para recibir sumas prestadas de manos de éste úl-
timo; que ningún testimonio le sirve de fundamento a la
Corte a-qua para sostener que Wadi Melgen devolvió la
suma recibida en calidad de depósito a Oviedo Medina;
que en la sentencia de la Corte a-qua no existe prueba al-
guna de la relación jurídica entre ambos documentos, o
sea, el aportado por los actuales recurrentes y el aporta-

do por el recurrido; que por tales razones, procede casar
la sentencia impugnada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para revocar la sen-
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Bahoruco del	 de septiembre de 1972,
y fallar como lo hizo, dió los motives siguientes: "que en
el informativo fueron oídos los testigos Teódulo González
Góme'z y Salvador Labourt, citados y juramentados de
conformidad con la Ley y quienes, en relación con la pre-
sente litis, coincidieron en cuanto a que ambos afirmaron
que Oviedo Medina les prestó dinero en los años 1970 y
1969, respectivamente, en una ocasión al primero, y en dos
ocasiones al segundo, y que quien hizo la entrega fué Wadi
Melgen, bajo recibos que le eran firmados por el señor
Ovidio Medina, que especialmente, el primero de dichos
testimonios (Teédulo González Gómez), ofraci5 una ver-
sión precisa sobre los hechos que se examinan, que puede
apreciarse por los detalles siguientes: "Fuimos los dos,
(Ovidio Medina y el declarante) al comercio de Wadi y
(Ovidio) le dijo: "Wadi. búscame RD$100.00 para prestár-
selos a More (declarante) y Wadi	 respondió que creía
que no le quedaba esa suma". Buscó unos libros y unos
papeles, y cuando sumaron, sólo quedaban, RDS86.00 y
Ovidio le contestó "pásame eso" y Wadi le dijo, y el pa-
pel del depósito, y Ovidio le contestó, que se le había que-
dado en su casa, porque entendía que a él le quedaba más
dinero y entonces le dijo, "te voy a hacer un recibo, por-
que este muchacho, anda de pronto, por ser un asunto de
gravedad de un niño"; Wadi le pasó un talonario y Ovidio
le hizo un recibo; salimos Ovidio y yo para su casa, donde
él me completó los RD$100.00, "dándome RD$14.00 que
me faltaban; que aparte de las exactitudes y concordancias
de los documentos aportados por los testimonios, cuya
ponderación antecede, los cuales se ajustan a la sicología
de estos casos, es decir, que en las relaciones entro pres-
tamista y prestatario es muy frecuente la mediaci5n de un
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costas del procedmiento, con distracción de las mismas en
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A. Pérez Perdomo, abogados que afirman haberlas avan-
zado en su mayor parte;

Considerando, que los recurrentes proponen, contra
sentencia que impugnan, en siguiente medio único: Desna-
turalización de los hechos de la causa, testimonios y docu-
mentos;

Considerando, que, en apoyo de su medio único de
casación, los recurrentes alegan, en síntesis, lo que sigue:
que tanto los jueces del fondo, los recurrentes aportarcn,
como fundamento de su demanda y medio de prueba, un
recibo firmado de puño y letra por Wadi Melgen, en el
cual se reconoce como depositario de la suma de RDS1,-
600.00 recibida de manos del de-cuyus Oviedo Medina, el
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con que Wadi Melgen ha demostrado que dicha suma fué
devuelta a Oviedo Medina, en sumas parciales; que resul-
ta evidente que existe de parte de la Corte a-qua una des-
naturalización de los testimonios que la conducen a des-
naturalizar el documento apartado por Melgen, como prue-
ba de su liberación; que los testigos en ningún momento
han afirmado que el "vale" aportado a la causa por Mel-
gen, guardaba relación jurídica con el documento aporta-
do por los recurrentes como prueba de que Wadi Melgen
había recibido de manos de Oviedo Medina la indicada su-
ma; que los testigos se han limitado a informar al Tribu-
nal que Medina les servía de intermediario frente a Wadi
Melgen para recibir sumas prestadas de manos de éste úl-
timo; que ningún testimonio le sirve de fundamento a la
Corte a-qua para sostener que Wadi Melgen devolvió la
suma recibida en calidad de depósito a Oviedo Medina;
que en la sentencia de la Corte a-qua no existe prueba a:-
guna de la relaoEón juríd ica entre ambos documentos, o
sea, el aportado por los actuales recurrentes y el aporta-

do por el recurrido; que por tales razones, procede casar
la sentencia impugnada; pero,

Considerando, que la Corte	 para revocar la sen-
- tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Bahoruco del 25 de sept i embre de 1972,
y fallar como lo hizo, dió las motives siguientes: "que en
el informativo fueron oídos los testigos Teódulo González
Góme'z y Salvador Labourt, citados y juramentados de
conformidad con la Ley y quienes, en relación con la pre-
sente litis, coincidieron en cuanto a que ambos afirmaron
que Oviedo Medina les prestó dinero en los años 1970 y
1969, respectivamente, en una ocasión al primero, y en dos
ocasiones al segundo, y que qu ien hizo la entrega fué Wadi
Melgen, bajo recibos que le eran firmados por el señor
Ovidio Medina, que especialmente, el primero de dichos
testimonios (Teódulo González Gómez), ofreció una ver-
sión precisa sobre los hechos que se examinan, que puede
apreciarse por los detalles siguientes: "Fuimos los dos,
(Ovidio Medina y el declarante) al comercio de Wadi y
(Ovidio) le dijo: "Wadi, búscame RD$100.00 para prestár-
selos a More (declarante) y Wadi	 respondió que creía
que no le quedaba esa suma". Buscó unos libros y unos
papeles, y cuando sumaron. sólo quedaban, RDS86.00 y
Ovidio 1e contestó "pásame eso" y Wadi le dijo, y el pa-
pel del depósito, y Ovidio le contestó, que se le había que-
dado en su casa, porque entendía que a él le quedaba más
dinero y entonces le dijo, "te voy a hacer un recibo, por-
que este muchacho, anda de pronto, por ser un asunto de
gravedad de un niño"; Wadi le pasó un talonario y Ovidio
le hizo un recibo; salimos Ovidio y yo para su casa, donde,
el me completé los RD$100.00, "dándome RD$14.00 que
me faltaban; que aparte de las exactitudes y concordancias
de los documentos aportados por los testimonios, cuya
ponderación antecede, los cuales se ajustan a la sicología
de estos casos, es decir, que en las relaciones entre pres-
tamista y prestatario es muy frecuente la mediación de un
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tercero, que es quién facilita el dinero, la Corte considera
además, que las operaciones descritas, resultan más ajumo
tadas a la lógica, que dejar (como io pretende la parte in-
timada) la apreciable suma de RD$l,600.00 en manos de
un particular, inmovilizada durante más de 16 años, (1957-
1971), sin un fin de utilidad ni un propósito definido, has-
ta el punto de que el depositante la olvidada y no la tu.
viera en cuenta, en el momento de suscribir 15 años des-
pués de la fecha del depósito un saldo de cuenta sin espe-
cificaciones, a favor del depositario; que de acuerdo con
el análisis que antecede, la Corte tiene por establecido.
que el documento aportado por la parte intimante, señor
Wadi Melgen mediante el cual el hoy finado señor OvidiG
Medina da constancia de haber recibido determinada can-
tidad, como "resto a cuenta", debe ser imputado al depé-
sito de la suma de RD$1,600.00 hecho por el último en
manos del primero, vale decir, al único estado de cuenta
comprobado entre ambos, y por tanto dicho documento
opera descargo sobre tal operación, a favor del depositario
señor Wadi 15.1elgen; que en tal virtud, es criterio de ésta
Corte que la sentencia objeto del presente recurso de ape-
lación, ha hecho una errada apreciación de los hechos y
del derecho y procede, en consecuencia, su revocación; que
de lo transcrito, se evidencia que la Corte a-qua ha hecho
amplia ponderación de los hechos de la causa, de los docu-
mentos aportados por las partes y de los testimonios ver-
tidos en relación con la misma, dándole a cada uno de ellos
su verdadero sentido y alcance, por lo que, la Corte a-qua
no ha incurrido, en la sentencia impugnada, en el vicio de
desnaturalización alegado por los recurrentes; en conse-
cuencia, procede desestimar, por carecer de fundamento,
el indicado medio dei recurso;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Enoelia Cuevas Jiménez Vda. Me-
dina y Carlixto Medina Cuevas, contra la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Barahona, en sus atribucio-

nes civiles, el 25 de julio de 1977, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena a los recurrentes al pago de las costas y las dis-
trae en provecho de los Dres. Vicente Pérez Perdomo y
Servio A. Pérez Perdomo, abogados del recurrido, quienes
afirmaron haberlas avanzado en su mayor parte.

'FIRMADOS..— Néstor Contín Aybar, Fernando E
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Bácz, Joaquín L. Hernández Espaillat. —
Mtguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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mentos aportados por las partes y de los testimonios ver-
tidos en relación con la misma, dándole a cada uno de ellos
su verdadero sentido y alcance, por lo que, la Corte a-qua
no ha incurrido, en la sentencia impugnada, en el vicio de
desnaturalización alegado por los recurrentes; en conse-
cuencia, procede desestimar, por carecer de fundamento,
el indicado medio del recurso;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
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nes civiles, el 25 de julio de 1977, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena a los recurrentes al pago de las costas y las dis-
trae en provecho de los Dres. Vicente Pérez Perdomo y

,.: Servio A. Pérez Perdomo, abogados del recurrido, quienes.1 afirmaron haberlas avanzado en su mayor parte.

 'FIRMADOS..— Néstor Contin Aybar, Fernando E
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mi, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.	 '
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Carnara de Trabajo del Distrito Naeional,
de feeha 5 de abril de 1978.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Angel Fong.
Abogado: Dr. Miguel A. Morales Carbuccia.

Itecurrido: Angéliea Martínez.
Abogado: Bienvenido Montero de los Santos.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte dt•
JustiS, regularmente constituída por los Jueces Nésto:
Contin Aybar, Presidente; Fernando E- Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio I3e-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Jtzan Bautista Rojas Al-
manzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Leonte R. Albur-
querque C., asistados del Secretario Gencral, en la Fala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 del mes
de marzo del año 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restatu-ación, dirta en atdiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Angel
Fong, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, do-
miciliado en la Avenida Duarte No. 72, de esta ciuciad,
cédula No. 67913, serie lra., contra la sentencia dietada
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional. el 5 de abril de 1978, cuyo dis-
positivo se copea más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Miguel Alberto Morales Carbuccia, cédula

No. 22109, serie 23, abogado del recurrente, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído el dietamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, del 24
de abril de 1978, firmado por su abogado, en la cual se
proponen los medios de casación que luego se indican;

Visto el mcvmorial de defensa de la recurrida, del 21
de agosto de 1978, suscrito por el Dr. Blenvenido Montero
de los Santos, cédula No. 63744, serie lra., reeurrida que
es Angélica Martínez, dominicana, mayor de edad, soltera,
domiciliada en la ,calle Doctor Betances No. 142, de esta
ciudad, cédula No. 99631, serie lra.;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli•
H 1! berado, y vistos los textos legales invocados por el reeu-

rrente, qtte se menvionan más adelante, y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentenzia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, ponen de manifiesto:
a) que en ocasión de una reclamación laboral que no pudo
ser conciliada y la siguiente demanda, el Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Nacional dictó una sentencia el 27
de agosto de 1976, cuyo dispositivo dice así: Primero: Se
rechaza la demanda laboral intentada por Angelica Martí-
nez, contra Ernesto Chuck Main Fong, por haber la re-
clamante admiticlo que el demandado le pagó las presta-
ciones laborales que le correspondían, conforme al tiem-
po trabajado y al salario devengado; en cuanto a Angel
Fong, se rechaza la demanda por no hab otse agotado cl
preliminar obligatorio de conciliación previsto en la ley
637 sobre contratos de Trabajo; Segundo: Se condena a la
parte demandante al pogo de las costas y se ordena la
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po trabajado y al salario devengacio; en cuanto a Angel
Fong, se rezhaza la demanda por no hab érse agotado
preliminar obligatorio de conciliación previsto en la ley
637 sobre contratos de 'Prabajo; Segundo: Se condena a la
parte demandante al pago de las costas y se ordena la
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distracción de las mismas en favor del Dr. Miguel A.
rales C., quden afirma haberlas avanzado en su totalidad:
b) que sobre la apelación interpuesta, intervino la senten.
cia ahora impugnada en casactón, euyo dispositivo es el si.
guiente: "FALLA . PRIMERO: Rechaza el pedimento de
Reapertura de debates hecho por el recurrldo Restaurant
Princesa, y/o Angel Fong, según los motivos expuestOs;
SEGUNDO: Declara regular y vtdido, tanto en la forma
como en el fondo interpuesto por Angélica Martínez, con-
tra sentencia ddl Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito
Nacional, de fezha 27 de agosto de 1977, dietada en favor
del Restaurant Princesa y/o Angel Fong, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior de esta misma senten-
cia, Revoca dicha sentencia impugnada; TERCERO: Decla-
ra injusto l despido en el ca.so de la aspedie; CUARTO:
Condena al patrono Restaurant Princesa ylo Angel Fong
a pagarle a la reclamante Angélica Martínez los valores
siguientes: 24 días de salario, por concepto de preaviso;
15 días de auxilio de cesantía; 14 días de vacaciones,
Regalía y bonificación, así como a una suma igual a los
salarics que había devengado la trabajadora desde el día
de la demanda y hasta la sentencia definitiva, sin que ex-
cedan de tres meses, todo calculado a base de RD$47.50
semanales ó RD$8.63 diarios, por aplicación del Reglamen-
to No. 6127; Condena a la parte que sucube, Restaurant
Pr incesa y/o Angel Fong, al pago de las costas del proze-
dimiento de ambas instancias, de conformidad con los ar-
tietzles 5 y 16 de la ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y
691 del Código de Trabajo, ordenando la distracción l'n

provecho del Dr. Bienvenido Montero de los Santos, que
afirma haberlas avanzado en su totalklad;

Considerando, que el recurrente propone en su me-
morial, los siguientes medios de casación: Printer Medio:
Violación del derecho de defensa en contravención d.e la
Constitución del Estado y del artículo 256 del Código de
Procedimiento Civil; Segundo Medio: Violación del artícu-

:0 63, párrafo 2 y 3 de la Ley 637, del 16 de junio de 1944,
sobre Contratos de Trabajo; Tercer Medio: Desnaturaliza-
eión de los hechos, extra petita y falta de motivos, viola-
ción, del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil;

•
Considerando, que .en el desarrollo de su primer me-.
el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que, la

Constitución prevee que "nadie puede ser juzgado sin ser
oído", y el artículo 256 del Códdgo de Procedirniento Civil
dispone que "la prueba contraria del derecho", que la Cá-
mara a-qua fijó la audiencia del lt-o. de diciembre de 1976
para celebrar un informativo a cargo de la demandante
original; que se fijó la audiencia del 19 de enero de 1977,
para realizar esta medida, por no haberse celebrado en la
audiencia anterior; que nuevamente se fijó la audiencia
del 12 de abril de 1977 para el conoeimiento de la medida
de instruczión; que el 12 de abril del citado año se celebró
el informativo al que no asistió el hoy recurrente, por ha-
ber llegado minutos después de las 9 de la mariana; que
en eqa audiencia concluyó el abogado de la contraparte y
el juez se reservó el fallo; qtte el actual rectu-rente solicitó
una reapertura de debates, cosa que no era nezesaria, y le
fué rechazada por la sentencia que deciclió el fondo; que
es innegable que el juez a-quo condenó a Angel Fong sin
que fuera oído y, consecuetnemente, le privó de ejercer
su legítimo derecho de defensa, violando, con su proceder,
la Constitución del Estado y el artículo 256 del Código
de Procedlmiento Civil;

Considerando, que en efecto, y tal como lo alega el
recurrente, de la sentencia impugnada y de los documen-
tos a que ella se refiere, se evidencia lo siguiente: que el
lro. de diciembre de 1976 la Cámara a-qua dictó una sen-
tencia ordenando la celebraOón de un i nformativo a cargo
de la rectu-rente Angélica Martínez y reservó el contrain-
formativo al entonces rezurrido Angel Fong, por ser de
derecho, y fijó la audiencia del 19 de enero de 1977 para
la celebración de dichas medidas; que el 19 de enero del
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distracción de las mismas en favor del Dr. Miguel A. Mcr.
rales C., qu:en afirrna haberlas avanzado en su totalidad.
b) que sobre la apelación interpuesta, intervino la senten.
cia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es el si,-1,
guiente: "FALLA • PRIMERO: Rechaza el pedimento de 3
Reapertura de debates hecho por el recurrido Restaurartt J
Princesa. y/o Angel Fong, segú_n los motivos expuestos;
SEGLTNDO: Declara regular y válido, tanto en la forma
como en el fondo interpuesto por Angélica Martínez, con-
tra sentencia dea. Juzgado de Paz de Trabajo del Distrite
Nacional, de fercha 27 de agosto de 1977, dictada en favor ..;
del Restaurant Princesa y/o Angel Fong, cuyo clis.pasitrivo 1
ha sido copiado en parte anterior de esta misma senten-
cia, Revoca dicha sentencia impugnada; TERCERO: Decla-
ra injusto el despido en el caso cle la espectie; CUARTO:
Condena al patrono Restaurant Princesa y/o Angel Fong
a pagarle a la reclamante Angélica Martínez los valores .1

siguientes: 24 días de salario, por concepto de preaviso;"
1

15 días de auxilio de cesantía; 14 días de vacaciones, la 1;
Regalía y bonificación, así como a una suma igual a los
salarios que había devengado la trabajadora desde el dia

de la demanda y hasta la sentencia definitiva, sin que ex-
cedan de tres meses, todo calculado a base de RD647.30
semanales ó RD$8.63 diarios, por aplicación del Reglamen-
to No. 6127; Condena a la parte que sucube, Restaurant
Princesa y/o Angel Fong, al pago de las costas del proce-
climiento de ambas instancias, de conformidad con los ar-
tículos 5 y 16 de la ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y

691 del Código de Trabajo, ordenando la distracción en

provecho del Dr. Bienvenido Montero de los Santos, que
afirma haberlas avanzado en su totalidad:

Considerando, que el recurrente propone en su me-
morial, los siguientes medios de casaeión: Primer Medio:
Viclación del derecho de defensa en contravención de la
Constitución del Estado y del artículo 236 del Código de
Procedimiento Civil; Segundo Medio: Violación del artícu-

10 63, párrafo 2 y 3 de la Ley 637, del 16 cle junio de 1944,
sobre Contratos de Trabajo; Tercer Medio: Desnaturaliza-
ción de los hechos, extra petita y falta de motivos, viola-
ción, del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil;

•
Considerando, que .en el desarrollo de su primer me-

dio, el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que, la
Constitución prevee que "nadie puede ser juzgado Sill ser
oído", y el artículo 256 del Códago de Procedimiento Civil
dispone que "la prueba contraria del derecho", que la Ca-
mara a-qua fijó la audiencia del lro. de diciembre de 1976
para celebrar ur/ informativo a cargo de la demandante
original; que se fijó la audiencia del 19 de enero de 1977,
para realizar esta medida, por no haber.se celebrado en la
audiencia anterior; que nuevamente se fijó la audiencia
del 12 de abril de 1977 para el conoehniento de la medida
de instruceión; que el 12 de abril del citado ario se celebró
el informativo al que no asistió el hoy recurrente, por ha-
ber llegado minutos después de las 9 de la mariana; que
en esa audiencia concluyó el abogado de la contraparte y
el juez se resent el fallo; que el actual recurrente solicitó
una rcapertura de debates, cosa que no era nocesaria, y le
fué rechazada por la sentencia que decidió el fondo; que
es innegable que el juez a-quo condenó a Angcl Fong sin
que fuera oído y, consecuetnemente, le privó de ejercer
su legítimo dereeho de defensa, violando, con su procecler,
la Constitución del Estado y el artícuao 256 del Código
de Procedimiento Civil;

Considerando, qtue en efecto, y tal como lo alega el
recurrente, de la sentencia impugnada y de los documen-
tos a que ella se refiere, se evidencia lo siguiente: que el
lro. de dicicmbre de 1976 la Cámara a-qua dietó una sen-
tencia crdenando la celebraotón d r./ un informativo a cargo
de la recturente Angélica Martínez y reservó el contrain-
formativo al entonces recurrido Angel Fong, por ser de
derecho, y fijó la audiencia del 19 de enero de 1977 para
la celebración de dichas rnedidas; que el 19 de enero del
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cltado año no se celebraron las medidas de instrucción
qUe se habían ordenado y se fijó nuevamente el 23 de fe_

brero de 1977 para la realización de las referidas medidas.
que el 23 de febrero tampaeo se realizaron las medidas
instrucción y se fij& la audienola del 12 de abri l de 1977
para la celebración de las mismas. quedando citadas
bas partes en litis por la sentencia dictacia; que el 12 da
abril de 1977 solamente se celebr6 el informati /0 y en el
mismo depuso la te.stigo Marianela Campusano, no cale.
brándose el contrainformativo por no haber comparecido
la parte en favor de quien se había ordenaclo; que en la
misma audiencia del 12 de abril de 1977, el Dr. Bilenveni-
do Montero de los Santos, abogado de Angélica Martíne/
concluyó al fondo de la litis, reservándose el Juez el
llo para una próxima audiencia, haciéndolo por la tiln

tencia del 5 de abril de 1978, reeurrida en casación; que,
en tales condiciones, en el fallo impugnado se violó el de-
recho de defensa del actual recurrente, porqtze era deber
de la Cámara a-qua esperar a que la parte mas diligente
promoviera la audiencia correspondiente, para que en ella
se debatieran las ineidencias de la información testimonial
celebrada, y se formtdasen las conelusiones que las par-
tes en litigio decidieran presentar, en la medida de stis
respectivos intereses; que al fallar como lo hizo la Cáma-
ra a-qua, sin haberle dacto la oporttinidad al patrono, hoy
recurrente, de presentar conclusiones al fondo, lesioná eo-
mo se ha dicho su dereeho de defensa, máxime, tratár-
dose de una materia en que, no hay recursos de oposiciOn:
que, en consecuencia, la sentencia impugnada debe ser ca-
sada sin necesidad de ponderar los demás med:os del rc-
curso;

Considerando, que las costas pairán ser compensadas
cuando una sentencia fuere casada por cualquier viola-
ción de las reglas procesales, cuy-o cumplimiento está a
cargo de los jueces;
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Por tales motivos, Prirrtero: Casa la sentenzia dictada
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
eia ddl Distrito Nacional el 5 de abril de 1978, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fa-
110, y envía el asunto por ante el Juzgado de Primera In.s-
tancia del Distrito Judicial de Satz Cristóbal, en atribucio-
nes laborales; Segundo: Compensa las costas entre las par-
tes.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Roja.s Almánzar Felipe
Osvaldo Perdomo Báez. Joaquin Ilernanclez Espaillat,
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre-
tario Generall.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publkada por mi, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

11
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citado año no se celebraron las mecticlas de instruemmi
que se habían ordenado y s.e fijó nuevamente el 23 de re,

brero de 1977 para la realización de las refericlas meclidas;
que el 23 de febrero tampozo se realizaron las medidas de
instrucción y se fij& la audienola del 12 de abril de 1977
para la celebración de las mis-mas, quedando citadas am.,
bas partes en litis por la sentencia dictada; que el 12 de
abril de 1977 solamente se celebrá el informativo y en
mismo depuso la testigo Marianela Campusano, no cele-
brándose el eontrainformativo por no haber cornparecido
la parte en favor de quien sc había ordc_nado; que en la
misma audiencia del 12 de abril de 1977, el Dr. Bienveni.
do Monteru de los Santos, abogado de Angélica Martíne.,
concluyó al fondo de la litis, reservándose el Juez el fa-
110 para una próxima audiencia, haciéndolo por la sen-
tencia del 5 de abril de 1978, recurrida en casación; q
en tales ieondiciones, en el fallo impugnado se violó el dery
recho de defensa del actual recurrente, porque cra debek
de la Cámara a-qua esperar a que la parte más diligentel,
promoviera la audiencia correspondiente, para que en ellal
se debatieran las incidencias de la Mformación testimonial
celebrada, y se formulasen las conzlusiones que las pc-9.
tes en litigio decidieran presentar, en la medida de SUS

respectivos intereses; que al fallar como lo hizo la Cáma-
ra a-qua, sin haberle dado la oportunidad al patrono, hoy
recurrente, de presentar conclusiones al fondo, lesionó co-
mo se ha dicho su dereeto de defensa, má.xime, tratán-
dose de una materia en que no hay recursos de oposiciótip
que, en consecuenda, la sentencia impugnada debe ser ca-;!
sada sin necesidad de ponderar los demás medlos del re-;
curso;

Considerando, que las ,zostas podrán ser c-ompensadas
cuando una sentencia fuere casada por cualquier viola-
ción de las reglas procesales, cuy-o cumplimiento esta a
cargo de los itteces;

SSIM.
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Por tales motivos, Primero: Casa la sentenela dietada
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional el 5 de abril de 1978, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fa-

110, y envía el asunto por ante el Juzgado de Primera Ins-,
lancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en atribucio-

11 nes laborales; Segundo: Compensa las costas entre las par-
tes.

(FIRIVLADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquin Hernández Espaillat,
Leonte R. Alburquerque Castillo.-- Miguel Jazobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firrnada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pírblica del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por raí, Secretario General,
que eertifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.



SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Vega, de fecha 30 de junio de 1977.

Materia: Laboral.

Recurrente: Eduardo Graciliano Gómez Echavarría.
Ahogado: Lic. Juan Pablo Ramos F.

Recurrido: Juan Francisco Fernández.
Ahogado: Dr. José Enrique Mejía.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

1
En Nombre de la República, la Suprema Corte de

Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Se-
cretario General en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 20 de marzo de 1981, años 138, de la Inde-
pendencia y 118' de la Restauración, dieta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eduar-
do Graciliano Gómez Echavarría, dominicano, mayor de
edad, casado, industrial, domiciliado en la calle Duarte
No. 3, de la ciudad de La Vega, cédula No. 8071, serie 47,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones laborales,
el 30 de junio de 1977. por la Cámara Civil, Comercial Y

de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de La Vega, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Valesitín Ramos. en representación del
Lic. Juan Pablo Ramos, abogado del recurrente, en la lec-
tura dr, sus conclusiones;

Oído al Dr. Sandino González de León, en represen-
tación del Dr. José Enrique Mejía, abogado del recurrido.
cn la lectura de sus conclusiones;

Visto el memorial del recurrente, del 10 de agosto de
1977, suscrito por su abogado, en el que se proponen los
medios de casación que luego se indican;

Visto el mwnorial de defensa del recurrido del 24 de
agosto de 1977, suscriio por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de'i-
berado y visto el artículo 141 del Código de ProcediMen-
to Civil, indicado por el recurrente; y los artículos 1, 20
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia i mpugnada, consta:
a) que con motivo de una reclamación laboral que no pu-
do ser conciliada y la demanda siguiente, el Juzgado de
Paz de la Segunda Circunscripción de La Vega, dictó una
sentencia en fecha 20 de septiembre de 1976, con el siguien-
te dispotisivo: "FALLA: PRIMERO: Declarar buena y vá-
lida la reclamación laboral interpuesta por el Dr. Juan
Franoisco Fernández, tanto en la forma como en el fon-
do, contra el patrono Eduardo G. Gómez Echavarría, (Chi-
to), SEGUNDO: Declarar por la sentencia, resuelto el con-
trato de trabajo intervenido entre las señores Eduardo G.
Gómez Echavarría (Chito), y el trabajador Juan Francis-
co Fernández, por culpa del patrono y declara injustifica-
do el despido; TERCERO: Condenar al señor Eduardo G.
Gómez Echavarría a pagar al trabajador Juan Francisco
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DEL 1981

ySentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Vega, de fecha 30 de junio de 1977.

Materia: Laboral.

Recurrente: Eduardo Graciiiano Gómez Echavarría.
Ahogado: Lic. Juan Pablo Ramos F.

Recurrido: Juan Francisco Fernández.
Ahogado: Dr. José Enrique Mejía.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

ii:
En Nombre de la República, la Suprema Corte de ,i

Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor . il
Contin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen- : '1
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente: Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Felipe Osvaldo Perdome Báez, asistidos del Se-
cretario General en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 20 de marzo de 1981, años 138, de la Inde-
pendenc ia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Dinar
do Graciliano Gómez Echavarría, dominicano, mayor de
edad, casado, industrial, domiciliado en la calle Duarte
No. 3, de la ciudad de La Vega, cédula No. 8071, serie 47,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones laborales,
el 30 de junio de 1977, por la Cámara Civil, Comercial y

de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de La Vega, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. VaLentín Ramos, en representación del

Lic. Juan Pablo Ramos, abogado del recurrente, en la lec-
tura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Sandino González de León, en represen-
tación del Dr. José Enrique Mejía, abogado del recurrido.
en la lectura de sus conclusiones;

Visto el memorial del recurrente, del 10 de agosta de
1977, suscrito por su abogado, en el que se proponen los

' medios de casación que luego se indican;

Visto el memorial de defensa del recurrido del 24 de
agosto de 1977. suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber
berado y visto el artículo 141 del Código de Procedim'en-
to Civil, indicado por el recurrente; y los artículos 1, 20
y 65 d.e la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia i mpugnada, consta:
a) que con motivo de una reclamación laboral que no pu-
do ser conciliada y la demanda siguiente, el Juzgado de
Paz de la Segunda Circunscripción de La Vega, dictó una
sentencia en fecha 20 de septiembre de 1976, con el siguien-
te dispotisivo: "FALLA: PRIMERO: Declarar buena y vá-
lida la reclamación laboral interpuesta por el Dr. Juan
Francisco Fernández, tanto en la forma como en el fon-
do, contra el patrono Eduardo G. Gómez Echavarría, (Chi-
to), SEGUNDO: Declarar por la sentencia, resuelto el con-
trato de trabajo intervenido entre los señores Eduardo G.
Gómez Echavarría (Chito), y el trabajador Juan Francis-
co Fernández, por culpa del patrono y declara injustifica-
do el despido; TERCERO: Condenar al señor Eduardo G.
Gómez Echavarría a pagar al trabajador Juan Francisco
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Fernández, los valores correspondientes a) lro., 2 días por
concepto de preaviso, equivalente a RD$120.00; Art. 69
párrafo 3ro. del Código; 2do., 225 chas de salarios por au-
xilio de cesantía (Art. 72, párrafo 2), a razón de 15 días
por año de servicio prestado, durante 12 años, equivalente
a la suma de RDS1 225 00 . 3ro., Vacaciones, Art. 170 del
Código de Trabajo, en un período mayor de 11 (once) me-
ses, la suma de RD$60.00; 4to., los beneficios que acuer-
da la ley 288, del 23 de marzo de 1972, equivalente a un
10(); (diez por ciento), RDS150.00; y 5to., al pago de 3
(tres) meses de salario, conforme a un salario de RD$
150.00, equivalente a RD$450.00; CUARTO: Condenar al
señor Eduardo G. Gómez Echavarría al pago de las costas
civiles, con distracción en provecho del Dr. José Enrique
Mejía R., quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte; y QUINTO: Se declara la presente sentencia eje-
cutoria provisionalmente y sin prestación de fianza, no
obstante cualquier recurso que intervenga contra la mis-
ma; b) que sobre la apelación interpuesta, intervino la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y vá-
lido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación, por
haberse intentado en tiempo hábil y conforme a la ley:
SEGUNDO: Acoge las conclusiones presentadas en
dieneia pot la parte intimada, por conducto de su aboga-
do constituido, por ser justas y reposar en prueba legal,
y en consecuencia, Debe: Confirma en todas sus partes la
sentencia laboral No. 2 de fecha 20 del mes de septiem-
bre del año 1976, rendida por el Juzgado de Paz de la Se-
gunda Circunscripción, por estar ajustada al derecho y
contener una correcta apreciación de los hechos; TERCE-
RO: Condena al señor Eduardo G. Gómez Echavarría (Chi-
to, al pago de las cosas del procedimiento en provecho del
Dr. José Enrique Mejía R., por haberlas avanzado en su
totalidad";

Considerando, que el recurrente propone en su memo-
rial contra la sentencia impugnada, los siguientes medios
de casación: Primer Medio: Ausencia de motivos; Viola•
ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, y
falta de base legal; Segundo Medio: Violación del Dere-
cho de defensa; Tercer Medio: Violación cie la Ley;

Considerando, que en el desarrollo de su primer me-
dio de :cesación, el recurrente alega en síntesis, que él por
Conclusiones formales, de manera principal solicitó a la
Cámara a-qua, que se declarara nula, de nulidad radical,
la sentencia recurrida en apelación, por no haber sido dic-
tada por el Juez de Paz Titular, ni por suplente alguno, y
ello no obstante, la sentencia apelada fue confirmada, sin
que en la sentencia hoy impugnada se dieran ninguna
clase de motivos para el rechazamiento de dicho pedimen
to, y sin que se ponderaran en ninguna forma los docu-
mentos que justificaban dicho pedimento, por lo que la
sentencia impugnada carece de motivos y base legal, y
debe ser casada;

Considerando, que en efecto, tal como lo sostiene
el recurrente, en la sentencia impugnada consta, que éste,
en la primera parte de sus conclusiones, solicitó a la Cá-
mara a-qua, que declarara nula la sentencia apelada, so-
bre el fundamento de que dicha sentencia no había sido
dictada por el Juez de Paz Titular, ni por suplente algu-
no, y dicha Cámara a-qua, en violación del artículo 141
del Código de Procedimiento Civil, no dió ninguna clase
de motivos para el rechazamiento de dicho pedimento, y
tampoco hay evidencia de que pnnderara los documentos
aportados para justificar dichas conclusiones, y es innega-
ble que de haberlo hecho, otra pudo haber sido eventual-
mente la solución, que se le hubiese dado al presente ca-
so; por lo que sin necesidad de examinar el otro medio
del recurso, procede casar la sentencia impugnada por fal-
ta de motivos y de base legal;
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Fernández, los valores correspondientes a) lro., 2 días por
concepto de preaviso, equivalente a RD$120.00; Art. 69
párrafo 3ro. del Código; 2do., 225 días 	 salarios por ae.
x ilio de cesantía (Art. 72, párrafo 2), a razón de 15 días
por año de servicio prestado, durante 12 años, equivalente
a la suma de RDS1,225.00; 3ro., Vacaciones, Art. 170 del
Código de Trabajo, en un período mayor de 11 (once) me-
ses, la suma de RD$60.00; 4to., los beneficios que acuer-
da la ley 288, del 23 de marzo de 1972, equivalente a un
10 	 (diez por ciento), RD$150.00; y 5to., al pago de 3
(tres) meses de salario, conforme a un salario de RDS
150.00, equivalente a RD$450.00; CUARTO: Condenar al
señor Eduardo G. Gómez Echavarría al pago de las costas
civiles, con distracción en provecho del Dr. José Enrique
Mejía R., quien afirma haberles avanzado en su mayor
parte; y QUINTO: Se declara la presente sentencia eje-
cutoria provisionalmente y sin prestación de fianza, no
obstante cualquier recurso que intervenga contra la mis-
ma; b) que sobre la apelación interpuesta, intervino la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y vá-
lido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación, por
haberse intentado en tiempo hábil y conforme a la ley;
SEGUNDO: Acoge las conclusiones presentadas en au-
diencia pa la parte intimada, por conducto de su aboga-
do constituido, por ser justas y reposar en prueba legal,
y en consecuencia, Debe: Confirma en todas sus partes la
sentencia laboral No. 2 de fecha 20 del mes de septiem-
bre del año 1976, rendida por el Juzgado de Paz de la Se-
gunda Circunscripción. por estar ajustada al derecho y

contener una correcta apreciación de los hechos; TERCE-
RO: Condena al señor Eduardo G. Gómez Echavarría (Chi-
to, al pago de las cosas del procedimiento en provecho del
Dr. José Enrique Mejía R., por haberles avanzado en su
totalidad";

Considerando, que el recurrente propone en su memo-
rial contra la sentencia impugnada, los siguientes medios
de casación: Primer Medio: Ausencia de motivos; Viola
ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, y
falta de base legal; Segundo Medio: Violación del Dere-
cho de defensa; Tercer Medio: Violación de la Ley;

Considerando, que en el desarrollo de su primer me-
dio de tasación, el recurrente alega en síntesis, que él por
conclusiones formales, de manera principal solicitó a la
Cámara a-qua, que se declarara nula, de nulidad radical,

:

• mentos que justificaban dicho pedimento, por lo que la
sentencia impugnada carece de motivos y base legal. y

que en la sentencia hoy impugnada se dieran ninguna
clase de motivos para el rechazamiento de dicho pedimen
to, y sin que se ponderaran en ninguna forma los docu-

ello no obstante, la sentencia apelada fue confirmada, sin

la sentencia recurrida en apelación, por no haber sido dic-
tada por el Juez de Paz Titular, ni por suplente alguno, y

.	 debe ser casada;

Considerando, que en efecto, tal como lo sostiene
el recurrente, en la sentencia impugnada consta, que éste,
en la primera parte de sus conclusiones, solicitó a la
mara a-qua, que declarara nula la sentencia apelada, so-
bre el fundamento de que dicha sentencia no había sido
dictada por el Juez de Paz Titular, ni por suplente algu-
no, y dicha Cámara a-qua, en violación del artículo 111
del Código de Procedimiento Civil, no dió ninguna clase
de motivos para el rechazamiento de dicho pedimento. y
tampoco hay evidencia de que ponderara los documentes
aportados para justificar dichas conclusiones, y es innega-
ble que de haberlo hecho, otra pudo haber sido eventual-

,. mente la solución, que se le hubiese dado al presente ca-
so; por lo que sin necesidad de examinar el otro irecl'o

1	 del recurso, procede casar la sentencia impugnada por fal-
ta de motivos y de base legal;
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Considerando, que cuando se casa una sentencia por
	 SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DEL 1981

falta de motivos y base legal. las costas podrán ser (Nom
pensadas;	 Teniendo impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,

	Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
	 de fecha 19 de septiembre de 1977.

por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo, del Juzgado

	

de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega.	 Materia: Trabajo.

el 10 de junio de 1977. cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; y envía dicho asunto por
ante la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de la Pri-
mera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia
del Distrtio Judicial de Santiago; Segundo: Compensa

Abogado: Dr. Miguel Soto Martínez.costas entre las partes.

	

(FIRMADOS).— Néstor Confín Aybar, Fernando E. 	
Dios, Patria y Libertad,Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi
República Dominicana.dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-

	

jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Ja- 	
En Nombre de la República. la Suprema Corte decobo. Secretario General.

Justicia, rguelramente constituida por los Jueces Néstor

	

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 	 Ccntin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-

	

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la	 te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,

	

audiencia publica del día, mes y año en él expresados, y	 Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,

	

fue firmada, leída y publicada por mi, Secretaria General, 	 Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo. 	 zar. Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-

dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias• en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de mar-
zo del 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Opera-
ciones Contiki, S. A., con su domicilio social en la Aveni-
da Winston Churchill esquina Guacanagarix, de esta ciu-
dad. contra la sentencia dictada el 19 de septiembre de
1977, por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cu-
yo dispositivo se copia más adelante;

Recurrentes: Operacinoes Contiki, S. A.
Abogado: Dr. A. Rallester Hernández_

Recurrid o:Aurora Ortiz Pérez de Mancebo.
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Considerando, que cuando se casa una sentencia por
falta de motivos y base legal, las costas podrán ser com-
pensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentenc i a dictada
por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo, del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega,
el 10 de junio de 1977. cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; y envía dicho asunto por
ante la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de la Pri-
mera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia
del Distrtio Judicial de Santiago; Segundo: Compensa la;
costas entre las partes.

(FIRMADOS).— Néstor Contin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente. Manuel A. Amiama, Francisco Elpi
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia publica del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mi, Secretaria General, .1
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 19 de septiembre de 1977.

Materia: Trabajo.

Recurrentes: Operacinoes Contiki, S. A.
Abogado: Dr. A. Ballester ITernandez.

Recurrid o:Autora Ortiz Pérez de Mancebo.
Abogado: Dr. Miguel Soto Martínez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República. la Suprema Corte de
Justicia. rguelramente constituida por los Jueces Néstor
C,entín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras.
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar. Felipe Osvaldo Perdono Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias. en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de mar-
zo del 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Opera-
ciones Contiki. S. A., con su domicilio social en la Aveni-
da Winston Churchill esquina Guacanagarix, de esta ciu-
dad, contra la sentencia dictada el 19 de septiembre de
1977, por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cu-
yo dispositivo se copia más adelante;



1,7

506	 BOLETIN JUDICIAL

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Visto el memorial de casación de la recurrente, del

18 de septiembre de 1977, suscrito por su abogado, Dr. A.
Ballester Hernández, cédula 141, serie 46, en el cual se
propone contra la sentencia impugnada el medio que se
indica más adelante;

Visto él memorial de defensa de la recurrida, Auro-
ra Ort i z Pérez de Mancebo. cédula 114361, serie primera,
del 24 de noviembre de 1977, suscrita por su abogado, Dr.
Miguel A. Soto Martínez;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una reclamación laboral de la ac-
tual recurrida, que no pudo ser conciliada, el Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó el 12 de marzo
de 1976, una sentencia cuyo dispositivo dice así:, "Prime-
ro: Se condena a la empresa Operaciones Contiki, S. A., a
pagar a la señora Aurora Ortiz Pérez de Mancebo, 4 me-
ses de salarios por aplicación del Art. 211, modificado del
Código de Trabajo, ya que fué , separada de su trabajo en
estado de embarazo y no se le pagó este beneficio acorda-
do por la Ley. Segundo: Se condena además a la empresa
demandada a pagar a la reclamante la proporción de re-
galía pascual obligatoria correspondiente al año 1974. Ter-
cero: Se condena a la empresa demandada al pago de las
castas, ordenándose la distracción en provecho del Dr. Mi-
guel Soto Martínez, abogado, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad; y b) que sobre las apelaciones inter-
puestas, la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional dictó
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el 10 dd septiembre de 1977, la sentencia ahora impugna-
da en casación, de la que es el dispositivo esiguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la
forma, el recurso de apelación interpuesto por Operacio-
nes Kontiki, S. A., contra sentencia del Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 12 de marzo de
1976. dictada en favor de Aurora Ortiz Pérez de Mancebo,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta
misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo, re-
chaza dicho recurso de alzada y Como consecuencia Confir-
ma la sentencia impugnada; TERCERO: Déclara regalar y
válido el recurso incidental incoado por Aurora Ortiz Pé-
rez de Mancebo, y como consecuencia condena a la empre-
sa a pagar a la reclamante una suma igual a los salarios
que habría recibido desde el día de la demanda y hasta
la sentencia definitiva, sin que excedan de tres meses, to-
do calculado a base de RDS150.00 mensuales; CUARTO:
Condena a la parte que sucumbe, Operaeiones Kontiki, S.
A., al pago de las costas del procedimiento, de conformi-
dad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de
junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su
distracción en provecho del Dr. Miguel Soto Martínez,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que la recurrente propone contra la
sentencia impugnada, los siguientes medias de casación:
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento
Civil; contradicción de motivos y falta de base legal; erra-
da aplicación del ordinal 3ro. del artículo 84 del Código
de Trabajo. Falsa aplicación del artículo 211 del Código
de Trabajo: violación del artículo 1315 del Código Civil;

Considerando, que en los tres primeros medios de su
memorial, a cuyo examen se procederá conjuntamente, la
recurrente expone y alega, en síntesis, que en la sentencia
impugnada, se afirma que la ahora recurrida fué despedi-
da de su trabajo junto con otras compañeras, cuando lo
ocurrido fué la terminación de contrato, por la ahora re-
currente, en uso de su derecho de desahucio; que a todas,

F4
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Visto el memorial de casación de la recurrente, del

18 de septiembre de 1977, suscrito por su abogado, Dr. A.
Ballester Hernández, cédula 141, serie 48, en el cual se
propone contra la sentencia impugnada el medio que se
indica más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, Auro-
ra Ortiz. Pérez de Mancebo. cédula 114361, serie primera,
del 24 de noviembre de 1977, suscrita por su abogado, Dr.
Miguel A. Soto Martínez;

La Suprema Corte de Justicia, cicsprés de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una reclamación laboral de la ac-
tual recurrida, que no pudo ser conciliada, el Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional dicté el 12 de marzo
de 1976, una sentencia cuyo dispositivo dice así:, "Prime-
ro: Sc condena a la empresa Operaciones Contiki, S. A., a
pagar a la señora Aurora Ortiz Pérez de Mancebo, 4 me-
ses de salarios por aplicación del Art. 211, modificado del
Código de Trabajo, ya que fué separada de su trabajo en
estado de embarazo y no se le pagó este beneficio acorda-
do por la Ley. Segundo: Se condena además a la empresa
demandada a pagar a la reclamante la proporción de re-
galía pascual obligatoria correspondiente al año 1974. Ter-
cero: Se condena a la empresa demandada al pago de las
costas, ordenándose la distracción en provecho del Dr, Mi-
guel Soto Martínez, abogado, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad; y b) que sobre las apelaciones inter-
puestas, la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional dictó

el 10 dd septiembre de 1977, la sentencia ahora impugna-
da en casación, de la que es el dispositivo esiguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la
forma, el recurso de apelación interpuesto por Operacio-
nes Kontiki, S. A., contra sentencia del Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 12 de marzo de
1976. dictada en favor de Aurora Ortiz Pérez de Mancebo.
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta
misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo, re-
chaza dicho recurso de alzada y como consecuencia ~fir-
ma la sentencia impugnada; TERCERO: Declara regular y
válido el recurso incidental incoado por Aurora Ortiz Pé-
rez de Mancebo, y como consecuencia condena a la empre-
sa a pagar a la reclamante una suma igual a los salarios
que habría recibido desde el día de la demanda y hasta
la sentencia definitiva, sin que excedan de tres meses, to-

fr
 do calculado a base de RD$130.00 mensuales; CUARTO:

Condena a la parte que sucumbe, Operaciones Kontiki, S.
A., al pago de las costas del procedimiento, de conformi-
dad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de
junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su
distracción en provecho del Dr. Miguel Soto Martínez.
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que la recurrente propone contra la
sentencia impugnada, los siguientes medios de casación:
Violación del articulo 141 del Código de Procedimiento
Civil; contradicción de motivos y falta de base legal; erra-
da aplicación del ordinal 3ro. del artículo 84 del Código
de Trabajo. Falsa aplicación del artículo 211 del Código
de Trabajo; violación del artículo 1315 del Código Civil;

Considerando. que en los tres primeros medios de su
memorial, a cuyo examen se procederá conjuntamente, la
recurrente expone y alega, en síntesis, que en la sentencia
impugnada, se afirma que la ahora recurrida fué despedi-
da de su trabajo junto con otras compañeras, cuando lo
ocurrido fué la terminación de contrato, por la ahora re-
currente, en uso de su derecho de desahucio; que a todas,
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incluidas la Pérez de Mancebo, se les pagaron las preste-
ciones correspondientes, de acuerdo a las prescripeione.,
legales; que, sin embargo, por acuerdo ulterior, interveni-
do .entre las partes, se convino en la reanudación de les
contratos ,para trabajar en otro departamento de la empre-
sa, condicionado ello a la devolución de los valores paga
dos a las desahuciadas; devolución que todas hicieron, con
excepción cíe la Pérez de Mancebo, quien aunque retorne,
al trabajo, lo abandonó enseguida; que sobre demanda su
ya en pago de prestaciones complementarias sobre un su-
puesto despido, cuya causa injustificada no fue invocada,
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó
sentencia por medio de la cual Operaciones Kontiki, S. A..
fué ordenada a pagar, aparte de la porción correspondien-
te de la Regalía Pascual, de 1974, a 4 meses de salaria:.
por aplicación del artículo 211 del Código de Trabajo, al
considerar el Juzgado de Paz, apoderado de la demanda,
que al momento del alegado despido la recurrente estaba
en estado de embarazo; sentencia apelada por la recurrente
y también incidentalmente por la recurrida, em  ecnskle-
raciénr la última, de que no le fueron concedidas las in-
demnizaciones prescritas por el artículo 84, inciso 3ro. de.
Código de Trabajo; que en la sentencia impugnada no
expresa en qué elementos de juicio se basó la Cámara -u
qua para considerar que, en lugar del ejercicio por parte
del patrono. de su derecho u poner cese al contrato por
la vía del desahucio, lo que hubo fue un despido injustif i

-cado, haciendo, como consecuencia de ello, una indebida
concesión de indemnizaciones sustentadas en el artículo
Si del Código de Trabajo, inciso ya antes citado; que, por
último, y en cuanto a la indemnización dispuesta en base
al artículo 211 del Código citado, aparte de que lOs ele-
mentos de prueba de que se valió la Cámara a-qua, son
inconsistentes, la ahora recurrente ignoraba que la recu-
rrida se encontraba en tal estado; que, por todo lo dltr
la sentencia impugnada debe ser casada; pero.

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que la Cámara a-qua dió por es-
tablecido que, no abstante las prestaciones que figuran
pagadas a la ahora recurrida, Pérez de Mancebo, ascen-
dentes según información de ella misma a RD$165.00. la
terminación del contrato tuvo corno verdadero funda-
mento un despido injustificado; que para formar criterio
en este sentido, la citada Cámara se basó en la pondera-
ción que hizo de las declaraciones prestadas ante ella, por
los testigos hechos oír por la misma recurrente, quienes
fueron categóricos en afirmar "que la reclamante fue des-
pedida por la formación de un Sindicato"; avalado ello por
las dedlaraciones dadas por el testigo Hernández Olivo,
oído ante el Juzgado de Paz de Trabajo, también a reque-
rimiento de la recurrente, así como por la testigo Merce-
des del Rosario; los que atestiguaron que hubo dificulta-
das en la Empresa con algunos empleados, que los depo-
nentes ligaron a la formación de un Sindicato; que si bien
les fueron pagadas prestaciones a las trabapadoras de
cuyes servicios se prescindió, posteriormente intervino un
arreglo —que algunos de los testi:roniantes expusieron se
efectuó en el Departamento de Trabajo de la Secretaria
correspondiente, conforme al cual los trabajadores acepta-
ron reintegrarse a sus labores, mediante la devolución de
los valores que se les habían sido hechos efectivos; que
dicho arreglo, si aceptado por • los trabajadores, no lo fué
por la ahora recurrida, la que sí retuvo las prestaciones
que les fueron pagadas, rehusando continuar el trabajo;
que en base a lo expuesto, la Cámara a-qua pudo, en uso
de su poder soberano de apreciación de los hechos, esta-

, blecer, como lo hizo, que la recurrida había sido objeto de
un despido injustificado, y ro de un desahucio, y. conde-
nar a la empresa recurrente al pago, además de la por-,	 .,
clon correspondiente de la Regalía Pascual, a la presta-

,. tarjen, previstas por el artículo 84 del Código de Traba-
jo, en su tercer ordinal, sin incurrir en ninguna de las vio-
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incluidas la Pérez de Mancebo, se les pagaron las presth-
ciones correspondientes, de acuerdo a las prescripcionc--
legales; que, sin embargo, por acuerdo ulterior, interveni-
do .entre las partes, se convino en la reanudación de je.,
contratos para trabajar en otro departamento de la empre-
sa, condicionado ello a la devolución de los valores pag.
dos a las desahuciadas; devoluc ión que todas hicieron, col,
excepción de la Pérez de Mancebo, quien aunque retorol,
al trabajo, lo abandonó enseguida; que sobre demanda su-
ya en pago de prestaciones complementarias sobre un su-
puesto despido, cuya causa injustificada no fue invocada,
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó
sentencia por medio de la cual Operaciones Kontiki, S. A..
fué ordenada a pagar, aparte de la porción correspondiera
te de la Regalía Pascual, de 1974, a 4 meses de salarios.
por aplicación del artículo 211 del Código de Trabajo, al
considerar el Juzgado de Paz, apoderado de la demanda,
que al momento del alegado despido la recurrente estaba
en estado de embarazo; sentencia apelada por la recurrente
y también incddentalmente por la recurrida, en cznside-
racióni la última, de que no le fueron concedidas las in-
demnizaciones prescritas por el artículo 84, inciso 3ro. d,
Código de Trabajo; que en la sentencia impugnada no sc
expresa en qué elementos de juicio se basó la Cámara -a
qua para considerar que, en lugar del ejercicio por parte
del patrono, de su derecho a poner cese al contrato por
la via del desahucio, lo que hubo fue un despido injustif i

-cado, haciendo, como consecuencia de ello, una indebida
concesión de indemnizaciones sustentadas en el artículo
84 del Código de Trabajo, inciso ya antes citado; que, por
último, y en cuanto a la indemnización dispuesta en base
al artículo 211 del Código citado, aparte de que lós ele-
mentos de prueba de que se valió la Cámara a-qua, son
inconsistentes, la ahora recurrente ignoraba que la recu-
rrida se encontraba en tal estado; que, por todo lo dicho
la sentencia impugnada debe ser casada; pero,

ÍI

v.

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que la Cámara a-qua dió por es-
tablecido que, no abstante las prestaciones que figuran
pagadas a la ahora recurrida, Pérez de Mancebo, ascen-
dentes según i nformación de ella misma a RD$165.00, la
terminación del contrato tuvo como verdadero funda-
mento un despido injustificado; que para formar criterio
en este sentido, la citada Cámara se bas5 en la pondera-
ción que hizo de las declaraciones prestadas ante ella, por
los testigos hechos oír por la misma recurrente, quienes
fueron categóricos en afirmar "que la reclamante fue des-
pedida por la formación de un Sindicato"; avalado ello por
las declaraciones dadas por el testigo Hernández Olivo,
oído ante el Juzgado de Paz de Trabajo, también a reque-
rimiento de la recurrente, así como por la testigo Merce-
des del Rosario; los que atestiguaron que hubo dificulta-
des en la Empresa con algunos empleados, que los depo-
nentes ligaron a la formación de un Sindicato; que si bien
les fueron pagadas prestaciones a las trabapadoras de
cuyes servicios se prescindió, posteriormente intervino un
arreglo —que algunos de los testimoniantes expusieron se
efectuó en el Departamento de Trabajo de la Secretaría
correspondiente, conforme al cual los trabajadores acepta-
ron reintegrarse a sus labores. mediante la devolución de
los valores que se les habían sido hechos efectivos; que
dicho arreglo, si aceptado por t los trabajadores, no lo fué
por la ahora recurrida, la que sí retuvo las prestaciones
que les fueron pagadas. rehusando continuar el trabajo;
que en base a lo expuesto, la Cámara a-qua pudo, en uso
de su poder soberano de apreciación de los hechos, esta-
blecer, como lo hizo, que la recurrida había sido objeto de
un despido injustificado, y no de un desahucio, y, conde-
nar a la empresa recurrente al pago, además de la por-
ción correspondiente de la Regalía Pascual, a la presta-
tación, previstas por el artículo 84 del Código de Traba-
jo, en su tercer ordinal, sin incurrir en ninguna de las vio-
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lacioncs denunciadas, vinculados al despido mismo, por 1
que procede al rechazo del recurso en cuanto ha sido exa
minado y ponderado, por carecer de fundamento;

Considerando, en cuanto al cuarto y último medio del
memorial, relativo a la alegada violación del artículo 211
del Código de Trabajo, al condenar la Cámara a-qua a la
recurrente Kontikiti, S. A., al pago de las prestaciones en
razón del alegado estado de embarazo en que se encon-
traba la recurrida Pérez de Mancebo, al ser despedida;
que la Corte a-qua admitió que había lugar a ello en ra-
zón de haberse establecido que para la fecha del despido,
10 de junio de 1974, ya la recurrida estaba en estado de
preñez; que con ello la citada Cámara incurrió en una
falsa aplicación del texto señalado, ya que, según resul-
ta de su propia economía, para que haya aplicación al mis-
/no, precisa que el embarazo sea la causa del despido, lo
que no ha ocurrido en la especie; que por lo tanto, la sen-
tencia impugnada debe ser casada en este punto, por vía
de supresión y sin envío, por no quedar nada que juzgar;

Considerando, que las costas podrán ser compensa-
das cuando las partes litigantes sucumben respectivamen-
te, en algunos puntos;

Por tales motivos, Primero: Casa por vía de supresión
y sin envio la sentencia dictada por la Cámara de Traba-
jo del Distrito Nacional, del 19 de septiembre de 1977,
cuyo dispositivo se ha transcrito en parte anterior del pre-
sente fallo, en cuanto acordó una indemnización de la re-
curtida, por su estado de embarazo; Segundo: Rechaza el
recurso do casación interpuesto por Operaciones Kontiki.
S. A.. contra la referida sentencia, en sus demás aspee-
tosé y Tercero: Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADO).-- Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiaina, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-

jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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laciones denunciadas, vinculados al despido mismo, por lo
que procede al rechazo del recurso en cuanto ha sido exa-
minado y ponderado, por carecer de fundamento;

Considerando, en cuanto al cuarto y último medio del
memorial, relativo a la alegada violación del artículo 211.
del Código de Trabajo, al condenar la Cámara a-qua a la
recurrente Kontikiti, S. A., al pago de las prestaciones en
razón del alegado estado de embarazo en que se encon-
traba la recurrida Pérez de Mancebo, al ser despedida;
que la Corte a-qua admitió que había lugar a ello en ra-
zón de haberse establecido que para la fecha del despido,
10 de junio de 1974, ya la recurrida estaba en estado de
preñez; que con ello la citada Cámara incurrió en una
falsa aplicación del texto señalado, ya que, según resul-
ta de su propia economía, para que haya aplicación al mis-
mo, precisa que el embarazo sea la causa del despido, lo
que no ha ocurrido en la especie; que por lo tanto, la sen-
tencia impugnada debe ser casada en este punto. por vía
de supresión y sin envío, por no quedar nada que juzgar;

Considerando, nue las costas podrán ser compensa-
das cuando las partes litigantes sucumben respectivamen-
te. en algunos puntos;

Por tales motivos, Primero: Casa por vía de supresión
y sin envío la sentencia dictada por la Cámara de Traba-
jo del Distrito Nacional, del 19 de septiembre de 1977,
cuyo dispositivo se ha transcrito en parte anterior del pre-
sente fallo, en cuanto acordó una indemnización de la re-
currida. por su estado de embarazo; Segundo: Rechaza el
recurso do casación interpuesto por Operaciones Kontiki,
S. A.. contra la referida sentencio, en sus demás aspec-
losé y Tercero: Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADO).-- Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-

Jaz; Al/Lanzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat — Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
rué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.



512	 30LETIN JUDICIAL.

SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de teéb
9 de marzo de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Luis Porfirio Bullen. Conrado Hilarlo y/o J
Veras y Domingo Antonio Guzmán y Seguros Pepin,

----
Intervinientes: Juan A. Espinal y :stork Altagracia Reyes de

pina].
Abogados: Dres. !lector Valenzuela y José Joaquín Madera F

/vi ndcz.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, rguelramentc constituida por los Jueces Néstor
Contin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras. Joaquín NI. Alvarez Pcr:lló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perciomo Báez y Leonte R. Albur-
querque Castillo, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 del
mes de marzo del año 1981, años 1.38' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, re-
mo Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
mente, por Luis Porfirio Lutten, dominicano, mayor de
edad, soltero, chófer, cédula 37990, serie 5-1, domi&liado
en la casa No. 3 de la calle Córdoba, de la ciudad de Mo-
ca; Conrado Hilarlo, Juan Veras y Domingo Antonio Guz-
mán. dominicanos, mayores de edad, domiciliados los dos
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primeros en San Francisco Arriba, jurisdicción de Moca,
y el último en la casa No. 3 de la calle Córdoba, de la ciu-
dad de Moca, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., con
asiento social en la casa No. 22 de la calle Restauración,
de la oiudad de Santiago, contra la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Santiago, en sus atribuciones co-

ionales. el 9 de marzo de 1978, cuyo dispositivo se co-
la más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la loctura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 10 de marzo de 1978, a;	 .requerimiento del Dr. Elías Wehbe, cédula No. 40703, se-
rie 31, en representación de los recurrentes, en la cual
no se propone ningún medio de casación;

Visto el escrito del 5 de noviembre del 1979, suscr i
-to por los Dres. Héctor Valenzuela, cédula No. 68516, se-

rie Ira., y José Joaquín Madera F., cédula No. 49779. se-
rie 31, abogados de los intervinientes; Juan Antonio Espi-
nal y María Altagracia Reyes de Espinal, dominicanos, ma-
yores de edad, casados, agricultor el primero y quehace-

I res domésticos la segunda, portadoras de las cédulas No.
1934 y 894, serie 42, respectivamente, domiciliados en la
sección La Meseta, Municipio de Mención;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del

i 1967. de Tránsito y Vehigulos, y 1, 37, 62 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en

1
1 los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente:

a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
la ciudad de Santiago, el 7 de junio de 1976, en que una
persona resultó muerta, la Primera Cámara Penal del Juz-
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DEL 1981

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, rguelramente constituida por los Jueces Néstor
Contin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras. Joaquín 154. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Leonte R. Albur-
querque Castillo, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional. hoy día 20 del
mes de marzo del año 1981, años 138' de la Independenc:a
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
mente, por Luis Porfirio Lutten, dominicano, mayor de
edad, soltero, chófer, cédula 37990, serie 54, domiciliado
en la casa No. 3 de la calle Córdoba, de la ciudad de Mo-
ca; Corvado Hilarlo, Juan Veras y Domingo Antonio Guz-
mán, dominicanos, mayores de edad, domiciliados los dos

primeros en San Francisco Arriba, jurisdicción de Moca,
y el último en la casa No. 3 de la calle Córdoba, de la ciu-
dad de Moca, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., con

asiento social en la casa No 22 de la calle Restauración,
de la ciudad de Santiago, contra la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Santiago, en sus atribuciones co-
rreccionales. el 9 de marzo de 1978, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la loctura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaria de la Corte a-qua el 10 de marzo de 1978, a
requerimiento del Dr. Elías Wehbe, cédula No. 40703, se-
rie 31, en representación de los recurrentes, cn la cual
no se propone ningún medio de casación;

Visto el escrito del 5 de noviembre del 1979, suscr i
-to por los Dres. Héctor Valenzuela, cédula No. 68516, se-

rie lra., y José Joaquín Madera F., cédula No. 49779, se-
rie 31. abogados de los intervinientes; Juan Antonio Espi-
nal y María Altagracia Reyes de Espinal, dominicanos, ma-
yores de edad, casados, agricultor el primero y quehace-
res domésticos la segunda, portadoras de las cédulas No.
1934 y 894, serie 42, respectivamente, domiciliados en la
sección La Meseta, Municipio de Monción;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del
1967. de Tránsito y Vehículos, y 1, 37, 62 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
la ciudad de Santiago, el 7 de junio de 1976, en que una
persona resultó muerta, la Primera Cámara Penal del Juz-
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gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sainize.
go, dictó una sentencia el 1ro. de noviembre de 1976, cuyo
dispoostivo se copia más adelante; b) que sobre los reetir.
sos interpuestos intervino la sentencia ahora impugnada
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: .14:
mite en la forma el recurso de apelación interpuesto por c:
Dr. Elías Vilelibe Abad, a nombre y representación
Luis Pofirio Bouttén, prevenido; Conrado Hilario y/o Juan
Veras y Domingo Guzmán y la Compañía Seguros Pepín,
S. A., contra sentencia correccional No. 573, de fecha pri.
mero (1ro.) del mes de noviembre del año mil novecien-
tos setenta y seis (1976), dictada por la Primera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Santiago. cuyo dispositivo es el siguiente: Primero:
Declara al nombrado Luis Porfirio Bullen, de generales
anotadas, culpable, de violar los artículos 49, párrafo 1.
61 y 102, incisos 1 y 3 de la Ley 241, sobre Tránsito de Ve-
hículos de Motor, en perjuicio del menor Samuel Espinal
ó Samuel de Jesús Espinal (fallecido), hecho puesto a su
cargo y en consecuencia se le condena al pago de tina mul-
ta de RDS100.00 (Cien pesos oro), acogiendo en su favor
circunstancias atenuantes; Segundo: Se declaran buenas
y válidas, las Constituciones en partes civiles, hecha por
los señores Juan Antonio Espinal y María Altagracia Reyes
de Espinal, en sus calidades de padres legítimos del menor
fallecido, Samuel Manuel ó Samuel de Jesús Espinal, por
medio de su abogado constituido y apoderado especial, Dr.
Héctor Valenzuela, en contra de los señores Conrado Hi-
lacio y/o Juan Veras y Domingo Guzmán, en intervención
forzosa contra la Compañía Nacional de Seguros Pepín,
S. A., en cuanto a la forma; Tercero: En cuanto al fondo
se condena a los señores Conrado Hilario y/o Juan Veras
y Domingo Antonio Guzmán, al pago de una indemniza-
ción de RD$7,000.00 (Siete mil pesos oro), en provecho de
las partes civiles constituidas, señores Juan Antonio Espi-
nal y María Altagracia Reyes de Espinal, corno justa re-

paración, por los daños morales sufridos por ellos a conse-
cuencia de su hijo el menor Samuel Manuel Espinal o Sa-
muel de Jesús Espinal, en el accidente de que se trata;
Cuarto: Condena a los señores Conrado Hilario y/o Juan
Veras y Domingo Antonio Guzmán, al pago de los intere-
ses legales de la suma acordada; Quinto: Dedlara la pre-
sente sentencia común, oponible y ejecutoria a la Compa-
ñia Nacional de Seguros Pepín, S. A., en su condición de
entidad aseguradora de la responsabilidad civil de los
nombrados Conrado Hilario y/o Juan Veras y Domingo
Antonio Guzmán; Sexto: Se condena a los señores Conra-
do Hilario, Juan Veras y Domingo Antonio Guzmán, al
pago de las costas, con distracción de las mismas en fa-
vor del Dr. Héctor Valenzuela, abogado y apoderado es-
pecial de la parte civil constituida, quien afirma estallas
avanzando en su totalidad; Séptimo: Condena al nombra-
do Luis Porfirio Buttén, al pago de las costas penales; SE-
GUNDO: Modifica el ordinal primero de la sentencia recu-
rida en el sentido de reducir la pena impuesta al preveni-
do Luis Porfirio Buttén a Cincuenta pesos oro (RD$50.00),
de multa, acogiendo en su favor más amplias circunstancias
atenuantes; TERCERO: Confirma la sentencia recurrida en
sus demás aspectos; CUARTO: Condena al prevenido al pago
de las costas penales; QUINTO: Condena a Domingo Guz-
mán, Juan Veras y/o Conrado Hilario, personas civilmente
responsables, al pago de las costas civiles de esta instan-
cia, ordenando la distracción de las mismas en provecho
del Dr. Héctor Valenzuela, quien afirma haberlas avanza-
do en su totalidad;

Considerando, en cuanto a los recursos de Honrado
Hilario, Juan Veras y Domingo Guzmán, personas c ivil-
mente responsables, de una parte, y la Compañía de Se
euros Pepín. S. A., de la otra, que procede declarar la nu-
lidad de las mismas en razón de que dichos recurrentes no
han expuesto los medios en que los fundan, conforme lo
exige, a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre
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gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sa
go, dictó una sentencia el lro. de noviembre de 1976, cuy
dispoostivo se copia más adelante; b) que sobre los r
sos interpuestos intervino la sentencia ahora impugna
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: A
mito en la forma el recurso de apelación interpuesto por
Dr. Elías Wehbe Abad, a nombre y representación
Luis Pofirio Bouttén, prevenido; Conrado Hilario y/o
Veras y Domingo Guzmán y la Compañía Seguros Pepi
S. A., contra sentencia correccional No. 573, de fecha pfi
mero (1ro.) del mes de noviembre del año mil novecie
tos setenta y seis (1976), dictada por la Primera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Santiago, cuyo dispositivo es el siguiente: Primero:
Declara al nombrado Luis Porfirio Buttén, de generales
anotadas, culpable, de violar los artículos 49, párrafo 1,
61 y 102, incisos 1 y 3 de la Ley 241, sobre Tránsito de Ve-
hículos de Motor, en perjuicio del menor Samuel Espinal
ó Samuel de Jesús Espinal (fallecido), hecho puesto a su
cargo y en consecuencia se le condena al pago de una mul-
ta de RD$100.00 (Cien pesos oro), acogiendo en su favor
circunstancias atenuantes; Segundo: Se declaran buenas
y válidas, las Constituciones en partes civiles, hecha por
los señores Juan Antonio Espinal y María Altagracia Reyes
de Espinal, en sus calidades de padres legítimos del menor
fallecido, Samuel Manuel ó Samuel de Jesús Espinal, por
medio de su abogado constituido y apoderado especial, Dr.
Héctor Valenzuela, en contra de los señores Conrado Hi-
lario y/o Juan Veras y Domingo Guzmán, en intervención
forzosa contra la Compañía Nacional de Seguros Pepin,
S. A.. en cuanto a la forma; Tercero: En cuanto al fondo
se condena a los señores Conrado Hilarlo y/o Juan Veras
y Domingo Antonio Guzmán, al pago de una indemn iza-
ción de RD$7.000.00 <Siete mil pesos oro), en provecho de
las partes civiles constituídas, señores Juan Antonio Esp i

-nal y María Altagracia Reyes de Espinal. corno justa re-

paración, por los daños morales sufridos por ellos a conse-
cuencia de su hijo el menor Samuel Manuel Espinal o Sa-
muel de Jesús Espinal, en el accidente de que se trata;
Cuarto: Condena a las señores Conrado Hilario y/o Juan
Veras y Domingo Antonio Guzmán, al pago de los intere-
ses legales de la suma acordada; Quinto. Declara la pre-
sente sentencia común, oponible y ejecutoria a la Compa-
ñía Nacional de Seguros Pepín, S. A., en su condición de
entidad aseguradora de la responsabilidad civil de los
nombrados Conrado Hilario y 'o Juan Veras y Domingo
Antonio Guzmán; Sexto: Se condena a los señores Conra-
do Hilario, Juan Veras y Domingo Antonio Guzmán, al
pago de las costas, con distracción de las mismas en fa-
vor del Dr. Héctor Valenzuela, abogado y apoderado es-
pecial de la parte civil constituida, quien afirma estarlas
avanzando en su totalidad; Séptimo: Condena al nombra-
do Luis Porfirio Buttén, al pago do las costas penales; SE-
GUNDO: Modifica el ordinal primero de la sentencia recu-
rida en el sentido de reducir la pena impuesta al preveni-
do Luis Porfirio Buttén a Cincuenta pesos oro (RD$50.00),
de multa, acogiendo en su favor más amplias circunstancias
atenuantes; TERCERO: Confirma la sentencia recurrida en
sus demás aspectos; CUARTO: Condena al prevenido al pago
de las costas penales; QUINTO: Condena a Domingo Guz-
mán, Juan Veras y "o Conrado Hilarlo, personas civilmente
responsables, al pago de las costas civiles de esta instan-
cia, ordenando la distracción de las mismas en provecho
del Dr. Héctor Valenzuela, quien afirma haberlas avanza-
do en su totalidad;

Considerando, en cuanto a los recursos de Honrado
Hilarlo, Juan Veras y Domingo Guzmán, personas c ¡vil-
mente responsables, de una parte, y la Compañía de Se
guros Pepín, S. A., de la otra, que procede declarar la nu-
lidad de las mismas en razón de que dichos recurrentes no
han expuesto los medios en que los fundan, conforme lo
exige, a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre
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Procedimiento de Casación; que, por tanto, sólo .procede
examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio, regularmente adm:rfs-
trados en la instrucción de la causa, para declarar culpa-
ble al prevenido Luis Porfirio Buttén del delito puesto
su cargo, dió por establecido lo siguiente: 1) que en horas
de la tarde del 7 de junio de 1976, mientras el automóvil
placa No. 211-967, propiedad de Domingo Antonio Guz-
mán, con póliza No. A-19502-S, de la Seguros Pepin, S.
A., conducido por Luis Porfirio Buttén, transitaba de nal-
te a sur por la Avenida Estrella Sandalá, de la ciudad de
Santiago, al llegar próximo al Cuartel de la Policía Nacio-
nal, del Ensanche Libertad, atropelló al menor de once •
años de edad, Samuel Manuel Espinal, quien resultó imier-
to a consecuencia de los golpes y heridas que sufrió en el •
accidente; 2) que el accidente se debió única y exclusiva-
mente a la falta cometida por el prevenido Buttén, quien
transitaba a una velocidad por encima del limite estable-
cido	

j.
 por la Ley para circular en la ciudad, por lo que no

pudo evitar el accidente, a pesar de haber visto al niño
antes de ocurrir el mismo;

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran a cargo del prevenido recurrente, el delito de gol-
pes y heridas que ocasionaron la muerte, involuntaria-
mente, con la conducción de un vehículo de motor, previs-
to y sancionado en el artículo 49, párrafo 1 de la Ley No. .
241 del 1967, sobre Tránsito y Vehículos, con las penas de
dos a cinco años de prisión, y multa de RDS500.00 a RD$
2,000.00; que, por tanto, al condenar al prevenido al pago
de una multa de RD$50.00, acogiendo circunstancias ate-
nuantes, la Corte a-qua le impuso una sanción ajustada a
la Ley;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al prevenido
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recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Juan Antonio Espinal y Maria Altagracia Reyes de
Espinal en los recursos de casación interpuestos por Luis
Porfirio Buttén, Conrado Hilario, Juan Veras y Domingo
Antonio Guzmán y la Compañía de Seguros Pepin, S. A.,
contra la sentencia de la Corte de Apelación de Santiago.
dictada el 9 de marzo de 1978, en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Declara nulos los recursos in-
terpuestos contra dicha sentencia por Conrado Hilarlo,
Juan Veras. Domingo Antonio Guzmán y la Compañia de
Seguros Pepín, S. A.; Tercero: Rechaza el recurso inter-
puesto por Luis Pofirio Buttén contra la misma sentencia
y lo condena al pago de las costas penales; Cuarta: Con-
dena a Conrado Hilarlo, Juan Veras y Domingo Antonio
Guzmán, al pago de las costas civiles, con distracción de
las mismas en provecho de los Dres. Elector Valenzuela y
José Joaquín Madera F., abogados de los recurridos, quie-
nes afirman estarlas avanzando en su totalidad, hacién-
dolas oponibles a la Compañía Aseguradora, dentro de los
límites de la Póliza.

(FIRMADOS).— Néstor Contin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín Id.
Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Leonte. R. Alburquerque Castillo. —
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
.audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico.— (Pdo.) Miguel Jacobo.

1. 1
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Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Juan Antonio Espinal y Maria Altagracia Reyes de
Espinal en los recursos de casación interpuestos por Luis
porfirio Buttén, Conrado Hilario, Juan Veras y Domingo
Antonio Guzmán y la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,
contra la sentencia de la Corte de Apelación de Santiago,
dictada el 9 de marzo de 1978, en sus atribudones correc-
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terpuestos contra dicha sentencia por Conrado Hilarlo,
Juan Veras, Domingo Antonio Guzmán y la Compañia de
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE MARZO DEL 1981

Sentencio impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fe.
cha 12 de diciembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Procurador General de la Corte de A pelación de
Barchona y Miguel Dolores de la Paz Adames.

Abogado: Dr. Mayobanex Pérez Méndez.

República Dominicana.
Dios, Patria y Libertad,

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Per/416, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencais, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 23 de
marzo del 1981, años 138, de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por el
Procurador General de la Corte de Apelación de Baraho-
na, y Miguel Dolores de la Paz Adames, dominicano, ma-
yor de edad, casado, estudiante, cédula No. 4401, serie 20,
con domicilio en la casa No. 12 de la calle Mella, de la
población de Duvergé, contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Barahona, en sus atribuciones co-
rreccionales, el 12 de diciembre de 1977, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Mayo-

banex Pérez Méndez, cédula No. 3281, serie 20, abogado
del recurrente Miguel Dolores de :a Paz Aclames;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República:

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, el 21 de agosto de 1975, a requerimien-
to del Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Indepen-
dencia, en representación del Procurador General de la
Corte de Apelación de Barahona, en la que no se propone
ningún medio determinado de casación;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, el 13 de diciembre de 1977, a requeri-
mineto de Manuel Dolores de la Paz, en la cual no se pro-
pone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial del 18 de mayo de 1979, suscrito
por el abogado del recurrente de la Paz, en el cual se pro-
pone el medio de casación que se indica más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y visto el texto legal señalado por el recurrente
en su memorial, que se indica más adelante, y los artícu-
los 49, 51 y 52 de la Ley No. 241 del 1967, de Tránsito y
Vehículos, 1383 del Código Civil y 1 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido
el 26 de julio de 1974, en la carretera que conduce de Ba-
rahona a Duvergé, en el que una persona resultó con lesio-
nes corporales, el Juzgado de Primera Instancia del Dis•
trito Judicial de Independencia, dictó el 13 de agosto de
1975 una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Fa-
lla: Primero: Que debe declarar y declara, culpable al
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los 49, 51 y 52 de la Ley No. 241 del 1967, de Tránsito y
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nombrado Miguel Angel Khoury, de violación a la Ley No
241, en perjuicio del nombrado Manuel Dolores de la Paz.
Aclames, y en consecuencia se condena a RD$25.00 de mul-
ta; se condena asimismo al pago de las costas penales,
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; Segun.
do: Que debe declarar y declara, al nombrado Manuel Do-
lores de la Paz Aclames, culpable del hecho puesto a su
cargo y en consecuencia se condena a RD$25.00 de mul-
ta y al pago de las costas penales, por violación al Art. 47,
inciso 1, de la Ley No. 241. Tercero: Se declara regular
y válida en la forma y en el fondo la constitución en par-
te civil, hecha por el Dr. Luis O. Aclames Moquete, a nom-
bre y representación de Manuel Dolores de la Paz Acla-
mes, en su calidad de agraviado contra el prevenido Mi-
guel Angel Khoury, su comitente William Escobar y la
Compañía Aseguradora, Compañía Universal de Seguros,
C. por A., por ser procedente y bien fundada. Cuarto: Se
condena al prevenido Miguel Angel Khoury, conjunta-
mente y solidariamente con su comitente al pago de una
indemnización de RD$1,200.00, en favor de Manuel Dolo-
res de la Paz Aclames, como justa reparación de los daños
y perjuicios sufridos a causa del hecho delictivo del pre-
venido. Quinto: Se condena al prevenido Miguel Angel
Khoury, solidariamente con su comitente William Esco-
bar, al pago de los intereses legales de las indemnizacio-
nes impuestas a partir de la demanda en justicia a título
de indemnizaciones complementarias; Sexto: Se condena al
prevenido Miguel Angel Khoury, conjunta y solidaria-
mente con su comitente William Escobar, al pago de las
costas civiles, distrayendo las mismas a favor del Dr. Luis
O. Aclames Moquete, quien afirma haberlas avanzado en
su mayor parte; Séptimo: Se condena la presente senten-
cia en su aspecto civil, común, oponible y ejecutoria a la
Compañía Universal de Seguros, C. por A., por ser ésta la
Aseguradora de los riesgos del vehículo accidentado; b)
que sobre los recursos interpuestos intervino la sentencia

Yf

ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y váli-
dos los recursos de apelación interpuestos por el señor Ma-
nuel Dolores de la Paz Aclames, parte civil constituida,

I

así como por el Dr. Eduardo Norberto Rodríguez, a nom-
: bre de Miguel Khoury, WilliamEscobar y la Compañía

Universal de Seguros, C. por A., en fecha 1ro. de octubre
de 1975 y 29 de agosto de 1976, respectivamente, contra
sentencia correccional dictada por el Juzgado de Primera
Insta/veda del Distrito Judicial de Independencia, de fe-
cha 13 del mes de agosto del año 1975, cuyo dispositivo fi-

. gura en otra parte del presente fallo; SEGUNDO: Declara
procedentes, las actas solicitadas por el Dr. Luis Eduar-
do Norberto Rodríguez, a nombre del prevenido Miguel
Angel Khoury, mediante ordinales 2do. 3ro. y 4to., de sus
conclusiones incidentales formuladas ante esta Corte, en
fecha í de abril del 1976; attCE.11.0: Modifica el ordinal
segundo de la sentencia recurrida, en cuanto a la califica-
ción a cargo del recurrente, Manuel Dolores de la Paz Acla-
mes, y en consecuencia se declara a éste culpable del de-
lito de violación al Art. 49 de la Ley No. 241 de Tránsito
de Vehículos, en perjuicio de varias personas; CUARTO:
Modifica el ordinal cuarto de la misma sentencia, y en tal
virtud, se decide lo siguiente: a) Condena al coprevenido
Miguel Angel Khoury, solidariamente con su comitente,
señor William Escobar, a pagar una indemnización de RDS
900.00 (Novecientos pesos), a favor del señor Manuel Do-
lores de la Paz Aclames, en razón de los daños y perjui-
cios sufridos por éste, (en su persona), con motivo del ac-
cidente automovilístico que se ventila, teniendo en cuen-
ta la concurrencia de la falta de la víctima en el Msmo,
en una proporción de dos terceras partes y después de
apreciar la totalidad de dichos daños, en RD$2,700.00; b)
Condena además a Miguel Angel Khoury solidariamente
con su comitente William Escobar a pagar Cien pesos oro
(RD$100.00) de indemnización a favor de Manuel Dolo-
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costas civiles, distrayendo las mismas a favor del Dr. Luis
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señor William Escobar, a pagar una indemnización de RDS
900.00 (Novecientos pesos), a favor del señor Manuel Do-
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res de la Paz Aclames, por los daños y perjuicios sufridos
por éste con la destruoeión parcial del motor Honda, de
su propiedad, en dicho accidente, guardando las mismas
proporciones que se establecen en la letra a) en cuanto a
la falta; QUINTO: Revoca la sentencia recurrida en cuan-
to omitió decidir sobre la demanda en daños y perjuicios
formulada mediante conclusiones de primer grado, por el
señor William Escobar, contra el señor Manuel Dolores
de la Paz Aclames, y acogiendo en parte dicha demando
se dispone lo siguiente: 1) Condena a Manuel Dolores de
la Paz Ademes a pagar una indemnización a justificar per
estado, a favor de William Escobar, en razón de los daño.,
ocasionados a éste último por las averías cauadas al carro
privado placa No.126-585, de su propiedad, con motivo del
accidente que se ventila, teniendo siempre en cuenta la
proporción de dos terceras partes, puestas a cargo del pri-
mero, en cuanto a la participación de la falta; y 2) Con,
dena de igual modo a Manuel Dolores de la Paz Aclames
pago de los intereses legales de la cantidad a pagar por
él, a partir de la demanda, a título de indemnización
complementaria; SEXTO: Revoca el ordinal sexto de la
sentencia recurrida, y en tal virtud, compensa pura y sim-
plemente las costas civiles de ambas instancias; SEPTIMO:
Confirma dicha sentencia, en las demás aspectos apela-
dos;

Considerando, en cuanto el recurso del Procurador
General de la Corte de Apelación de Barahona; que pro-
cede declarar la nulidad del mismo en razón de que di-
cho recurrente no ha expuesto los medios en que lo fun-
da, conforme lo exige, a pena de nulidad, el artículo 37 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que el prevenido recurrente propone
en su memorial de casación el siguiente Medio Unico: Vio-
lación del artículo 192 del Código de Procedimiento Cri-
minal y de los principios que rigen el doble grado de ju-
risdicción y la conexidad;

Considerando, cine en el medio de casación propuesto,
el prevenido alega, en síntesis, lo siguiente: que del análi-
sis del segundo ordinal del dispositivo de la sentencia del
Juzgado de Primera Instancia y del ordinal tercero de la
sentencia dictada por la Corte a-qua se infiere que él fué
prevenido del hecho de conducir un vehículo de motor sin
estar provisto de su correspondiente licencia, infracción
prevista por el artículo 47, inciso 1), de la Ley No. 241,
del 1967, y que, de acuerdo con el artículo 235 de esta Ley
es de la competencia exclusiva de los Juzgados de Paz,
que por tratarse de un hecho conexo al cometido por Mi-
guel Angel Khouty, acusado de golpes y heridas involun-
tarias ocasionados con la conducción de un vehículo de
motor, fué juzgado en instancia única por el Tribunal de
Primera Instancia; que, por consiguiente, la sentencia pro-
nunciada, en lo referente a Manuel Dolores de la Paz Acla-
mes, no era susceptible de apelación, sino de casación, y,
por tanto, como cuestión de orden público, la Corte a-qua
debió declarar inadmisible el recurso de apelación inter-
puesto por el propio Manuel Dolores de la Paz Aclames en
lo referente a la sanción que le fué impuesta; que al no
hacerlo asi, agrega el rocurrente, la Corte a-qua violó los
principios del doble grado de jurisdicción y conexidad,
por lo cual dicha sentencia debe ser casada; que, por otra
parte, el recurrente alega, también, que la Corte a-qua en
desconocimiento de los pracepetos legales y jurispruden-
ciales varió la calificación de los hechos puestos a cargo
de Manuel Dolores de la Paz Aclames, o sea la de condu-
cir un vehículo de motor sin estar provisto de licencia,
delito previsto por el artículo 47, inciso I) de la Ley No.
241, por la del delito de golpes y heridas, involuntarios,

'ocasionados con la conducción de un vehículo de motor,
previsto por el articulo 49 de la misma Ley, con lo cual
agravó su situación, no obstante haber sido el único re-
currente; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada, me-
diante la ponderación de los elementos de juicio regular-
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res de la Paz Adames, por los daños y perjuicios sufridos
por éste con la destrucción parcial del motor Honda, do
su propiedad, en dicho accidente, guardando las mismas
proporciones que se establecen en la letra a) en cuanto a
la falta; QUINTO: Revoca la sentencia recurrida en cuan-
to omitió decidir sobre la demanda en daños y perjuicios
formulada mediante conclusiones de primer grado, por el
señor William Escobar, contra el señor Manuel Dolores
de la Paz Adames, y acogiendo en parte dicha demanda
se dispone lo siguiente: 1) Condena a Manuel Dolores de
la Paz Adames a pagar una indemnización a justificar por
estado, a favor de William Escobar, en razón de los daños
ocasionados a éste último por las averías cauadas al carro
privado placa No.126-585, de su propiedad, con motivo del
accidente que se ventila, teniendo siempre en cuenta la
proporción de dos terceras partes, puestas a cargo del pri-
mero, en cuanto a la participación de la falta; y 2) Con-
dena de igual modo a Manuel Dolores de la Paz Adames al
pago de los intereses legales de la cantidad a pagar por
él, a partir de la demanda, a título de indemnización
complementaria; SEXTO: Revoca el ordinal sexto de la
sentencia recurrida, y en tal virtud, compensa pura y sim-
plemente las costas civiles de ambas instancias; SEPTIMO:
Confirma dicha sentencia, en los demás aspectos apela-
dos;

Considerando, en cuanto el recurso del Procurador
General de la Corte de Apelación de Barahona; que pro-
cede declarar la nulidad del mismo en razón de que d i

-cho recurrente no ha expuesto los medios en que lo fun-
da, conforme lo exige, a pena de nulidad, el artículo 37 de.'
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que el prevenido recurrente propone
en su memorial de casación el siguiente Medio Unico: Vio-
lación del articulo 192 del Código de Procedimiento Cri-
minal y de los principios que rigen el doble grado de ju-
risdicción y la conexidad;

Considerando, que en el medio de casación propuesto,
el prevenido alega, en síntesis, lo siguiente: que del análi-
sis del segundo ordinal del dispositivo de la sentencia del
Juzgado de Primera Instancia y del ordinal tercero de la
sentencia dictada por la Corte a-qua se infiere que él fué
prevenido del hecho de conduc ir un vehículo de motor sin
estar provisto de su correspondiente licencia, infracción
prevista por el artículo 47, inciso I), de la Ley No. 241,
del 1967, y que, de acuerdo con el artículo 235 de esta Ley
es de la competencia exclusiva de los Juzgados de Paz,
que por tratarse de un hecho conexo al cometido por Mi-
guel Angel Khoury, acusado de golpes y heridas involun-
tarias ocasionados con la conducción de un vehículo de
motor, fué juzgado en instancia única por el Tribunal da
Primera Instancia; que, por consiguiente, la sentencia pro-
nunciada, en lo referente a Manuel Dolores de la Paz Ada-
mes, no era susceptible de apelación, sino de casación, y.
por tanto, como cuestión de orden público, la Corte a-qua
debió declarar inadmisible el recurso de apelación inter-
puesto por a propio Manuel Dolores de la Paz Adames en
lo referente a la sanción que le fué impuesta; que al no
hacerlo así, agrega el recurrente, la Corte a-qua violó los
principios del doble grado de jurisdicción y conexidad,
por lo cual dicha sentencia debe ser casada; que, por otra
parte, el recurrente alega, también, que la Corte a-qua en
desconocimiento de los precepetos legales y jurispruden-
dales varió la calificación de les hechos puestos a cargo
de Manuel Dolores de la Paz Adames, o sea la de condu-
cir un vehículo de motor sin estar provisto de licencia,
delito previsto por el artículo 47, inciso I) de la Ley No.
241, por la del delito de golpes y heridas, involuntarios,
ocasionados con la conducción de un vehículo de motor,
previsto por el artículo 49 de la misma Ley, con lo cual
agravó su situación, no obstante haber sido el único re-
currente; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada, me-
diante la ponderación de los elementos de juicio regular-
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Segu-
ros, C. por A., manejado por Miguel Khoury, transitaba
de Este a Oeste por la carretera que conduce de Barand.
na a Duvergé, sufrió una colisión con la motocicleta pla-
ca 56237, conducida por Manuel Dolores de la Paz Acla-
mes, resultando éste con lesiones curables después de tres
meses, y ambos vehículos con despefectos; b) que el acci-
dente se debió a la imprudencia del conductor de la moto-
cicleta, quien venía de Oeste a Este, o sea en dirección
contraria al automóvil, a excesiva velocidad, y al rebasar
un tractor estacionado a un lado de la carretera, se intro-
dujo en la vía por donde transitaba el automóvil, por lo
que no pudo evitar la colisión; e) que la Corte a-qua esti-
mó también que procedía variar la calificación dada por
el Juez de Primera Instancia a los hechos que configura-
ron el delito puesto a cargo de Manuel Dolores de la Paz
Aclames, "en razón de que en el caso no se trata de una
simple contravención por falta de licencia", sino del de-
lito previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 del 1967:

Considerando, que corresponde a la Suprema Corte
de Justicia, en funciones de Corte de Casación, restituir
a los hechos de la prevención o de la acusación la califica-
ción legal que les corresponde según su propia naturale-
za; que, en la especie, en los hechos comprobados y admi-
tidos por la Corte a-qua, ésta estimó, erróneamente, cam-
biando la calificación dada en Primera Instancia, que esta-
ban reunidos en el hecho los elementos constitutivos del
delito previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241, del
1967, de Tránsito y Vehículos, no obstante que la actua-
ción del prevenido recurrente de la Paz no produjo lesio-
nes corporales involuntarias a persona alguna; que en el
caso, por los hechos establecidos, se evidencia que se tra-

ta del delito de conducción temeraria o descuidada. pre-
visto en el artículo 65 de dicha Ley, sancionado en el mis-
mo texto legal con multa de RD$50.00 a RD$200.00 o pri-,
Sión por un término de un mes ni mayor de tres meses o
ambas penas a la vez; que aunque el hecho puesto a car
go de Manuel Dolores de la Paz, aisladamente hubiera po-
dido caracterizar un delito, en la especie guarda tan es-
trecha relación con el puesto a cargo de Miguel Khoury,
que llega a constituir con éste un hecho cuyo conocimien-
to, para una buena administración de justicia, compete al
Juzgado de Primera Instancia, y, por ende, la sentencia
que intervenga es susceptible del recurso de apelación;
que, sin embargo, el error sobre la calificación en que incu-
rrió la Corte a-qua no puede dar lugar a la casación de
la sentencia impugnada, a pesar de que al prevenido se le
impuso una multa de RD$25.00, esto es, una pena menor
que el mínimo establecido en la Ley, por no existir una
apelación del Ministerio Público; que por tanto, el me-
dio del recurso carece de fundamento y debe ser desesti-
mado;

Considrando, que asimismo, la Corte a-qua estimó
que el hecho del prevenido Manuel Dolores de la Paz Ada-
mes había ocasionado al automóvil de William Escobar,
constituido en parte civil, con motivo del accidente, da-
ños materiales cuyo monto debía justificarse por estado;
que al condenar a dicho prevenido al pago de esa suma,
a título de indemnización, en la proporción de dos terce-
ras partes de la misma, por la participación en la falta de
William Escobar, dicha Corte hizo una correcta aplica-
ción del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinado la sentencia impugna-
da en sus demás aspectos en cuanto concierne al preveni-
do recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso
de casación interpuesto por el Procurador General de la

mente administrados en la instrucción de la causa, se dá
por establecido lo siguiente: a) que el 26 de julio del 1974,
mientras el automóvil placa 126-585, propiedad de William
Escobar, con Póliza No. A-4139, de la Universal de
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mente administrados en la instrucción de la causa, se
por establecido lo siguiente: a) que el 26 de julio del 1974:
mientras el automóvil placa 126-585, propiedad de William
Escobar, con Póliza No. A-4139, de la Universal de Segur.
ros, C. por A., manejado por Miguel Khoury, transitaba
de Este a Oeste por la carretera que conduce de Barahá
na a Duvergé, sufrió una colisión con la motocicleta pla-
ca 56237, conducida por Manuel Dolores de la Paz Ma-
mes, resultando éste con lesiones curables después de tres
meses, y ambos vehículos con despefectos; b) que el acci-
dente se debió a la imprudencia del conductor de la moto-
cicleta, quien venía de Oeste a Este, o sea en dirección
contraria al automóvil, a excesiva velocidad, y al rebasar
un tractor estacionado a un lado de la carretera, se intro-
dujo en la vía por donde transitaba el automóvil, por lo
que no pudo evitar la colisión; e) que la Corte a-qua esti-
mó también que procedía variar la calificación dada por
el Juez de Primera Instancia a los hechos que configura-
ron el delito puesto a cargo de Manuel Dolores de la Paz
Adames, "en razón de que en el caso no se trata de una
simple contravención por falta de licencia", sino del de-
lito previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 del 1967; Ti

Considerando, que corresponde a la Suprema Corte
de Justicia, en funciones de Corte de Casación, restituir
a los hechos de la prevención o de la acusación la califica-
ción legal que les corresponde según su propia naturale-
za; que, en la especie, en los hechos comprobados y admi-
tidos por la Corte a-qua, ésta estimó, erróneamente, cam-
biando la calificación dada en Primera Instancia, que esta-
ban reunidos en el hecho los elementos constitutivos del
delito previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241, del
1967, de Tránsito y Vehículos, no obstante que la actua-
ción del prevenido recurrente de la Paz no produjo lesio-
nes corporales involuntarias a persona alguna; que en el
caso, por los hechos establecidos, se evidencia que se tra-

ta del delito de conducción temeraria o descuidada, pre-
visto en el artículo 65 de dicha Loy, sancionado en el mis-

' mo texto legal con multa de RD$50.00 a RD$200.00 o pri-
sión por un término de un mes ni mayor de tres meses o
ambas penas a la vez; que aunque el hecho puesto a car
go de Manuel Dolores de la Paz, aisladamente hubiera po-
dido caracterizar un delito. en la especie guarda tan es-
trecha relación con el puesto a cargo de Miguel Khoury,
que llega a constituir con éste un hecho cuyo conocimien-
to, para una buena administración de justicia, compete al

. Juzgado de Primera Instancia, y, por ende, la sentencia
que intervenga es susceptible del recurso de apelación;
que, sin embargo, el error sobre la calificación en que incu-
rrió la Corte a-qua no puede dar lugar a la casación de
la sentencia impugnada, a pesar de que al prevenido se le
impuso una multa de RD$25.00, esto es, una pena menor
que el mínimo establecido en la Ley, por no existir una
apelación del Ministerio Público; que por tanto, el me-
dio del recurso carece de fundamento y debe ser desesti-
mado;

Considrando, que asimismo, la Corte a-qua estimó
que el hecho del prevenido Manuel Dolores de la Paz Ada-
mes había ocasionado al automóvil de William Escobar,
constituido en parte civil, con motivo del accidente, da-
ños materiales cuyo monto debía justificarse por estado;
que al condenar a dicho prevenido al pago de esa suma,
a título de indemnización, en la proporción de dos terce-
ras partes de la misma, por la participación en la falta de
William Escobar, dicha Corte hizo una correcta aplica-
ción del artículo 1383 del Código Civil:

Considerando, que examinado la sentencia impugna-
da en sus demás aspectos en cuanto concierne al preveni-
do recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso
de casación interpuesto por el Procurador General de la
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'SENTENCIA DE FECHA 23 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
lecha 14 de septiembre de En&

Materia: Correccional.

Recurrentes: Francisco Reynoso Vargas, Evaristo Peguero So-
riano y Dominicana de Seguros, C. por A.
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Corte de Apelación de Barahona, contra la sentencia dicta-
da por dicha Corte el 12 de diciembre del 1977, en sus atri-
buciones correspondientes, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Rechaza
el recurso de casación interpuesto contra la misma senten-
cia par Miguel Dolores de la Paz Aclames y lo condena
al pago de las costas penales.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando 1,
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín :11
Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y '
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

Abogado: Dr. Luis R. Castillo Mejía.

Interviniente: María Isabel de la Cruz Deschamps.
Abogado: Dr. Manuel E. Cabral Ortiz.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel ,A. Amiama
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 23 del mes
de marzo del año 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública como
Corte de Casación la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
' memte por Francisco Reynoso Vargas, dominicano, mayor

de edad, soltero, chófer, domiciliado en la calle Padre Cas-
tellanos No. 264, Ensanche Luperón, de esta ciudad, cé-
dula No. 40050, serie 56; Evaristo Peguero Soriano, domi-
nicano, mayor de edad, domiciliado en la calle Juana Sal-

s
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Corte de Apelación de Barahona. contra la sentencia dicta-
da por dicha Corte el 12 de diciembre del 1977, en sus atri-
buciones correspondientes, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Rechaza
el recurso de casación interpuesto contra la misma senten-
cia par Miguel Dolores de la Paz Adames y lo condena
al pago de las costas penales.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Ayhar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat. —
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECH A 23 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 14 de septiembre de 078.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Francisco Reynoso Vargas, Evaristo Peguero So-
riano y Dominicana de Seguros, C. por A.

Abogado: Dr. Luis R. Castillo Mejía.

luterviniente: Maria Isabel de la Cruz Deschamps.
.tbagado: Dr. Manuel E. Cabral Ortiz.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel ,A. Amiama
Segurido Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló. Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 23 del mes
de marzo del año 1981. años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública como
Corte de Casación la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Francisco Reynoso Vargas, dominicano, mayor
de edad, soltero, chófer, domiciliado en la calle Padre Cas-
tellanos No. 264, Ensanche Luperón, de esta ciudad, cé-
dula No. 40050, serie 56; Evaristo Peguero Soriano, domi-
nicano, mayor de edad, domiciliado en la calle Juana Sal-
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titopa No. 197, de esta ciudad, cédula No. 685500, serie
lra., y Dominicana de Seguros, C. por A., domiciliada en
la avenida Independencia No. 55, de esta ciudad, contra la
sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo,
dictada el 14 de septiembre de 1978, en sus atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada

en la Secretaría de la Corte a-qua el 25 de septiembre de
1978, a requerimiento del Dr. Luis R. Castillo Mejía, cé-

dula No. 18933, serie 3, en representación de los recurren-
tes, en la cual no se indica ningún medio de casaci5n;

Visto el memorial del 10 de diciembre de 1979, sus-
crito por el Doctor Luis Randolfo Castillo Mejía, cédula
No. 1893, serie 3, abogado de los recurrentes ,en el cual
se proponen los medios que se indicarán más adelante;

Vistos los escritos del 10 y 13 de diciembre de 1979,
suscrito por el doctor Manuel Emilio Cabral Ortiz, cédula
No. 18039, serie 3, abogado de la iiiterviniente; María Isa-
bel de la Cruz Descharnps, dominicana, mayor de edad,
soltera, domiciliada en la casa No. 82 de la calle Bartolo-
me Colón, de esta ciudad, cédula No. 192937, serie ira.;

La Suprema Corteide Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante y los artículos
49 y 52 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehícu-
los; 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley 4117.
de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor,
1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 18 de agos-

to de 1978, en esta ciudad, en el cual una persona resultó
con lesiones corporales, la Cuarta Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el
11 de julio de 1977, una sentencia en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante; b),
que sobre los recursos interpuestos, la Corte a-qua dictó

. el fallo ahora impugnado en casación, con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y vá-
lido en cuanto a la forma, los recursos de apelación inter-
tos: a) por el Dr. Manuel Emilio Cabral, en fecha 19 de
julio de 1977, a nombre y representación de la parte civil
constituida, señora Isabel María de la Cruz Deschamps, y
b) por el Dr. Luis R. Castillo Mejía, en fecha lro. de agos-
to de 1977, a nombre y representación de Francisco Rey-
noso Vargas, (prevenido), Evaristo Peguero Soriano, per-
sona civilmente responsable, la Compañía Dominicana de
Seguros iSedomca), contra la sentencia de fecha 11 de ju-
lio de 1977, dictada por la Cuarta Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo dice así:	 Primero: Se pronuncia el defecto
en contra de Francisco Reynoso Vargas, dominicano, chó-
fer, con cédula NQ 40050 serie 56, domiciliado y residente en
la calle Padre Castellanoes No. 264, Ensanche Luperán,
por no haber asistido a la audiencia, no obstante haber
sido citado legalmente; Segundo: Se declara al nombrado
Francisco Reynoso Vargas, de generales que constan, cul-
pable de violación al Art. 49, letra c), de la ley 241, (gol-
pes y heridas causados involuntarios con el manejo o
conducción de un vehículo de motor), curables después de
45 y antes de 60 días en perjuicio de Isabel María Des-
champs, en consecuencia se condena a pagar RD525.00,
(Veinticinco pesos oro dominicanos) de multa y al pago de
las costas penales, tornando circunstancias atenuantes a
favor; Tercero: Se declara regular y válida en cuanto a la
forma la constitución en parte civil hecha por Isabel Ma-
ria Deschamps, por medio de su abogado Dr. Manuel Emi-
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titopa No. 197, de esta ciudad, cédula No. 685500, serie
Ira., y Dominicana de Seguros, C. por A., domicil iada en
la avenida Independencia No. 55, de esta ciudad, contra la
sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo,
dictada el 14 de septiembre de 1978, en sus atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de los recursos de casac ión levantada

en la Secretaria de la Corte a-qua el 25 de septiembre de
1978, a requerimiento del Dr. Luis R. Castillo Niejía, cé-
dula No. 18933, serie 3, en representación de los recurren-
tes, en la cual no se indica ningún medio de casación;

Visto el memorial del 10 de diciembre de 1979, sus-
crito por el Doctor Luis Randolfo Castillo Mejía, cédula
No. 1893, serie 3, abogado de los recurrentes ,en el cual
se proponen los medios que se indicarán más adelante;

Vistos los escritos del 10 y 13 de diciembre de 1979,
suscrito por el doctor Manuel Emilio Cabral Ortiz, cédula
No. 18039, serie 3, abogado de la interviniente; María Isa-
bel de la Cruz Deschamps, dominicana, mayor de edad,
soltera, domiciliada en la casa No. 82 de la calle Bartolo-
me Colón, de esta ciudad, cédula No. 192937, serie Ira.;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante y los artículos
49 y 52 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehícu-
los; 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley 4117,
de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor,
1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 18 de agos-

to de 1978, en esta ciudad, en el cual una persona resultó
con lesiones corporales, la Cuarta Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el
11 de julio de 1977, una sentencia en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante; b),
que sobre los recursos interpuestos, la Corte a-qua dictó
el fallo ahora impugnado en casación, con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y vá-
lido en cuanto a la forma, los recursos de apelación inter-
tos: a) por el Dr. Manuel Emilio Cabral, en fecha 19 de
julio de 1977, a nombre y representación de la parte civil
constituida, señora Isabel María de la Cruz Deschamps, y
b) por el Dr. Luis R. Castillo Mejía, en fecha 1ro. de agos-
to de 1977, a nombre y representación de Francisco Rey-
noso Vargas, (prevenido), Evaristo Peguero Soriano, per-
sona civilmente responsable, la Compañía Dominicana de
Seguros (Sedomca), contra la sentencia de fecha 11 de ju-
lio de 1977, dictada par la Cuarta Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo dice así: ;Falla: Primero: Se pronuncia el defecto
en contra de Francisco Reynosa Vargas, dominicano, chó-
fer, con cédula N9 40050 serie 56, domiciliado y residente en
la calle Padre Castellanoes No. 264, Ensanche Luperón,
por no haber asistido a la audiencia, no obstante haber
sido citado legalmente; Segundo: Se doClara al nombrado
Francisco Reynoso Vargas, de generales que constan, cul-
pable de violación al Art. 49, letra e), de la ley 241, (gol-
pes y heridas causados involuntarios con el manejo o
conducción de un vehículo de motor), curables después de
45 y antes de 60 días en perjuicio de Isabel María Des-
champs, en consecuencia se condena a pagar RDS25.00,
(Veinticinco pesos oro dominicanos) de multa y al pago de
las costas penales, tornando circunstancias atenuantes a
favor; Tercero: Se declara regular y válida en cuanto a la
forma la constitución en parte civil hecha por Isabel Ma-

Deschamps, por medio de su abogado Dr. Manuel Emi-
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lio Cabral Ortiz, en contra de Francisco Reynosa Vargas y

Evaristo Peguero Soriano, en sus calidades de prevenido
el primero y de persona civilmente responsable el segun.
do; en cuanto al fondo se condena a Francisco Reynoso
Vargas y Evaristo Peguero Soriano, en sus ya expresadas
calidades al pago de una de indemnización de RDS2,000.-
00 (Dos mil pesos oro dominicano), en favor de Isabel Ma-
ría Desehamps, como justa reparación de los daños y per-
juicios morales y materiales que recibió ene! accidente, y al
pago de los intereses legales de dicha suma, a partir de
la fecha del accidente; Cuarto: Sn condena a Francisco
Reynoso Vargas y Evaristo Peguero Soriano, al pago de
las costas civiles en favor del Dr. Manuel Emilio Cabral
Ortiz, quién afirma haberlas avanzado en su mayor parte;
Quinto: Se declara dicha sentencia común y oponible a la
Compañía Dominicana de Seguros. C. por A.. (Sedomea).
por ser ésta la entidad aseguradora del automóvil marca
Datsun, placa No. 94-460, de T. U., motor No. A-12-579121,
color verde limón, con póliza de Seguro No. 31866, propie-
dad de Evaristo Peguero Soriano y que al momento del
accidente, era conducido por Francisco Reynosa Vargas.
causante del accidente, en virtud per lo dispuesto por el
Art. 10 de la Ley 4117 sobre Seguro Obligatorio de Vehícu-
los de Motor, haberlo hccho conforme a la ley; PRIMERO:

En cuanto al fondo de dichos recursos se pronuncia el de
fecto contra el prevenido Francisco Reynoso Vargas, por
no comparecer a la audiencia, no obstante estar legalmen-
te citado; SEGUNDO: Modifica el ordinal Tercero de la
sentencia apelada en cuanto al monto de la indemnización
acordada por el Tribunal a-quo y la Corte por propia auto-
ridad y contrario imperio y en el uso del poder soberano
de apreciación de esta investida aumenta la misma suma
de RD$3,000.00 aros mil pesos aro) por considerar esta
Corte que dicha suma está más en armonía y equidad con

les sufridos por la víctima; TERCERO: Confirma en StIS

y materia-
la magnitud de los daños y perjuicios morales

demás aspectos la sentencia recurrida; CUARTO: Conde-
na al prevenido al pago de las costas penales de la alzada

nr y a la persona civilmente responsable, a las civiles con
distracción de éstas en provecho del Dr. Manuel Emilio
Cabral Ortiz, quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte; QUINTO: Declara la presente sentencia en su as-
pecto civil oponible a la Compañía Dominicana de Segu-
ros, C. por A., de conformidad con el Art. 10 de la Ley
4117 de Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que los recurrentes proponen los si-
guientes medios: Primer Medio: Violación al artículo 101
de la Ley 241 sobre Tránsito y Vehículos, por no aplica-
ción del mismo; Segundo Medio: Violación del artículo 195
del Código de Procedimiento Criminal; desnaturalización
de los hechos y falta de motivos respecto de las conclu-
siones de los recurrentes; y Tercer Medio: Violación del
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; Falta de
motivos respecto de las conclusiones de los recurrentes en
otro aspecto;

Considerando, que los recurrentes alegan, en síntesis,
en sus tres medios reunidos, que ante el Departamento
de Tránsito y Carreteras de la Policía Nacional, Francisco
Reynoso Vargas declaró que Cruz Deschamps resultó le-
sionado cuando, de manera brusca e imprevista, se lanzó
a cruzar la calle Bartolomé Colón en dirección Oeste-Es-
te, haciéndolo a la altura de la mitad de la cuadra, por lo
que, aunque trató de defenderla, siempre le dió; que co-
mo se ve, sólo hay un causante del accidente: María Isabel
de la Cruz Deschamps• que el artículo 101 de la Ley 241
sobre Tránsito y Vehículos regula la forma de cruzar,
fuera de la intersección; que la víctima cruzó fuera del
Paso de peatones, sin llenar las precauciones indicadas
Por el artículo mencionado que no obstante eso. la  Corte
a-qua, además de condenar al prevenido no dió motivos
sulicientes; en consecuencia procede casar la sentencia;
Pero,
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demás aspectos la sentencia recurrida; CU ARTO: Conde-
na al prevenido al pago de las costas penales de la alzada
y a la persona civilmente responsable, a las civiles con
distracción de éstas en provecho del Dr. Manuel Emilio
Cabral Ortiz, quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte; QUINTO: Declara la presente sentencia en su as-
pecto civil oponible a la Compañía Dominicana de Segu-
ros, C. por A., de conformidad con el Art. 10 de la Ley
4117 de Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que los recurrentes proponen los si-
guientes medios: Primer Medio: Violación al artículo 101
de la Ley 241 sobre Tránsito y Vehículos, por no aplica-
ción del mismo; Segundo Medio: Violación del artículo 195
del Código de Procedimiento Criminal; desnaturalización
de los hechos y falta de motivos respecto de las conclu-
siones de los recurrentes; y Tercer Medio: Violación del
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; Falta de
motivos respecto de las conclusiones de los recurrentes en
otro aspecto;

Considerando, que los recurrentes alegan, en síntesis,
en sus tres medios reunidas, que ante el Departamento
de Tránsito y Carreteras de la Policía Nacional, Francisco
Reynoso Vargas declaró que Cruz Deschamps resultó le-
sionado cuando, de manera brusca e imprevista, se lanzó
a crmar la calle Bartolomé Colón en dirección Oeste-Es-
te, haciéndolo a la altura de la mitad de la cuadra, por lo
que, aunque trató de defenderga, siempre le dió; que co-
mo se ve, sólo hay un causante del accidente: María Isabel
de la Cruz Deschamps; que el artículo 101 de la Ley 241
sobre Tránsito y Vehículos regula la forma de cruzar,
fuera de la intersección; que la víctima cruzó fuera del
paso de peatones, sin llenar las precauciones indicadas
por el artículo mencionado que no obstante eso, la Corte
a-qua, además de condenar al prevenido no dió motivos
suficientes; en consecuencia procede casar la sentencia;
pero,

.14
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lio Cabral Ortiz, en contra de Francisco Reynoso Vargas y
Evaristo Peguero Soriano, en sus calidades de prevenido
el primero y de persona civilmente responsable el segun_
do; en cuanto al fondo se condena a Francisco Reynoso
Vargas y Evaristo Peguero Soriano, en sus ya expresadas
calidades al pago de una de indemnización de RD$2,000.-
00 (Dos mil pesos oro dominicano). en favor de Isabel Ma-
ría Deschamps, como justa reparación de los daños y per-
juicios morales y materiales que recibió en el accidente, y al
pago de los intereses legales de dicha suma, a partir de
la fecha del accidente; Cuarto: Se condena a Francisco
Reynoso Vargas y Evaristo Peguero Soriano, al pago de
las costas civiles en favor del Dr. Manuel Emilio Cabral
Ortiz, quién afirma haberlas avanzado en su mayor parte;
Quinto: Se declara dicha sentencia común y oponible a la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.. (Sedomca), á*
por ser ésta la entidad aseguradora del automóvil marca .
Datsun, placa No. 94-460, de T. U., motor No. A-12-579121,
color verde limón, con póliza de Seguro No. 31866, propie-

.11dad de Evaristo Peguero Soriano y que al momento del ' !
accidente. era conducido por Francisco Reynoso Vargas, ' I
causante del accidente, en virtud por lo dispuesto por el ,
Art. 10 de la Ley 4117 sobre Seguro Obligatorio de Vehícu-
los de Motor, haberlo hecho conforme a la ley; PRIMERO:
En cuanto al fondo de dichos recursos se pronuncia el de
feota contra el prevenido Francisco  Reynoso Vargas. por
no comparecer a la audiencia, no obstante estar legalmen-
te citado; SEGUNDO: Modifica el ordinal Tercero de la
sentencia apelada en cuanto al monto de la indemnización
acordada por el Tribunal a-quo y la Corte por propia auto-
ridad y contrario imperio y en el uso del poder soberano
de apreciación de esta investida aumenta la misma suma
de RD$3,000.00 (Tres mil pesos pro) por considerar esta
Corte que dicha suma está más en armonía y equidad con
la magnitud de los daños y perjuicios morales y materia- :
les sufridos por la víctima; TERCERO: Confirma en sus
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Considerando, que si bien en la sentencia impugnada
se revela que la víctima no cruzó la calle Bartolome Co-
lón por el paso de peatones, no es menos cierto que en el
expediente sólo existe su declaración, en la que calcule
la distancia y se lanzó a cruzar, y ya en la acera fué alcan-
zada por el carro, lo que no ha sido contradicho; que en
esas circunstancias la Corte a-qua estimó que el accidente
se debió a la falta del prevenido recurrente;

Considerando, en cuanto al alegato de falta de moti-
vos; que el examen de la sentencia impugnada pone de
manifiesto, que la Corte a-qua. mediante la ponderación
de los elementos de juicios administrados en instrucción
de la causa, dió por establecido: a) que el 8 de agosto tic
1977, el prevenido Reynoso Vargas conducía su carro pla-
ca No. 94670, propiedad de Evaristo Peguero, con póliza
de la Dominicana de Seguros, C. por A., (Sedorrica), Núm.
31866 para el 9 de septiembre de 1976, por la calle Barto-
lome Colón, de Sur a Norte y al llegar a la calle Tunti
Cáceres atropelló a Isabel María Deschamps, cuando ésta
trataba de cruzar la vía de un lado a otro, recibiendo gol-
pes curables de 45 a 60 días, según certificado médico; b)
que el hecho se debió a la imprudencia y torpeza del »re-
venido Francisco Reynoso Vargas, al no detener su vehícu-
lo, al ver a la agraviada ya en la acera; que, en conse-
cuencia, la sentencia contiene una relación completa de
los hechos y motivos suficientes que justifican su disposi-
tivo:

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran el delito de golpes y heridas ocasionados involunta-
riamente con el manejo de un vehículo de motor ,previs-
to por el artículo 49 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsi-
to y Vehículos y sancionado por ese mismo texto legal con
las penas de seis meses a dos años de prisión y multa de
Cien pesos (RD$100.00) a Quinientos pesos (RD$500.00) si
la enfermedad o imposibilidad para dedicarse la víctima a
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su trabajo durare 20 días o más corno sucedió en la especie;
que al condenar al prevenido recurrente a una multa de
RD$25.00 acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó
una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua apreció
que el hecho del prevenido había causado a la agraviada,
constiuída en parte civil, daños y perjuicios materiales y
morales cuyo monto evaluó en la suma de RD$3,000.00,
que por tanto, al condenar a Frincisco Reynoso Vargas,
prevenido, y Evaristo Peguero Soriano, civilmente respon-
sable al pago de esa suma, y hacerla oponible a la Domi-
nicana de Seguros, C. por A., lit Corte a-mm hizo una co-
rrecta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código

fr 
Civil y 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obli-
gatcrio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, en lo que concierne al prevenido
recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a María Isabel de la Cruz Deschamps, en los recursos de
casación interpuestos por Francisco Reynoso Vargas; Eva-
risto Peguero Soriano y Dominicana de Seguros, C. por A.,
contra la sentencia de la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, dictada el 14 de septiembre de 1978, en sus atribu-
ciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza dichos
recursos; Tercero: Condena al prevenido al pago de las
costas penales y a éste a Evaristo Peguero Soriano, a las
costas civiles, y las distrae a favor del doctor Manuel E.
Cabral Ortiz, abogado de la interviniente, quien declara
haberlas avanzado y las hace oponible a la Compañia de
Seguros, dentro de los términos de la póliza.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-



Considerando, que si bien en la sentencia impugnada
se revela que la víctima no cruzó la calle Bartolome Ce•
lón por el paso de peatones, no es menos cierto que en el
expediente sólo existe su declaración, en la que calculó
la distancia y se lanzó a cruzar, y ya en la acera fué alcan-
zada por el carro, lo que no ha sido contradicho; que en
esas circunstancias la Corte a-qua estimó que el accidente
se debió a la falta del prevenido recurrente;

Considerando, en cuanto al alegato de falta de moti-
vos; que el examen de la sentencia impugnada pone de
manifiesto, que la Corte a-qua, mediante la ponderación
de los elementos de juicios administrados en instrucción
de la causa, dió por establecido: a) que el 8 de agosto de
1977, el prevenido Reynoso Vargas conducía su carro pla-
ca No. 94670, propiedad de Evaristo Peguero, con póliza
de la Dominicana de Seguros, C. por A., (Sedomca), Núm.
31866 para el 9 de septiembre de 1976, por la calle Barto-
lome Colón, de Sur a Norte y al llegar a la calle Tunti
Cáceres atropelló a Isabel María Deschamps, cuando ésta
trataba de cruzar la vía de un lado a otro, recibiendo gol-
pes curables de 45 a 60 días según certificado médico; b)
que el hecho se debió a la imprudencia y torpeza del pre-
venido Francisco Reymoso Vargas, al no detener su vehícu-
lo, al ver a la agraviada ya en la acera; que, en conse-
cuencia, la sentencia contiene una relación completa de
les hechos y motivos suficientes que justifican su disposi-
tivo;

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran el delito de golpes y heridas ocasionados involunta-
riamente con el manejo de un vehículo de motor ,previs-
to por el artículo 49 de la Ley 241 de 1967, sobre Tráns i

-to y Vehículos y sancionado por ese mismo texto legal con
las penas de seis meses a dos años de prisión y multa de
Cien pesas (RD$100.00) a Quinientos pesos (ED$500.00) si
la enfermedad o imposibilidad para dedicarse la víctima a

su trabajo durare 20 días o más como sucedió en la especie;
que al condenar al prevenido recurrente a una murta de
RD$25.00 acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó
una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua apreció
que el hecho del prevenido había causado a la agraviada,
constiuída en parte ,civil, daños y perjuicios materiales y
morales cuyo monto evaluó en la suma de RD$3,000.00,
que por tanto, al condenar a Francisco Reynoso Vargas,
prevenido, y Evaristo Peguero Soriano, civilmente respon-
sable al pago de esa suma, y hacerla oponible a la Domi-
nicana de Seguros, C. por A., la Corte a-qua hizo una co-
rrecta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código
Civil y 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, en lo que concierne al prevenido
recurrente. no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a María Isabel de la Cruz Deschamps, en los recursos de
casación interpuestas por Francisco Reynoso Vargas; Eva-
risto Peguero Soriano y Dominicana de Seguros, C. por A.,
contra la sentencia de la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, dictada el 14 de septiembre de 1978, en sus atribu-
ciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza dichos
recursos; Tercero: Condena al prevenido al pago de las
costas penales y a éste a Evaristo Peguero Soriano, a las
costas civiles, y las distrae a favor del doctor Manuel E.
Cabral Ortiz, abogado de la interviniente, quien declara
haberlas avanzado y las hace oponible a la Compañía de
Seguros, dentro de los términos de la póliza.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Ay :bar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 10 de mayo de 1977.

II, materia: Trabajo.

Recurrente: Máximo Valdéz.
Abogado: Dr. Francisco L. Chía Troncoso.
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dio Besas, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Generz,:

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 1()
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mi, Secretario General
que certifica.— (No.) Miguel Jaeobo.

Recurridos: Borre! y Asociados. S. A.
Abogado: Lic. Luis Vilehez González.

Dios, Patria y lihntad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jue2cs Néstor
Contín Aybar. Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió. Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaqttin L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-.
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 de mar-
zo del 1981, arios 138' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dieta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Máximo
Valdéz, dominicano, mayor de edad, obrero, soltero, domi-
ciliado en la calle Aurora, del Ensanche Capotillo, de cota
ciudad, casa No 19, cédula No. 1378, serie 82, contra la sen-
tencia de la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictada el 10 de mayo de
1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;



dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín
Hernández Espaillat.-- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por has
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresadas, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico:— (Fdo.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 27 DE MARZO DEL 1981

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 10 de mayo de 1977.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Máximo Valdéz.
Abogado: Dr. Francisco L. Chía Troncoso.

Recurridos: Borrel y Asociados. S. A.
Abogado: Lic. Luis Vilchez González.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras.
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Pordomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 de mar-
zo del 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Maxi:no
Valdéz, dominicano, mayor de edad, obrero, soltero, domi-
ciliado en la calle Aurora, del Ensanche Capotillo, da esta
ciudad, casa No. 19, cédula No. 1378, serie 82, contra la sen-
tencia de la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictada el 10 de mayo de
1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Francis-
co L. Chía Troncoso, cédula No. 44919, serie 31, abogad.,
del recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Lui.
Vilchez González, cédula No. 17404, serie 10, abogado de
la recurrida, La Constructora Borrel y Asociados, S. A.,
domiciliada en esta ciudad;

Visto el memorial del recurrente depositado en la
Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, el 3 de octu-
bre de 1977, suscrito por su abogado, en el cual se propo-
nen los medios que se indican más adelante;

Visto el memor i al de defensa del 15 de noviembre :le
1977, firmado por el abogado de los recurridos;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente que se mencionarán más adelante, y los artículos
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
documentes a que ella se refiere, consta: a) que con
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser conci-
liada y la siguiente demanda, el Juzgado de Paz de Traba-
jo del Distrito Nacional, dictó el 31 de agosto de 1976, una
sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se
declara resuelto por despido injustificado, el contrato de
trabajo que existía entre las partes en causa, por culpa
del patrono y con responsabilidad para el m ismo y en
consecuencia se condena a la empresa Borrel y Asociados,
S. A.. a pagarle al señor Máximo Vaidez. las prestaciones
siguientes: 24 días de preaviso; 45 días de auxilio de
cesantía: 14 días de vacaciones: 10 días de regalía pas-
cual, la proporción de bonificación (ley 288), más 3 me-
ses de salario por aplicación del ordinal 3ro. del Art. 84
del Código de Trabajo; todo a base. de un salario de RD

'i
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$6.40 diarios. Segundo: Se condena al demandado al pago
de las costas y se ordena su distracción en favor del Dr.
Francisco L. Chía Troncoso, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad; b) que sobre el recurso interpuesto
el Tribunal a-quo dieta' el fallo ahora impugnado en casa-
c ión, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido tanto en la forma como en el fon-
do el recurso de apelación interpuesto por Borrel y Aso-
ciados, S. A., contra sentencia del Juzgado de Paz de Tra-
bajo del Distrito Nacional, de fecha 31 de agosto de 1976,
dictada en favor de Máximo Valdéz, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior, de esta misma sentencia y
como consecuencia .revoca en todas sus partes, dicha sen-
tencia impugnada; SEGUNDO: Rechaza la demanda incoa-
da por Máximo Valdéz, contra Borrel y Asociados, S. A.,
según los activos expuestos; TERCERO: Condena a la par-
te que sucumbe. Máximo Valdéz, a! pago de las costas del
procedimiento de ambas instancias, de conformidad	 con
los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de
1964, y 691 del Código de Trabajo, ordenando su distrac-
ción en provecho del Dr. Luis Vilchez González, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que el recurrente propone los siguien-
tes medios de casación: Primer Medio: Violación de los ar-
tículos 6, 7, 8, 9, 15 y 16 del Código de Trabajo; y del
Principio Jurisprudencial que señala: "que todo contrato
de trabajo se presume que es por Tiempo Indefinido". Vio-
lación de los artículos 47 y 57, de la Ley 637 sobre Con-
tratos de Trabajo; y 1.315 del Código Civil sobre la Re-
gla de la Prueba; Insuficiencia de :notivos; falta de basa
legal; Segundo Medio: Desnaturalización del testimonio
y de los hechos de la causa; Violación por desconocimien-
to e inaplicación de los artículos 77, 81, 82 y 84 del Có-
digo de Trabajo; Contradicción e insuficiencia de motivos;
Violación del articulo 141 del Código de Procedimiento
Civil; Falta de base legal;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Francis-
co L. Chía Troncos°, cédula No. 44919, serie 31, abogado
del recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Luis
Vilchez González, cédula No. 17404, serie 10, abogado de
la recurrida, La Constructora Borrel y Asociados, S. A..
domiciliada en esta ciudad;

Visto el memorial del recurrente depositado en I:(
Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, el 3 de octu-
bre de 1977, suscrito por su abogado, en el cual se propcs 1
nen los medios que se indican más adelante; 	 1.

Visto el memorial de defensa del 15 de noviembre de'
1977, firmado por el abogado de los recurridos;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente que se mencionarán más adelante, y los artículi-
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con TILF

tivo de una reclamación laboral que no pudo ser conci-
liada y la siguiente demanda, el Juzgado de Paz de Traba-
jo del Distrito Nacional. dictó el 31 de agosto de 1976, una
sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se
declara resuelto por despido injustificado, el contrato de
trabajo que existía entre las partes en causa, por culpa
del patrono y con responsabilidad para el m ismo y
consecuencia se condena a la empresa Borrel y Asociado
S. A.. a pagarle al señor Máximo Valdéz. las prestack,n,
siguientes: 24 días de preaviso; 45 días de auxilio c.
cesantía: 14 días de vacaciones; 10 días de regalía p3
cual, la proporción de bonificación (ley 288), más 3 me-
ses de salario por aplicación del ordinal aro. del Art. 84
del Código de Trabajo; todo a base. de un salario de RD

$6.40 diarios. Segundo: Se condena al demandado al pago
de las costas y se ordena su distracción en favor del Dr.
Francisco L. Chía Troncos°, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad; b) que sobre el recurso interpuesto
el Tribunal a-quo dictó el fallo ahora impugnado en casa-
ción. con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido tanto en la forma como en el fon-
do el recurso de apelación interpuesto por Borrel y Aso-
ciados, S. A., contra sentencia del Juzgado de Paz de Tra-
bajo del Distrito Nacional, de fecha 31 de agosto de 1976,
dictada en favor de Máximo Valdéz, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior, de esta misma sentencia y
romo consecuencia revoca en todas sus partes, dicha sen-
tencia impugnada; SEGUNDO: Rechaza la demanda incoa-
da por Máximo Valdéz, contra Borrel y Asociados, S. A.,
según los activos expuestos; TERCERO: Condena a la par-
te que sucumbe. Máximo Valdéz, a! pago de las costas del
procedimiento de ambas instancias, de conformidad con
los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de
1964, y 691 del Código de Trabajo, ordenando su distrac-
ción en provecho del Dr. Luis Vilchez González, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que el recurrente propone los siguien-
tes medias de casación: Primer Medio: Violación de los ar-
tículos 6, 7, 8, 9, 15 y 16 del Código de Trabajo; y del
Principio Jurisprudencial que señala: "que todo contrata
de trabajo se presume que es por Tiempo Indefinido". Vio-
lación de los artículos 47 y 57, de la Ley 637 sobre Con-

ir tratos de Trabajo; y 1315 del Código Civil sobre la Re-
', gla de la Prueba; Insuficiencia de motivos; falta de base
1;' legal; Segundo Medio: Desnaturalización del testimonio

y de los hechos de la causa; Violación por desconocimien-
to e inaplicación de los artículos 77, 81, 82 y 84 del 05-

. t . digo de Trabajo; Contradicción e insuficiencia de motivas;
/` Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento

Civil; Falta de base legal;..	 ,
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Considerando, que el recurrente, en el desarrollo del
primer medio, alega en síntesis, que Borrel y Asociados,
S. A., declaró	 textualmente ante la Sección de
Querellas y Conciliación del Departamento de Trabajo, por
medio de su representante Rafael Díaz, "que rechaza
la querella interpuesta por Máximo Valdez, por im-
procedente y mal fundada", que en esa fase del proceso
se delimita el litigio; que la indicada Empresa no discutió
ni objetó la naturaleza y modalidades del contrato, ni adu-
jo en su provecho que el convenio era para una obra de-
terminada y que esta debía terminar al final de ella, ni
invccó en su provecho la Resolución del 30/75 del 24 de
junio de 1975, del Departamento de Trabajo; que, en :L:on-
secuencia, el Tribunal a-quo violó los textos invocados,
por lo que la sentencia impugnada debe ser casada; pero,

Considerando, que el patrono no está obligado, para
dar pez: terminado el contrato de trabajo, a formular, en
la tentativa de conciliación las circunstancias en que éste
se ha disuelto, si ya, por comunicación a las autoridades la-
borales conforme lo prevee el artículo 51 del Código de
Trabajo, se ha avisado que, en la especie, el patrono ha-
bía cumplido con lo prescrito por dicho artículo y ha es-
tablecido por la prueba testimonial y comparecencia de
las partes, conforme resulta de los motivos de la sentencia
impugnada, que el contrato de trabajo se dió por termina-
do al completarse la obra para la cual Cité contratado el
obrero recurrente; que, en el presente caso, además, el in-
forme testimonial, al tratarse de una materia sumaria, la
parte que lo solicite no tiene que articular los hechos; que.
por todo cuanto se ha expresado, el medio que se examina
carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considrando, que el recurrente alega, en síntesis, en
su segundo y último medio que conforme la declaración
del testigo Rafael Santos y la del trabajador Máximo Val-
déz se pone de manifiesto que el último estaba ligado a la
Empresa por un contrato de trabajo por tiempo indefinido

y que el Tribunal a-quo al interpretar que era para una
obra determinada, incurrió en el vicio invocado; pero,

Considerando, que los jueces del fondo son sobera-
nos para apreciar y ponderar los testimonias; que al for-
mar su convicción no están obligados a acoger la declara-
ción de un testigo en toda su ampl:tud. si, :orno sucede en
la especie, ésta está modificada por las otras declaraciones
y las circunstancias de la causa; que en la sentencia im-
pugnada, la Cámara de Trabajo -aqua, expresa: "Que por
la sentencia i mpugnada, la Cámara de Trabajo -aqua, ex-
presa: "Que por las declaraciones de todos los testigos
oídos, se desprende que el reclamante laboraba en obras
determinadas"; y: a continuación expresa: "que es un he-
cho absolutamente cierto que no Die despedido solo, pues
consta en la que Resolución de referencia. que se le dió
salida a un gran número de trabajadores junto con él";

además las afirmaciones del Juez -aquo están funda-
mentadas en documentos indicados en la sentencia; que.
por otro lado, ésta contiene una relación completa de los
hechos de la causa y tiene motivos suficientes y pertinen-
tes que justifican su dispositivo, por lo que el medio que
se examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Máximo Valciéz, contra la sentencia
de la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, del 10 de marzo de 1977, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las
costas, distrayéndoles en provecho del Lic. Luis Vilehez
González. abogado de los recurridos, quien afirma haberles
avanzado en su totalidad,

(FIRMADOS). — Néstor Contin Aybar, Fernando E.
Ravelo del a Fuente, Manuel A. Ainiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
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Considerando, que el recurrente, en el desarrollo del
primer medio, alega en síntesis, que Borrel y Asociados,
S. A., declaró	 textualmente ante la Sección de
Querellas y Conciliación del Departamento de Trabajo, por
medio de su representante Rafael Díaz, "que rechaza
la querella interpuesta por Máximo Valdez, por im-
procedente y mal fundada", que en esa fase del proceso
se delimita el litigio; que la indicada Empresa no discutió
ni objetó la naturaleza y modalidades del contrato, ni adu-
jo en su provecho que el convenio era para una obra de-
terminada y que esta debía terminar al final de ella, ni
invocó en su provecho la Resolución del 30/75 del 24 de
junio de 1975, del Departamento de Trabajo; que, en zon-
secuencia, el Tribunal a-quo violó los textos invocados,
por lo que la sentencia impugnada debe ser casada; pero,

Considerando, que el patrono no está obligado, para
dar por terminado el contrato de trabajo, a formular, en
la tentativa de conciliación las circunstancias en que éste
se ha disuelto, si ya, por comunicación a las autoridades la-
borales conforme lo prevee el artículo 51 del Código de
Trabajo, se ha avisado que, en la especie, el patrono ha-
bía cumplido con lo prescrito por dicho artículo y ha es-
tablecido por la prueba testimonial y comparecencia de
las partes, conforme resulta de los motivos de la sentencia
impugnada, que el contrato de trabajo se dió por termina-
do al completarse la obra para la cual fue contratado el
obrero recurrente; que, en el presente caso, además, el in-
forme testimonial, al tratarse de una materia sumaria, la
parte que lo solicite no tiene que articular los hechos; que,
por todo cuanto se ha expresado, el medio que se examina
carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considrando, que el recurrente alega, en síntesis, en
su segundo y último medio que conforme la declaración
del testigo Rafael Santos y la del trabajador Máximo Val-
déz se pone de manifiesto que el último estaba ligado a la
Empresa por un contrato de trabajo por tiempo indefinido

t. y (41-12 el Tribunal a-quo al interpretar que era para unair obra determinada, incurrió en el vicio invocado; pero,

Considerando, que los jueces del fondo son sobera-
nos para apreciar y ponderar los testimonios; que al for-
mar su convicción no están obligadas a acoger la declara-
ción de un testigo en toda su amplitud. si , corno sucede en
la especie. ésta está modificada por las otras declaraciones
y las circunstancias de la causa; que en la sentencia im-
pugnada, la Cámara de Trabajo -aqua, expresa: "Que por
la sentencia impugnada, la Cámara de Trabajo -aqua, ex-
presa: "Que por las declaraciones de todos los testigos
oídos, se desprende que el reclamante laboraba en obras
determinadas"; y a continuación expresa: "que es un he-
cho absolutamente cierto que no !lié despedido solo, pues
consta en la que Resolución de referencia, que se le dió
salida a un gran número de trabajadores junto con él";
que, además las afirmaciones del Juez -aquo están funda-
mentadas en documentos indicados en la sentencia: que,
por otro lado, ésta contiene una relación completa de los
hechos de la causa y tiene motivos suficientes y pertinen-
tes que justifican su dispositivo, por lo que el medio que
se examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Máximo Valciéz. contra la sentencia
de la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, del 10 Je marzo de 1977, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las
costas, distrayéndolas en provecho del Lic. Luis Vikhez
González, abogado de los recurridos, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS). — Néstor Confin Aybar, Fernando E.
Ravelo del a Fuente. Manuel A. Ainiama, Francisco Elpi-

: L dio Beras, Joaquín M. Alvarez Pereiló, Juan Bautista Ro-li:
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jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mi, Secretario General,
que	 (Fdo.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 27 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
Distrito Nacional, de fecha 14 de letrero de 1979.

yateria: Comercial.

Recurrente: Sub-América.
Abogado: Dr. Roosevelt Comarazami.

Recurrido: Lidia M. Amista Ramírez.
Abogado: Dr. M. A. 13áez Brito.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Cernía Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-

. ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-,.
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat y Leonte R. Albuerquerque Castillo, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 27 del mes de marzo del año
1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia público, como Corte de. Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Sud-
. América, domiciliada en el apartamento No. 201, del Edi-
ficio l3aquero, ubicado en la calle Mostos esquina El Con-
de, de esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones co-
merciales, el 14 de febrero de 1979, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;
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jas Almánzar, Felipe Osvaldo
Hernández Espaillat.— Miguel

Perdcino Báez, Joaquín L.
Jacobo, Secretario General.

SENTENCIA DE FECHA 27 DE MARZO I)EL 1981

.11

La presente sentencia ha s ido dada y firmada por los
su encabezamiento, en laseñores Jueces que figuran en
y año en él expresados, yaudiencia pública del día, mes

fué firmada, leída y publicada por mi, Secretario General,
que certif•za.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

í :I

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
Distrito Nacional, de fecha 14 de febrero de 1979.

Materia: Comercial.

Recurrente : Sub-América.
Abogado: Dr. Roosevelt Comarazami.

Recurrido: Lidia M. Acosta Ramírez.
Abogado: Dr. M. A. 13akez

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
0:ntín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Iler-
nández Espaillat y Leonte R. Albuerquerque Castillo, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 27 del mes de marzo del año
1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia público, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Sud-
América, domiciliada .en el apartamento No. 201, del Edi-
ficio Baqueta, ubicado en la calle Hostos esquina El Con-
de, de esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones co-
merciales, el 14 de febrero de 1979, cuyo dispositivo se co-

l' pia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Roose-

velt Comarazamy en representación del Lic. Federico Ni-
na hijo y del Dr. Luis Silvestre Nina Mota, cédulas Nos,
670 y 22398, serie 23, respectivamente, abogados de la re-
currente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente• del ri
de abril de 1979, suscrito por los abogados de la recurren-
te, en la cual se proponen los medios que se indican más
adelante, y su ampliación del 18 de abril de 1980;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, del 6
de junio de 1979. suscrito per el Dr. M. A. Báez Brito, cé-
dula No. 31853, serie 26, recurrida que es Lidia Mercedes
Acosta Ramírez, dominicana, mayor de edad, soltera. do-
miciliada en la calle W-2, de la Unibanización Lucerna.
Km. 8, carretera Mella, de la capital, cédula No. 2041, se-
rie 78;

Visto el escrito de ampliación de la recurrida. depo-
sitado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia,
en fecha 30 de abril de 1980, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell- .•
horado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: 	 ,
que con motivo de una demanda intentada por la actual
recurrida Lidia Mercedes Acosta Ramírez, en nulidad de
contrato de cesión de crédito, y reparación de daños y per
juicios, contra la hoy recurrente. la Cámara Civil y Co-
mercial de la Tercera Circunscripción del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional dictó, en sus atri- 	 •
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buiones civiles, el 8 de agosto de 1978 una sentencia cu-
yo dispositivo dice así: Primero: Ordenar la reapertura
de los debates en la demanda comercial en nulidad de con-
trato de cesión de crédito y reparación de daños y perjui-
cios incoada por Lidia Mercedes Acosta Ramírez, contra la
Compañía de Seguros de Vida Sud-América y el Banco de
Santo Domingo; Segundo: Ordenar que la med icla indica-
dasea celebrada en la audiencia que sea fijada por el juez
previa solicitud de la parte más diligente, que tendrá a
su cargo la notificación de la presente ordenanza: Terce-
ro: Reserva las costas; b) que sobre el recurso interpuesto,
intervino el 14 de febrero de 1979 el fallo ahora impug-
nado en casación; cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara inadmisible el recurso de ape-
lación interpuesta por la Compañia de Seguros Sud-Amé-
rica, contra la sentencia rendida en atribuciones comer-
ciales, en fecha 8 de agosto de 1979, por la Cámara de lo
Civil y Comercial de la Tercero Circunscripción del Dis-
trito Nacional, cuyo dispositivo ha sido transcrito prece-
dentemente; SEGUNDO: Condena a la Sud-América, parte
apelante que sucumbe, al pago de las costas, ordenando

su distracción en provecho del Dr. M. A. Báez Brito, que
afirma haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que la recurrente propone, en su me-
morial, los siguientes medios de casación. Primer Medio:
Falsa aplicación de los artículos 451 y 452 del Código de
Procedimiento Civil; Segundo Medio: Violación, por des-
conocimiento, de las disposiciones del artículo 434 del Có-
digo de Procedimiento Civil;

Considerando, que en el primer medio de su memo-
rial, la recurrente expone y alega, en síntesis, lo siguien-
te: que se hace una errada interpretación del artículo 452
del Código de Procedimiento Civil, al calificarse aquella
sentencia que ordenó la reapertura de debates, en la espe-
cie, como preparatoria; que las demandadas no solicitaron
el conocimiento de la demanda de Lidia Mercedes Acosta
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Roose,_ •

velt Comarazamy, en representación del Lic. Federico Ni-
na hijo y del Dr. Luis Silvestre Nina Mota, cédulas Nos,
670 y 22398, serie 23, respectivamente, abogados de la re-
eurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, del (i
de abril de 1979, suscrito por los abogados de la recurren-
te, en la cual se proponen los medios que se indican más
adelante, y su ampliación del 18 de abril de 1980;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, del
de junio de 1979• suscrito por el Dr. M. A. Báez Brito, cé-
dula No. 51853, serie 26, recurrida que es Lidia Mercedes
Acosta Ramírez, dominicana, mayor de edad. soltera. do-
miciliada en la calle W-2, de la Unibanización Lucerna,
Km. 8, carretera Mella, de la capital, cédula No. 2041, se-
rie 78;

Visto el escrito de ampliación de la recurrida, depo-
sitado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia,
en fecha 30 de abril de 1980, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una demanda intentada por la actual
recurrida Lidia Mercedes Acosta Ramírez, en nulidad de
contrato de cesión de crédito, y reparación de daños y per-
juicios, contra la hoy recurrente, la Cámara Civil y Co-
mercial de la Tercera Circunscripción del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional dictó, en sus atri-

buiones civiles, el 8 de agosto de 1978 una sentencia cu-
yo dispositivo dice así: Primero: Ordenar la reapertura
de los debates en la demanda comercial en nulidad de con-
trato de cesión de crédito y reparación de daños y perjui-
cios incoada por Lidia Mercedes Acosta Ramírez, contra la
Compañia de Seguros de Vida Sud-América y el Banco de
Santo Domingo; Segundo: Ordenar que la med ; cla indica-
dasea celebrada en la audiencia que sea fijada por el juez
previa solicitud de la parte más diligente, que tendrá a
su cargo la notificación de la presente ordenanza: Terce-
ro: Reserva las costas; 15) que sobre el recurso interpuesto,
intervino el 14 de febrero de 1979 el fallo ahora impug-
nado en casación; cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara inadmisible el recurso de ape-
lación interpuesta par la Compañía de Seguros Sud-Amé-
rica, contra la sentencia rendida en atribuciones comer-
ciales, en fecha 8 de agosto de 1979, por la Cámara de lo
Civil y Comercial de la Tercero Circunscripción del Dis-
trito Nacional, cuyo dispositivo ha sido transcrito prece-
dentemente; SEGUNDO: Condena a la Sud-América, parte
apelante que sucumbe, al pago de las costas, ordenando

su distracción en provecho del Dr. M. A. Báez Brito, que
afirma haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que la recurrente propone, en su me-
morial, los siguientes medios de casación. Primer Medio:
Falsa aplicación de los artículos 451 y 452 del Código de
Procedimiento Civil; Segundo Medio: Violación, por des-
conocimiento, de las disposiciones del artículo 434 del Có-
digo de Procedimiento Civil;

Considerando, que en el primer medio de su memo-
rial, la recurrente expone y alega, en síntesis, lo siguien-
te: que se hace una errada interpretación del artículo 452
del Código de Procedimiento Civil, al calificarse aquella
sentencia que ordenó la reapertura de debates, en la espe-
cie, como preparatoria; que las demandadas no solicitaron
el conocimiento de la demanda de Lidia Mercedes Acosta
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Ramírez y su rechazo al fondo, sino, sencillamente, loc,,Q
ficiarse de su defecto como lo dispone, de manera impe-
rativa. el artículo 434 del Código do Procedimiento Civil;
que con aquella sentencia que ordenó la reapertura de
debates, cual pleito pretendía poner el juez a-quo en esta-
do de recibir fallo definitivo. si no había nada que juzgar,
sobre el fondo de la demanda, no existía ningún pleito en-
tre la demandante y los demandados. el cual el juez a-
guo tratara de aclarar mejor, sustanciar mejor, para su
futura decisión sobre el fondo; que al producirse aquella
sentencia en reapertura de debates, se ha desechado, im-
plícitamente, la defensa de los demandados, deducida del
defecto de la demandante; por tanto, habrá de calificarse
esa sentencia de interlocutoria. y nunca de preparatoria,
por lo que procede casar la sentencia impugnada; pero.

Considerando, que al limitarse la sentencia de la Cá-
mara Civil y Comercial de la Tercera Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional del 8
de agosto de 1978, a ordenar la reapertura de los debates,
la Corte -agua, al declarar inadmisible el recurso de apela-
ción de la hoy recurrente, contra esta sentencia, por con-
siderar que el mismo fué interpuesto contra una senten-
cia preparatoria, hizo una correcta interpretaci5n de los
artículos 451 y 452 del Código de Procedimiento Civil, ya
que, la sentencia que ordena la reapertura de los debates.

• como no prejuzga el fondo, tiene el carácter de sentencia
preparatoria; en consecuencia, procede desest imar. par ca-
recer de fundamento, los alegatos del primer medio del
recurso;

Considerando, que en su segundo y último medio. la
recurrente alega, en síntesis, lo que sigue: que, como con
secuencia de que la Corte a-qua calificara quella senten-
cia del juez a-quo, que dispone la reapertura de les deba-
tes, como preparatria, se incurre, al propio tiempo, en un
franco desconocimiento de las imperativas disposiciones
del artículo 434 del Código de Procedimiento Civil; que

calificar aquella sentencia de preparatoria, significa san-
cionarla como buena y permitir que se desconozca el de-

.. techo de las demandadas, a ser descargados, pura y sim-
plemente. de aquella demanda de Lidia Mercedes Acosta
Ramírez. en virtud del defecto en que ésta ha incurrido en
el momento de producir sus pedimentos ante el juez am-
parado de la acción; que se comete flagrante atropello al
derecho que adquirieron las demandadas, de que las pre-
tensiones de la demandante no fueron ni siquiera ponde-
radas, como consecuencia ele su defecto y par expreso
mandato del articulo 434 del Código de Procedimiento O-
vil. que ordena, de manera imperativa, el descargo del
demandado si el demandante no comparece; que lo único
que podían hacer el Juez a-quo era, pronunciado ya el de-
fecto de la demandante, acoger el pedimento de las deman-
das y descargarlas, pura y simplemente, de aquella de-
manda; pero,

Considerando, que al calificar la Corte a-qua, como
preparatoria la sentencia del tribunal de primer grado y
declarar, como consecuencia, inadmisible el recurso de ape-
lación contra la misma, no tenia facultad para examinar el
proceder del juez a-quo, al ordenar la reapertura de los
debates, frente al defecto de la demandante o: Binaria y
las conclusiones de la hoy recurrente: que esa facultad só-
lo podía tenerla la Corte a-qua, mediante la interposición de
un recurso de apelación, juntamente con la sentenia defi-
nitiva, por ser aquellas inapelables; por tales motivos, pro-
cede desestimar los alegatos del segundo y último medio,
por carecer de fundamento;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Sud-América, contra la senten-
cia dictada par la Corte de Apelación de Santo Domingo.
en sus atribuciones comerciales, el 14 de febrero de 1979,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena a la recurrente al pago de
las costas y, y las distrae en provecho del Dr. M. A. Báez
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Rarniro y su rechazo al fondo, sino, sencillamente, ',ene.
ficharse de su defecto como lo dispone, de manera ¡rape.
rativa, el artículo 434 del Código do Procedimiento Civil;
que con aquella sentencia que ordenó la reapertura de
debates, cual pleito pretendía poner el juez a-quo en esta-
do de recibir fallo definitivo, si no había nada que juzgar,
sobre el fondo de la demanda, no existía ningún pleito en-
tre la demandante y los demandados, el cual el juez a-
guo tratara de aclarar mejor, sustanciar mejor, para su
futura decisión sobre el fondo; que al producirse aquella
sentencia en reapertura de debates, se ha desechado. im-
plícitamente, la defensa de los demandados, deducida del
defecto de la demandante; por tanto, habrá de calificarse
asa sentencia de interlocutoria, y nunca de preparatoria,
por lo que procede casar la sentencia impugnada; pero,

Considerando, que al limitarse la sentencia de la Cá-
mara Civil y Comercial de la Tercera Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional del 8
de agosto de 1978, a ordenar la reapertura de los debates,
la Corte -agua. al declarar inadmisible el recurso de apela- •y
ción de la hoy recurrente, contra esta sentencia, por con-
siderar que el mismo fué interpuesto contra una senten-
cia preparatoria. hizo una correcta interpretación de los
artículos 951 y 452 del Código de Procedimiento Civil, ya
que, la sentencia que ordena la reapertura de los debates,
como no prejuzga el fondo, tiene el carácter de sentencia
preparatoria; en consecuencia, procede desestimar, par ca-
recer de fundamento, los alegatos del primer medio del
recurso;

Considerando, que en su segundo y último medio, la
recurrente alega, en síntesis, lo que sigue: que, como con-
secuencia de que la Corte ii-qua calificara quella senten-
cia del juez a-quo, que dispone la reapertura de los deba-
tes, como preparatria, se incurre, al propio tiempo, en un
franco desconocimiento de las imperativas disposiciones
del artículo 434 del Código de Procedimiento Civil; que

calificar aquella sentencia de preparatoria, significa san-
cionarla como buena y permitir que se desconozca el de-
recho de las demandadas, a ser descargados, pura y sim-
plemente. de aquella demanda de Lidia Mercedes Acosta
Ramírez, en virtud del defecto en que ésta ha incurrido en
el momento de producir sus pedimentos ante el juez am-
parado de la acción; que se comete flagrante atropello al
derecho que adquirieron las demandadas, de que las pre-
tensiones de la demandante no fueron ni siquiera ponde-
radas, como consecuencia de su defecto y par expreso
mandato del articulo 434 del Código de Procedimiento Ci-
vil, que ordena, de manera imperativa, el descargo del
demandado si el demandante no comparece; que lo único
que podían hacer el Juez a-quo era, pronunciado ya el de-
fecto de la demandante, acoger el pedimento de las deman-
das y descargarlas, pura y simplemente, de aquella de-
manda; pero,

Considerando, que al 'calificar la Corte a-qua, como
preparatoria la sentencia del tribunal de primer grado y
declarar, como consecuencia, inadmisible el recurso de ape-
lación contra la misma, no tenía facultad para examinar el
proceder del juez a-quo, al ordenar la reapertura de los
debates, frente al defecto de la demandante oiginaria y
las conclusiones de la hoy recurrente; que esa facultad só-
lo pocha tenerla la Corte a-qua, mediante la interposición de
un recurso de apelación, juntamente con la sentenia defi-
nitiva, por ser aquellas inapelables; por tales motivos, pro-
cede desestimar los alegatos del segundo y último medio,
por carecer de fundamento;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Sud-América, contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo.
en sus atribuciones comerciales, el 14 de febrero de 1979,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo: Segundo: Condena a la recurrente al pago de
las costas y, y las distrae en provecho del Dr. M. A. Báez



546	 BOLETÍN JUDICIAL

Brito, abogado de la recurrida, quien afirma haberias avan..
zado en su-totalidad.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Ayzar, Fernando
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por .
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en

audiencia pública del día, mes y años en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada par mí, Secretario Ge
rai, que certifico.— (Fdo.) Miguel. Jacobo.	 ,

1.
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámara de lo Civil y Comercial de la Se-
gunda Circunscripción del Distrito Nacional, de fecha 5
de septiembre de 1979.

Materia: Civil.
!ir

Recurrente: Milagros Elmúdesi Balaguer.
Ahogado: Dr. Mario Read Vittini.G.

1/4

Recurridos: Sarah Martínez y Rubén Soto.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la Ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 27 de marzo de 1981,
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dieta audiencia pública. como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Milagros
Elmúdesi Balaguer, dominicana, mayor de edad, casada.
abogado, domiciliada en el 10mo. piso, Edificio I. aparta-
mento I, Condominio Bella Vista, de esta ciudad, cédula
No. 12507, serie 55, contra la sentencia dictada por la Cá-
mara de lo Civil y Comercial de la Segunda Circunserip-
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Brito, abogado de la recurrida, quien afirma haberlas aya,-
zado en sulotalidad.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Ayzar, Fernando
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras. Joaquín '‘
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Edil
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espai:ir.
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Sccr
talio General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por ic,.

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en

audiencia pública del día, mes y años en él expresados.
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gen

ral, que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jim:es Néstor
Contin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpiclio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la Ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nazional. hoy día 27 de marzo de 1981,

' años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Milagros
Elmúdesi Balaguer, dominicana, mayor de edad, casada,
abogado, domiciliada en el 10mo. piso, Edificio I, aparta-
mento 1, Condominio Bella Vista, de esta ciudad, cédula
No. 12507, serie 55, contra la sentencia dictada por la Cá-
mara de lo Civil y Comercial de la Segunda Circunscrip-
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE MARZO DEL 1981

sentencia impugnada: Cámara de lo Civil y Comercial de la Se-
gunda Circunscripción del Distrito Nacional, de fecha 5
de septiembre de 1979.

Materia: Civil.

Rocurrente: Milagros Elmúdesi Halaguen.
Ahogado: Dr. Mario Read Vittini.

Recurridos: Sarah Martínez y Rubén Soto.
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ción del Distrito Nacional, el 5 de septiembre de 11171
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Mario Read Vittini, por si y por los

César A. de Castro y Federico Road Medina, abogados de
la recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista la Resolución por la cual se excluyen los re:,,:-
rridos Sarah Martínez y Rubén Soto, del 11 de abril d_
1979;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante; el artículo 141
del Código de Procedimiento Civil; y los artículos 1, 20 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una demanda civil en rescisión de contrato de Lo-
ración, desalojo y cobro de alquileres, intentada por la re-
currente, contra los recurridos, el Juzgado de Paz de la
Quinta Circunscripción del Distrito Nacional, dictó el 21
de mayo de 1979, una sentencia, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido el acto de
la demanda intervenida; SEGUNDO: Se rechazan las con-
clusiones de la parte demandada por improcedente e in-
fundada; TERCERO: Se pronuncia la rescisión del con•
trato de inquilinato intervenido entre la Dra. Milagros
Elmúdesi Balaguer y los señores Dra. Sarah Martínez Y

Rubén Soto, sobre la casa No. 327 de la Avenida Robe,'-
to Pastoriza, da esta ciudad; CUARTO: Condena a la Dra.
Sarah Martínez y a su fiador solidario Rubén Soto, a pa-
garle a la Dra. Milagros Elmúdesi Balaguer, solidariamen-
te, la suma de Mil pesos oro (RD$1,000.00), por concepto

de un mes de alquiler vencido el 1ro. de enero de 1979;
QUINTO: Condena a Sarah Martínez y/e Rubén Soto al
pago solidariamente de los intereses legales de d icha su-
ma, a contar del día de la demanda; SEXTO: Condena a
la Dra. Sarah Martínez y/o Rubén Soto, al pago solidaria-
mente de las costas del procedimiento; SEPTIMO: Orde-
na el desalojo inmediato de la casa No. 327 de la avenida
Roberto Pasteriza, de esta ciudad, ocupada por la Dra. Sa-
rah Martínez en su calidad de inquilina; OCTAVO: Or-
dena la ejecución provisional y sin fianza de la presente
sentencia, no obstante cualquier recurso que se interponga
contra ella; NOVENO: Se designa al Ministerial Ergio
Rodríguez Reyes, alguacil ordinario de la Tercera Cáma-
ra Penal del Distrito Nacional, para que notifique la pre-
sente sentencia; b) que sobre apelación intervino la sen-
tencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es
como sigue: "FALLA: PRIMERO: Rechaza las conclusio-
nes presentadas en audiencia Jim- la parle intimada, Dra.
Milagros Elmúdesi Balaguer, por las razones señaladas
antes; SEGUNDO: Acoge las conclusiones subsidiar:as
formuladas por la parte apelante, señora Dra. Sarah Mar;'
tínez y Rubén Soto, por las razones y motivos preecdente-
mente expuestos, y en consecuencia: a) Declara regular,
en cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto
por la señora Dra. Sarah Martínez y Rubén Soto, contra
la sentencia dictada en fecha 24 de mayo de 1979, por el
Juzgado de Paz de la Quinta Circunscripción del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo ha sido copiado antes; b) En
cuanto al fondo, Revoca en todas sus partes la sentencia
objeto del presente recurso de apelación, y c) Condena a
la intimada, Dra. Milagros Elmúdesi Balaguer, parte que
sucumbe, al pago de las costas, distraídas en provecho del
Lic. Francisco Iván Sánchez Peña, quien afirma haberlas
avanzado en su letalidad;

Considerando, que la recurrente propone contra la
sentencia impugnada, los siguientes medios de casación:



548	 ROLETIN JUDICIAL
BOLETLN JUDICIAL	 549

ción del Distrito Nacional, el 5 de septiembre de 194
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguaci de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Mario Read Vittini, por sí y por los 1.is‘i
César A. de Castro y Federico Road Medina, abogados e,.
la recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General:
de la República;

Vista la Resolución por la cual se excluyen los r
rridos Sarah Martínez y Rubén Soto, del 11 de abril
1979;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante; el artículo 141
del Código de Procedimiento Civil; y los artículos 1, 20 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una demanda civil en rescisión de contrato de Lo-
cación, desalojo y cobro de alquileres, intentada por la re-
currente, contra los recurridos, el Juzgado de Paz de la
Quinta Circunscripción del Distrito Nacional, dictó el 24
de mayo de 1979, una sentencia, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido el acto de

la demanda intervenida; SEGUNDO: Se rechazan las co::-

clusiones de la parte demandada por improcedente e :e
fundada; TERCERO: Se pronuncia la rescisión del con-
trato de inquilinato intervenido entre la Dra. Milagros
Elmúdesi Balaguer y los señores Dra. Sarah Martínez
Rubén Soto, sobre la casa No. 327 de la Avenida Rober-
to Pastoriza, de esta ciudad; CUARTO: Condena a la Dra.
Sarah Martínez y a su fiador solidario Rubén Soto, a pa-
garle a la Dra. Milagros Elmúdesi Balaguer, solidariamen-
te, la suma de Mil pesos oro (RD$1,000.00), por concepto

de un mes de alquiler vencido el 1ro. de enero de 1979;
: 1 i QUINTO: Condena a Sarah Martínez y/e Rubén Soto al

L. pago solidariamente de los intereses legales de dcha sur
.,11 ma, a contar del día de la demanda; SEXTO: Condena a
ri la Dra. Sarah Martínez y/o Rubén Soto, al pago solidaria-

mente de las costas del procedimiento; SEI'TIMO: Orde-
na el desalojo inmediato de la casa No. 327 de la avenida
Roberto Pasteriza, de esta ciudad, ocupada por la Dra. Sa-
rah Martínez en su calidad de inquilina; OCTAVO: Or-

j dona la ejecución provisional y sin fianza de la presente
sentencia, no obstante cualquier recurso que se interponga
centra ella; NOVENO: Se designa al Ministerial El gio
Rodríguez Reyes, alguacil ordinario de la Tercera Cáma-
ra Penal del Distrito Nacional, para que notifique la pre-
sente sentencia; b) que sobre apelación intervino la sen-
tencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es

t como sigue: "FALLA: PRIMERO: Rechaza las conclusio-
nes presentadas en audiencia por la parte intimada, Dta.
Milagros Elmúdesi Balaguer, por las razones señaladas

.1' antes; SEGUNDO: Acoge las conclusiones subsidiaras
formuladas por la parte apelante, señora Dra. Sarah Mar;
tínez y Rubén Soto, por las razones y motivos precedente-

. mente expuestos, y en consecuencia: a) Declara regular,
en cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto
por la señora Dra. Sarah Martínez y Rubén Soto, contra
la sentencia dictada en fecha 21 de mayo de 1979, por el
Juzgado de Paz de la Quinta Circunscripción del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo ha sido copiado antes; b) En
cuanto al fondo, Revoca en todas sus partes la sentencia
objeto del presente recurso de apelación, y e) Condena a
la intimada, Dra. Milagros Elmúdesi Balaguer, parte que
sucumbe, al pago de las costas, distraídas en provecho del
Lic. Francisco Iván Sánchez Peña, quien afirma haberlas
avanzado en su Letalidad;

Considerando, que la recurrente propone contra la
sentencia impugnada, los siguientes medios de casación:
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Primer Medio: Violac'ón de las cláusulas VI y VII, párra-
fo, del contrato suscrito entre las partes, en fecha 1ro. de
noviembre de 1978. Violación del artículo No. 1134 del
Código C i vil. Desnaturalización de los hechos. Falsa apli-
cación del derecho; Segundo Medio: Violación del articulo
1ro., párrafo segundo del Código de Procedimiento Civil.
Violación del artículo 3 de la Ley 834;

Considerando, que la recurrente, en el desarrollo ec
sus dos medios de casación, que por su estrecha relación
se reúnen para su examen, alega en síntesis, que en la sen-
tencia impugnada se incurrió en la violación del anículo
1134 del Código Civil y en la desnaturalización de los he-
chos. al admitir, yn primer término, que dos de las men-
sualidades, cuyo pago se reclamaba, había que cons i de-
rarlas pagadas, al haber efectuado la inquilina, hoy re-
currida, en manes de la propietaria reclamante, hoy re-
currente, un depósito de RD$2,000.00, todo en desconoci-
miento de que dicho depósito sólo hubiese pedido aplicar-
se al pago de alquiler, según el contrato intervenido en-
tre las partes, cuando la casa alquilada hubiese sido des-
ocupada, lo que no ha sucedido en el presente caso; que
así mismo, se incurrió en la desnaturalización de los he-
chos, al pretender que también el mes de enero fué pa-
gada mediante un depósito realizado en la Colecturía de
RD$1,000.00, sin previa int'inación de recibirlo a la pro-
pietaria y sin advertencia de que se procedería a diche
depósito, efectuado varios días después de la doman
y sin que la inquilina hiciera la oferta por ante el Tri!
nal apoderado, de dicha suma, en depósito, y los gest.
cn que se hubiese incurrido; por áltimo. alega la recurren-
te, que la sentencia recurrida parece fundarse en la in-
competencia alegada por la •inquilina del Juzgado de P :
en efecto ésta alegó en primer ;término la incoropetenci.t
territorial del Juzgado de Paz apoderado, pero el Juez de-
negó dicho pedimento, en razón de que había solidaridad
entre les demandados y era facultad del demandante Ile•
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var el caso por ante el Juzgado de Paz correspondiente al
•; domicilio de uno cualquiera de ellos; que luego, los re-

curridos interpusieron una demanda en nulidad de las
cláusulas VI y VII, del contrato de alquiler, por una su-
puesta contradicción entre los Msmos, demanda carente
de seriedad, hecha con el exclusivo propósito de proponer
la incompetencia de dicho Juzgado de Paz; pero dicho Juz-
gado también desestimó ésto, con mucha propiedad, fun-
dándose para ello, en que se trataba de un simple alegato
"dnvoce" sin que hubiese sometido prueba legal, de la
existencia de tal demanda; que en consecuencia, en la sen-
tencia impugnada se ha incurrido en los vicios y viola-
ciones denunciados y debe ser casada:

Considerando, que la Cámara a-qud., para revocar la
sentencia del Juzgado de Paz, dió los únicos motivos con-
tradietorios que se transcriben a continuación: "que el ar-

' tículo 1ro., párrafo 2do., del Código de Procedimiento Ci-
vil, le concede competencia excepcional al Juez de Paz
para conocer de las controversias que surjan como con-
secuencia de la resiliación de contrato por falta de pago
de los alquileres de arrendamiento fundadas únicamente
en la falta de pago de los alquileres o arrendamientos;
que del texto anterior se desprende, que la competencia
excepcional de los jueces de paz para conocer de este tipo
de controversia, cesa y deja de existir tan pronto surje
una contención, sobre contrato mismo de arrendamiento";
habiendo dicha apelante invocado por ante el Juzgado de
Paz a-quo b incompetencia de dicho Juzgado para cono-
cer y decidir de la demanda en desalojo en Quest : 6n, por
los motivos indicados en el citado acto de apelación; no
obstante lo cual fueron allí condenadas las ahora apelan-
tes, al pago de la mensualidad adeudada por concepto del
inquilinato de la viviend.a de que se trata; es dcoir, por
concepto de un mes de alquiler vencido el 1ro. de enero
de 1979, "que además de las circunstancias señaladas an-
tes, las apelantes han efectuado el depósito, como pieza
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Primer Medio: Violac ión de las cláusulas VI y VII, pirra.
fo, del contrato suscrito entre las partes, en fecha lro. de'

1noviembre de 1978. Violación del artículo No. 1134 del ,
Código Civil. Desnaturalización de los hechos. Falsa apli-
catión del ciereche; Segundo Medio: Violación del artículor
lro., párrafo segundo del Código de Procedimiento Civil.

Considerando, que la recurrente, en el desarrollo de
sus dos medios de casación, que por su estrecha relación
se reúnen para su examen, alega en síntesis, que en la sm-
tencia impugnada se incurrió en la vi&aceón del aztículo
1134 del Código Civil y en la desnaturalización de los he- ,
chos, al admitir, in primer término, que dos de las men-
eualidades, cuyo pago se reclamaba, había que cons'cle-
radas pagadas, al haber efectuad!) la ineuirna, hoy re- ,
currida, en manes de la propietaria reclamante, hoy re-
currente, un depósito de RD$2,000.00, todo en desconocí-
m'ento de que dicho depósito sólo hubiese podido aplicar-
se al pago de alquiler, según el contrato intervenido en-
tre las partes, cuando la casa alquilada hubiese sido des- .
ocupada, lo que no ha sucedido en el presente caso; que
así mismo, se incurrió en la desnaturalizaeión de los he-
chos, al pretender qtte también el mes de enero fué pa-
gada mediante un depósito realindo en la Colecturía de
RD$1,01:0.00, sin previa int'mación de recibirlo a la pro-
pietaria y sin advertencia de que se procedería a dicho
depósito, efectuado varios dia-s después de la demanda,
y sin que la inquilina hiciera la oferta por ante el Tribu-
nal apoderado, de dicha suma, en depósito, y los gast,:‘
en que se hubiese incurrido; por último, alega la recurren-
te, que la sentencia recurrida parece fundarse en la in-
compencia alegada por la inquilina del Juzgado de Paz;
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Violación del artículo 3 de la Ley 834;

en efecto ésta alegó en primer ;término ia incompetencia
territorial del Juzgado de Paz apoderado, pero el Juez de-
negó dicho pedimento, en razón de que había selidaridad
entre les demandados y era facultad del demandante Ile-

•
var el caso por ante el Juzgado de Paz correspondiente al
domicilio de uno cualquiera de ellos; que luego, los re-
curridos interpusieron una demanda en nulidad de las
cláusulas VI y VII, del contrato de alquiler, por una su-
puesta contradicción entre los cosmos, demanda carente
de seriedad, hecha con el exclusivo propósito de proponer
la incompetencia de dicho Juzgado de Paz; pero dicho Juz-
gado también desestimó ésto, con mucha propiedad, fun-

,t;4.tdándose para ello, en que se trataba de un simple alegato
"invoce" sin que hubiese sometido prueba legal, de la
existencia de tal demanda; que en consecuencia, en la sen-
tencia impugnada se ha incurrido en los vicios y viola-,
dones denunciados y debe ser casada;

Considerando, que la Cámara a-que, para revocar la
sentencia del Juzgado de Paz, dió los únicos motivos con-
tradictorios que se transcriben a continuación: "que el ar-
tículo 1ro., párrafo 2do., del Código de Procedimiento Ci-
vil, le concede competencia excepcional al Juez de Paz
para conocer de las controversias que surjan corno con-
secuencia de la resiliación de contrato por falta de pago
de los alquileres de arrendamiento fundadas únicamente
en la falta de pago de los alquilenw o arrendamientos;
que del texto anterior se desprende, que la competencia
excepcional de los jueces de paz para conocer da este tipo
de controversia, cesa y deja de existir tan pronto surje
una contención, sobre contrato mismo de arrendamiento";
habiendo dicha apelante invocado por ante el Juzgado de
Paz a-quo la incompetencia de dicho Juzgado para cona-
cer y decidir de la demanda en desalojo en cuestión, por
los motivos indicados en el citado acto de apelación; no
obstante lo cual fueron allí condenadas las ahora apelan-
tes, al pago de la mensualidad adeudada por concepto del
inquilinato de la vivienda de que se trata; es decir, por
concepto de un mes de alquiler venc ido el 1ro. de enero
de 1979, "que además de las circunstancias señaladas an-
tes, las apelantes han efectuado el depósito, como pieza
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de Macorís, en las mismas atribuciones; Segundo: Com-
pensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Pe domo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
',cante R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señeros Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y años en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Celta-
ral, que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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para el expediente, entre otras, de un "Recibo de Renta„
Internas No. 481748, del 29 de abra del 1979, por valor de
RD91,000.00 que la Dra. Sarah Martínez depositó en fa-
vor de la señora Milagros Elmúdesi Ba!aguer de la caza
No. 327, de la calle Roberto Pastoriza"; Que, en tales cir-
cunstancias, se establece que las apelantes han cubierto
ya la suma por la cual fueron condenado> a pagar a la in-
timada por el concepto especificado; Que, al apreciar tal
circunstancias, no procedería mantener en su vigencia la
sentencia recurrida;

Considerando, que lo transcrito evidencia, que tál
como lo alega la recurrente, a los hechos establecidos, que
corresponden a los indicados, se le ha dado un sentido y
alcance que no tienen, ya que sin haberse comprobado
que se hubiese discutido la existencia del contrato de in-
quilinato entre las partes, se ha pretendido erróneamente
negarle competencia al Juzgado de Paz, para conocer de
la demanda de que se trata; como así mismo se le atr:bit-
ye a un depósito de una mensualidad del alquiler en :a
Colecturía, despuin de la demanda, y no conocido por la
propietaria y sin que hubiese constancia en el expediente
de que se ratif' cara en audiencia, agregándose los gastos
que se hubieren podido haber producido; efectos que, en
esas circunstancias no podía producir, por lo que es pre-
ciso admitir que en la sentencia impugnada se incurrió in
los vicios denunciados, y procede su casación;

Considerando, que cuando se casa una sentencia por
falta de base legal o de motivos, las costas podrán ser com-
pensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de lo Civil y Comercial de la Segnuda
Circunscripción del Distrito Nacional, del 5 de septiem-
bre de 1979, cuyo dispositivo se copia en carta anterior del
presente fallo, y envía dicho asunto por ante el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro
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para el expediente, entre otras, de un "Recibo de Reraa,
Internas No. 481748, del 29 de abril del 1979, por valor de
RDS1,000.00 que la Dra. Sarah Martínez depositó en fa.
vor de la señora Milagros Elmúdesi BWaguer de la ea2.a
No. 327, de la calle Roberto Pastoriza"; Que, en tales cir-
cunstaneas, se establece que las apelantes han cubierto
ya la suma por la cual fueron condenados a pagar a la in-
timada por el concepto espeeíficado; Que, al apreciar tal
cireunstanc:as, no procedería mantener en su vigencia la
sentencia recurrida;

Considerando, que lo transcrito ev!den-.1a, que tal
como lo alega la recurrente, a los hechos establecidos, que
corresponden a los indicados, se le ha dado un sentido y
alcance que no tienen, ya que sin haberse comprobado
que se hubiese disentido la existencia del contrato de in-
quilinato entre las partes, se ha pretendido erróneamente
negarle competencia al Juzgado de Paz. para conocer de
la demanda de que se trata; como así mismo se le atribu-
ye a un depósito de una mensualidad del alquiler en la
Colecturía, después de la demanda, y no conocido por la
propietaria y sin que hubiese constancia en el exp:diente
de que se ratircara en audiencia, agregándose los gastos
que se hubieren podido haber producido; efectos que, en
esas circunstancias no podía producir, por lo que es pre-
ciso admitir que en la sentencia impugnada se incurrió cn
los vicios denunciados, y procede su casación;

Considerando, que cuando se casa una sentencia
falta de base legal o de motivos, las costas podrán ser com-
pensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de lo Civil y Comercial de la Segnuda
Circunscripción del Distrito Nacional, del 5 de septiem-
bre de 1979, cuyo dispositivo se copia en carta anterior del
presente fallo, y envía dicho asunto por ante el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro

de Macorís, en las mismas atribuciones; Segundo: Com-
pensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
beonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y años en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gen::
ral, que cert : fico.— (Fdo.) Miguel Jawbo.

•
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SENTENCIA DE FECI1A 27 DE MARZO DEL 1981

Recurridas: Luis Manuel Santos y Compartes.
Abogados: Dres. Nelson Gómet Arias. Federico Villamil y Angei

Julifin Serrulle.

Dios, Patria y Libertad,
República acmiuicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte
Justicia, regularmente constituída por los Jucces Nest..-
Contín Aybar, Presidente; Fernanclo E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidento; FrancIsco Elpidio Be-
ras, Juan Bautista Rojas Almánzar y Felipe Osvaldo Per-
dorno Báez, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad cle Santo Do-,
mingo de Guzmán, D:strito Nacional, hoy día 27 del mes
de marzo del año 1981, años 138' de la Independencia Y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, (omi
Corte de Casación, la siguiente sentencia.

Sobre los rocursos de casación inlerpuestos por la in
-nadería Las Mereedes y sucesores, de Belanninto

representados por Fabia Bidó Vda. Cepeda, dominicana.
mayor de edad, soltera, comerc:ante, domiciliada en /a
averlida 2 de Mayo, No. 43, de la ciudad de Moca, cedula
No. 3230, seric 54, contra la sentencia del Juzgado de Eri-
mera Instancia de Espaillat, dictada el 16 de mayo

7,!
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1977, como Tribunal de Scgundo Grado, en materia laba-
. ral, cuyo clispasitIvo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno cn la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación dcp,o:itado el lro. cle
septiembre de 1977, en la Secretaría de la Suprerna Corte
de Justicia por el Dr. Hugo IVIanuel Grulón G., abogado,
con cédula No. 21438, serie 31, en el que se proponcn los
medios que se :ndicarán más adelante;

Visto el memorial de dcfensa del 4 de noviembre de
1977, suscrito por los doctoros Federico Enrique Villam'l
S. y Nelson Gómez A., con cédulas Nos. 63082, y 280753,
serie 31, resprectivamente, abogados de los recurriclos Ju-
Ito Alberto García, serie 31, respectivamente, abogados de
los recurridos Julio Alberto Garc:a, soltero, céduia No.
34824, scrie 54; Luis Manuel Santos, ca_sado, cédula No.
24080, scrie 54; Pedro Almonte, casado, portador de la cé-
dula No. 5992, serie 31; Antonio Varga.s. soltero, cédula
No. 36997, serie 54; y Marcos de Lcón Rivas Gómez, casa-
do, con cédula No. 11331, scric 54, tocios dominicanos, ma-
yores de edad, panaderos, domiciltados en la ciudad de
Moca, Provincia Espaillat;

La Suproma Corte de Justicia, clespués de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por los re-
currentes, que se mencionan más adelante y los artículos
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Consederanclo, que en la sentencia impugnada y en
los clocumentos a que ella se reiiere, consta: a) que
motivo de una reclamación laboral que no pudo ser con-
ciliada y la siguiente clemanda, el Juzgaeo de Paz del Mu-
nicipio de Moca, en sus atribuciones de Tr:bunal de Tra-
bajo del Primer Grado, dictó el 3 de diciembre de 1975,
una scntencia cuyo disposievo es el siguiente:

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Espaili
de ferba 16 de mayo de 1977.

Idateria: Tiabajo.

Recurrentes: Panadería Las mercedes y Sueesores de Bela
Ruiz.

Abogada: Dr. Hugo 11.11. Grullón G.
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SENTENCIA DE FECIIA 21 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Julgado de Primera Insrancia de Espaiunk
de fecha 16 de mayo de 1977.

Materia: Tz abajo.

En Nombre de la República, la Sttprema Corte de
Justicia, re.gttlarmente constituída por los JU)03CS Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; FrancIsco Elpidio
ras, Juan Bautista Rojas Almánzar y Felipe Osvaldo Per-
domo Báez, asistidos del Secretarlo Gencral, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de GUZMáll, D.:strito Nacional, hoy día 27 del mes
cte marzo del año 1981, años 138' cie la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia públic,a, coin
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los rocursos de casación interpuestos por la ps-
nadería Las Mercedes y succsores, de Belarminlo Ruit.
representades por Fabia Bidó Vda. Cepcda, dominicana.
mayor de edad, soltera, comerc:ante, domiciliada en la
averilda 2 de Mayo, No. 45, de la ciudad de Moca, cédula
No. 3230, serie 54, contra la sentencia del Juzgado de Pri-
mera Inst,ancia de Espaillat. dictada el 16 de mayo de

Recurridas: Luis Manuel Santos y Compartes.
Abog-ados: Dres. Nelson Cómez Arias, Federico Villamil y An,

Julián Serrulle,

Itecurrentes: Panadería La.s Mercedes y Sucesores de Belarmi

Abogada: Dr. Hugo M1. Grullón G.

Dins, Patria y Libartad,
Repúbliea Deminicana.
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1977, como Tribunal de Segundo Grado, en materia labo-
ral, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguao:1 de turno en la lectura del rel;

Oído el dictarnen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el mcmorial de casación depoitado el lro. de
septiembre de 1977, en la Secretaría de la Suprema Corte
de Justicta por el Dr. Hugo Manuel Gruión G., abogado,
con cédula No. 21438, serie 31, en el que se proponcn los
medios que se indicarán más adelante;

Visto el mernorial de dcfensa dcl 4 de noviembre de
Ifl 1977, suscrito por los doctores Federico Enrique

S. y Nelson Gómez A., con cédulas Nos. 63082, y 280753,
serie 31, respectivamente, abogados de los recurriclos Ju-
llo Alberto García, scrie 31, respectivamente, abogados de
los recurridos Julio Alberto García, soltero, céduia No.
34824, serte 54; Luis Manuel Santos, casado, cedula No.
24080, serie 54; Pedro Almonte, casado, portador de la cé-
dula No. 5992, serie 31; Antonio Vargas, soltero, c,édula
No. 36997, serie 54; y Marcos de León Rivas Gómez, casa-
do, con cédula No. 11331, serie 54, tocios clominicanos, ma-
yores de edad, panaderos, dom:cihados en la ciudad de

Provincia Espaillat;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocades por los rc-
currentes, que se mencionan más adelante y los artículos
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Cons:derando, que en la sent.encia impugnada y en
los documentos a que ella se reftere, consta: a.) que ctin
motivo de una reclamación laboral que no pudo ser con-
ciliacla y la siguiente demanda, el Juzgaeo de Paz del Mu-
nicipio de Moca, en sus atribuciones de Tribunal de Tra-
bajo del Primer Grado, dictó el 3 de diciembre de 1975,
una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla:
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Primero: Quedan reseindidos los rontratos de trabajo enk
tre los dernandantes Luis Manuel Santos, Julio AlbertO
García, Antonio Vargas Guzmán, Marcos de León R ivas y
Pedro Almonte y Panadería Las Mercedes yío Sucesores
Ruiz; Segundo: Se declara justificada la dim+sión presenta-
da por los dernanclantes más arriba indicados por reposar
sobre una causa justa y. legal; Tercero: Se condena a la
Panadería Las Mercedes y/o Sucesores Ruiz, al pa-
go de las siguientes prestaciones: 24 días de preaviso;
120 días cle cesantía, y- 24 días de vacaciones en
favor de Luis Manuel Santos, a razón de RD$5.60 diario,
que hasan un total de RD$1,220.00; 24 días de preaviso,
105 de cesantía y 14 días de vaeacioncs, a favor de Jutio
Alberto García Arias, a razón de RD$6.25 diar:o, que ha-
een un total de RD$1,518.75; 24 días de preaviso, 90 días
de cesantía, 14 días de vacaciones, a favor de Antonio Var-
éas Guzmán, a razón de RD$3.20 dairio, que hacen un to-
tal de RD$409,60; 24 días de preav:so, 360 días de cesan-
tía y 14 días de vaaaciones, a favor de Marcos de León Ri-
vas, a razón de RD$3.20 cRario, que hacen un total de
RD$1,273.60; 24 días de preavf4o, 135 días de cesantía y 24
días de vacaciones, a favor de Pedro Almonte, a razón de
RD$5.10 diario, que hacen un tctal de FtD$882.30; Guarto:
Sn condena a la Panadería Las Mereedes y/o Sucesores
Rulz, al pago de los salarios correspondientes a 3 meses;
en faver de los demandantes referidos, a razón cic los sa-
larios establecidos en el insiso 3ro. de esta sentenc:a; to-
do en v:rtud a lo que establece el artículo 84 del Código
de Trabajo; y Quinto: Se conclena a la Panadería Las Mer-
cedes ylo Sucesores Ruiz, al pago de las costas dcl proce-
dimiento, con distraczión en provecho del Liedo. Angel Ju-
lián Scrrulle Ramia, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad; b) que sobre el recurso interpues•to, el Juz-
garlo de Prímera Instancia del D istrito Judicial de

dietó el fallo ahora impugnado con el siguicnte
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positivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, como
al efeeto declara, en cuanto a la forma, regular y válido
el recurso de apelación, interpuesto por la Panadería Las
Mereedes y/o Sucesores Ruiz, contra sentencia No. 2, de
feeha 3 de dic:embre de 1975, dictada por el Juzgado de

az del Municipio de Moca, en sus atribuciones taborales,
haber sido hecho de	 aeuerdo a la ley; SEGUNDO:

Qua debe cleclarar, como al efecto dealara reseind i dos los
contratos de trabajo entre los señores Luis Manuel San-
tos, Jul:o Alberto García, Antonio Vargas Gunnán, Mar-
cos de León Rivas y Pectro Almonte, y la Panadería Las
Mereedes y/o Sucesores Ruiz, per dimisión justificacla por
los obreros; TERCERO: Que debe condenar, a la Panacte-
ría Las Mereedes y/o Sucesores Ruiz, al pago inmedia-
to de las sigulentes prestao:oncs: a) 24 días de preaviso,
180 días de auxilio de cesantía y 14 días de vacacionss, en
favor de Luis Manuel Santos, a razón . de RD$5.60; b) 24
días de preaviso; 105 días de auxilio de cesantía y 14 días
de vacaclones, en favor de Julio Alberto García Arias, a
razón de RD$6.25 cEario; c) 24 días de preaviso, 90 días de
cesantía y 14 días de vacaciones, a razón cie RD$3.20

en favor de Antonio Vargas Guzmán; d) 360 días de
eesantía, 24 días de preaviso y 14 días de vacaciones a ra-
zón de RDS3.20 diario, CII benefic ío de Marcos da León
Rivas; c) 24 clias de preaviso, 90 días de auxilio de cesan-
tía y 14 días de vacaciones en favor, de Pedro Almonte, a
raz,ón de RD$5.10 diario; CUARTO: Que debe condenar,
cemo al efecto condena, a la Panadería Las Mercedes y/o
Sucesores Ruiz, al pago de las costas, con distracc ión de
las mismas en provecho del Licdo. Angel Julián Serrulle
Ramia, abogado, qMen afirma estarlas avanzando en su

totaliclad;

Considerando, que el recurrente propone los siguien-
les mechos: Primer	 Insoficioncia de motivos y fal-
ta de base legal; Se,gundo Medio: Violasión de los párra-
fos 2do. y 7mo. del artículo 86 y, 203 del Código de Tra-
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Primero: Quedan rescindidos los contratx‘s de trabajo
tre los dernandantes Luis Manuel Santos, Julio Albc,
García, Antonio Vargas Guzmán, Marcos de León
Pedro Almontcr y Panadería Las Mercedcs yí to Suceso.
Ruiz: Segundo: Se declara justificada la dim5sión presete
da por los demandantes más arriba indicados por repos
sobre una causa justa y. legal; Tercero: Se condena a
Panadería Las Mercedes y/o Sucesores Ruiz, al
go de las siguientes prestaciones: 24 días de preavit
120 días de cesantía, y 24 días de vacaciones
favor de Luis Manuel Santos, a razón de RDS5.60 dia:
que haeen un total de RD$1,220.00; 24 días de preavt.
105 de cesantía y 14 días de vacaciones, a favor de Jiti
Alberto García Arias, a razón de RD$6.25 diario, que
cen un total de RD$1,518.75; 24 días de preaviso, 90 ct.
de cesantía, 14 días de vacaciones, a favor cLe Antonio V:-
gas Guzmán, a razón de RD$3.20 dairio, que hacen un
tal de RDS409,60; 24 días de preavlso, 360 clías de ces:,
tía y 14 días de vanciones, a favor de Marcos de León
vas, a razón de RD$3.20 d:ario, que hacen un total de
RD$1,273.60; 24 días de preavlso, 135 días de cesantía y 24
días de vacaciones, a favor de Pedro Almonte, a razón de
RD$5.10 diario, que hacen un tctal de R.D$882.30; Cuarto:
Scr condena a la Panadería Las Mercedes y/o Sucesores
Ruiz, al pago de los salarios correspondientes a 3 meses;
en faver de los demandantes referidos, a raz,ón cie los sa-
larios establecidos en el in;:isro 3ro. de ésta sentenc:a; to-
do en v:rtud a lo que establece el artículo 84 del Código
de Tnbajo; y Quinto: Se condena a la Panadería Las Mer-
cedes y/o Sucesores Ruiz, al pago de las costas del proce-
dimiento, con distractión en provecho del 12edo. Angel Ju-
hán Serrulle Ramia, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad; b) que sobre el recurso Mterpueno, el Juz-
gado de Primera Instancia clel Distrito Judicial de Espai-
llat, dictó el fallo ahora impugnado con el siguiente d:s-

positivo: "FALLA : PRIMERO: Que debe declarar, como
al efecto declara, en cuanto a la forma, regular y válido
el recurso de apelación, interpuesto por la Panadería Las
Mercedes y/o Sucesores Ru íz, contra sentencia No. 2, de
fecha 3 de die:embre de 1975, dictacia por el Juzgado de
paz del Municipio de Moca, en sus atribuciones laborale.s,
por haber sido hecho de acuerdo a la lcy; SEGL:NDO:
Que debe declarar, como al efecto clorrlara rescind i dos los
contratos de trabajo entre los señores Luis Manuel San-
tos, Jullo Alberto García, Antonio Vargas Guzmán, Mar-
cos de León Rivas y Pedro Almonte, y la Panadería Las
Mercedes y/o Sucesores Ruiz, per dimisión justificada por
los obreros; TERCERO: Que debe condenar, a la Panade-
ría Las Mercedes y/o Sucesores Ruiz, al pago inmedia-
to de las siguientes prestao:oncs: a) 24 días de preaviso,
180 días de auxilio de eesantia y 14 días de vacationes, en
favor de Luis Manuel Santos, a razón de RDS5.60; b) 24
días de preaviso; 105 días de auxilio de cesantía y 14 días
de vacaciones, en favor de Julio Alberto García Arias, a
razón de. RD$6.25 d:ario; c) 24 días de preaviso, 90 días de
cesantía y 14 días de vaeacioncs, a razón de RD$3.20 dia-
rto, en favor de Antonio Vargas Guntrán; d) 360 días de

;1
cesantía, 24 días de preaviso y 14 días de vacaciones a ra-
zón de RD$3.20 diario, en beneficio de Marcos de Leen

J:Rivas; c) 24 días de preaviso, 90 días de auxilio de cesan-.
tía y 14 días de vacaciones en favor de Peclro Almonte, a
razón de. RD$5.10 diario; CUARTO: Que debe condenar,
ecmo al efecto condena, a la Panaderia Las Mercedes y/o
Sucesores Ruiz, al pago de las costas, con distracción do
las mismas en provecho del Licdo. Angel Julián Serrulle
Ramia. abogado, quEen afirma estarlas avanzanclo en

r • totalidad;

Considerando, que el reeurrente proponc los siguien-
tes medios: Primer	 Insuficiencia de motivos y ial-

ta de base legal; Segundo Medio: Violar:ión de los párra-
fos 2do. y 7mo. del artículo 86 y, 203 del Código de Tra-
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bajo; Tercer Medio: Vidlación de las reglas de la prze
ba y uso de medios de prueba no pertinentes;

Considerando, que cn el desarrollo de su primer
dio, la Panadería Las Mercedes y Sucesores de Belartninkj
Ruiz, alegan en síntes's: que el Tribunal a-qtro, frente a
la afirmación de los trabajadores de que sus salarios ht:
tían sido reducidos, sin justa causa, y que ésta justificaba
sus discusiones, hariendo responsable a la patrena y dé
que ésta, por razoncs económ:cts„ que relujeron la produe.
ción, la forzaron a disminuir el salario; que en este caso
el Juez estaba obligado a examinar y ponderar con pre.
cisión lo siguientcs aspect,os: a) si en real : dad, corao lo
gaban los trabajadorcs. SUS salarics fluctuantes ha'otan
sido realmente rebajaclos; b) si csa rebaja obedecía a
reducción de la producolón o s por el contrario, era el rej
sultado de una manicbra dolcsa o caprichosa de la pa
na; r) si la reducción fue tal, que el salario pagado estabal
por debajo clel salario m,ínimo de RD$0.40 la hora;
para que la dimisión de los trabajadores sea justa, es me.;
nester la comprobación de los elemrntos sigufentes: 1 --.
La existencia de un contrato de trabajo; 2.— La reducai,
o supresión del salario; 3.— La intención dolosa del pat , -
no al prceeder a la recluorión o supreaaión ciel salario; (11).:
en la ser.tencia impugnada, de esos tres elementos. sólo se
acimite el primero, que ella es nula sobre las otras dos;
que esa insuficiencia de motivos sehalada por los recu-
rrentes, impide a la Suprema Corte de Justicia laMflefat
si la Ley fue aplicada, incurriéndose en el vicio de falta
cle base legal; pero,

Considerando, que en el prescitte caso, independiente-
mente cle la intención del patrono, ne pueden ser objeto
de renuncia o limitación convencional los derechos recona-
cidos a los trabajadores, según se exprcsa en el
IV del Código de Trabajo, por lo que el Tribunal a-quo
estaba obligado a dar motivos respecto de una Intención
dolosa innecesaria, respecto al caso que se trata, que cn

a.

esas circunstancias el Juez a-quo no estaba obligado a dar
motivos sobre un punto no dIscutido, o sea resperto a la
existencia del contrato de trabajo, hccho no discut:do, que
respecto a la reducción del salario; que en ese sentido, el
Juez a-quo tuvo en cuenta e: .contrato cle trabajo y la re-
ducción del salario, hecho reconocido por la propia patro-
na, Fabia Bidó Vda. Cepeda, administradora de la Pana-
dería; que por lo expuesto anteriormente, el medio que
se examina carece de fundamento y procede ser desesti-
cada;

Considerando, que cn el desarrollo del scgunclo mecho
los recurrentes alegan en síntesis, que en ol presente caso
no se trata de salarios fijos, sino de salar:os flotantes,
representados por el 17 cie la producción de panes de ca-
cla cuadrilla a dividirse entre los componentes de ésta con
su trabajo; que el salario era determinado por la labor
rendida; que por cso, el Juez a-quo .estaba obligado a exa-
minar sl había un cambio en la proclurción que de deter-
minarse réducción del salario; que, además, si la re-
ducción del salario tuvo su origen en eircanstancias espe-
ciales, extrañas a la voluntad de la patrona, irresistible,
pese a sus esfuerzos, se produriría una baja en La produc-
ción, frente a un caso fartuito o Ile fuerza mayor, que li-
beraría la respcnsabilidad de ella; y daría lugar a la ter-
minación sin responsabilidad del contrato de trabajo; que
la ponderación de si la patrona había s:do la causa inten-
cicnal de la reducción del trabajo, debió estableecrse, que
la ponderación de ese supuesto, dicen los recurrentes, se
:mponía, porque ios artículos 86 y 87 del Código de Tra-
bajo, "lo qtte hacen en .el fondo es sacionar al patrón ma-
liricso obligándole a pagar a los trabajaciores las compen-
saciones correspondientes: que la sentencia debe ser ca-
sada; pero.

Censiderando, que contrariamente a lo afirmado ror
los recurrentes, la aplicación del arliculo 86 en los ordi-
nales 2 y 7 requfteren una bitenrión dolesa por parte del



bajo; Tercer Medio: Violación de las reglas de la
ba y uso de medios de prueba no pertinentes;

Considerando, que en el desarrollo de su primer rne.
dio. la Panadería Las Mercedes y Succsores de Belartninio
Ruiz, alegan en síntes's: que el Tribunal a-quo, frente a
la afirmación de los trabajadores de que sus salarios ha-
tían sido reducidos, sin justa causa, y que ésta justificaba
sus discusiones, haeiendo responsable a la patrena y de
que ésta, por razones econ&n:cas,, que redujeron la produc-
ción, la forzaron a disminuir el'salario; que en este caso
el Juez estaba obligado a examinar y pondcrar con pre.
cisión lo siguientes aspectos: a) si en realidad, conto lo aie-
gaban los trabajadarcs. SUS salaries fluctuantes habían
sido rcaL-nente rebajados; b) si esa rebaja obedecía a la
reducción de la produco:ón o st por el contrario, era el re-1
sultado de una rnanicbra dolcsa o capriehosa de la patro.
na ; e) si la reducción fue tal, que el salario pagado estaba'
por debajo del salario minimo de RD$0.40 la hora; que
para que la dimisión de los trabajadores sea justa, es me-
nester la comprobación de los elementos si. gu:entes: 1.—
La existencia de un ccntrato de trabajo; 2.— La reducción
o supresión del salario; 3.— La intenclón dolosa de/ patro-
no al prcceder a la redueeión o supresIón ciel salario; quo
en la ser.tencia impugnada, de esos tres elementos sólo st.
acimite el primero, que ella es nula scbre las otras dosr;
que csa insuficiencia de mctivos señalada por los •ecu-
rrentes, impide a la Suprema Corte de Justicia veriflear
si la Ley fue aplicada, incurriéndose en el vicio de
de base legal; pero,

Considerando, que en el presente easo, independieni.
rnente de la intención del patrono, ne pueden ser ohicH
de renuncia o limitación convencional los clerechos rece. -
cidos a los trabajadores, según se exprcsa en el Princip:o
IV del Código de Trabajo, por lo que el Tribunal a-gtto no
estaba obligado a dar motivos respecto de una intención
dolosa innecesaria, respecto al caso que se trata, que kít

esas circunstancias el Juez a-quo no estaba obligado a dar
.motivos sobre un punto no ci :scutido, o sea respeeto a la
existencia del contrato de trabajo, hecho no discut"do, que
respecto a la reducción del salario; que en ese sentido, el
Juez a-quo tuvo en cuenta el Leontrato de trabajo y la re-

ducción del salario, hecho reconocido por la propia patro-
na, Fabia Bidó Vda. Cepeda, administradora de la Pana-
dería; que por lo expuesto anteriormente, el medio que
se examina carece de fundarr.ento y procede ser desesti-
cada;

Considerando, que en el desarrollo del segundo mecho
los recurrentes alegan en síntesis, que en el presente caso
no se trata de salarios fijos, sino de salarlos flotantes,
representados por el 17 de la producción de panes de ca-
da cuadrilla a dividirse entre los componentes de ésta con
stt trabajo; que el salario era determinado por la labor
rendida; que por eso, el Juez a-quo estaba obligado a exa-
minar sl había ttn cambio en la proclucción que de deter-
minarse reducción del salario; que, además, si la re-
ducción del salarío tuvo su origen en eireunstancias cs.pe-
ciales, extrañas a la voluntad de la patrona, irresistible,
pese a sus esfuerzos, se produeiría una baja en la produc-
ción, frente a un caso fartuito o de fuerza mayor, que li-
beraría la responsabilidad de ella; y daría lugar a la ter-
minación sin responsabikdad del contrato de trabajo; que
la ponderación de si la patrorta había s:do la causa inten-
cional de la reducción del trabajo, debió establecerse, que
la panderación de ese supuesto, dicen los recurrentes, se
•Imponía, porque los artículos 86 y 87 de.1 Código de Tra-
bajo, "lo que hacen en .el fondo es sacionar al patrón ma-

obligándole a pagar a los trabajadores las compen-
saciones correspondientcs; que la sentencia debe ser ca-
sada; pero,

Censiderando, que contrariamente a lo afirmado por
los recurrentes, la aplicación del artículo 86 en los ordi-
nales 2 y 7 requileren una intención dolesa por parte del
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patrono ni hace suponer un caso fortuito, ya que el pa.
trono que tiene dificultad cn cubrir los gastos de su
dustra, tlene la facultad de obtener susperksión del con-
trato de trabajo, lo que no hizo la pata-ona; que las difi-
cultades económicas de la empresa no constituyen una situa-
ción que pueda asimilarse al caso fortuno, y no libra
deudor de su responsabllidad; que, en consecuencia, el me-
dio que se examina carece de funclamento y debe ser decy-
estimado;

Considerando, que en el desarrollo del tercer medio,
la recurrente, alega en síntesis, qtte la sentencia ha vio-
lado las reglas de la prueba; que el quid de esta cuestión
reside en que los trabajadores se quejaban de qua sus sa-
larios habían sido reducklos; que la prueba de esa reduc-
ción debía hacerse por medio de documentes, principal-
mente con la presentación del libro de Sueldos y Jorna-
les, que están obligados a Ilevar los Patronos;; que según
resuta de la página 6 de la sentencia recurrida, el juez
aquo tuvo en su poder un "comprobante de liquIdac!ón de
paga de jornales", sin especificarse quién preparó ese docu-
mento; que el Juez a-qtto en una actitud nada encomia-
ble procedié a conocer de un infmmativo y contrainfor-
mativo y comparecencia personal d las partes, medidas
de instrucción éstas, completamente inadecuadas, porque
jamás pueden servir para dejar sentado cuál es el salario
que deveng,aba cualquier trabajador, para de ahí verifi-
ear si hubo o nó reducción de salarios; que desde este ter-
cer punto de v:sta se evidencia la falta de motivos, por lo
que, debe ser easada la sentencia impugnada; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
revela que a través de la instrucción del proceso las partes
en litis, p rincipalmente la recumnte acImitieron que los
obreros tuvieron que admitir, porque ella no podía suminis-
trarle trabajo continuo, lo que unido a que se estable.ció
por medio del informativo y comparocencia personal, que
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a los obreros se le pagaba un jornal inferior al estableci-
do por la Ley, que, por otra parte en materia laboral se
admiten todos los med'os de prueba; que la sentenc:a con-
tierke motivos suficientes y pertinentes, conforme se ha
serialado ampliamente en los considcrandos anteriorrs,
por lo que este tercer medio carece también de funda-
mento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza ci recurso de ca-
sación interpuesto por la Panadería Las Mercedes y suce-
sores de Belarminio Ruiz, representados per Fabia Bidó
Vda. Cepeda, contra la sentencia dIctada por el Juzgado
de Primera Instancia de Espaillat, cl 16 de mayo de 1977,
como Tribunal de Segundo Gradc> en materia laboral, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena a la Panadcría Mercedes,
y,/o Sucesores de Belarminlo Ruiz, al pago de las coAas,
distrayéndolas en provecho de los dottores Fedcrico Enrl-
que Villamil S. y Nelson Gómez A., y Lic. Angel Juhán
Serrulle, abogado de los recurridos, quienes afirman ha-
berhs avanzado.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybor, Fernando E.
Ravelo de la Puente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpf«
dio Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez.— Mig,uel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
seficres Jucces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y años .en él expresados, y
fué firrnada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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patrono ni hace suponer un caso fortuito, ya que el pa-
trono que tiene dificultad en cubrir los gastos de su in.
dustria, tlene la facultad de obtener suspensión del con.
trato de trabajo, lo que no hizo la patrona; que las difl.
cultades económicas de la empresa no constituyen una situa-
ción que pueda asimilarse al caso fortuito, y no libra
deudor de su responsabilidacl; que, en consecuencia, el me-
dio que se examina carece de fundarnento y debe ser des-
estimado;

Considerando, que en el desarrollo del tercer medio,
la recurnente, alega en síntesis, que la sentencia ha vio-
lado las reglas de la prueba; que el quid de esta cuestión
reside en que los trabajadores se quejaban de que sus za-
larios habían sIdo reductdos; que la prueba de esna reduc-
ción debía hacerse por medio de documentes, principal-
mente con la presentación del libro de Sueldos y Jorna-
les, que están obligados a Ilevar los Patranos;; que según
resuta de la página 6 de la sentencia recurrida, el juez
aquo tuvo en su poder un "comprobante de liquidae:án de
paga de jornales", sin especificarse quién preparó ese docu-
mento; que el Juez a-quo en una actitud nada encomia-
ble procedie a conocer de un infermativo y contrainfor-
mativo y comparecencia personal de las partes, medidas
de instrucción éstas, completamente inadecuadas, porque
jamás pueden servir para dejar sentado cuál es el salario
que devengaba cualquier trabajador, para de ahí verriL-
car si hubo o nó reducción de salarlos; que desde este ter
oer punto de vlsta se evidencia la falta de motivos, por lo
que, debe ser casada la sentencia impugnada; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
revela que a través de la instrucción del proceso las partes
en litis, p rincipalmente la recurrente admitieron que los
obreros tuvieron que admitir, porque ella no podía suminis-
trarle trabajo oontinuo, lo que unido a que se establcció
por medio del infor-rnativo y comparecencia personai, que

a los obreros se le pagaba un jornal inferior al estableci-
do por la Ley, que, por otra parte en materia laboral se
ad:niten todos los med'os de prueba; que la sentene!a con-
tiene motivos suficientes y pertinentes, conforme se ha
señalado ampliamente en los considcrandos anteriores,
por lo que este tercer medio carece también de funda-
mento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Panadería Las Mercedes y suce-
sores de Belarminio Ruiz, representados per Fabia Bidó
Vda. Cepeda, eontra la senten&a cl:ctada por el Juzgado
de Primera Instancia de Espaillat, el 16 de, mayo de 1977,
como 'Pribunal de Segundo Grado en materia laboral, cu-
yo dispositivo ba sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena a la Panadería Mercedes,

Sucesores de Belarrninlo Ruiz, al pago de las co.das,
distrayéndolas en provecho de los dottores Federico Enri-
que Villamil S. y Nelson Górnez A., y Lic. Angel Julián
Serrulle, abogado de los recurridcs, quienes afirman ha-
bcrlas avanzado.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando
Ftavelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi•
dio I3eras, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe. Osvaldo
Perelemo Báciz.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
setteres Jueces que figuran en su encabezamicnto, en la
audiencia pública del día, mes y DfiOS en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.) Miguel Jaeobo.
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE MARZO DEL 198

Sentencia impugnada: Cámara de Cuentas de la República,
fecha II de abril de 1978

Materia: Administrativa.

Recurrente: Desiderio Cortorreal.
Abogados: Dr. Radhamés B. Maldonado P. y Vinicio Reg

Duat te.

Reettrrido: Gertrudis Cortorreal.
Ahogado: Dr. José M. Núñez Castillo.

Dios, Patria y Libertad,
República Domidcana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstce
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Pres idente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
D'strito Nacional, hoy día 27 del mes de marzo del año
1981, años 1,38' de la Independencia y 118' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Dceide-
rio Cortorreal, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultcr, domiciliado en la sección de Buena Vista, del Mu-
nicipio de Pimentel, Provincia Duarte, cédula No. 1E75,
serie 56, contra la sentencia d'etada el 1 ide abril de 1978
por la Cámara de Cuentas de la República, en funtiones
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e Tribunal Superior Administrativo, cuyo dispositivo se
( • pia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Radhamés Bo!ívar Maldonado Pinales,

cédula No. 50563, serie 1ra., por sí y por el Dr. Vinicio
galado Duarte, cédula No. 26017, serie 5S, abogados del

rorurrente, en la lectura de sus conclusiones;
Oído al Dr. José Manolo Núñez Castillo, cédula No.

1030, serie 28, abogado del recurrido, en la lectura de
sus conclusiones; recurrido que es Gertrudis Cortorreal,
dominicana, mayor de edad, casada, domiciliada en la ca-
lle 27 de Febrero No. 101, de la ciudad de San Francisco
da Macorís, cédula No. 4170, serie 56;

Oído el dictamen del Magistrado Prorurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado por el re-
currente el 31 de mayo de 1978, suscrIto por sus abogados,
en el cual se proponen contra la sentencia impugnada los
medios que se indican más adelante;

VIsto el memorial de defensa del recurrido, depositado
el 7 de julio de 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-
berado, y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante, así como también

I los artículos 1 y s i guientes de la Ley No. 1494 de 1947; 1

1
 de la Ley No. 3835 de 1954; 1 y siguientes de la Ley No.

289, de 1972, sobre Aparcerías Rurales; 1 y 20 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que, con motivo de una sa'sritud del actual recurrente,
Desiderio Cortorreal Reyes, la Comisión para la Apl5ca-
c ón de las Leyes Agrarias, dictó el 18 de mayo de 1977
una Resolución cuya parte final dispositiva dice así: "fic-
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE MARZO DEL 1981

sentencia impugnada: Cámara de Cuentas de la República,
fecha 11 de abril de 1978.

Materia: Administrativa.

Recurrente: Desiderio Cortorreal.
Abogados: Dr. Radhamés B. Maldonado P. y Vinicio Rega

Duarte.

Ilecurrida: Gertrudis Cortorreal.
Ahogado: Dr. José M. Núñez Castillo.

Dios. Patria y Libertad,
República DoiniM.cana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Pcrelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat y Leentc R. Albttrquerque Castillo, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Ustrito Nacional, hoy día 27 del mes dc. marzo del año
1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restau-
ración, dieta en audiencia pública como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Deside-
rio Cortorreal, dominicano, mayor de eclad, casado, agri-
cultor, domiciliado en la sección de Buena Vista, del Mu-
nicipio de Pimentel, Provincia Duarte, cédu •  No. 18175.
serio 56, contra la sentencia d:ctada el 1 lde abril de 1978
por la Cámara de Cuentas de la República, en funciones

e Tribunal Superior Administrativo, cuyo dispositivo se
pia más adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Radhamés Bo:ívar Maldonado Pinales,
cédula No. 50563, serie lra., por sí y por el Dr. Vinicio

galado Duarte, cédula No. 26047, serie 5S, abogados del
eiturrinte, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. José Manolo Núñez Castillo, cédula No.
030, serie 28, abogado del recurrido, en la lectura de

conclusiones; recurrido que es Gertrudis Cortorreal,
dominicana, mayor de edad, casada, domiciliada en la ca-
lle 27 de Febrero No. 101, de la ciudad de San Francisco
de Macorís, cédula No. 4170, serie 56;

Oído el dictamen del Magistrado Proturador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado par el re-
currente el 31 de mayo de 1978, suscrito por sus abogados,
en el cual se proponen contra la sentencia impugnada los
medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, depositado
le 7 de julio de 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante, así como también
los articulos 1 y siguientes de la Ley No. 1494 de 1947; 1
de la Ley No. 3835 de 1954; 1 y siguientes de la Ley No.
289, de 1972, sobre Aparcerías Rurales; 1 y 20 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que, con motivo de una scl"citud del actual recurrente,
Desiderio Cortorreal Reyes, la Comisión para la Aplica-
c ón de las Leyes Agrarias, dictó el 18 de mayo de 1977
una Resolución cuya parte final dispositiva dice así: "Re-

•
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suelve: 1., Dar por terminara la situación de aparcería que
existía entre cl señor Gertrudis Cortorreal, propietario
aproximadamente 83 tareas, dentro de la parcela No
del Distrito Catastral No. 18 del Municipio de PIrner.,
Sección Buena Vista, sitio Cuaba y Herradura,
Duarte, y su hijo Desiderio Cortorreal Reyes, pura y
plemente, sin ningún tipo de compensación; 2.-- Con'i;
sar en favor del señor Desiderio Cortorrcal Reyes la su-
ma de RDS6,500.00 que adeúda al propietario Gertrudis
Cortorreal correspomEente a los porcentajes no pagados
de las cosechas que ha disfrutado para su entero provecho
en el predio que ocupa como contrapartida del valor co-
rrespondiente a las mejoras que f iguran en el informe
agronómico No. 131, de facha 26 de abril de 1977; 3.-- Se
ordena a la comisión militar coordinadora de las Leyes
Agrarias la puesta inmediata en posesión del propietario
del predio de 83 tareas de que se trata, como medida pro-
visional, no obstante cualquier recurso, dadas las vías de
hechos y ameiazas por el aparcero contra el propietario;
4— Dispone que esto expediente sea remitido por Secre-
taría al Poder Ejecutivo; 5. —Dispone que por Secretaría
se proceda a fijar copla de la presente Resolución en la
puerta de la oficina de esta Comisión que la misma sea
notificada a los señores indicados en el encabezamiento
de esta Resolución y al Abogado del Estado, Procurador
General de la República, Magistrado Procurador Fiscal de
San Francisco de Macorís, Comandante de la Policía Na-
cional y del Ejército Nacional de San Francisco de Maco-
rís, Gobernador Provincial de San Francisco de Macorís,
Director General del Catastro Nacional y Administrador
del Banco Agrícola; b) que sobre recurso de Desiderio
Cortorreal al Tribunal Superior Administrativo, dicho Tri-
bunal dictó el 25 de octubre de 1977 una sentenc i a con el
sigurn:ente dispositivo: `Primero: Acoger, corno al efecto aco-
ge en cuanto a la forma el recurso contencioso adrdni;tra-
tivo interpuesto por el señor Desiderio Cortorreal Reyes,
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ontra la Resolución Na 16, de fecha 18 de mayo de 1977,
dictada por la Comisión para la Aplicación de las Leyes
Agrarias; Segundo: Revocar, como al efecto revoca en

cuanto al fondo la aludida Resoluc i ón No. 16 por improce-
dente y mal fundada en derecho; Tercero: Declarar, como
al efecto declara al señor Desiderio Cortorreal Reyes, apar-
cero de aproximadamente 83 tareas de terrenos, ubicada
en la parcela No. 34 del Distrito Catastral No. 16 de San
Francisco de Macorís y la parcela No. 3, Prov., del Dis-

; trito Catastral No. 3 del Municipio de Pimentel, Sección
, Buena Vista, sitio Cuaba y Herradura, de la Común y
1 :-Provincla Duarte; y c) que, sobre recurso de revisión de

Gertrudis Cortorreal, el mismo Tribunal, acogiendo la re-
visión, dictó el 11 de abril de 1978 la sentencia que aho-

,:, se impugna en casación, cuyo dispositivo dice así: • FA-

1
 LLA: PRIMERO: Acoger, como al efecto acoge, en cuan-

H to a la forma el recurso de Revisión interpuesto por el se-
: . ñor Gertrudis Cortorreal Ventura, contra la sentencia de

fecha 25 de octubre de 1977, dictada por esta Cámara de
Cuentas, en funciones de Tribunal Superior Administrati-
vo; SEGUNDO: Revocar, como al efecto revoca, la men-
'cionada sentencia dictada en fecha 25 de octubre de 1977,

I 1 en todas sus partes, y en consecuencia, mantener en toda
1 su fuerza y vigor la Resolución No. 16 de fecha 18 de ma-
11. yo de 1977, dictada por la Comisión para la Aplicación de

las Leyes Agrarias;

Considerando, que contra la sentencia que impugna,
el recurrente Desiderio Cortorreal propone los dos me-
dios de casación siguientes: Primer Medio: Desnaturaliza-
ción de los documentos aportados a la causa, Violación del
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, Omisión
de la Aplicac ión del artículo 2 (Dos), de la Ley No. 289,
de fecha 29 de marzo de 1972, que prohibe la celebración
de contratos de Arrendamientos o de Aparcería o de cual-
quier otros en las regiones rurales de la República, Ga-
ceta Oficial No. 9558; Segundo Medio: Violación del Art.
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suelve: 1., Dar por terminara la situación de aparcería que
existía entre el señor Gertrudis Cortorreal, propietario de
aproximadamente 83 tareas, dentro de la parcela No. 34
del Distrito Catastral No. 18 del Municipio de Pimentel
Sección Buena Vista, sitio Cuaba y Herradura. Provincia
Duarte, y su hijo Desiderio Cortorreal Reyes, pura y sim-
plemente, sin ningún tipo de compensación; 2.— Compen-
sar en favor del señor Desiderio Cortorreal Reyes la su-
ma de RD$6,500.00 que adeúda al propietario Gertrudis
Cortorreal correspondiente a los porcentajes no pagados
de las cosechas que ha disfrutado para su entero provecho
en el predio que ocupa como contrapartida del valor co-
rrespondiente a las mejoras que figuran en el informe
agronómico No. 131, de fecha 26 de abril de 1977; 3.-- Se
ordena a la comisión militar coordinadora de las Leyes
Agrar:as la puesta inmediata en posesión del propietario
del predio de 83 tareas de que se trata, como medida pro-
visional, no obstante cualquier recurso, dadas las vías de
hechos y amciazas por el aparcero contra el propietario;
4.— Dispone que este expediente sea remitido por Secre-
taría al Poder Ejecutivo; 5. —Dispone que por Secretaría
se proceda a fijar copia de la presente Resolución en
puerta de la oficina de esta Comisión que la misma sea

notificada a los señores indicados en el encabezamiento
de esta Resolución y al Abogado del Estado, Procurador
General de la República, Magistrado Procurador Fiscal de
San Francisco de Macorís, Comandante de • la Policía Na-
cional y del Ejército Nacional de San Francisco de Maco-
rís, Gobernador Provincial de San Francisco de Macorís.
Director General del Catastro Nacional y Administrador
del Banco Agrícola; b) que sobre recurso de Desiderio
Cortorreal al Tribunal Superior Administrativo, dicho Tri-
bunal dictó el 25 de octubre de 1977 una sentenc i a con el
sigu:ente dispositivo: 'Primero: Acoger, como al efecto ato-
ge en cuanto a la forma el recurso contencioso aclm'nistra-
tivo interpuesto por el señor Desiderio Cortorreal Reyes,

1‘ ontra la Resolución No. 16, de fecha 18 de mayo de 1977,
dictada por la Comisión para la Aplicación de las Leyes
Agrarias; Segundo: Revocar, como al efecto revoca en
cuanto al fondo la aludida Resolución No. 16 por improce-
dente y mal fundada en derecho; Tercero: Declarar, como
al efecto declara al señor Desiderio Cortorreal Reyes, apar-
cero de aproximadamente 83 tareas de terrenos, ubicada
en la parcela No. 34 del Distrito Catastral No. 18 de San
Francisco de Macorís y la parcela No. 3, Prov., del Dis-
trito Catastral No. 3 del Municipio de Pimentel, Sección
Buena Vista, sitio Cuaba y Herradura, de la Común y
Provincia Duarte; y c) que, sobre recurso de revisión de
Gertrudis Cortorreal, el mismo Tribunal, acogiendo la re-
visión, dictó el 11 de abril de 1978 la sentencia que aho-
se impugna en casación, cuyo disposetivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Acoger, como al efecto acoge, en cuan-
to a la forma el recurso de Revisión interpuesto por el se-

•.! ñor Gertrudis Cortorreal Ventura, contra la sentencia de
fecha 25 de octubre de 1977, dictada por esta Cámara de
Cuentas, en funciones de Tribunal Superior Administrati-
vo; SEGUNDO: Revocar, como al efecto revoca, la men-
cionada sentencia dictada en fecha 25 de octubre de 1977,
en todas sus partes, y en consecuencia, mantener en toda
su fuerza y vigor la Resolución No. 16 de fecha 18 de ma-
yo de 1977, dictada por la Comisión para la Aplicación de
las Leyes Agrarias;

Considerando, que contra la sentencia que impugna,
el recurrente Desiderio Cortorreal propone los dos me-
dios de casación siguientes: Primer Medio: Desnaturaliza-
ción de los documentos aportados a la causa, Violación del
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, Omisión
de la Aplicación del artículo 2 (Dos), de la Ley No. 289,
de fecha 29 de marzo de 1972, que prohibe la celebración
de contratos de Arrendamientos o de Aparcería o de cual-
quier otros en las regiones rurales de la República, Ga-
ceta Oficial No. 9558; Segundo Medio: Violación del Art.



aninagsr

566 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL	 567

3 de la Ley 289, de fecha 29 de marzo de 1972, que prohi-
be la celebrac ión de contratos de Arrendamientos o de
Aparcería o de cualquier otros en las regiones rurales de
la República, en la Gaceta Oficial No. 9258;

Considerando, que, de la lectura de lo decidido por la
Comisión para la Aplicación de las Leyes Agracias por
Tribunal Superior Administrativo, acogiendo las conclu-
siones de Gertrudis Cortorreal y rechazando las de Desi-
dencio Cortorreal, según consta en lo copiado más arriba,
se pone de manifiesto que se trataba en la especie de un
litigio entre dos personas diferentes típicamente de carác-
ter civil, y no de una controversia de carácter administra-
tivo entre un particular y el Estado; que lo acordado en
el caso por la Comisión mencionada para resolver la con-
troversia entre las personas particulares ya nombradas,
en la forma que se ha hecho, tiene indudablemente el ca-
rácter de un acto de jurisdicción civil; que en el articulado
de la Ley No. 1289, como en el de las varias leyes de fo-
mento agrarias( que se votaron ese año, se confieren atri-
buciones diversas a las entidades y los funcionarios del ra-
mo de agricultura, pero teniendo siempre el legislador el
cuidado de no atribuirles funciones jurisdiccionales de ca-
rácter civil, para asuntos habitualmente implicativos de
intereses económicos de complejidad muy grande, par lo
que nuestra Constitución y nuestra legislación han reser-
vado siempre estos asuntos civiles a los jueces profesiona-
les del orden judicial;

Considerando, que igualmente, la Ley No. 1494, de
1947, que instituye la Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa, en su artículo 7, letra f), exceptúa expresamente
de la competencia de esa jurisdicción los casos de carácter
civil, así como los de caráter comercial o penol;

Considerando, que por todo lo expuesto, procede la
casación de la sentencia de que se trata, por causa de in-
competencia fundamental, tanto de la Comisión Adminis-

trativa que dictó la Resolución original, como del Tribu-
nal Superior Administrativo que mantuvo esa Resolución;
todo, sin necesidad de ponderar particularmente los medios
y alegatos del recurrente en casación;

Considerando, que, de acuerdo con las disposiciones
expresas del artículo 33 de la Ley No. 1494, que instituye
la Jurisdicción Contenc ioso-Administrativa cuando la Su-
prema Corte de Justicia casa una sentencia del Tribunal
Superior Administrativo por razón de incompetencia de
orden civil, comercial o penal, debe al mimso tiempo, se-
fialar la jurisdicción competente, la cual, en virtud de ese
señalamiento, tendrá aptitud legal para resolver el aso;

Considerando, por último, que en la materia en que
se trata no procede la condenación en costas;

Por tales motivos, Primero: Casa, en todo su alcance,
por causa de incompetencia, la sentencia dictada el 11 de
abril de 1978 por la Cámara de Cuentas de la República
en funciones de Tribunal Superior Administrativo, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Declara que el conocimiento del litigio que
e contrae esa sentencia, corresponde a los tribunales del

orden judicial, en atribuciones c4viles.

(FIRMADOS):— Nestor Contín Aybar, Fernando' E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perclomo Bácz, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R. Alburquerque Castillo.-- Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y años en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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3 de la Ley 289, de fecha 29 de marzo de 1972, que prohi-
be la celebración de contratos de Arrendamientos o de
Aparcería o de cualquier otros en las regiones rurales de
la República; en la Gaceta Oficial No. 9258;

Considerando, que, de la lectura de lo decidido por la
Comisión para la Aplicación de las Leyes Agracias por el,
Tribunal Superior Administrativo, acogiendo las conclu-
siones de Gertrudis Cortorreal y rechazando las de Desi-
dencio Cortorreal, según consta en lo copiado más arriba,
se pone de manifiesto que se trataba en la especie de un
litigio entre dos personas diferentes típicamente de carác-
ter civil, y no de una controversia de carácter administra-
tivo entre un particular y el Estado; que lo acordado en
el caso por la Comisión mencionada para resolver la con-
troversia entre las personas particulares ya nombradas,
en la forma que se ha hecho, tiene iindudablemente el ca-
rácter de un acto de jurisdicción civil; que en el articulado
de la Ley No. 1289, como en el de las varias leyes de fo-
mento agrarias( que se votaron ese año, se confieren atri-
buciones diversas a las entidades y los funcionarios del ra-
mo de agricultura, pero teniendo siempre el legislador el
cuidado de no atribuirles funciones jurisdiccionales de ca-
rácter elvil, para asuntos habitualmente implicativos de
intereses económicc.s de complejidad muy grande, por lo
que nuestra Constitución y nuestra legislación han reser-
vado siempre estos asuntos civiles a los jueces profesiona-
les del orden judicial;

Considerando, que igualmente, la Ley No. 1494, de
1947, que instituye la Jurisdicción Contenc i oso-Adminis-
trativa, en su artículo 7, letra f), exceptúa expresamente
de la competencia de esa jurisdicción los casos de carácter
civil, así como los de caráter comercial o penol;

Considerando, que por todo lo expuesto, procede la
casación de la sentencia de que se trata, por causa de in-
competencia fundamental, tanto de la Comisión Adminis-

trativa que dictó la Resolución original, como del Tribu-
nal Superior Administrativo que mantuvo esa Resolución;
todo, sin necesidad de ponderar particularmente los medios
y alegatos del recurrente en casación;

Considerando, que, de acuerdo con las disposiciones
expresas del artículo 33 de la Ley No. 1494, que instituye
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa cuando la Su-
prema Corte de Justicia casa una sentencia del Tribunal
Superior Administrativo por razón de incompetencia de
orden civil, comercial o penal, dehe cl mimso tiempo, se-
ñalar la jurisdicón competente, la cual, en virtud de ese
señalamiento, tendrá aptitud legal para resolver el aso;

Considerando, por último, que en la materia en que
se trata no procede la condenación en costas;

Por tales motivos, Primero: Casa, en todo su alcance.
por causa de incompetencia, la sentencia dictada el 11 de
abril de 1978 por la Cámara de Cuentas de la República
en funciones de Tribunal Superior Administrativo, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Declara que el conocimiento del litigio que
se contrae esa sentencia, corresponde a los tribunales del
orden judicial, en atr ibuciones civiles.

(FIRMADOS)..— Néstor Contín Aybar, Fernando' E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R. Alburquerque Castillo.-- Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
sefiores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y años en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.-- (Fdo.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE MARZO DEL 1931

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Do:ningo,
de fecha 20 de abril de 1975.

Materia: Correccional.

Recurrente: Cándido Zabalo Mora o Mota.

Intervinientes: Santiago de Jesús Figuereo Mateo y Compartes,
Abagado: Dr. César A. Medina.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiarna,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Joaquín Hernández Espaá-
llat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Dis-
trito Nacional, hoy día 27 del mes de marzo del año 1981,
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Cán-
dido Zabala Mora o Mota, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, cédula 11479, serie 2, chófer del servicio de Trans-
portación de la Policía Nacional, con su domicilio en esta
ciudad, y la Seguros Patria, S. A., con asiento social en es-
ta ciudad, en la Avenida 27 de Febrero No. 10, contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales el 20 de
abril de 1978, por la Corte de Apelación de Santo Dom:n-
go, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de los recursos, levantada en la Secre-

taría de la Corte a-qua, el 5 de mayo de 1978, a requeri-
miento del Dr. Pilades E. Hernández M., cédula 10821, ge-
rie 22, a nombre de los recurrentes; acta en la que se pro-
pone ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito de los intervinientes, Jesús Figueroa
Mateo y Antera Tejeda, respectivamente, portadores de
las cédulas 26899 y 181441, serie 12, suscrito por su aboga-
do, Dr. César A. Medina, cédula 8325, serie 22;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, de
1967, 1383 del Código Civil; y 1, 37, 62 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en el fallo impugnado y en los do-
cumentos a que el mismo se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido
en esta cidad, el 2 de agosto de 1976, en el que un menor
resultó con lesiones corporales, la Primera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
dictó el 22 de diciembre de 1977, una sentencia cuyo dis-
positvo se copia en el de la ahora impugnada; y b) que so-
bre los recursos interpuestos, la Corte de Apelación de
Santo Domingo dictó el 20 de abril de 1978, el fallo aho-
ra impugnado en casación, cuyo dispositivo dice así: ''FA-
LLA: PRIMERO: Admite como regular y válido el recur-
so de apelación interpuesto por el Dr. Bienvenido Figue-
reo Méndez a nombre y representación de Cándido Zaba-
la Mora, Bienvenido Moquete de los Santos, y la Compa-
ñía de Seguros Patria, S. A., contra sentencia dictada por
la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, en fecha 22 de diciembre
de 1977, cuyo dispostiivo dice así: "Falla: Primero: Se de-
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE MARZO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo DotningQ
de fecha 20 de abril de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente: CAndido Zabalo Mora o Mota.

Intervinientes: Santiago de Jesús Figuereo Mateo y Compartes.
Abogado: Dr. César A. Medina.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.
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clara al nombrado Cándido Zabala Mora ó Mota, de gene-
rales que constan, culpable del delito de golpes y heridas
involuntarias, causadas con el manejo o conducción de
vehículos de motor, previstc y sancionado por las dispos;.
ciones del artículo 49, párrafo c), y 65 de la Ley No. 241,
en perjuiicio del menor Carlos José Figuereo, y en conse-
cuecia, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes,
se le condena al pago de una multa de Diez pesos oro (RD
$10.00), y costas penales causadas; Segundo: Se declara
regular y válida en cuanto a la forma la constitución en
parte civil incoada por los señores Santiago de Jesús Fi-
guereo Mateo y Antera Tejada. en sus calidades de padres
y tutores legales del menor Carlos José Figuereo Tejada,
en contra de Cándido Zabala Mora o Mota, y Bienvenido
Moquete Santos, en sus calidades de prevenido y persona
civilmente responsable, respectivamente, y la puesta en
causa de la Compañía de Seguros Patria, S. A., entidad ase-
guradora del vehículo conducido por Cándido Zabala Mo-
ra o Mota, por haber sido hecha conforme a la ley de la
materia; Tercero: En cuanto al fondo, se condena a Cán-
dido Zabala Mora o Mota y Bienvenido Moquete Santos,
en sus calidades enunciadas, al pago solidario de una in-
demnización de la suma de Diez mil pesos oro (RD$10,000.-
00), en favor y provecho de la parte civil constituída, co-
mo justa indemnización por los daños morales y materia-
les sufridos por ella con motivo del accidente de que se
trata; Cuarto: Se condena a Cándido Zabala Mora o Mota
y Bienvenido Moquete Santos, en sus calidades expresa-
das, al pago de los intereses legales de la suma reclama-
da, computados a partir de la fecha del a demanda y has-
ta la total ejecución de la sentencia a intervenir, a título
de indemnización complementaria a favor de los recla-
mantes; Quinto: Se condena a Cándido Zabala Mora o Mo-
ta y Bienvenido Moquete Santos, en sus calidades enun-
ciadas, al pago solidario de las costas civiles, con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. Viterbo A. Peña
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Medina, abogado de la parte civil constituida, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad; Sexto: Se declara
la presente sentencia común, oponible y ejecutable, con
todas sus consecuencias legales, a la Compañía de Segu-
ros Patria, S. A., entidad aseguradora del vehículo condu-
cido por Cándido Zabala Mora o Mota, con póliza No. SDA-

, 9679, con vigencia al dia 23 de enero del año 1977, de
conformidad con lo dispuesto por el artículo 10, modifica-
do, de la ley No. 4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehícu-

r los de Motor; por haber sido hecho dentro del plazo y de-
más formalidades legales; SEGUNDO: Modifica la senten-
cia recurrida en su ordinal 3ro. y la Corte por propia au-

EI toridad fija dicha indemnización en la suma de RD$3,000.-
00, (Tres Mil pesos oro); TERCERO: Condena a Cándido
Zabala Mora o Mota al pago de las costas penales; CUAR-
TO: Condena a Cándido Zabala Mora o Mota y Bienvenido
Moquete Santos, al pago de las costas civiles de la alzada,
con distracción de las mismas en provecho de los Dres. Cé-
sar Augusto Medina y Viterbo Peña Medina, abogados que
afirman haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO: De-
clara esta sentencia común, oponible y ejecutable a la Com-
pañía de Seguros Patria, S. A., entidad aseguradora del ve-
hículo que causó el accidente;

Considerando, en cuanto al recurso de la Compañía
de Seguros Patria, S. A., que procede declarar la nulidad
del mismo, en razón de que dicha recurrente no ha ex-
puesto los medios en que lo funda, conforme lo exige a
pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; que, por tanto, sólo procede exami-
nar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar la
culpabilidad del prevenido y fallar como lo hizo, dio por
establecido, mediante la ponderación de los elementos de
juicio que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, lo siguiente: a) que en la mañana del
2 de agosto de 1976, ocurrió un accidente de tránsito en
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la calle Gardenia, Jardines del Norte, en esta ciudad, en
el cual el prevenido Zabala Mora o Mota, atropelló al me-
nor de 4 años Carlos Figuereo, con la camioneta ploca No.
500-571 que conducía de sur a norte, propiedad de Bien-
venido Moquete Santos, con póliza de la Seguros Patria,
A.; b) que a consecuencia del accidente, el menor Carlos
José Figuereo resultó con heridas craneales traumáticas
curables de 150 y antes de 180 días; y c), que el hecho
debió a que el prevenido recurrente, cuyo vehículo se en-
contraba detenido, lo puso en marcha sin percatarse de
que al momento de hacerlo, el menor que resultó atrope-
llado, se había ya lanzado a cruzar la calle por donde
transitaba el prevenido;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recunente, el delito de golpes
y heridas por imprudencia. ocasionados con el manejo de
un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley
241, de 1967, y sancionado en la letra c) de dicho texto
legal, con las penas de ses (6) meses a dos (2) años de
prisión, y multa de RD$100.00 a RD$500.00, si la enferme-
dad o imposibilidad de la víctima para el trabajo durare
20 días o más, como ocurrió en la especie; que, por tanto,
al condenar al prevenido Cándido Zabala Mora o Mota,
al pago de una multa de Diez pesos (RDS10.00), acogiendo
en su favor circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le
aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-gua dió por
establecido que el hecho del prevenido recurrente había
ocasionado daños y perjuicios morales y materiales a los
padres del menor atropellado, Jesús Figuereo Mateo, y An-
tera Tejada, constituídos en parte civil, cuyo monto eva-
luó en la suma de RD$3,000.000; que, por tanto, al conde-,
nar al prevenido juntamente con el propietario de la ca-
mioneta, Bienvenido Moquete de los Santos, al pago de. la
suma a título de indemnización principal, y al de los in-
tereses legales de dicha suma, a partir del día de la deman-

da, como indemnización complementaria, la Corte a-qua
hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código
Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en lo que concierne al prevenido recurrente, la senten-
cia impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

kr,
Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-

tes a José Figueroeo Mateo y Antera Tejada, en los recur-
sos de casación interpuestos por Cándido Zabala Mora o
Mota, y la Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, el 20 de abril de 1978, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fa-
llo; Segundo: Declara nulo el recurso de la Seguros Patria,
S. A., contra la citada sentencia; y Tercero: Condena al pre-
venido recurrente, al pago de las costas penales y civiles,
con distracción de las últimas en provecho del Dr. César A.
Medina, abogado de los intervinientes, por afirmar haberlas
avanzado en su mayor parte, y las hace oponibles a la Segu-
ros Patria. S. A., dentro de los términos de la póliza.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar, Joaquín Her-
nández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y años en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada par mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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